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INTRODUCCIÓN
Las conductas de los hombres que conviven en sociedad son reguladas en su mayoría por reglas de conducta, es decir por leyes, una nación que se ocupa en mejorar la calidad de sus leyes es una nación que avanza en muchos aspectos.

En México, existe la dificultad en entender, interpretar y aplicar correctamente la mayoría de las disposiciones que contienen las leyes fiscales, pues muchos profesionistas como los abogados y contadores, al estudiar alguna ley para consultar el tratamiento de un acto o situación de la que es objeto esa ley, lejos de obtener una interpretación o entendimiento fácil y claro para la correcta aplicación de la disposición, sucede lo contrario;  incluso, en muchas ocasiones surgen confusiones con las propias autoridades fiscales, ya que, cuando se les consulta en sus diversas dependencias sobre cierta situación jurídica, emiten a los contribuyentes respuestas y criterios diferentes para esa misma consulta; También es palpable que, en las diversas legislaciones y no únicamente en la fiscal, han sido superadas por el avance tecnológico y por consecuencia, por las nuevas formas de delinquir, quedando atrás en el legislar dichas  situaciones.

Por lo mencionado, ¿Cómo enfrenta el legislador el problema de la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en las normas tributarias, el avance de la tecnología, y como evita quedar superado en el intento de legislar frente a una sociedad que se ve confundida en la interpretación de las normas y además, invadida por nuevas formas de comunicación y nuevos estándares internacionales en materia de tecnológica?

Las investigaciones centradas en las actividades del Congreso Federal Mexicano, son escasas, y lo han hecho mas en relación con el resultado final de dichas actividades (estudiar normas y disposiciones que se dictan), que sobre la forma en que se realizan. Por lo que los estudios de técnica legislativa, han estado prácticamente alejados del interés de la doctrina nacional; olvidándose que, de la construcción de los textos legales se ocupa precisamente la técnica legislativa, y el creador de la norma es quien las integra en su texto. 

Luego entonces, interpretar una norma jurídica significa esclarecer su verdadero sentido y alcance, sin embargo, para estar en condiciones de ello, es necesario que el mismo texto legal que se construya sea entendible, que radica en que se exprese en un lenguaje sencillo, sin tecnicismos, teniendo coherencia en sus párrafos e ideas, etc., tomando en cuenta al destinatario final de la norma. 

El desinterés en estudiar sobre las funciones del Congreso mexicano, se da y se ha dado en el entorno político, y también en el área de estudios estrictamente jurídicos. Lo anterior, complica la seguridad jurídica de los contribuyentes y trastoca las finanzas del gobierno, ya que los ciudadanos que contribuyen vía impuestos y contribuciones al gasto publico, se les dificulta el cumplimiento de contribuir, al no ser claras y concisas las normas que lo obligan, afectando así, a la recaudación de contribuciones. 

En consecuencia, el gobierno no recauda oportuna y correctamente los ingresos por contribuciones presupuestadas en la ley de ingresos, e inicia la labor de recuperación de adeudos por omisiones y diferencias detectadas, a través del envío de requerimientos y los procedimientos administrativos de ejecución, lo que provoca a que se generen contrataciones de mas personal para lanzar auditorias masivas sobre las empresas, lo que representa una gran suma de dinero invertido en esas diligencias.

Por su parte, los contribuyentes hacen valer sus medios de defensa a través de recursos y amparos, desencadenándose entonces una ola de litigios entre autoridad fiscal y contribuyentes, en donde los resultados de dichos litigios en su mayoría son ganados por los últimos, según cifras y datos que maneja la prensa nacional y la propia S.H.C.P. quedando para la autoridad solo gastos, perdida de tiempo y sin los recursos que pretendía, en tanto que el contribuyente, también queda con secuelas de desgaste físico y mental, y con el temor de que la autoridad lo estará vigilando y acosando mas de cerca, aunado al desembolso económico por el costo de los abogados. 

Y por otro lado, en referencia al avance tecnológico, la informática y los sistemas computacionales, son actualmente indispensables en todos los procesos existentes en el comportamiento humano, educativo, social y económico; y que las computadoras así como el Internet, son un invento que no contando con más de 50 años, han ingresado a nuestras vidas en todos los campos, cada vez con mejores aplicaciones lógicas y mejoras en soporte físico; este suceso, ha ocasionado desfase en la interrelación con las leyes que nos rigen.

Muchos países a la vanguardia de las nuevas tecnologías, han avanzado en un proceso hasta llegar al liderazgo en materia tecnológica y en el uso de nuevas tecnologías en favor del desarrollo de la sociedad en general, México no ha sido la excepción, sin embargo, no se han adecuado totalmente los marcos regulatorios a la realidad tecnológica existente. 

El avance de la tecnología afrenta, ávida de nuevos escenarios y plantea nuevos desafíos; el derecho no es ajeno a ello. De hecho en México existen desafíos en la técnica de crear y hacer leyes, ya que la mayoría de estas no consideran adecuadamente la realidad social, cultural, jurídica y económica que vivimos. Por lo que, existe desconocimiento de los avances en tecnologías de la información y los efectos mediatos e inmediatos, surgen nuevas formas de criminalidad y presión del legislador por emitir iniciativas legislativas que resuelvan problemas inmediatos derivados del avance tecnológico, nuevas formas de comercio e intermediación con asistencia de las tecnologías de la información, legislación ambigua y confusa que favorece a sectores con fines de lucro, quebrantando la relación Gobierno – Ciudadano, falta de asistencia de investigación jurídica especializada a favor de un ejercicio legislativo responsable.

La problemática mencionada, y la naturaleza misma del ser humano, de querer siempre conocer y aprender más, me inducen a llevar a cabo esta investigación. Aunado al querer formar parte de la evolución de nuestra sociedad hacia esa meta de construir una ciudad basada en el conocimiento; ya que en una ciudad así, requiere que cada hombre y cada mujer tengan la mejor preparación en todos los órdenes de la vida; y este seria mi granito de arena.

La realización de este trabajo se enfoca en el estudio de la técnica legislativa y su inadecuada aplicación en la Ley del Impuesto sobre la Renta, en donde se determinara la problemática y las implicaciones jurídicas; Pues es frecuente que al consultar esta ley surgen en muchos de sus párrafos las dudas y malas interpretaciones; por lo que tales situaciones sin duda llaman la atención.

En México, la investigación de la técnica legislativa no es abundante, a diferencia de países como Argentina, Brasil, Italia, España y Venezuela, entre otros, donde la han estudiado a fondo varios autores, por lo que gran parte de las fuentes de información bibliográficas y documentales que se emplean provienen de esos países; por ello, la investigación propuesta puede considerarse conveniente y acertada. Si no se realiza el estudio adecuado de esta figura, existe el riesgo de cometer violaciones a los principios jurídicos de las contribuciones y por consecuencia a las garantías individuales de los contribuyentes. 

Este estudio es útil para los profesionistas dedicados a la materia fiscal, principalmente contadores públicos y abogados, que continuamente son los encargados de interpretar y aplicar las leyes en sus actividades profesionales. 

Esta investigación se limita a estudiar la técnica legislativa en la ley del impuesto sobre la renta; con ello, se busca proporcionar el conocimiento de esta figura para distinguirla en las normas tributarias, conocer sus alcances, limitaciones, efectos y considerarla como elemento para crear y elaborar adecuadamente las leyes fiscales, para conocer su verdadero sentido y que a través de un buen producto interpretativo, finalmente alcancen su debida eficacia y por consiguiente, a través de las contribuciones, se realicen y se alcancen los objetivos de progreso y bienestar que necesita obtener el país.

Siendo la técnica legislativa figura recurrente del legislador fiscal, para solucionar problemas de redacción de las disposiciones a la realidad, que en ocasiones pueden imponer obligaciones a los particulares, representa un problema; por lo que es necesario estudiarla e investigarla a profundidad para señalar su alcance en el derecho fiscal así como sus efectos en la interpretación de las leyes fiscales.

El objeto de estudio es, determinar los problemas, implicaciones jurídicas
 y consecuencias legales de la carencia de técnica legislativa en la LISR y sus efectos en el análisis e interpretación. 

Los objetivos particulares de la investigación son los siguientes: 

(a) Analizar el concepto de técnica legislativa; (b) Revisar la relación de la técnica legislativa aplicada en la elaboración de las leyes fiscales con los principios jurídicos que rigen la materia fiscal establecidos en el artículo 31, fracción IV de la Constitución Mexicana; (c) Determinar si la técnica legislativa aplicada adecuadamente en las leyes fiscales es solución contra la evasión y elusión fiscal; (d) Justificar el uso de la técnica legislativa en la legislación fiscal mexicana; (e) Determinar los efectos que tiene la aplicación de técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales. 

El enfoque de este estudio es cualitativo, porque se investiga una figura del Derecho (técnica legislativa), con el objetivo de determinar los efectos que tienen al analizar e interpretar leyes fiscales, lo que involucra la recolección, análisis e interpretación de datos cualitativos, propios de disciplinas humanísticas y sociales como el Derecho, descartando un enfoque cuantitativo propio de las ciencias exactas, en virtud de que no se utilizarán datos y análisis estadísticos ni mediciones numéricas.

En principio, el alcance de este estudio es de tipo exploratorio, porque en México son pocas las investigaciones realizadas a la técnica legislativa, particularmente las investigaciones en México casi no existen, al menos fue lo percibido en la recopilación de libros y fuentes bibliográficas, porque las más destacadas y directamente coherentes con los temas de la investigación surgen del extranjero.
Posteriormente, el estudio es de carácter correlacional porque una vez analizado el concepto de técnica legislativa se relaciona con el análisis e interpretación de las leyes fiscales, para señalar los efectos que tienen en dichos procedimientos.

El estudio señala los efectos que pueden tener la técnica legislativa en el análisis e interpretación de leyes fiscales, por lo que no se establece propiamente una hipótesis o una teoría concretamente. 

Se utiliza el método deductivo, porque se parte de apuntes y premisas generales como, los conceptos de técnica legislativa en lo general, para llegar al campo del derecho tributario, en particular.

Se estudia también el análisis y la síntesis del concepto, es decir, se descompone en todos sus elementos para examinar las características que lo integran para que lleven a determinar sus efectos en el análisis e interpretación de las leyes fiscales.

Primeramente, se define el concepto de técnica legislativa. Para ello, se parte de sus raíces etimológicas y antecedentes, y de los datos que ofrecen los diccionarios comunes, para conocer que es en general.

Una vez definido el concepto en lo general, se ubica su definición en el campo de la ciencia del Derecho, iniciando con las opiniones y definiciones que brinda la doctrina y continuando con las contenidas en los diccionarios especializados.

CAPITULO  1
  ANÁLISIS DE LA TÉCNICA LEGISLATIVA

La importancia del contenido de éste capítulo se da, en virtud de que se analiza la función que desempeña la técnica legislativa en el campo del Derecho en general y tributario en particular, partiendo de su precisión conceptual, iniciando con la técnica legislativa en lo general hasta llegar a su concepto legal, y el análisis de los elementos concurrentes para que se verifique la existencia la técnica legislativa en los ordenamientos legales.

1.1. Raíz etimológica y concepto.
El vocablo “técnica” proviene del latín technĭcus y este del griego tékne, relativo a las aplicaciones, procedimientos y recursos de que se sirven las ciencias y las artes, es decir, pericia o habilidad para usar de esos procedimientos y recursos. De lo anterior, se observa que de sus propias raíces, técnica significa, la habilidad y conocimientos especiales de una ciencia o arte que posee una persona para ejecutar cualquier cosa o para conseguir algo.

En cuanto a la palabra “Legislativa”, proviene de “legis”, es decir, referido a la ley. Significa el derecho o potestad de hacer leyes (de legislar), relativo a las normas en sentido amplio, a las leyes en conjunto.

En terminos similares, y aludiendo a la referencia etimológica, García Maynes dice que “Una técnica, es una aplicación adecuada de medios para el logro de propósitos artísticos. Pero como la adecuación a que se alude supone el conocimiento de la eficacia de los procedimientos empleados y tal conocimiento es de orden científico, toda técnica genuina debe hallarse iluminada por las luces de la ciencia”. También agrega, “si aplicamos la noción al caso especial del derecho, podremos decir que la técnica consiste en el adecuado manejo de los medios que permiten alcanzar los objetivos que aquel persigue.”

Analizando el principal componente etimológico de la técnica, María Moliner comenta que, técnica "Es una sucesión de actos que dependen unos de otros para conseguir un fin".
 Aunque para Miguel Ángel Camposeco Cadena, técnica es un conjunto de actos, de ejercicios de derechos que tiene por objeto obtener un resultado final que se denomina ley.

Miguel A. López Olvera, define Técnica como el “conjunto de procedimientos y recursos de que se sirve una ciencia o arte “ y él termino “ Legislativo “ hace referencia a  las normas en sentido amplio a las leyes en conjunto, sin embargo, al conjuntar los términos “técnica y legislativa “, ya nos refiere a un concepto jurídico a que precisamente Aníbal Vacunan Valdez hace referencia, y nos dice “ simplemente la técnica legislativa es el conjunto de reglas a que se debe ajustar la conducta funcional del legislador para una idónea elaboración, formulación e interpretación general de las leyes”. 

Las raíces etimológicas dan una idea precisa de todo lo que representa la técnica legislativa, sin embargo, en aras de analizar su significado, el Diccionario de la Real Academia Española, nos define Técnica, como el conjunto de procedimientos y recursos de que se sirve una ciencia o arte. Legislativa, hace referencia a las normas en sentido amplio, a las leyes en conjunto. Al conjuntar los términos técnica-legislativa, se refiere a un concepto jurídico.

En conclusión, la técnica legislativa es una figura que implica el arte, oficio, pericia, recursos y habilidades para la idónea creación, elaboración, formulación e interpretación general de normas o leyes en conjunto.

1.2.   Antecedentes de la técnica legislativa.

Los antecedentes de la técnica legislativa los encontramos durante los siglos XVII y XVIII, dentro de las escuelas afines al positivismo jurídico actual. Murhard, pensador de esta corriente, afirmaba que el fin fundamental del Estado era la seguridad jurídica; para alcanzarla sostenía que era necesario un dato que hiciera derivar al resto de la estructura del derecho.

La lógica deductiva construyó el sistema de derecho; a través de sus brazos alcanzó los principios, las primeras conclusiones y los supuestos más alejados destinados a regular los casos concretos. A finales del siglo XVIII, en la época de la revolución francesa y americana, la concepción totalizadora pasó del campo de las ideas al de las realizaciones concretas, tanto en el derecho público como en el privado.

La máxima expresión del espíritu moderno fue el constitucionalismo, en donde la Constitución, sería la primera norma positiva del sistema, es decir, la norma fundamental o suprema. La Constitución es la primera norma positiva de reconocimiento porque establece los procesos y órganos de creación de las normas inferiores, así como los contenidos prohibitivos, permisivos o potestativos de las normas inferiores.

En el ámbito del derecho privado la consecuencia más inmediata de las ideas modernas fueron los códigos civiles. Todo buen racionalista sintió la firme convicción de redactar leyes perfectas, definitivas, eternas, válidas para toda la humanidad y con mayor concreción del sistema jurídico. Un ejemplo lo tenemos en 1843 cuando se estableció la Comisión General de Codificación, que en su decreto de creación y su preámbulo se señaló como objetivo “dotar a la nación de Códigos claros, precisos, completos y acomodados a los modernos conocimientos”.
 Tanto creció esta presunción que los últimos racionalistas nos regalaron ciertos códigos voluminosos, indigestos, abstractos, que estaban condenados de antemano a una eficacia inversamente proporcional a su molde.

Dentro de la corriente codificadora se adoptó el término “técnica legislativa” en el siglo XIX, en la obra colectiva de Geny titulada Le Code Civil, específicamente en el trabajo denominado La tecnique legislative dans la codification civile moderne.
 Es a principios del siglo XX que la técnica legislativa alcanzó, con la Escuela Histórica del Derecho,
 un papel preponderante en la creación normativa, porque aportó una gran claridad y precisión a raíz de abstracciones sumamente desarrolladas y un lenguaje de gran pureza.

En la segunda mitad del siglo XX, a raíz de los excesos de la Segunda Guerra Mundial, se puso énfasis en rubros que limitaban el actuar de las decisiones gubernamentales. Así surgen con gran auge temas como la vigilancia legal de la actuación de las autoridades (ombudsman), la revisión de la cuenta pública por órganos independientes (Tribunal de Cuentas), la tutela de la constitucionalidad de los actos y las leyes (Tribunal Constitucional) y el tema de las reglas para legislar (técnica legislativa). 

La explosión legislativa, que ya se sufría a inicios de la modernidad, se agravó en la segunda mitad del siglo XX. De esta manera surgió la necesidad de canalizar esfuerzos en el ámbito legislativo, para evitar las redundancias, contradicciones, lagunas y oscuridades en el sistema jurídico. Incluso en países europeos se constituyeron instituciones y trabajos que tenían por objeto el estudio de los elementos necesarios para legislar.

Recientemente, en otros países se han creado normas o directrices que prescriben la forma de crear leyes. En México, el interés sobre esta materia es relativamente reciente, si consideramos el momento en que se genera el término con Geny en el siglo XIX y lo ocurrido durante el siglo XX. Y aún considerando que la primera obra que trata sobre la técnica legislativa data de 1979, y es hasta finales de la década de los años ochenta que se aborda con mayor decisión, dicho tema. En los años noventa, el interés se manifiesta en cursos de la licenciatura y de postgrado.

De hecho, en la actualidad se han estado publicando algunas obras sobre técnica legislativa que la abordan superficialmente y/o confunden con el Derecho Legislativo; es decir, con el proceso legislativo o con el Derecho Parlamentario. Lo más grave es que los órganos que producen normas jurídicas no las conocen y no hacen uso de ellas; de ahí la necesidad de promover su estudio y difusión.

1.3.  La Técnica Legislativa en el Derecho.

Una vez explorados brevemente los orígenes de la técnica legislativa, es necesario abordarla desde el lenguaje jurídico, iniciando con la definición de la palabra que brinda la doctrina jurídica, para complementarla con las propias de los diccionarios específicos de la ciencia del Derecho.

Lo anterior a fin de analizar aspectos relevantes relacionados con la técnica legislativa en el derecho y comprender su utilidad práctica que representa en la resolución de problemas prácticos, que pueden afectar la vida de los contribuyentes.

1.3.1.  Concepto de técnica legislativa según la doctrina.

Las definiciones de técnica legislativa que otorga la doctrina permiten clarificar el concepto y tener una mejor idea de su inclusión en el mundo jurídico. Sainz Moreno es uno de los más notables tratadistas del tema, define a la técnica legislativa, como el arte de redactar los preceptos jurídicos de forma bien estructurada, que cumpla con el principio de seguridad jurídica y los principios generales de derecho.
 

Con respecto a la definición del concepto de “técnica legislativa”; en opinión de Coderch, la técnica legislativa “persigue mejorar y homogeneizar la calidad de las leyes y otras disposiciones jurídicas en dos aspectos fundamentales: su composición o estructura formal y su redacción o lenguaje.”

Para Camposeco Cadena, “es el conjunto de principios jurídicos, postulados constitucionales, conocimientos de la legislación vigente, experiencias parlamentarias, a todo lo cual deben sumarse los usos, prácticas, costumbres y precedentes del derecho reglamentario que las asambleas han acordado a lo largo de su historia como poder legisferante, productor de derecho positivo y vigente.”

Bulygin indica que, la técnica legislativa se ocupa de la construcción formal y de la redacción de las normas, para lo cuál el legislador deberá considerar, entre otras cosas, todos los principios de orden jurídico, constitucional, las costumbres, los usos, etc. y las características, experiencias, entre otras, así como los precedentes del Derecho en orden de crear las normas jurídicas.

Carbonell ofrece la definición siguiente, la técnica legislativa “constituye el conjunto de recursos y procedimientos para elaborar un proyecto de norma jurídica, bajo los siguientes pasos: primero, la justificación o exposición de motivos de la norma y, segundo, la redacción del contenido material de manera clara, sencilla y accesible a los sujetos a los que está destinada”, siendo el instrumento de creación normativa.
 

Otra definición, postula Atienza, dice que la técnica legislativa “es la elaboración de leyes, en tanto objetos de la cultura, como conjunto de palabras, frases, cláusulas, que con lógica y orden integran capítulos, títulos y artículos que servirán para regular algún sector específico de la vida social”, dicho en otras palabras, “es el conjunto de reglas para hacer bien una ley.” 

 Para Aníbal Bascuñan Valdez, Técnica legislativa es el conjunto de reglas a que se debe ajustar la conducta funcional del legislador para una idónea elaboración, formulación e interpretación general de las leyes.

También Arteaga Nava, define que, la técnica legislativa es el arte de construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por normas correctamente formuladas. Su objeto es el de mejorar la calidad de las leyes.

Todas las definiciones doctrinales anteriores, otorgan una idea clara de lo que es la técnica legislativa en el mundo jurídico. Sin embargo, Aguiló Regla señala, que la técnica legislativa es un instrumento para la creación normativa, y para la inserción armónica de nuevos ordenamientos y que toma en cuenta el ámbito de validez territorial o espacial, temporal y material, refiriéndose a la primera, como la distribución de competencias, según la forma de Estado que se adopte; federal, unitaria, regional o confederada. Y en el ámbito temporal, abarca la entrada en vigor, la modificación, la abrogación o derogación de una norma; y por ultimo, Material, donde es necesario que se considere el objeto de la norma. Para aclarar este supuesto, se puede señalar que la materia puede ser fiscal, penal, civil mercantil, electoral, entre otras.

Es importante destacar que, la técnica legislativa puede o no coincidir con la parte de los valores de la teoría jurídica, porque pueden darse en el uso del método y reglas para legislar intereses que no atiendan necesariamente a la justicia ni a la equidad, pero que sean claras, concretas, sencillas y accesibles al conocimiento de la población y cumplan con los requisitos de reconocimiento del sistema legal al que pertenecen.

Por lo anterior, la técnica legislativa no es sólo un instrumento del Poder Legislativo, también puede ser útil para que el Poder Ejecutivo y el propio Poder Judicial creen adecuadamente normas jurídicas. 

En conclusión, puede decirse que la técnica legislativa es el conjunto de pasos para elaborar las leyes, en sentido general, se ocupa en primer lugar de la creación y construcción de las normas, enfatizando la buena, clara, sencilla y entendible redacción, así como su buena estructuración e integración, debiendo siempre cuidar el orden, la lógica y el respeto irrestricto de los principios de seguridad jurídica y los principios generales de Derecho, iniciando con las justificaciones o exposición de motivos de las normas jurídicas; sin dejar a un lado la inserción armónica de nuevos ordenamientos que toman en cuenta los ámbitos de validez territorial, temporal y material.

1.3.2. Concepto de técnica legislativa según los Diccionarios Jurídicos.

Otro punto para definir el concepto jurídico de la técnica legislativa, sin duda alguna lo representan los diccionarios especializados en la materia jurídica; en dicho orden de ideas, el Diccionario Instructivo de las Ciencias Sociales, nos dice que, " La técnica legislativa tiene por misión establecer los principios relativos a la expresa elaboración de los códigos y leyes, desde su preparación y confección hasta su sanción por los poderes correspondientes".
Por su parte, el Diccionario de Investigaciones Jurídicas de la UNAM, ofrece la siguiente definición, el vocablo “técnica” proviene del griego técnica, relativo al arte, conjunto de procedimientos y recursos de que se sirve una ciencia o arte. “Legislativa”, del derecho o potestad de hacer leyes, relativo a las normas en sentido amplio, a las leyes en conjunto.

El Diccionario Critico de las Ciencias Sociales, divide en " interna" y " externa", La  técnica legislativa interna es el conjunto de aspectos de técnica legislativa que se refieren al texto del documento normativo, sin tomar en cuenta qué autoridad lo sanciona ni por medio de qué procedimientos. La externa es el conjunto de los aspectos de la técnica legislativa que se refieren a la creación de las normas jurídicas, incluyendo especialmente la autoridad que las sanciona y los procedimientos utilizados tanto políticos como técnicos; no se toma en cuenta el texto del documento normativo".

En consulta en línea en el Diccionario Jurídico Español, (http://neoforum.iespana.es) se encuentra la definición de la técnica legislativa y describe que, La técnica legislativa o de formulación del derecho, es la que se refiere a la actividad del legislador en la elaboración de las normas jurídicas. Entre otros, comprende los siguientes problemas:

1) Lenguaje y estilo de la ley. En cuanto al modo de redacción, las leyes solían ser antes redactadas en estilo persuasivo, tratando de inducir a los obligados, explicando además la ratio legis, etcétera.

Hoy día, en cambio, se redactan en estilo sencillo, conciso y con la fuerza expresiva de un mandato u orden, sin dar ninguna clase de explicaciones.

2) Distribución de las leyes en distintos códigos y distribución de las normas dentro de los códigos y leyes. Este problema, igual que el anterior, tiene mucha importancia, pues nadie negara que una adecuada distribución de materias, permita, en primer término, una correcta redacción, evitando repeticiones inútiles y, lo que es peor, posibles contradicciones; además facilita grandemente su conocimiento y aplicación.

3) Sistemas de legislación. Hay dos procedimientos básicos: el de la codificación y el de la simple incorporación o abierto, siendo una cuestión de técnica legislativa resolver la conveniencia de uno u otro en los distintos casos.

De las definiciones brindadas por los Diccionarios citados, se aprecia que la técnica legislativa, ha de ocuparse del conjunto de directrices que deben seguirse para construir la estructura y contenido del ordenamiento jurídico. Es decir, es la actividad encaminada a construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por normas correctamente formuladas.

1.3.3.  La técnica legislativa en el acto legislativo.
A través de las siguientes líneas que se abordaran sobre Técnica Legislativa en los actos legislativos, se pretende dar una aproximación que nos brinde una visión lo más integral posible, acerca de esta materia de trascendental importancia para el proceso de fortalecimiento del Poder Legislativo del Estado.

Para la elaboración de un proyecto legislativo, Manuel Atienza
 especialista en Técnica Legislativa, refiere como elementos preliminares indispensables:

1. La valoración de la realidad social, económica, cultural y política a que habrá de dirigirse.

Esto supone que tal realidad, desde el punto de vista económico, político, cultural y social, debe ser perfectamente conocida y tomada en cuenta por el encargado de la redacción del proyecto de iniciativa de ley o decreto.

2. El análisis sobre la constitucionalidad de la ley y su correspondencia en el marco normativo vigente.

Este estudio de congruencia sobre la constitucionalidad de la ley vigente y del contenido en el proyecto, es un punto de apoyo valioso, pues permite prever y corregir, a través de las reformas o de una nueva ley, las posibles lagunas o deficiencias de la legislación materia de revisión. En este sentido se ha afirmado que una ley, un decreto, una resolución, al establecer reglas de conducta, imponen obligaciones o reconocen derechos que reflejan la decisión política del órgano estatal con potestad legislativa, que ha considerado las posibles soluciones a una cuestión dada y ha optado por alguna de ellas. 

Por ello, la decisión política atañe exclusivamente al Legislador en el ámbito de la denominada política legislativa, mientras que el diseño de un texto escrito que capte la voluntad de aquel, compete al ámbito de la Técnica Legislativa.

Para ello, una investigación integral de lo actos legislativos debe comprender, al menos, un estudio de su vigencia jurídica, legitimidad, eficacia, conveniencia y valor o mérito intrínseco. Respecto de cada uno de ellos se dice:

A) Vigencia. Estudiar la vigencia de los actos legislativos, supone verificar en un lugar y tiempo determinados qué normas legislativas tienen existencia.

B) Legitimidad. El análisis de la legitimidad debe considerar hasta qué punto los actos legislativos de que se trate concuerden con aquellas normas a que deben subordinarse, dentro del ordenamiento jurídico positivo que conforma –como tal– un sistema normativo pleno y jerarquizado, que permite determinar si los actos legislativos sometidos a examen son válidos o inválidos.

C) Eficacia. En este caso, el estudio de los actos legislativos debe tender a evidenciar dentro de qué grado las normas jurídicas contenidas en los actos legislativos se cumplen realmente.

D) Conveniencia. Dado que mediante la sanción y aplicación de los actos legislativos se pretende lograr ciertos cometidos estatales, el estudio de la conveniencia de aquellos permitirá determinar si son adecuados para la obtención de tales cometidos; es decir, si son instrumentos capaces de producir los efectos previstos, independientemente de que fueren eficaces o no.

E) Valor. La consideración del valor o mérito de los actos legislativos deberá tender a estimar si los objetivos o cometidos perseguidos al sancionarlos, son ventajosos, oportunos y se adecuan a los fines estatales.

Otra idea apunta Luis Raigosa,
 proponiendo el siguiente esquema metodológico que sugiere la Técnica Legislativa:

I. Racionalidad lingüística:

La claridad puede entenderse desde dos ángulos: el emisor y el receptor. Desde el punto de vista del receptor, una de las acepciones del termino claridad, es la distinción con que, por medio de la inteligencia, percibimos las ideas. De ahí se puede desprender que, de acuerdo con la aptitud del auditorio a quien se dirige cierta información, ésta se asimila. 
Lo anterior deja una gran carga al sujeto pasivo –receptor-, porque no se considera la calidad de la forma del mensaje a cargo del emisor.

Desde el ámbito del emisor, la claridad depende de tres aspectos: estilísticos, ortográficos y léxico-semánticos.

A) Aspectos Estilísticos. Tradicionalmente se han considerado como tales: la claridad, precisión, propiedad, concisión. En la práctica debe utilizarse la brevedad de los enunciados y construcciones gramaticales, sin tecnicismos, en el entendido de que la unión de palabras es correcta, por lo que hace a la brevedad de los enunciados; la oración extensa se construye con mayores dificultades que la oración breve; además, en caso de requerir reformarse, es más sencillo tratándose de frases cortas. Por ello, es necesario entender a la brevedad de la frase como la organización lógica del pensamiento, con objeto de ordenar y separar las ideas. 
En el uso de las palabras se debe preferir el sinónimo más breve, evitar los adverbios terminados con el sufijo (-mente), las locuciones prepositivas adverbiales y expletivas, pues no son convenientes para la brevedad de los enunciados; por eso las construcciones gramaticales deben ir sin tecnicismos.

En cuanto a los verbos, debe hacerse uso de la voz activa, las formas personales, los verbos simples, el tiempo presenten cuanto sea posible y el modo indicativo, que son las formas más naturales; además, es necesario alejarse, hasta donde sea posible de la nominalización y las formas no personales del verbo: infinitivos, gerundios, y participios.

B) Aspectos Ortográficos. Estos son: el uso de mayúsculas, las abreviaturas, las siglas, el guión, el paréntesis, las comillas, el uso de palabras pertenecientes a otras lenguas, la escritura de cantidades y los signos de puntuación.

El empleo de las mayúsculas ha proliferado con fines enfáticos; su uso está justificado cuando se emplea en nombres propios, toponimias, denominaciones orgánicas o de instituciones superiores, o términos anfibológicos y que estén llamados a un simbolismo integrador, y la numeración romana.

Las abreviaturas no son aconsejables en los textos legales, excepto tratándose de las siglas, puesto que éstas alivian el estilo pesado de escritos que han de reproducir una locución extensa. Antes de usarse por primera vez, ha de explicarse por medio de la locución completa a que corresponde la sigla, entre paréntesis o comas, con la expresión en adelante y sin el punto indicador de la abreviatura a continuación de cada una de las letras que la forman.

Los paréntesis se pueden usar para introducir un dato breve, el guión corto debe usarse para separar los formantes compuestos, excepto cuando se trate de gentilicios de los pueblos o territorios que forman una entidad geográfica en la que se han fundido los caracteres de ambos pueblos; y el guión largo, para encerrar explicaciones a otro nivel del discurso. Las comillas se utilizan para citar literalmente textos, frases o vocablos, expresados en alguna otra fuente. Las voces de otras lenguas, reproducidas en su forma natural se manejan en cursiva. La escritura de cantidades ha de hacerse en letras y no en números, salvo que se trate de las leyes de ingresos o presupuestos de egresos. La coma es el signo a través del cual respira la frase; por lo que para saber dónde es necesario anotarla, es recomendable releer el texto en voz alta.

C) Aspectos léxico-semánticos. Se debe preferir el uso del lenguaje común, como género y como especie; en el léxico jurídico, la preferencia es para el latinismo culto, neologismos y tecnicismos, aunque no sean jurídicos. Por ello se debe pugnar cuando menos, por un equilibrio entre el léxico común y el léxico técnico; del primero depende la riqueza del segundo. Sin incurrir en la vulgaridad, se debe conectar el buen decir, llano y paladino, con el nivel común de la lengua.

El uso de neologismos se presenta cuando se crea una voz nueva o se dota de un nuevo significado a una voz ya existente. Para que su uso esté justificado deben satisfacerse los siguientes requisitos:

1. Porque no existe otra voz en el idioma, que pueda significar la misma idea.

2. Incapacidad para derivar otras palabras, y

3. Respaldo social.

El uso de definiciones puede despejar dudas sobre el significado de términos legales, sobre todo a la luz de la terminología de otras áreas del conocimiento. Al significado común se le determina para precisar, restringir o ampliar sentidos usuales, y abreviar o simplificar la ley; es decir, por razones prácticas que redunden en expresiones mediante las definiciones de conceptos o términos que se emplearán de manera frecuente dentro de una ley. Existen tres situaciones que no deben definirse: 

1. No hay que definir lo obvio; 

2. No se debe construir definiciones banales o inútiles; y

3. No hay que definir una expresión que solo vaya a usarse una vez.

II. Racionalidad jurídico-formal:

Cada una de las normas que forman parte del sistema jurídico, deben tener cabida de manera armónica en el conjunto de normas del cual formarán parte; para ello, la primera regla que debe determinar la inserción armónica de una norma, es respecto de su constitucionalidad; es decir, que no vaya en contra de la Constitución. Para este tipo de normas es necesario destacar el principio que establece que la norma superior desplaza a la inferior; de este modo, para que una norma sea reconocida, debe guardar relación con la norma superior.

Una segunda regla es la facultad o atribución del poder público para legislar en ciertas materias. Además del reconocimiento formal de la norma, ésta debe tener el reconocimiento social y contar con la suma de las relaciones existentes de poder que rigen a un país o a un estado; en otras palabras, a la Constitución real del país o estado.

III. Racionalidad pragmática.

Es la adecuación y obediencia a lo prescrito por la Ley.

IV. Racionalidad teleológica.

Es la que se describe por el alcance de la ley dentro de los fines sociales perseguidos, y

V. Racionalidad ética.

Es la fundamentación de los valores dentro de la ley, que son susceptibles de justificación moral.

Estas tres últimas reglas no dependen de reglas determinantes, sino al contrario, su dependencia se circunscribe a las valoraciones y juicios de quien lleva a cabo la actividad de la Técnica Legislativa.

El técnico legislativo o proyectista de una ley, debe crear un texto normativo que refleje con precisión, claridad y simplicidad la voluntad política que se le transmite. Debe atender a las cuestiones técnicas que nacen de la redacción, estructura y la lógica interna de sus normas; pero además, debe analizar la constitucionalidad de la propuesta y su correspondencia con el ordenamiento jurídico vigente. Del técnico legislativo se exigen las siguientes características:

1. Habilidad intelectual para interpretar y extraer lo sustancial del conocimiento experto y para discernir entre varias soluciones;

2. Capacidad de investigación;

3. Capacidad de selección y de procesamiento adecuado de la información;

4. Capacidad de trabajo y modestia, para someter su trabajo a constantes revisiones;

5. Capacidad para trabajar en equipo, compartir la información y consensuar respuestas, y

6. Respeto a los límites que le impone el propio ámbito de desarrollo de su tarea; es decir, la toma de decisiones corresponde al Legislador, no al técnico legislativo. El técnico y el legislador deben trabajar en una estrecha relación de confianza mutua. 

La técnica legislativa es, pues, una parte del Derecho Parlamentario, que tiene como objeto de estudio el conocimiento de los pasos que se adoptan para la elaboración y adecuada redacción de las leyes en general y de las disposiciones normativas particulares, así como para sus reformas o enmiendas. Esto, por tratarse de un saber específico sistematizado, está encuadrado en lo que algunos autores denominan Teoría de la Legislación.

La acción legislativa desarrollada por los congresos o parlamentos, debe ajustarse a reglas o normas técnicas en general; pero por lo que atañe al proceso de creación de las normas, su propósito al legislar, debe ser el de interpretar la realidad para normarla, elaborando leyes eficaces que garanticen su vigencia. De ahí que, como expresara Murhard, la vigencia requiere el acatamiento de determinadas reglas técnicas en las etapas de preparación y emisión de la voluntad legislativa, su aplicabilidad y tener presentes normas técnicas referidas a la publicación de los actos legislativos y, tanto la eficacia como la conveniencia, el cumplimiento de ciertos preceptos técnicos, referidos principalmente a su contenido y a su norma.

Por otro lado, Aníbal Bascuñan
 dice que en el caso de la acción legislativa, las reglas o normas técnicas específicas a que ella debe ajustarse, constituyen la denominada Técnica Legislativa. Ésta, independientemente de la legitimidad e incluso del valor intrínseco de los actos legislativos, procura esencialmente, que éstos resulten o configuren una realidad idónea; es decir, lleguen a tener vigencia o existencia y, siendo aplicables, resulten eficaces y convenientes.

En virtud de lo anterior, puede dividirse a la Técnica Legislativa en externa e interna, comprendiendo la primera las reglas referidas a la preparación, emisión y publicación de los actos legislativos, y la segunda las vinculadas al contenido y a la forma de tales actos.

La interna se distingue en técnica material y técnica formal. En la material debe precisarse, en primer lugar, su noción, y en segundo lugar, los requisitos que en atención a sus reglas deben cumplimentar los actos legislativos. Su noción, en estas reglas, no se vincula con la legitimidad jurídica que los actos legislativos deben tener, ni con la exigencia de que sean justos por tender al bien común, siendo estos los aspectos que el legislador, de manera ninguna, puede dejar de tomar en cuenta. 

En cuanto a sus requisitos y en atención a su necesaria eficacia y conveniencia, todos los actos legislativos deben cumplimentar una serie de requisitos técnicos, que tienden básicamente a asegurar su integralidad, irreductibilidad, coherencia, correspondencia y realismo; deben observar además, según su clase y contenido, otros requisitos específicos. Así por ejemplo, en los constitucionales, la rigidez fundamental y plasticidad –sin perjuicio de otros– son exigencias impuestas por sus particulares características; por consiguiente, no siempre serán propias de otras clases de actos legislativos, los cuales a su vez presentarán otros requisitos.

Integridad de los actos legislativos. Al expresarse que éstos deben ser integrales, se quiere significar que éstos deben ser completos; o sea, que en relación con los objetivos perseguidos, la clase de acto de que se trate y la naturaleza de su contenido tengan todas las normas pertinentes.

Un acto legislativo que no es integral –es decir, que no agote sus posibilidades normativas– evidentemente será un dispositivo deficiente, por adolecer de lagunas técnicas que requerirán el dictado de otros actos legislativos (modificatorios o complementarios), tendientes a superarlas. Sin perjuicio de otros aspectos, deberá tenerse en especial cuenta la posibilidad y conveniencia de que determinados actos legislativos sean perfeccionados por otros de carácter accesorio. 

Fundamentalmente, es una cuestión de prudencia o razonabilidad legislativa el determinar en cada caso el ámbito de vigencia material del acto legislativo, evitándose incurrir en un universalismo de imposible concreción, como en un particularismo que, atendiendo generalmente a situaciones de coyuntura o aspectos minúsculos de la realidad, generen una agregación de disposiciones legislativas que puedan afectar la organicidad que todo ordenamiento jurídico debe tener.

Irreductibilidad del acto legislativo. Sin perjuicio de que éstos sean integrales, éstos deben ser irreductibles o irreducibles, por no expresar más que lo pertinente, y se desconocerá este requisito en los casos de excesos legislativos que establezcan más normas de las requeridas. Los aspectos legislativos que, además de ser integrales fueran irreductibles, al contemplar todo lo necesario, tendrán un ajustado contenido que facilite su interpretación y, por ende, su cumplimiento

Coherencia del acto legislativo. La necesaria unidad del pensamiento que debe expresar todo acto legislativo no requiere justificación, pues se resuelve poco menos que en la evidencia misma. Ésta puede verse afectada por incoherencias normativas producidas por contradicciones y por inarmonías. Las incoherencias de los actos legislativos que conspiran contra su precisión y claridad, son fuentes inevitables de inseguridad y de arbitrariedad; por lo tanto, aparte de conspirar contra su eficacia, puede posibilitar su cumplimiento en sentido distinto al querido, produciendo efectos no deseados y otorgándoles carácter de inconvenientes.

Correspondencia del acto legislativo. La correspondencia legislativa, en tanto ésta fuere subordinada, se vinculará con su legitimidad, en cuanto no tuviere ese carácter o –fuera de coordinación– se relacionará como exigencia solo de Técnica Legislativa, con su conveniencia.

Realismo del acto legislativo. Se ha expresado que los actos legislativos pueden calificarse como convenientes, cuando se verifique que producen los resultados o efectos en la realidad social, perseguidos por su sanción. Esto supone que tal realidad, desde el punto de vista político, cultural, económico etc., deberá ser perfectamente conocida y tomada en cuenta por el Legislador. Lo contrario implicaría la absurda pretensión de querer influir en algo que no se conoce y que responde a ciertos requerimientos y factores para reaccionar, generando situaciones no previstas y capaces de comprometer el logro de los objetivos perseguidos por la legislación dictada.

El dictado de disposiciones legales a ciegas, como fruto de actitudes meramente impulsivas o basadas en la creencia de que tienen una virtualidad mágica, no serán más que expresiones de arbitrariedad e irresponsabilidad legislativa, que solo importarán –en la mayoría de los casos– experiencias frustrantes, atentatorias incluso, contra la dignidad de la legislación como instrumento de ordenamiento social.

La técnica legislativa formal. En primer lugar debe precisarse su noción, para poder analizarla; y en segundo término, los requisitos que los actos legislativos deben observar conforme a sus reglas.

Noción. Como su nombre lo indica, las reglas técnico-legislativas formales están referidas a los requisitos que deben tener los actos legislativos en sus aspectos formales; pero –lo mismo que en el caso de las reglas técnico-legislativas materiales– solamente en la medida en que tales aspectos pudieren incidir en su eficacia y conveniencia.

Requisitos. Pese a lo que podría creerse en contrario, la eficacia y la conveniencia de los actos legislativos depende en gran medida de que se satisfagan una serie de exigencias técnicas, tanto en su vocabulario o terminología, como en su sintaxis, estructura y estilo.

Requisitos de vocabulario. En lo referente a las palabras, términos o vocablos a utilizar en la formulación de los actos legislativos, lo primero que debe tenerse presente es que solo será correcto consignar aquellos que fueron propios del idioma, expresados conforme a las reglas ortográficas de la gramática correspondiente. La utilización de vocablos de otras lenguas no es admisible, aun cuando no existieren términos con igual significación en el idioma nacional.

Por otra parte, no debe recurrirse al uso de sinónimos cuando se trate de palabras que expresen conceptos fundamentales, pues ellos pueden no ser interpretados estrictamente como tales, sino como vocablos con significación en mayor o menor grado diferente, afectándose consecuentemente la claridad del texto. Las repeticiones lexicológicas en los cuerpos legales, aunque aparentemente atenten contra su valor literario, en la medida en que respondan a la preocupación de preservar su claridad, constituirán una exigencia impuesta por la particular naturaleza de su contenido.

Respecto de la utilización de una terminología técnica, se considera que ella es necesaria, pero sólo en tanto y en cuanto –mediante el uso de vocablos propios, tanto de la ciencia del Derecho como del lenguaje común, pero con un significado especial en el ámbito jurídico– se otorgue mayor precisión al contenido de los actos legislativos. Lo más importante en materia de vocabulario es cuidar que los términos utilizados tengan en el texto legislativo un sentido unívoco, cuando fueren esenciales para comprender lo que por esto se quiere expresar. Lo esencial es que en cada acto legislativo los vocablos utilizados aparezcan como precisos; es decir, que no puedan generar ningún tipo de duda sobre la significación que se les ha otorgado.

Requisitos de sintaxis. En la redacción de los actos legislativos, el enlace o coordinación de las palabras con el fin de componer oraciones o frases, debe efectuarse respetándose estrictamente las reglas gramaticales sobre sintaxis o fraseología. Por otra parte, la utilización de los signos de puntuación corresponde que sea realizada conforme a las reglas ortográficas pertinentes. Las frases u oraciones deben ser compuestas de tal manera, que los conceptos y juicios por ellas expresados tengan la máxima claridad y fuerza de expresión, aun cuando esto pudiera afectar su brillo o atractivo literario y con el vocabulario adecuado a la claridad y comprensibilidad de los actos legislativos y, consecuentemente, a una puntuación correcta.

Requisitos de estructura. El contenido de los actos legislativos debe consignarse ordenadamente, lo cual supone, desde el punto de vista de su estructura, la conformación de un cuerpo adecuadamente articulado y sistemático.

El articulado de los actos legislativos. El ordenamiento de las disposiciones legislativas mediante un articulado, se ha efectuado prácticamente, desde la aparición misma de los actos legislativos escritos; es decir, de dividir el contenido de los cuerpos legales de manera tal, que la mención de sus diversas normas pueda efectuarse sin que sea indispensable, en cada caso, citar textualmente lo que éstas expresan.

A los fines de individualizar los distintos artículos, en la actualidad se ha impuesto, en general, el uso de números enteros naturales. A las letras sólo se suele recurrir para señalar divisiones en los artículos. Los números subindicadores, únicamente suelen ser utilizados (enseguida de los enteros) para individualizar artículos, incisos o apartados intercalados entre los originarios, en virtud de modificaciones. 
En lo que respecta al uso de letras para individualizar partes de los artículos (incisos o apartados) se considera recomendable, pues la utilización de números tiende a generar confusiones con los que se consignan para individualizar los artículos. Puede advertirse, por otra parte, que en ciertos casos se opta por la utilización de números ordinales, y en otros por los cardinales, teniendo por finalidad la numeración sólo para individualizar los artículos y no para establecer entre ellos un orden de sucesión.

En ciertos actos legislativos se ha ensayado la utilización de una numeración codificada, que responde al sistema de clasificación decimal universal, generalmente con la intención de facilitar la introducción de futuras modificaciones (especialmente ampliatorias) en su articulado.

En lo que respecta al contenido de cada artículo, en principio, lo recomendable es que no comprenda más que una norma. Los artículos integrados con dos o más normas, aparte de dificultar su cita, pueden –por su compleja estructura– complicar innecesariamente su comprensión. 
Por último cabe consignar que, en lo relativo a la numeración individualizante de los artículos, como en lo referente a su contenido, tratándose de actos accesorios, es sumamente conveniente el criterio a veces adoptado, de adecuarlos estrictamente al de los actos legislativos principales.

Sistemática de los actos legislativos. Las normas jurídicas contenidas en estos actos deben constituir una estructura internamente organizada y coordinada por una unidad o cuerpo resultante de un plan conceptualmente fundamental; es decir, de un sistema que tienda a distinguir al menos, las partes fundamentales en que dividirá su contenido, aunque esto luego no se traduzca –en todos los casos– en una formulación con títulos, capítulos, secciones, etc.; lo importante es poder visualizar globalmente y desde el principio, lo que deberá consignarse, con qué alcance y en qué lugar del texto.

Requisitos de estilo. Dada su finalidad esencialmente preceptiva, habrán de expresarse mediante un estilo sobrio y conciso, claro y preciso, y no deben agregarse razonamientos persuasivos, fundamentaciones, motivaciones, o aclaraciones, con fines meramente teóricos o docentes. 
Las motivaciones, razonamientos o aclaraciones, deben consignarse fuera del texto legislativo o como los considerandos, notas u observaciones, cualquiera que fuere su clase.

Los artículos. El cuerpo de artículos que conforman las iniciativas de ley, normalmente se divide en dos: los de carácter permanente y los transitorios.

Comúnmente, el texto de una ley o código, dependiendo de su mayor o menor extensión, se divide –en orden decreciente– en: libros, títulos, capítulos, secciones, artículos, apartados, párrafos, fracciones, incisos y subincisos.

El orden de la división antes citada, no siempre ha sido el utilizado. El Fuero Juzgo, por ejemplo, se divide en libros, éstos en títulos, y éstos a su vez en leyes.

La división por libros se justifica cuando se trata de códigos o leyes de gran extensión; por lo que generalmente es suficiente la división por títulos y capítulos.

Los artículos a su vez, según su extensión, se pueden subdividir en párrafos, fracciones, incisos y subincisos.

Las divisiones del texto legal deben se numeradas en su orden, a excepción de los párrafos, respecto de los cuales no se acostumbra, sin perjuicio de que se subdividan en fracciones, incisos y subincisos, en cuyo caso éstos son los que se numeran.

Los artículos se numeran en orden progresivo; esto es, en forma continua desde el primero hasta el último, sin volver a iniciar la numeración en cada capítulo; es decir, números ordinales del l.º al 9.º, y cardinales del 10 en adelante.

Es recomendable utilizar letras mayúsculas para los apartados, números romanos para las fracciones, y letras minúsculas o números arábigos con medio paréntesis sin punto, con viñetas, o el simple número y punto, para los incisos.

Al término de cada fracción o inciso debe usarse punto y coma, excepto en el último, en que se pone punto.

Para efectos de contar los párrafos, hay que tener presente que las fracciones y los incisos de un artículo forman un solo párrafo.

En los decretos de reformas, el método de división más frecuente, utilizado en los últimos tiempos, consiste en incluir en un solo artículo las reformas, las adiciones y las derogaciones. En la actualidad, todavía se ponen las reformas en un artículo, las adiciones en otro y las derogaciones en otro.

Aunque no hay reglas al respecto, cuando se trata de proyectos complejos y sobre todo cuando un mismo artículo es simultáneamente objeto de reformas, adiciones y derogaciones, lo aconsejable es incluir éstas en un solo artículo, ya que así se facilita su comprensión.

Redacción. La redacción de las leyes debe ser clara, sobria y gramaticalmente correcta, siendo necesario observar las reglas de ortografía y sintaxis, y siempre redactadas en español. 
La ortografía nos enseña a escribir correctamente las palabras y los demás signos de la escritura; la sintaxis se refiere a la coordinación y unión de las palabras para formar las oraciones y expresar conceptos.

En cuanto a la puntuación, se deben observar también sus reglas, para distinguir el valor prosódico de las palabras y el sentido de las oraciones. Al mismo tiempo, el uso de los signos de puntuación permite acortar las frases, lo que facilita su inteligibilidad. Hay que utilizar la coma, el punto y coma y el punto, tantas veces como sea aconsejable para una mayor claridad del texto, sin olvidar que una misma oración puede tener un significado muy distinto, por el simple cambio de su puntuación.

En las leyes debe evitarse el empleo de palabras entre paréntesis y de notas en pie de página, Así como no se deben emplear siglas o sinónimos ni abreviaturas.

Otra aportación nos da Mouchet,
 con respecto a la técnica legislativa en el acto legislativo, estableciendo que durante el proceso de producción de leyes se implica invariablemente una serie de interacciones que tienen lugar entre los autores de normas, los destinatarios o las personas a quienes la ley está dirigida, el sistema jurídico o el conjunto normativo del que forma parte la nueva ley, los fines, objetivos o metas que se persiguen en la elaboración de las leyes y los valores que justifican dichos fines. Para ello, se ha distinguido en tres fases o etapas: prelegislativa, legislativa y postlegislativa. 
Por ello, debe definirse antes el proceso de producción de las leyes, como el proceso que regula el cambio institucional que permita establecer procesos de planeación legislativa acorde con la dinámica de reformas del Estado.

Etapa Prelegislativa. Es la que se traduce en un proceso previo para el establecimiento de prioridades en la agenda legislativa y de análisis sobre la necesidad de diseñar instituciones formales, modificar las existentes, o dotar a aquellas instituciones informales, del carácter de formales. 
Esta etapa representa, dentro del proceso de creación legislativa, el momento propio para dotar a la norma jurídica de legitimidad y legitimación y, a su vez, para abonar el terreno que haga factible su eficacia. Asimismo, abarca cuestiones relacionadas con la identificación de las necesidades de creación, reformas o adiciones a las instituciones formales. Los procesos que prevalecen son los de consulta y negociación entre los diversos actores involucrados públicos o privados, con lo cual se pretende generar un acuerdo acerca de los fines dotados de sustento político.

También en esa etapa se persiguen además dos resultados: uno, la construcción de los argumentos y razones político-jurídicas y socio-económicas que justifican las instituciones formales; y dos, la formulación de los fines y valores que den legitimidad empírica y normativa.

Etapa Legislativa. Es la que, en la actividad relevante, tiene que ver sustancialmente con la elaboración formal de la ley; lo que implica cuestiones lógicas y de técnica legislativa, para asegurar la corrección jurídico-formal y lingüística del cuerpo normativo. El objetivo es la construcción de instituciones jurídicas congruentes y consistentes internamente, y con el sistema jurídico al que se integran.

En esta etapa cobra especial relevancia el almacenamiento y recuperación de la información relacionada con los antecedentes de la materia y con las disposiciones normativas vigentes. En esta etapa de diseño institucional, se distinguen dos fases: una primera de investigación y descripción de los insumos del trabajo legislativo, y una segunda denominada de creación y justificación institucional.

Para la fase de investigación y descripción, se prevé lo siguiente:

• Compartir y describir los antecedentes en la materia a regular;

• Analizar la coherencia, es decir, qué incentivos y reglas formales existen en las diferentes esferas –constitucional, federal y local–, relacionadas con el nuevo arreglo legislativo;

• Análisis comparado interno e interestatal;

• Monitoreo de la opinión de las organizaciones públicas y privadas; es decir, la formulación de encuestas e instrumentos de recolección de la opinión de personas individuales o morales, y de los funcionarios especializados y encargados de la ejecución institucional;

• Motivar y fundamentar legalmente; y

• Previsión de supuestos conflictivos en su redacción.

Para la fase de creación y justificación se prevé:

• La redacción del texto legislativo que se crea o se modifica. Esta comprende la estructura formal técnico-jurídica en sus aspectos de lenguaje legal, y los aspectos formales de la Técnica Legislativa;

• Adecuar el texto legal al proceso electrónico de datos, con la finalidad de generar mecanismos informatizados de memoria institucional;

• Diseñar los procesos para garantizar la ejecución de la norma, con atención en las garantías de audiencia y legalidad;

• Analizar sus alcances, extensión y nivel de detalles, las afectaciones preexistentes, sus efectos concretos sobre los ciudadanos, organizaciones o grupos y administración pública, tanto federal como estatal;

• Realizar un análisis costo-beneficio de la institución;

• Llevar a cabo el cabildeo y estrategias para amarrar políticamente la norma;

• Elaborar los documentos introductorios, preámbulo y exposición de motivos, de la disposición normativa; e

• Iniciar el proceso legislativo formal.

Etapa Postlegislativa. Ésta comprende el seguimiento y la evaluación de la adecuación de las normas al sistema jurídico, la observancia de las finalidades incorporadas al texto legal, así como el cumplimiento de los objetivos para los cuales fueron elaboradas.

En el sistema jurídico mexicano, la estructura de una iniciativa de ley consta de dos partes genéricas: la exposición de motivos y el contenido normativo. La primera es la argumentación que hace el autor de la iniciativa de ley, de las causas que motivan la proposición de la misma, señalando la forma en que se pretende resolver el problema. El contenido normativo es el conjunto de disposiciones preceptivas que reglamentan el objeto de la iniciativa de Ley.

Generalmente las iniciativas de nuevas leyes o de reformas a las existentes, no están respaldadas en estudios especializados que justifiquen la necesidad y oportunidad de dichas legislaciones, el impacto social y los costos económicos que su vigencia acarrearía, su congruencia con el orden jurídico vigente, tanto en el plano constitucional como en el legal, y la clarificación de los objetivos que se persiguen con la iniciativa, entre otros aspectos importantísimos.

Los procesos se enfocan fundamentalmente a diagnosticar las consecuencias de la norma y a determinar el nivel de eficacia práctica y efectividad de la misma. Para ello debe:

• Dar publicación y publicidad a la institución;

• Analizar el impacto de la institución sobre aquellos aspectos directamente considerados y la posibilidad de efectos no previstos;

• Monitorear la norma; e

• Iniciar el proceso de rediseño y modificación de la legislación.

En el proceso de creación de la Ley, Alejandro Vergara
 distingue dos aspectos, a saber: el técnico y el político. 
Para ello, es evidente que la iniciativa, la discusión, la aprobación y la publicación de una norma jurídica, tienen un carácter político y uno técnico. Habrá que reconocer que, en ocasiones, no es sencillo distinguir entre lo político y lo técnico; por ejemplo, la claridad con la que se redacta una norma que es de carácter técnico; sin embargo, aprobar una norma con redacción obscura, con el propósito de no hacerla aplicable, implica que lo técnico sea a la vez político.

Respecto a la distinción entre lo político y lo técnico, se puede señalar lo siguiente, lo estrictamente político es lo que contiene las posiciones ideológicas de los partidos políticos y grupos de interés. Lo técnico se refiere a las características formales que debe tener un texto normativo, como son: el uso del lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad y la inserción armónica dentro del sistema jurídico; es decir, de su cumplimiento con las reglas de reconocimiento, constitucionalidad y de legalidad.

La creación de una Ley, requiere el acatamiento de determinadas reglas técnicas en las etapas de preparación y emisión de la voluntad legislativa; la aplicabilidad, que es tener presentes normas técnicas referidas a la necesaria publicación de los actos legislativos, tanto en la eficacia como en la conveniencia, y el cumplimiento de ciertos preceptos técnicos referidos principalmente a su contenido y forma. 
En el marco de la técnica legislativa, en el proceso de elaboración de un texto legislativo, especial esmero exige la redacción de sus fundamentos, compendios de una introducción, un cuerpo central integrado por la mención de sus antecedentes, de su motivación política social, su viabilidad técnica, su adecuación jurídica y el análisis del dispositivo encaminado a asegurar la producción de un acto legislativo oportuno y conveniente, que resulte de la aplicación efectiva y refleje la realidad social, económica, cultural o política que se pretenda describir.

Por todo ello, el texto legislativo debe gozar de las siguientes características: Integridad, Irreductividad, Coherencia y Correspondencia.

A) Integridad es el acto legislativo completo, que contienen todas las normas pertinentes, que no presenten lagunas técnicas que requieran de otros actos legislativos.

B) Irreductividad es que no ha de expresar más de lo necesario, evitando las reiteraciones y excesos legislativos.

C) Coherencia es que no debe presentar contradicciones o inarmonías o soluciones diferentes para iguales supuestos.

D) Correspondencia se entiende como el acto legislativo que debe tomar en cuenta otras normas vigentes. Ésta no debe ignorar el resto del ordenamiento jurídico, expresándose con claridad las derogaciones y la correcta inserción de la nueva norma.

Es así que, valorado el impacto de la técnica legislativa en el diseño de un proyecto de ley, es necesario el estudio de la lógica interna de las normas, en el análisis preliminar de su posible viabilidad y operatividad; los eventuales costos sociales, gubernamentales, políticos, jurídicos y económicos que puedan derivarse de la puesta en vigencia de las normas, incluyendo la revisión cuidadosa de las complejas conexiones dentro del sistema jurídico.

En este orden de ideas, todo proyecto legislativo debe estar debidamente sustentado y planificado, de tal suerte que, cuando el titular del derecho de iniciativa tenga una idea traducida en una proposición lingüístico-jurídica, debe reconocer la necesidad de preparar los documentos de control de las actividades, determinación de objetivos, precisión de metas, su ubicación en el tiempo y su organización integral, siendo el insumo de mayor importancia en esta serie de actividades, la búsqueda, obtención, captura, organización, clasificación y desechamiento de toda clase de información actualizada.

Analizando la técnica legislativa en los actos legislativos, se observa que la tarea del legislador no es nada fácil. En relación al lenguaje, Sperb de Paola advierte algunas deficiencias en el mismo como es su vaguedad, porque no es rigurosamente delimitado al expresar los fenómenos en palabras, existiendo áreas de claridad y de oscuridad; también es ambiguo, porque muchas palabras tienen más de un significado, dependiendo de la interpretación contextual para saber cuál está siendo utilizado al caso concreto. Aunado a ello, si el legislador no siempre usa la mejor técnica, se advierten serios problemas para el intérprete, que en sinnúmero de ocasiones es obligado a utilizar un lenguaje de segundo grado. 
La ficción, en el presente caso, es especialmente sensible a dichos problemas. El legislador debe construir conceptos legales partiendo de las realidades naturales, que en ocasiones implican un falseamiento de la realidad, una vez constatada la no correspondencia entre la realidad jurídica y la natural, se produce la ficción; al construir la norma, el legislador tiene absoluta libertad (con algunas restricciones) para moldear los institutos y conceptos jurídicos, por lo que puede incluir las ficciones en las normas legales para cumplir determinadas funciones.

Concluyendo, se puede afirmar que la Técnica Legislativa, independientemente de la legitimidad e incluso del valor o mérito intrínseco de los actos legislativos, procura esencialmente que éstos resulten o configuren una realidad idónea; es decir, que lleguen a tener vigencia o existencia y siendo aplicables, resulten eficaces y convenientes. 
Destacando también que, la técnica legislativa tiene dos ámbitos principales: uno político, que se refiere a la discusión, aprobación y publicación de la norma, porque contiene las posiciones ideológicas de los partidos políticos y grupos de interés, que es lo que constituye el proceso legislativo en sí, el otro ámbito es el técnico, que se refiere a las características formales que contiene el texto legal, entre otros, el uso del lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad y la inserción armónica dentro del sistema jurídico.

Ligado a lo anterior, sobresalen los aspectos sobre los cuáles opera la técnica legislativa:

a) El estudio de la estructura y texto de la propia norma; b) El análisis de su adecuada inserción en un orden jurídico; c) La previsión de las consecuencias derivadas de las relaciones que se guardan con otros sistemas jurídicos existentes dentro del orden jurídico general; d) La observancia de los principios básicos del sistema constitucional que fundan la validez del orden jurídico del cuál se integrará la norma, sea norma nueva o reconstruida; e) Exploración de los posibles resultados derivados de la aplicación de las reglas que sustentan la validez de los procedimientos de las asambleas y órganos facultados para emitir actos normativos del Gobierno y f) Introducción de la evaluación económica de la creación, modificación, supresión total o parcial de las normas, con relación a los sujetos protegidos o tutelados por ésta, comprendiendo todos los derechos indispensables para la seguridad e integridad colectivas.  

De todos los aspectos que debe comprender la técnica legislativa, puede deducirse lo difícil que resulta la tarea de crear las leyes, porque no sólo deben construirse adecuadamente, en los términos mencionados en las definiciones, sino también debe atenderse para guardar la legalidad constitucional a todos los principios jurídicos, así como prever los posibles efectos que se derivarán de la inserción de la norma en el orden jurídico, tanto sociales como económicos.

1.3.4.  La función de la técnica legislativa en el Derecho en general y en el Derecho Tributario.

La técnica legislativa cumple en el Derecho funciones que van más allá de la construcción de las normas jurídicas a que se refirió en apartados anteriores. Las relativas al Derecho Tributario sólo serán enunciadas para analizar las justificaciones para su utilización; primero se señalan las funciones en el Derecho en general para concluir con las propias al derecho tributario en lo particular. 

En el Derecho en general, Sperb de Paola alude a Martín Oviedo para expresar que “la técnica legislativa reduce la complejidad sustancial para construir la norma, por lo que más que útiles, son necesarias y a veces, imprescindibles”,
 por lo que su adecuada aplicación en la elaboración de la norma, ayuda a los elementos sustanciales del Derecho para facilitar la aplicación e interpretación de las normas jurídicas.

G. Zagrebelsky concuerda con tal función, que en su opinión se traduce en facilitar la abstracción de los hechos a la norma, por lo que la técnica legislativa utiliza principios para mejor “regular” el hecho de la norma, por lo necesario de la precisión que sin su empleo, se volvería imposible, por la propia naturaleza de las realidades sociales. 
La norma jurídica recoge apenas los elementos tenidos como esenciales por el legislador de las realidades sociales reguladas, por lo que el empleo de ficciones coadyuvan para facilitar el proceso de abstracción, siendo un elemento extremadamente útil para conferir una mayor precisión jurídica a la propia norma, ya que en algunos casos, sin su empleo, los efectos de la norma difícilmente podrían ocurrir por la en ocasiones tortuosa comprobación y caracterización de los hechos que se abarcan en la norma.
  

Asimismo, Pérez de Ayala agrega a la precisión jurídica que se alcanza con la técnica legislativa, la de facilitar el “proceso de transformación conceptual” a la que se somete la realidad pre-jurídica en su paso a convertirse en norma jurídica.
 

Otra de las funciones de la técnica legislativa en el Derecho es la facilitada por Llano Cifuentes a través de Ihering, que es la relativa a facilitar la adopción y aplicación de nuevas reglas del Derecho más o menos ásperas, porque deja la doctrina tradicional intacta en su forma antigua, pero no se disminuye la plena eficacia de la forma nueva, además de facilitar el progreso del Derecho. El mismo Llano a su vez señala que la técnica legislativa simplifica la redacción de las normas comunes.
 

Pallares refiere a Geny y agrega a la función de introducción de nuevas reglas de Derecho sin alterar las existentes, “una función dogmática de la técnica legislativa, en el sentido de que ha servido para poner las soluciones jurídicas que se apoyan en ellas, con el sistema de Derecho positivo considerado como un conjunto cerrado”.
 

 Bonilla San Martín aparece en el Diccionario Jurídico Mexicano para añadir otras dos funciones que la técnica legislativa desempeña en el Derecho. La primera se refiere a la de facilitar la interpretación de las consecuencias jurídicas a los hechos jurídicos de difícil entendimiento, mientras que la segunda es la de legitimar situaciones que no serían tan aceptadas fácilmente por el sentir público en ausencia de alguna ficción, como la vieja ficción de representación política en el caso de que el pueblo decidiera cambiar la forma de gobierno, de acuerdo con algunos artículos de la Constitución mexicana.
 

En un plano más de derecho tributario, Sperb de Paola establece que la función fundamental de la técnica legislativa, es la de auxiliar en la búsqueda de riqueza del contribuyente. Tal auxilio se torna necesario, por la apreciable cantidad de contribuyentes dispuestos a, mediante el uso de los más imaginativos y creativos artificios, burlar las leyes fiscales y para cohibir tal conducta, sin el instrumental técnico en cuestión, sería mucho más difícil.
 

Otras de las funciones de la técnica legislativa en el derecho tributario son las que se refieren al aumento y eficacia en la recaudación tributaria, a la aceleración de la gestión y liquidación tributaria, combate al fraude y evasión tributarios, que por su importancia, se dedica un apartado especial, por lo que no se abordan en el presente.

En síntesis, las funciones de la técnica legislativa en el Derecho en general, se resumen a la adecuación de la realidad a la norma para alcanzar un mayor grado de precisión jurídica, y algo muy importante, también conduce a facilitar la aplicación del Derecho y por lo tanto, lograr su plena eficacia; igualmente, la introducción de nuevas reglas a los ordenamientos o sistemas legales cerrados, sin alterar las ya existentes, y por último, facilitar la redacción de las normas.

 Hasta aquí, se concluye que la técnica legislativa son conjuntos de principios y normas  creados para el legislador, que al redactar y crear correctamente las leyes están surtan sus efectos o consecuencias jurídicas de un hecho a otro; la técnica legislativa tiene múltiples funciones en el Derecho, entre las que se destacan la de facilitar la aplicación e interpretación de las normas jurídicas, a través de los elementos esenciales del Derecho; y las funciones recaudatorias de contribuciones y como herramientas de combate contra las conductas ilícitas de los contribuyentes.

1.4.  Conclusiones parciales.
De las raíces etimológicas el vocablo “técnica” proviene del latín technĭcus y este del griego tékne, relativo al arte, la palabra griega de la cual deriva nuestro vocablo "técnica", como se sabe, no tiene un equivalente exacto en nuestras lenguas modernas. Se comprende lo que el concepto en general designaba si se unen los significados de los términos “arte", “oficio", "habilidad" y “técnica”, tal como, en forma amplia, se entiende hoy día; En cuanto a la palabra “Legislativa”, proviene de “legis”, es decir, referido a la ley. Significa el derecho o potestad de hacer leyes (de legislar), relativo a las normas en sentido amplio, a las leyes en conjunto, al cuerpo o código de leyes.

Los antecedentes de la técnica legislativa se encontraron durante los siglos XVII y XVIII, dentro de las escuelas afines al positivismo jurídico actual. Murhard, pensador de esta corriente, afirmaba que el fin fundamental del Estado era la seguridad jurídica; para alcanzarla sostenía que era necesario un dato que hiciera derivar al resto de la estructura del derecho.

En el ámbito del derecho privado la consecuencia más inmediata de las ideas modernas fueron los códigos civiles. Todo buen racionalista sintió la firme convicción de redactar leyes perfectas, definitivas, eternas, válidas para toda la humanidad y con mayor concreción del sistema jurídico. Dentro de la corriente codificadora se adoptó el término “técnica legislativa” en el siglo XIX, en la obra colectiva de Geny titulada Le Code Civil, específicamente en el trabajo denominado La tecnique legislative dans la codification civile moderne. Y es a principios del siglo XX que la técnica legislativa alcanzó, con la Escuela Histórica del Derecho, un papel preponderante en la creación normativa, porque aportó una gran claridad y precisión a raíz de abstracciones sumamente desarrolladas y un lenguaje de gran pureza. Surgió la necesidad de canalizar esfuerzos en el ámbito legislativo, para evitar las redundancias, contradicciones, lagunas y oscuridades en el sistema jurídico. Incluso en países europeos se constituyeron instituciones y trabajos que tenían por objeto el estudio de los elementos necesarios para legislar.

En otros países recientemente se han creado normas o directrices que prescriben la forma de crear leyes. En México, el interés sobre esta materia es relativamente reciente, si consideramos el momento en que se genera el término con Geny en el siglo XIX y lo ocurrido durante el siglo XX. Y aún considerando que la primera obra que trata sobre la técnica legislativa data de 1979, y es hasta finales de la década de los años ochenta que se aborda con mayor decisión, dicho tema. En los años noventa, el interés se manifiesta en cursos de la licenciatura y de postgrado.

La técnica legislativa es el conjunto de pasos para elaborar las leyes, en sentido general, se ocupa en primer lugar de la creación y construcción de las normas, enfatizando la buena, clara, sencilla y entendible redacción, así como su buena estructuración e integración, debiendo siempre cuidar el orden, la lógica y el respeto irrestricto de los principios de seguridad jurídica y los principios generales de Derecho, iniciando con las justificaciones o exposición de motivos de las normas jurídicas; sin dejar a un lado la inserción armónica de nuevos ordenamientos que toman en cuenta los ámbitos de validez territorial, temporal y material.

De las definiciones brindadas por los Diccionarios citados, se aprecio que la técnica legislativa, ha de ocuparse del conjunto de directrices que deben seguirse para construir la estructura y contenido del ordenamiento jurídico. Es decir, es la actividad encaminada a construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por normas correctamente formuladas.

La Técnica Legislativa, independientemente de la legitimidad e incluso del valor o mérito intrínseco de los actos legislativos, procura esencialmente que éstos resulten o configuren una realidad idónea; es decir, que lleguen a tener vigencia o existencia y siendo aplicables, resulten eficaces y convenientes. Destacando también que, la técnica legislativa tiene dos ámbitos principales: uno político, que se refiere a la discusión, aprobación y publicación de la norma, porque contiene las posiciones ideológicas de los partidos políticos y grupos de interés, que es lo que constituye el proceso legislativo en sí, el otro ámbito es el técnico, que se refiere a las características formales que contiene el texto legal, entre otros, el uso del lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad y la inserción armónica dentro del sistema jurídico.

La técnica legislativa son conjuntos de principios y normas  creados para el legislador, que al redactar y crear correctamente las leyes están surtan sus efectos o consecuencias jurídicas de un hecho a otro; la técnica legislativa tiene múltiples funciones en el Derecho, entre las que se destacan la de facilitar la aplicación e interpretación de las normas jurídicas, a través de los elementos esenciales del Derecho; y las funciones recaudatorias de contribuciones y como herramientas de combate contra las conductas ilícitas de las contribuyentes.

CAPITULO  2
TÉCNICA LEGISLATIVA EN EL DERECHO FISCAL

Una vez establecidos los orígenes de la técnica legislativa y habiendo precisado sus características y funciones que desempeña en el universo jurídico, así como esbozado tópicos relativos al derecho tributario, es necesario abarcar los aspectos particulares que la referida figura presenta en el derecho fiscal, para lo cuál se analizan la relación que guardan con los principios jurídicos de las contribuciones, e igualmente en su papel de herramienta para combatir delitos fiscales para clarificar sus funciones en ésta particular rama del Derecho y encontrar las justificaciones para aplicarlas en los ordenamientos tributarios.

2.1.  Relación entre la técnica legislativa y los principios jurídicos de las contribuciones.

Por la relevancia que revisten los principios jurídicos de las contribuciones como rectores del sistema jurídico mexicano, se revisa la relación que guardan con la técnica legislativa, porque constituyen límite al ejercicio del Poder Legislativo, en aras de vivir en un pleno Estado de Derecho. 

El Poder tributario del Estado no es ilimitado, encontrando en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en diversas leyes los debidos límites para su ejercicio; tal poder recae constitucional y directamente en los representantes populares, para cumplir cabalmente el fin de que la soberanía reside originalmente en el pueblo. Las limitaciones más importantes a la actividad tributaria del Estado sin duda las constituyen las garantías individuales y los principios jurídicos de los impuestos o contribuciones, que algunos autores llaman “principios superiores de la imposición”
, que son principios recogidos de la propia evolución de la ciencia jurídica y en el propio texto constitucional, motivo por el cuál su conocimiento es de suma importancia para llevar una relación tributaria que se precie de ser legal.

La mayoría de los tratadistas se refiere a las “garantías” como “principios” de una manera sinónima, aún cuando etimológicamente sean diferentes. No será objeto del presente trabajo explorar las diferencias semánticas entre ambos términos, ya que para los fines que se persiguen es irrelevante el apuntarlas, por lo cuál, se hablará indistintamente de “principios” o “garantías” en los apartados siguientes.

2.1.1. Concepto doctrinal de los principios jurídicos de los impuestos.

Los principios jurídicos de las contribuciones constituyen la piedra angular de donde nace todo el sistema tributario mexicano, porque establecen los parámetros a los que deben sujetarse las leyes fiscales para cuidar al máximo las garantías individuales –derechos elementales-, que tienen las personas y por ende, los contribuyentes. En palabras de De la Garza, dichas garantías constituyen limitaciones al poder ejercido por el Estado en lo general, no siendo la excepción en lo concerniente al poder tributario y derivan de la propia Constitución General de la República.

En primer lugar, es necesario definir lo que es un “principio”. Diep Diep refiere tal concepto como “el cimiento de alguna cosa, el origen de algo, la base de sustentación de un argumento, la composición de un elemento, la máxima que rige una disciplina, etc.” y en lo que se refiere al ámbito jurídico, manifiesta que los principios “sustentan o fundamentan en orden esencial de un sistema de derecho”
, dicho de otra forma, son la estructura y la columna vertebral de todo el sistema,  que se han establecido derivados de la evolución propia de la ciencia jurídica. 

Por su parte, Ferragut añade, apoyada en Da Silva, que la palabra “principio” es equívoca porque aparece en sentidos diversos; habla, por ejemplo, de una “norma de principio” que es “la norma que contiene el inicio o esquema de un órgano, entidad o programa, como son las normas del principio institutivo y las del principio pragmático”; sin embargo, es más acertada el concepto que brinda Bandeira de Mello: “principio es el mandamiento nuclear de un sistema jurídico”.

Otro autor, Porras y López define a los principios jurídicos como “máximas o verdades universales de derecho que han servido para orientar a las leyes positivas”
; al ser “universales” denota que dichos principios son aceptados rectores de la mayoría de los sistemas jurídicos vigentes.

Flores Zavala señala que “los principios jurídicos de los impuestos son los que se encuentran establecidos en la legislación positiva de un país”, e incluso da una clasificación de los mismos en constitucionales y ordinarios; los constitucionales, como su nombre lo indica, son aquellos que están establecidos en la Constitución y los ordinarios son los establecidos en las leyes ordinarias referidas a la actividad tributaria del Estado
; son los principios constitucionales los que interesan para fines del presente trabajo, por lo que los ordinarios sólo serán enunciados sin entrar a mayor análisis.

Los principios ordinarios se refieren a los contenidos en las leyes tributarias particulares y rigen fundamentalmente los elementos esenciales de los impuestos, que son, sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, forma de recaudación, sanciones, etc. que se integran con las normas constitucionales tributarias.

El citado autor, a su vez, divide los principios constitucionales  en tres grupos principales: 

Primero. Principios derivados de los preceptos constitucionales que garantizan determinados derechos fundamentales del individuo, que no pueden ser violados o coartados por la actividad tributaria del Estado; entre los que incluye los artículos 5º (libre ejercicio del trabajo o profesión y derecho a la percepción del salario), 8º (derecho de petición), así como otras libertades (asociación, expresión, etc.), 13 (derecho a no ser juzgado por leyes privativas, 14 (irretroactividad de la ley y garantía de audiencia, legalidad en sentido general), 16 (requisitos de los actos de autoridad, fundamentación y motivación), 17 (no ser privado de la libertad por deudas de carácter civil), 21 (limitaciones a la imposición de multas) y 22 (prohibición de las multas excesivas).

Segundo. Principios derivados de la organización política de los Estados Unidos Mexicanos; que incluye los considerados por la doctrina como los principios jurídicos fundamentales en materia tributaria
, contenidos en la fracción IV del artículo 31 Constitucional (principio de legalidad, proporcionalidad, equidad y destino al gasto público).

Tercero. Principios de política económica que por haberse considerado fundamentales fueron establecidos en la Ley Fundamental, que se refieren principalmente a las facultades de los Poderes para establecer contribuciones, sus competencias, etc.

En resumen, los principios jurídicos de los impuestos son para el sistema tributario mexicano lo que la columna vertebral es para el cuerpo humano, es decir, lo que lo sostiene y estructura, para que las cargas tributarias que se imponen a los particulares se sujeten a sus derechos más elementales y con ello, la relación tributaria entre el sujeto activo (fisco) y el pasivo (particular) se lleve a cabo con la mayor justicia y respeto posibles.

  Como se expresó en la nota 45, es de interés único del presente trabajo el abordar los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad contenidos en la fracción del artículo 31 Constitucional
, así como de la garantía de audiencia y el principio de seguridad jurídica, considerados los principales regentes de la materia tributaria.

2.1.2.  Principio de legalidad.

En materia tributaria, el principio de legalidad se suscribe en el aforismo jurídico de “nulo impuesto sin ley”, lo que quiere decir que irrestrictamente, todo impuesto que se pretenda cobrar al contribuyente debe estar contenido en una ley, y no sólo eso, sino debe contener también en sus disposiciones, de forma clara, todos los elementos esenciales de dicho impuesto, a saber, el objeto, sujetos, base, tasa, tarifa o cuota, forma y períodos de pago, exenciones, excepciones, entre otras.

Para Flores Zavala, la legalidad se circunscribe tanto del punto de vista material como del formal, por medio de disposiciones que reúnan el carácter de leyes, es decir, que sean disposiciones generales, abstractas, impersonales, obligatorias y emanadas del Poder Legislativo; lo anterior no sólo infunde certeza al particular, en virtud de que en todo momento conoce la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del Estado, sino que reduce el papel de la autoridad al de simple aplicador de la ley, evitando la arbitrariedad en la imposición, la imprevisibilidad de las cargas tributarias y la creación de impuestos sin apoyo legal
, ya que de no ser así, se infringirían graves daños a los derechos subjetivos y patrimoniales de los individuos.

Para Navarrine y Asorey el núcleo del fundamento del principio de legalidad radica en la necesaria protección del patrimonio de los ciudadanos, ya que la imposición de tributos conlleva una exacción económica, lo que hace necesario establecer claras garantías jurídicas para que la transferencia de riqueza del particular al Estado tenga lugar por medio de la ley.

 De la Garza se pronuncia en términos similares, explicando que el principio de legalidad “significa que la ley que establece el tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la obligación tributaria, esto es, los hechos imponibles, los sujetos pasivos de la obligación que va a nacer, así como el objeto y la cantidad de la prestación”; todo ello encaminado a que no se dé lugar al arbitrio o discrecionalidad de la autoridad.

Para Diep Diep el principio de legalidad en materia tributaria comprende cuatro puntos cardinales: la sujeción a las leyes de la materia, el debido soporte legal de toda clase de exacción, la fórmula interpretativa de los textos legales y la consecuencia de incumplir con todo ello. En su opinión, el Código Fiscal de la Federación en sus artículos 1º y 2º corroboran el soporte legal para todos los conceptos de la recaudación, ya que definen el destino al gasto público y las especies de las partidas contributivas a cubrir por los gobernados; el numeral 5º referente a los medios interpretativos de las leyes de la materia en sus diversos elementos y el 238 contempla la sanción anulatoria producto de la inobservancia de la ley.

Por último, el Máximo Tribunal de la Nación ha efectuado en la tesis 168 el siguiente pronunciamiento en relación al principio de legalidad que rige en materia de impuestos, que resume las ideas anteriores vertidas por la doctrina:

“IMPUESTOS, PRINCIPIO DE LEGALIDAD QUE EN MATERIA DE, CONSAGRA LA CONSTITUCIÓN FEDERAL. El principio de legalidad se encuentra claramente establecido por el artículo 31 constitucional, al expresar, en su fracción IV que los mexicanos deben contribuir para los gastos públicos de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes y está, además, minuciosamente reglamentado en su aspecto formal, por diversos preceptos que se refieren a la expedición de la Ley General de Ingresos, en la que se determinan los impuestos que se causarán y recaudarán durante el período que la misma abarca. Por otra parte, examinando atentamente este principio de legalidad, a la luz del sistema general que informa nuestras disposiciones constitucionales en materia impositiva y de explicación racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que la carga tributaria de los gobernados esté establecida en una ley, no significa tan sólo que el acto creador del impuesto deba emanar de aquel poder que, conforme a la Constitución del Estado, está encargado de la función legislativa, ya que así se satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a través de sus representantes, los que determinen las cargas fiscales que deben soportar, sino fundamentalmente que los caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación tributaria, estén consignados de manera expresa en la ley, de tal modo que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria, dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante. Esto, por lo demás, es consecuencia del principio general de legalidad, conforme al cual ningún órgano del Estado puede realizar actos individuales que no estén previstos y autorizados por disposición general anterior, y está reconocido por el artículo 14 de nuestra Ley Fundamental. Lo contrario, es decir, la arbitrariedad en la imposición, la imprevisibilidad en las cargas tributarias y los impuestos que no tengan un claro apoyo legal, deben considerarse absolutamente proscritos en el régimen constitucional mexicano, sea cual fuere el pretexto con que pretenda justificárseles.” (Énfasis añadido)

Amparo en revisión 5332/75. Blanca Meyerberg de González. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos.

Amparo en revisión 5464/75. Ignacio Rodríguez Treviño. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos.

Amparo en revisión 5888/75. Inmobiliaria Havre, S.A. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos.

Amparo en revisión 331/76. María de los Ángeles Prendes de Vera. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos.

Amparo en revisión 1008/76. Antonio Hernández Abarca. 3 de agosto de 1976. Unanimidad de 15 votos.

Séptima Época, Pleno, Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 168, página 169”.

La anterior ejecutoria no deja dudas en lo que el principio de legalidad representa para el Derecho en general y el tributario en particular, sintetizando, todos los impuestos, contribuciones, derechos, etc. que el Estado pretenda cobrar a los particulares, así como sus elementos esenciales, deben estar contenidos en leyes, emanadas del Poder Legislativo en los términos previstos en la propia Constitución, para que puedan causar el legal efecto en la esfera jurídica del gobernado, evitando con ello los cobros arbitrarios, imprevisibles y a título personal de las autoridades, actos éstos que dañan severamente el Estado de Derecho en que debe vivir la sociedad; el papel de la autoridad queda reducido a una simple aplicadora de la ley.

La legalidad es irrestricta, sin embargo, como acertadamente comenta Pérez Becerril, tiene dos excepciones constitucionales: la suspensión por el Presidente de la República de las garantías individuales en casos de invasión o perturbación grave de la paz pública (artículo 29) y cuando el Congreso de la Unión faculta al Ejecutivo a aumentar, disminuir o suprimir las cuotas de las tarifas de importación, entre otras.

2.1.3.  Principio de proporcionalidad.

El principio de proporcionalidad se traduce en que cada individuo contribuya a los gastos públicos de acuerdo con sus posibilidades de hacerlo, es decir, de acuerdo a su capacidad económica o a los que los tratadistas denominan “capacidad contributiva”.

Es de primer orden el definir lo que etimológicamente significa la palabra “proporcionalidad”; para ello, Pérez Becerril acude a Moreno Padilla para expresar que dicha palabra proviene de los vocablos latinos “proportio, proportionis”, que a su vez se descompone en el sustantivo “portio”, que proviene del propio latín de las palabras “pars, partis” que significan porción, parte, pedazo y de la preposición “pro” que significa delante de, ante, a la vista, y que denota en ocasiones posición, inclinación, hacia y dirección
. Aplicando tal significado general a la materia tributaria, puede inferirse que cada quien debe contribuir en una porción a los gastos públicos, siendo la unidad de medida de esa  “porción” la capacidad contributiva, como se apuntará más adelante.

La proporcionalidad, según Diep Diep, “no significa compasión, sino carga compartida, fórmula para coparticiparla colectivamente, medio de aportar en común y meta de convivencia y solidaridad real ante el problema económico de sostener el aparato estatal.”

Para Porras y López, la proporcionalidad puede explicarse mejor en la teoría de Adam Smith, que sostiene que los súbditos del Estado deben contribuir al sostenimiento del Gobierno en proporción, cada uno, con la mayor exactitud posible a sus propias facultades, concluyendo a referirse a que dicha proporción debe corresponder al ingreso de que disfrutan bajo la protección del Estado.
 

Flores Zavala relaciona la proporcionalidad con la capacidad contributiva y agrega que si bien todos los que tienen dicha capacidad deben pagar algunos impuestos, ello debe significar el mínimo sacrificio posible, lo que también implica que el presupuesto de egresos sea congruente con tal esfuerzo y que no tenga fines de atesorar.

Para Martínez López, la contribución más justa que puede exigir el Estado es la que recae en la proporcionalidad, lo que implica en que la imposición recaiga en el excedente de recursos una vez satisfechas las necesidades, para que su pago no implique un sacrificio y se considere la situación económica de los contribuyentes.

Por su parte, De la Garza entiende la proporcionalidad como expresión de la justicia tributaria, imperando en tal materia la justicia llamada distributiva, que tiene por objeto directo los bienes comunes que deben repartirse y por indirecto solamente las cargas, entre ellas los tributos.

Queda por enunciar el concepto que de la proporcionalidad brinda la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que ha vertido en incontables tesis y jurisprudencia, pero por la calidad de lo expresado se transcribe la siguiente cuyo número es la 275 del Pleno, en la parte que interesa:

“PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL. El artículo 31, fracción IV, de la Constitución establece los principios de proporcionalidad y equidad en los tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Conforme a este principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo con la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cualitativa superior a los de medianos y reducidos recursos. El cumplimiento de este principio se realiza a través de tarifas progresivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en monto superior los contribuyentes de más elevados recursos...” 

(Énfasis añadido)

Séptima Época:

Amparo en revisión 5554/83. Compañía Cerillera “La Central”, S.A. 12 de junio de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 2502/83. Servicios Profesionales Tolteca, S.C. 25 de septiembre de 1984. Mayoría de dieciséis votos.

Amparo en revisión 3449/83. Fundidora de Aceros Tepeyac, S.A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 3449/83. Fábrica de Loza “El Ánfora”, S.A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de quince votos.

Amparo en revisión 441/83. Cerillos y Fósforos “La Imperial”, S.A. 6 de noviembre de 1984. Mayoría de quince votos.

Séptima Época, Instancia Pleno, Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 275, página 256.”

Tal ejecutoria, además de dar una idea clara de lo que la proporcionalidad representa en la materia tributaria, define incluso la manera en que las leyes fiscales especiales lograrán alcanzar el grado de proporcionalidad requerido, esto es, mediante el uso de tarifas progresivas, de modo que los contribuyentes de mayores ingresos paguen más que los que tienen mediados y reducidos ingresos, lo que se encuentra, por ejemplo, en la Ley del Impuesto sobre la Renta en las tarifas de los artículos 113 y 177, referentes al pago provisional mensual y al impuesto anual, respectivamente.

Por último, queda por definir el concepto de capacidad contributiva; ya Martínez López otorga una idea al referirla como “el excedente de recursos económicos demuestra la capacidad contributiva”
; sin embargo, es mucho más preciso e ilustrativo el concepto que muestra la Suprema Corte nacional en la tesis que a continuación se transcribe:

“CAPACIDAD CONTRIBUTIVA. CONSISTE EN LA POTENCIALIDAD REAL DE CONTRIBUIR A LOS GASTOS PÚBLICOS. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido que el principio de proporcionalidad tributaria exigido por el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en que los sujetos pasivos de un tributo deben contribuir a los gastos públicos en función de su respectiva capacidad contributiva. Lo anterior significa que para que un gravamen sea proporcional, se requiere que el hecho imponible del tributo establecido por el Estado, refleje una auténtica manifestación de capacidad económica del sujeto pasivo, entendida ésta como la potencialidad real de contribuir a los gastos públicos. Ahora bien, tomando en consideración que todos los presupuestos de hecho de los impuestos deben tener una naturaleza económica en forma de una situación o de un movimiento de riqueza y que las consecuencias tributarias son medidas en función de esta riqueza, debe concluirse que es necesaria una estrecha relación entre el hecho imponible y la base gravable a la que se aplica la tasa o tarifa del impuesto” (Énfasis añadido)

Amparo en revisión 1113/95. Servitam de México, S.A. de C.V. 9 de noviembre de 1995. Unanimidad de diez votos. Ausente: Genaro David Góngora Pimentel. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Luz Cueto Martínez.

Amparo en revisión 2945/97. Inmobiliaria Hotelera El Presidente Chapultepec, S.A. de C.V. 4 de febrero de 1999. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Humberto Román Palacios. Ponente: Humberto Román Palacios; en su ausencia hizo suyo el proyecto Juan N. Silva Meza. Secretario: Tereso Ramos Hernández.

Amparo en revisión 2269/98. Arrendamientos Comerciales de la Frontera, S.A. de C.V. 4 de febrero de 1999. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Humberto Román Palacios. Ponente: Mariano Azuela Guitrón. Secretaria: Lourdes Ferrer Mac Gregor Poisot.

Amparo en revisión 69/98. Hotelera Inmobiliaria de Monclova, S.A. de C.V. 4 de febrero de 1999. Unanimidad de nueve votos. Ausentes: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Humberto Román Palacios. Disidente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretario: Andrés Pérez Lozano.

Amparo en revisión 2482/96. Inmobiliaria Bulevares, S.C. y coags. 9 de febrero de 1999. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: José Vicente Aguinaco Alemán,  Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y Humberto Román Palacios. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: José Luis González.

El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada el veintiséis de octubre en curso, aprobó, con el número 109/99, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a veintiséis de octubre de mil novecientos noventa y nueve.”

Luego entonces, la capacidad contributiva es la posibilidad económica, real, que tienen los particulares de contribuir al gasto público, lo que constituye la medida y materialización de la proporcionalidad en materia tributaria, que es uno de los elementos de la llamada justicia fiscal, que no es otra cosa que “paguen más los que tienen mayores ingresos”. Cabe recordarse que la proporcionalidad es una garantía constitucional para el gobernado y un principio rector del sistema tributario mexicano, en los términos en que se han venido analizando los principios jurídicos de los impuestos.

2.1.4.  Principio de equidad.

El principio de equidad o igualdad en el derecho en general recoge el ideal de que “todos son iguales ante la ley”, es decir, que todos los individuos que se encuentren en un mismo supuesto recibirán idéntico tratamiento ante la ley sin importar condición económica, raza, credo, etc.; se trata de una igualdad o equidad jurídica, no refiriéndose en ningún momento a una igualdad o equidad económica, social, etc., ya que sería imposible alcanzarla partiendo de la premisa de que toda persona posee una individualidad que la hace diferente a las demás.

En materia tributaria, la equidad se refiere a que todos los individuos que se encuentren en el mismo supuesto normativo sean tratados de igual forma por la ley; dicho tratamiento se referirá a los supuestos de causación, deducciones autorizadas, exenciones, excepciones y demás particularidades que puedan contener las disposiciones fiscales.

Iniciando con el estudio de la equidad, es de primer orden definirla etimológicamente; Pérez Becerril cita a Reyes Vera para referir que se deriva del latín “aequitas”, que significa moderación, templanza. Es la justicia natural, por oposición a la justicia legal; complementa con Recaséns Siches, para quien son acepciones de la palabra equidad: a) Equivalente a justicia, b) Norma individualizada, justa, c) Criterio que debe inspirar al juez o funcionario administrativo, siendo no un procedimiento para corregir leyes imperfectas, sino la manera de interpretar todas las leyes.

Partiendo de tal idea, es conveniente analizar lo expresado por la doctrina en relación al principio de equidad; Porras y López se apoya en el jurista italiano N. Covello para establecer que el oficio de la equidad es el de tomar en consideración las circunstancias especiales del caso concreto, no aplicando con rigidez las normas generales y que ésta constituye la justicia en el caso determinado
; tal idea supone una amplitud de criterio en el juez para saber cuándo aplicar con rigidez la norma y cuándo no hacerlo.

Por su parte, De la Garza es de la opinión de que la equidad se expresa de diferente manera para los impuestos, derechos y contribuciones de mejora; por ejemplo, para los impuestos, la equidad se rompe cuando son exorbitantes y ruinosos, lo que se traduce en que diferentes impuestos graven una misma fuente de ingresos, una misma capacidad contributiva, etc., originado en el ejercicio inadecuado de las facultades del Poder Legislativo, entre otras causas.

Flores Zavala apunta que la equidad, junto con la proporcionalidad, constituyen los máximos exponentes de la justicia (fiscal) y que es de la responsabilidad de los representantes del pueblo, competentes para legislar en materia tributaria, el establecer impuestos con sujeción a dichos principios
, que como ha quedado establecido, son ejes rectores sobre los cuáles gira en México, y en todos los sistemas jurídicos modernos, la materia tributaria.

Pérez Becerril, refiriendo a Valdés Villarreal,  va más allá y habla de cuatro equidades; la primera se refiere a la distribución equitativa de los recursos económicos nacionales para aplicarlos al gasto público y a los propósitos directos de los particulares; la segunda se manifiesta en los sistemas tributarios, de modo que al formular los impuestos se afecten por igual a las personas respecto a sus bienes y según sus actividades; la tercera es referente a la aplicación pareja de la ley, de tal manera que no deje de aplicarse a quien corresponde ni se aplique ilegalmente a quien no está obligado; la cuarta se refiere a la debida aplicación de los recursos recaudados por impuestos a los gastos públicos en eficaces programas de Gobierno.

No queda más que citar la interpretación y alcance que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha dado al principio de equidad, que es en términos muy similares a lo expresado por los tratadistas, en las siguientes jurisprudencias que se transcriben:

“PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD TRIBUTARIAS ESTABLECIDAS EN EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN IV, CONSTITUCIONAL....El principio de equidad radica medularmente en la igualdad ante la misma ley tributaria de todos los sujetos pasivos de un mismo tributo, los que en tales condiciones deben recibir un tratamiento idéntico en lo concerniente a hipótesis de causación, acumulación de ingresos gravables, deducciones permitidas, plazos de pago, etc., debiendo únicamente variar las tarifas tributarias aplicables, de acuerdo con la capacidad económica de cada contribuyente, para respetar el principio de proporcionalidad antes mencionado. La equidad tributaria significa, en consecuencia, que los contribuyentes de un mismo impuesto deben guardar una situación de igualdad frente a la norma jurídica que lo establece y regula. (Énfasis añadido)

Séptima Época:

Amparo en revisión 5554/83. Compañía Cerillera “La Central”, S.A. 12 de junio de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 2502/83. Servicios Profesionales Tolteca, S.C. 25 de septiembre de 1984. Mayoría de dieciséis votos.

Amparo en revisión 3449/83. Fundidora de Aceros Tepeyac, S.A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de catorce votos.

Amparo en revisión 3449/83. Fábrica de Loza “El Ánfora”, S.A. 10 de octubre de 1984. Mayoría de quince votos.

Amparo en revisión 441/83. Cerillos y Fósforos “La Imperial”, S.A. 6 de noviembre de 1984. Mayoría de quince votos.

Séptima Época, Instancia Pleno, Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 275, página 256.”

“PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. SON REQUISITOS DE NATURALEZA DISTINTA CON LOS CUALES DEBEN CUMPLIR LAS LEYES FISCALES. La proporcionalidad y equidad que deben cumplir las leyes fiscales, conforme a la fracción IV del artículo 31 de la Constitución, no deben confundirse, pues tienen naturaleza diversa, ya que mientras el primer requisito significa que las contribuciones deben estar en proporción con la capacidad contributiva de los sujetos pasivos, el segundo consiste en que éstos reciban un trato igual, lo que se traduce en que las leyes tributarias deben tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales.” (Énfasis añadido)

Octava Época:

Amparo en revisión 3098/89. Equipos y Sistemas para la Empresa, S.A. de C.V. 13 de agosto de 1990. Cinco votos.

Amparo en revisión 2825/88. Sanko Industrial, S.A. de C.V. 8 de octubre de 1990. Unanimidad de cuatro votos.

Amparo en revisión 3813/89.María Rocío Blandina Villa Mendoza. 8 de octubre de 1990. Unanimidad de cuatro votos.

Amparo en revisión 1825/89. Rectificaciones Marina, S.A. de C.V. 23 de noviembre de 1990. Cinco votos.

Amparo en revisión 1539/90. María del Rosario Cachafeiro García. 13 de diciembre de 1990. Cinco votos”

En síntesis, el principio de equidad consiste en la igualdad que deben tener todos los contribuyentes ante la ley tributaria, en términos de acumulación de ingresos, deducciones autorizadas, época de pago, entre otras, resumido en la expresión “trato igual a los iguales y desigual a los desiguales”. Es una expresión de la justicia fiscal y debe ser observado como requisito indispensable para la constitucionalidad y debida validez de las leyes tributarias, en aras de alcanzar la plena justicia fiscal.

2.1.5.  Garantía de audiencia.

La garantía de audiencia consagrada en el artículo 14 constitucional se basa en el antiguo aforismo jurídico de que “toda persona tiene el derecho a ser oído y vencido en juicio”, es decir, a manifestar lo que a su derecho convenga y a tener la oportunidad de aportar pruebas que soporten lo dicho, ante una imputación que le haga una autoridad.

 Para definir en qué consiste la garantía de audiencia, Flores Zavala alude a Gabino Fraga y Narciso Bassols, que establecen que para que ésta se respete en un procedimiento administrativo deben: primero, que el afectado tenga conocimiento del inicio del procedimiento, del contenido de la cuestión a debatirse y de las consecuencias que se producirán en caso de prosperar la acción intentada, para darle la oportunidad de presentar sus defensas; segundo, que se organice un sistema de comprobación, de modo que tanto quien sostenga una cosa y quien la niegue, comprueben su veracidad; tercero, una vez agotada la tramitación, los interesados reciban la oportunidad de presentar alegaciones y por último, que se concluya el procedimiento con una resolución que decida sobre las cuestiones debatidas y fije la forma de cumplirse.

De la Garza manifiesta que en materia tributaria, la garantía de audiencia se cumple plenamente en aquellas leyes que: (a) suponen la colaboración del contribuyente y de la Autoridad en la determinación de impuestos producto de un procedimiento administrativo, (b) en el procedimiento oficioso y contencioso que establece el Código Fiscal de la Federación y (c) en algunas leyes particulares que conceden recursos o instancias administrativas a los particulares contra resoluciones dictadas por las autoridades fiscales, no importando en qué momento del procedimiento se otorgue, siempre y cuando efectivamente se otorgue.
 


Lo expresado por los tratadistas previamente aludidos se complementa con el pronunciamiento efectuado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis I.7º.A.41 K, cuyo rubro es “AUDIENCIA. CÓMO SE INTEGRA ESTA GARANTÍA”, que en la parte que interesa expresa:

“...Así, con arreglo a tales imperativos, todo procedimiento o juicio ha de estar supeditado a que en su desarrollo se observen, ineludiblemente, distintas etapas que configuran la garantía formal de audiencia a favor de los gobernados, a saber, que el afectado tenga conocimiento de la iniciación del procedimiento, así como de la cuestión que habrá de ser objeto de debate y de las consecuencias que se producirán con el resultado de dicho trámite; que se le otorgue la posibilidad de presentar sus defensas a través de la organización de un sistema de comprobación tal, que quien sostenga una cosa tenga oportunidad de demostrarla, y quien estime lo contrario, cuente a su vez con el derecho de acreditar sus excepciones; que cuando se agote dicha etapa probatoria se dé oportunidad de formular las alegaciones correspondientes y, finalmente, que el procedimiento iniciado concluya con una resolución que decida sobre las cuestiones debatidas, fijando con claridad el tiempo y forma de ser cumplidas” (Énfasis añadido)

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 3077/2001. Comité Particular Ejecutivo Agrario del Nuevo Centro de Población “Miguel de la Madrid Hurtado”. 10 de octubre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Amelia Vega Carrillo.”

Para Diep Diep, la garantía de audiencia se materializa como el ejercicio del derecho de petición (Art. 8 constitucional), que obliga a la respuesta de la autoridad no admitiendo la excusa de su silencio, tipificable como negativa ficta
 e inadmisible al no estar contemplada por la Constitución Política de México. La presente garantía deriva del compromiso social que tienen los gobernantes como mandatarios en relación al pueblo –su mandante- y es una obligación del propio Gobierno para que no se llegue a la tiranía del gobernar sin escuchar, o dicho vulgarmente, “ni los veo ni los oigo”.

Así pues, la garantía de audiencia constituye un derecho fundamental para todos los gobernados y particularmente en materia tributaria reviste gran importancia, toda vez que se le debe otorgar al contribuyente la oportunidad de defenderse y presentar todas las pruebas (y su debido estudio y valoración) que sean idóneas para acreditar sus excepciones en los procedimientos administrativos, generalmente en marco del ejercicio de las facultades de comprobación de las autoridades fiscales, como por ejemplo en la determinación de créditos fiscales producto de visitas domiciliarias. 

2.1.6.  Principio de seguridad jurídica.

La seguridad jurídica en materia tributaria y en el Derecho en general,  tiene relación con la certidumbre jurídica para el contribuyente o persona de que los actos y las actuaciones de las autoridades cumplen con los requisitos o elementos mínimos establecidos en las leyes, en todas sus formalidades, entre las que se destacan, que provienen de la autoridad competente, que están debidamente fundados y motivados, su debida notificación, etc., para que causen los debidos efectos en la esfera jurídica de las personas a quienes van dirigidos, de conformidad con lo establecido en los artículos 16 constitucional y 38 del Código Fiscal de la Federación, so pena de nulidad del acto (relativa o absoluta).

La seguridad jurídica es uno de los fines más importantes de las leyes y de todo Gobierno; en opinión de Diep Diep, ésta busca mantener la preeminencia de la ley por sobre los abusos del poder, además busca la reparación del daño para evitar la ruptura misma del orden social, evitando la falta de respeto a la ley y por lo tanto, la ingobernabilidad.
 

Primeramente, es necesario definir en qué consiste la garantía o principio de seguridad jurídica y ninguna definición es tan clara como la vertida por el Máximo Tribunal, en las siguientes tesis aisladas:

“GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA, QUÉ SE ENTIENDE POR. La garantía de seguridad jurídica prevista en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, no debe entenderse en el sentido de que la ley ha de señalar de manera especial y precisa un procedimiento para regular cada una de las relaciones que se entablen entre las autoridades y los particulares, sino que debe contener los elementos mínimos para hacer valer el derecho del gobernado y para que, sobre este aspecto, la autoridad no incurra en arbitrariedades, lo que fácilmente explica que existan trámites o relaciones que por su simplicidad, sencillez o irrelevancia, no requieren de que la ley pormenorice un procedimiento detallado para ejercitar el derecho correlativo. Lo anterior corrobora la ociosidad de que en todos los supuestos la ley deba detallar en extremo un procedimiento, cuando éste se encuentra definido de manera sencilla y suficiente para evidenciar la forma en que debe hacerse valer el derecho por el particular y las facultades y obligaciones que le corresponden a la autoridad. (Énfasis añadido)

Amparo directo en revisión 538/2002. Confecciones y Artesanías Típicas de Tlaxcala, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José Vicente Aguinaco Alemán. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán; en su ausencia hizo suyo el asunto Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Claudia Mendoza Polanco.”

“DELINCUENCIA ORGANIZADA. EL ARTÍCULO 40 DE LA LEY DE LA MATERIA, NO VIOLA LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. El artículo 16, párrafo primero, de la Constitución Federal establece la garantía de seguridad jurídica, consistente en que todo acto de autoridad debe estar fundado y motivado, garantía que no contraviene el artículo 40 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada... (Énfasis añadido)

Amparo en revisión 173/2001. 25 de junio de 2002. Once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretario: Alberto Miguel Ruiz Matías.

Amparo en revisión 444/2001. 25 de junio de 2002. Once votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretaria: Martha Yolanda García Verduzco.

Amparo en revisión 446/2001. 25 de junio de 2002. Once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Gonzalo Arredondo Jiménez

El Tribunal Pleno, en su sesión pública celebrada hoy veinticinco de junio en curso, aprobó, con el número XXVIII/2002, la tesis aislada que antecede; y determinó que la votación es idónea para integrar tesis jurisprudencial. México, Distrito Federal, a veinticinco de junio de dos mil dos.”

De lo anterior se aprecia lo que es el principio de seguridad jurídica, que radica en el cumplimiento por parte de la autoridad emisora de algún acto administrativo que generalmente se torna en un acto de molestia, de los requisitos de fundamentación y motivación del mismo relacionados con la causa legal del procedimiento, entre otros, a fin de que cause los efectos jurídicos en el destinatario de dicho acto. Para el presente estudio, interesan solamente los requisitos de fundamentación, motivación y la emisión del acto por autoridad competente, aún cuando todo el artículo 16 constitucional se vincula estrechamente con el artículo 238 del código tributario, que señala los requisitos mínimos que deben contener los actos de las autoridades fiscales.  

Efectivamente, todo acto administrativo debe cumplir con una serie de requisitos; en materia tributaria dichos requisitos se contienen en el artículo 38 del Código Fiscal de la Federación, que se subordina al numeral 16 constitucional; el aludido artículo 38 del código tributario a la letra dice:

 “ARTÍCULO 38. Los actos administrativos que se deban notificar deberán tener, por lo menos, los siguientes requisitos: 

I. Constar por escrito en documento impreso o digital.

Tratándose de actos administrativos que consten en documentos digitales y deban ser notificados personalmente, deberán transmitirse codificados a los destinatarios.

II. Señalar la autoridad que lo emite.

III. Estar fundado y motivado y expresar la resolución, objeto o propósito de que se trate.

IV. Ostentar la firma del funcionario competente y, en su caso, el nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido. Cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación. En el caso de resoluciones administrativas que consten en documentos digitales, deberán contener la firma electrónica avanzada del funcionario competente, la que tendrá el mismo valor que la firma autógrafa.

Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad.”

A continuación se analizan brevemente los requisitos. El que conste por escrito significa que el acto debe aparecer en documento oficial, de preferencia observando que el mismo se encuentre redactado con el mismo tipo de letra en todas sus partes, evitando dejar espacios en blanco que sean llenados con diferente letra y se propicie un desvío de poder o facultades
, porque al llenarse por un funcionario incompetente para ello puede el acto ser ilegal o hasta inconstitucional; el presente requisito también sirve para que el contribuyente verifique la existencia del mismo acto. 
No obstante y con motivo de las recientes Reformas al código tributario (ver nota 85), la inclusión de la posibilidad de la emisión por la autoridad de documentos electrónicos pone en entredicho la veracidad y autenticidad de los documentos, lo que podría ser violatorio del principio de seguridad jurídica.

El señalar la autoridad emisora del acto no es otra cosa que informar al contribuyente la autoridad, unidad, dependencia u oficina gubernamental que le está afectando su esfera jurídica, debiéndose señalar con toda precisión y exactitud, en virtud de que la omisión de cualquier elemento que no permita la plena identificación de la autoridad emisora, puede provocar el estado de indefensión del afectado y por lo tanto, una poderosa razón para que el acto sea declarado ilegal o inconstitucional y por lo tanto, nulo.

Los requisitos hasta aquí vistos pueden ser explicados de forma más clara y precisa en la tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que se transcribe a continuación sólo en la parte que interesa:

“ACTOS DE MOLESTIA. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBEN REVESTIR PARA QUE SEAN CONSTITUCIONALES. De lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal se desprende que la emisión de todo acto de molestia precisa de la concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber : 1) que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa del respectivo funcionario; 2) que provenga de autoridad competente; y 3) que en los documentos escritos en los que se exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento. Cabe señalar que la primera de estas exigencias tiene como propósito evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. Asimismo, que el acto de autoridad provenga de una autoridad competente significa que la emisora esté habilitada constitucional o legalmente y tenga dentro de sus atribuciones la facultad de emitirlo...” (Énfasis añadido)

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO

Amparo directo 10303/2002. PEMEX Exploración y Producción. 22 de agosto de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés Galván. Secretario: José Álvaro Vargas Órnelas.”

La fundamentación es la acreditación que hace la autoridad al particular para hacer valer su legitimidad de la emisión del acto, es decir, demostrar al afectado que se encuentra legalmente facultada para el procedimiento en cuestión, debiéndolo hacer en el mismo cuerpo del documento en que conste el acto; para Diep Diep, el hecho de que un acto de autoridad esté correctamente fundado radica en el acreditamiento de su legitimidad como autoridad, traducido en su competencia, tanto formal como material, y en su opinión debe acreditar concretamente los tres elementos básicos de la acción gubernamental, a saber : primero, que es una entidad legítima conforme tales o cuales ordenamientos legales y preceptos específicos que lo acrediten; segundo, que es una autoridad que actúa legalmente en razón de tales o cuales ordenamientos legales y preceptos legales que también lo acrediten y por último, que tiene facultades de competencia para ejercer el acto, que deviene de la propia Constitución.
 

Por otra parte, la motivación de los actos debe entenderse que la autoridad administrativa emisora debe señalar en el texto del documento que lo contenga, las causas o circunstancias particulares, específicas, individuales, que tomó en consideración para emitir el acto de que se trate al particular; dichas causas no deben ser genéricas producto de formatos preestablecidos para documentos como requerimientos de obligaciones omitidas, órdenes de visita domiciliaria, entre otras.

Para reafirmar los requisitos de fundamentación y motivación, se transcribe la siguiente jurisprudencia vertida por el Máximo Tribunal, en dicho sentido:

 “FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. La debida fundamentación y motivación legal, deben entenderse, por lo primero, la cita del precepto legal aplicable al caso, y por lo segundo, las razones, motivos o circunstancias especiales que llevaron a la autoridad a concluir que el caso particular encuadra en el supuesto previsto por la norma legal invocada como fundamento.” (Énfasis añadido)

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO

Amparo en revisión 333/88. Adilia Romero. 26 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Enrique Crispín Campos Ramírez.

Revisión Fiscal 103/88. Instituto Mexicano del Seguro Social. 18 de octubre de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen. Secretario: Alejandro Esponda Rincón.

Amparo directo 194/88. Bufete Industrial Construcciones, S.A. de C.V. 28 de junio de 1988. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo Rangel. Secretario: Jorge Alberto González Álvarez.

Nota: Este criterio ha integrado la jurisprudencia VI.2º. J/43, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, Marzo de 1996, pág. 769.”

Por último, el hecho de que en el acto administrativo deba constar el nombre y firma del funcionario competente, es complemento de la fundamentación analizada previamente; la autoridad no actúa por sí sola sino que actúa a través de sus representantes legalmente facultados para ello, recayendo tal calidad en sus funcionarios conforme a sus estructuras internas que constan en sus respectivos reglamentos interiores. El requisito en comento garantiza al particular la debida competencia del funcionario que determina unilateralmente la emisión del acto, evitando que se caiga en un desvío de poder; deben también reproducirse los artículos o preceptos legales que dan la competencia tanto a la autoridad como a su funcionario (debida fundamentación), inclusive en los casos de suplencia, deben mencionarse los acuerdos delegatorios respectivos.

Con respecto a la firma, ésta deberá ser autógrafa, no siendo permisible el uso de firmas facsímiles o mediante sello, debido a que ello resta autenticidad al documento emitido, como quedó constado previamente según lo expresado por el Máximo Tribunal mexicano. 

La falta de alguno de los requisitos anteriores originará la nulidad del acto, pudiendo ser dicha nulidad absoluta (lisa y llana) o relativa  (para efectos de reposición del procedimiento)
; las causales de ilegalidad de las resoluciones o actos las establece el artículo 238 del Código Fiscal de la Federación:

 “ARTÍCULO 238. Se declarará que una resolución administrativa es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

I. Incompetencia del funcionario que la haya dictado u ordenado o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución.

II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes, que afecte las defensas del particular y trascienda al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación y motivación, en su caso.

III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada.

IV. Si los hechos que la motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicadas o dejó de aplicar las debidas.

V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales no corresponda a los fines para los cuales la Ley confiera dichas facultades...”
  

Resumiendo, el principio de seguridad jurídica consiste en que todo acto de autoridad debe cumplir con todos los requisitos mínimos exigidos por las leyes, de modo que pueda afectar correctamente la esfera jurídica del gobernado, toda vez que por lo general constituyen actos de molestia; en dichos términos, los requisitos previamente analizados tienen por objeto darle certidumbre al particular de que los actos de las autoridades son legítimos (formal y materialmente), lo cuál es indispensable para que –como se ha dicho- vivir en un auténtico Estado de Derecho.

En síntesis, todos los principios jurídicos de las contribuciones tienen como finalidad el regir el sistema tributario mexicano y garantizar el pleno Estado de Derecho en materia tributaria; son principios universales superiores del Derecho tributario y por lo tanto, deben ser observados de manera cuidadosa e irrestricta por los creadores de las normas jurídicas para que éstas no afecten los derechos de los particulares y para que finalmente los impuestos o las contribuciones alcancen los fines buscados; dichos principios se orientan a alcanzar la plena legalidad especialmente por tratarse el pago de contribuciones de una transferencia económica, se requiere que todos los elementos estén debidamente definidos en las leyes, la distribución proporcional y equitativa de las cargas fiscales entre los contribuyentes, así como alcanzar la mayor perfección en la legalidad de los actos de autoridad, cumpliendo con todos los requisitos formales mínimos aunque sea para que se alcance la plena seguridad jurídica de los gobernados, uno de los máximos valores y aspiraciones de todo sistema jurídico, so pena que dichos actos, resoluciones o procedimientos resulten ilegales, inconstitucionales y por lo tanto ineficaces.

2.1.7.  Relación entre la técnica legislativa y los principios jurídicos de las contribuciones.

Una vez vistos y analizados los principios jurídicos de las contribuciones, es conveniente para continuar con el tema de estudio el relacionarlos con la técnica legislativa para ver si ésta cumple con los límites constitucionales y legales que aquellos les imponen.

Es de recordarse que el legislador goza de amplia libertad y potestad para crear las leyes, pudiendo alterar o modificar realidades extra-tributarias, incluso, incorporar ficciones a los textos de las normas jurídicas; sin embargo, tal libertad no es absoluta porque tiene sus límites precisamente en los principios jurídicos de las contribuciones, que finalmente constituyen las garantías y derechos de los contribuyentes (para aterrizarlo en el plano tributario) a fin de evitar caer en el arbitrio y en las ilegalidades, como se asentó en los apartados precedentes.

En una primera aproximación, no es inconstitucional o ilegal aplicar la técnica legislativa en la creación y elaboración de textos legales; mas bien, La técnica legislativa, tiene una primordial naturaleza jurídica porque muchos de sus principios y reglas se contemplan en preceptos o artículos de diversa jerarquía legal, pues van desde la preceptiva constitucional, hasta la disposición de reglas contenidas en los ordenamientos que regulan el trabajo interior de las comisiones de dictamen legislativo, las que tienen la responsabilidad directa de otorgar legitimidad, legalidad y viabilidad a las acciones de producción de las leyes, y a las cuales deben ceñirse los procedimientos escritos y orales que en casi todos los países siguen las asambleas para caracterizar el proceso legislativo bajo los principios de certeza y seguridad jurídica que constituyen las garantías que la sociedad y el gobernado tienen como pretensión mínima frente a uno de los poderes del Estado.

Así pues, el legislador debe vigilar que en la elaboración de normas, que la  técnica legislativa empleada respete los principios jurídicos que rigen al país y que se encuentran plasmados en la Constitución.
En general, es válido el empleo adecuado de la técnica legislativa en la creación de leyes, incluidas las tributarias, mientras armonicen y respeten los principios jurídicos de las contribuciones; la técnica legislativa puede ser utilizada para establecer los elementos esenciales de la obligación tributaria, siempre y cuando no se viole los principios constitucionales.
 
Como cierre de todo el presente apartado, es de concluirse que la relación entre la técnica legislativa y los principios jurídicos de las contribuciones es muy estrecha, ya que en la ejecución y la aplicación de la técnica legislativa debe subordinarse en todo momento a los citados principios, para que los derechos de los contribuyentes no sean fracturados. La técnica legislativa es compatible con los principios jurídicos de las contribuciones en tanto no se transgredan, ya que en tal caso, habrá provocado lesiones a los derechos de los particulares y en consecuencia, la norma que las contenga será inconstitucional.

2.2.  La técnica legislativa como remedio contra delitos fiscales.
Ha quedado visto en los apartados anteriores la utilidad y la funcionalidad de la adecuada aplicación de la técnica legislativa en la creación de leyes, no sólo en lo que a la construcción de la norma se refiere, sino también de la necesidad de adecuar las leyes a la realidad, toda vez que el mundo evoluciona muchas veces más rápido que el derecho y para regular las nuevas situaciones, es entonces cuando se recurre a la técnica legislativa; sin embargo, una de las funciones de la técnica legislativa que destacan los autores es la de ser una herramienta eficaz contra la comisión de delitos fiscales, entre ellos, el fraude, evasión o defraudación fiscal y la simulación, que resultan de conductas antijurídicas de los contribuyentes, en la cuál se realizan diversos actos o maniobras tendientes a ocultar o evitar, ilegalmente, el pago de la obligación tributaria. Es por eso que, siendo quizá una de las funciones importantes que tiene la técnica legislativa en el derecho tributario, es necesario estudiarlas con mayor profundidad, para después encontrar las justificaciones para su uso.

Para darle un mejor orden al presente apartado, se subdivide en dos partes, primero analizando la técnica legislativa contra la simulación para después analizar el combate al fraude, evasión o defraudación fiscal.

           2.2.1.  La técnica legislativa contra la simulación.

La simulación constituye uno de los artificios más comunes utilizados por los contribuyentes para defraudar y evadir al fisco, mediante un “camuflaje” que implica la ocultación del verdadero negocio pretendido, bajo la apariencia exterior de otro negocio diferente. Dada su importancia se dedica el presente apartado, en el cuál se inicia partiendo de su definición para posteriormente analizar el papel que desempeña la técnica legislativa frente a la comisión del delito de simulación.

Es de primer orden, previo a la definición legal y doctrinal del concepto de simulación, ubicarla dentro de los delitos fiscales que tipifica el Código Fiscal de la Federación; de manera directa, el aludido Código Tributario no define el delito de simulación, sin embargo, en la fracción IV de su artículo 109 establece que se sancionará con las mismas penas del delito de defraudación fiscal “quien simule uno o más actos o contratos obteniendo un beneficio indebido en perjuicio del fisco federal”
; del citado texto legal, se extrae que para que la simulación sea punible fiscalmente, quien la cometa, además de simular uno o más actos o contratos, debe imprescindiblemente obtener un beneficio indebido en perjuicio del fisco federal, lo que implica que dicho beneficio indebido debe quedar perfectamente cuantificado en valores monetarios.

La legislación civil sí expresa un concepto de simulación, en el artículo 2074 del Código Civil para el Estado de Nuevo León al especificar que “es simulado el acto en que las partes declaran o confiesan falsamente lo que en realidad no ha pasado o no se ha convenido entre ellas”, inclusive, en el numeral 2075 clasifica a la simulación en absoluta (cuando el acto simulado nada tiene de real) y relativa (cuando a un acto jurídico se le da una falsa apariencia que oculta su verdadero carácter) y en el precepto 2076 establece los efectos que acarrea la simulación, si es absoluta, el acto no produce efectos jurídicos y si es relativa, una vez descubierto el acto real que oculta, dicho acto no será nulo si no hay ley que así lo declare.

A manera comparativa, el Código Civil brasileño define la simulación en su artículo 102, que establece habrá simulación en los actos jurídicos en general:

“I.-Cuando aparentaren conferir o transmitir derechos a personas diversas de las que realmente se confieren, o transmiten; II.-Cuando convinieren declaración, confesión, condición, o cláusula no verdadera; III.-Cuando los instrumentos particulares fueran ante fechados o post fechados.”
 

Se nota más general la definición vertida por el ordenamiento civil neoleonés, ya que el brasileño es más específico y hasta un poco casuista, porque habla de diversos actos, como son la transmisión de derechos, cláusulas, confesiones, entre otras.

En lo referente a las definiciones que de la simulación otorga la doctrina, Ferragut  refiere a Pontes de Miranda, que opina que “quien simula aparenta, hace ver, o verse, o sentirse, lo que no se ve o lo que no se vió, o no se siente. Se quiere que se tenga por existente lo que no existe...por eso, en vez de lo que es verdadero, lo que aparece como verdadero es lo que no es. Quien disimula encubre lo verdadero.”
 

La autora de mérito, también alude a Diniz, quien define la simulación de la siguiente forma:

” a) Es la declaración engañosa de voluntad, buscando producir efecto diverso del ostensiblemente indicado; b) Intencional desacuerdo entre la voluntad interna y la declarada, en el sentido de crear, aparentemente, un negocio jurídico que, de hecho, no existe, o entonces ocultar, sobre determinada apariencia, el negocio realmente querido; c) Es un vicio social en que las partes tienen la intención de eludir algo por medio de una falsa apariencia que encubre la verdadera intención del negocio jurídico, que, por eso, es anulable.”
 

De las ideas citadas hasta aquí, se van desprendiendo las características de la simulación; se trata de una declaración engañosa de la voluntad para crear un negocio jurídico que, de hecho no existe, es sólo aparente, ocultando otro negocio que es el realmente deseado o buscado, con el objetivo de eludir algo, de manera general.

Al decir de Pérez de Ayala, en la simulación lo que se quiere es el negocio disimulado, pero no el simulado que se desea sólo en apariencia, lo cuál implica que en la simulación pueden existir dos negocios: el que sale a la luz (simulado) y el que permanece oculto (disimulado), además de que se manifiesta en que la simulación no es fraude, en sí misma, pero sirve para ocultar su realización, por eso, la simulación y el negocio indirecto son instrumentos del fraude, no actos fraudulentos en sí mismos
; de lo anterior se desprenden los elementos de la simulación: el hecho simulado y el hecho disimulado.

Para Llano Cifuentes, la simulación se refiere a una falsa declaración de voluntad, o bien a una cualidad que falsamente se atribuye a una persona y suele encontrarse en los negocios o títulos jurídicos.
  

Por último, el tratadista argentino Mosset Iturraspe realiza un excepcional tratado en relación a la simulación; manifiesta que en ella existen tres elementos: el negocio simulado (aparente), el negocio disimulado (oculto o real) y el acuerdo simulatorio, que se expresa a través de lo que el autor llama contradocumento, que es el acuerdo privado en que se refleja y circunscribe la simulación; clasifica a la simulación en absoluta y relativa. Es absoluta cuando la simulación es completa, es decir, el negocio simulado aparente es totalmente falso y es relativa o parcial, cuando el negocio simulado aparente es en parte verdadero y en parte falso, parte se quiere y parte no.

De las definiciones de simulación previamente citadas, se percibe cierto parecido con la ficción, herramienta de la técnica legislativa, ya que ambas parten de falsedad, sólo que en la simulación concurren más elementos –el acto simulado, el acto disimulado y el acuerdo simulatorio-, mientras que la ficción sólo supone ya sea un concepto extra-tributario cuya esencia es alterada al ser incorporado a la ley como concepto jurídico o bien la extensión de los efectos jurídicos de un hecho hacia otro.

De acuerdo con Pérez de Ayala, la técnica legislativa es una herramienta muy útil contra la simulación, porque puede prevenirla desde la creación y construcción de la norma, previo a la aplicación de la ley, principalmente por la dificultad que radica en la prueba del propósito fraudulento que implica la simulación, ya que el fisco debe demostrar, no sólo que se ha producido la simulación, sino que tales actos han sido deliberadamente cometidos contra la ley fiscal; se antoja bastante difícil dejar la represión de la simulación y del fraude fiscal sólo en la etapa de la aplicación de la ley y la única forma de hacerlo es a través de la solución legislativa que ofrece la aplicación de la técnica legislativa, en la creación de la norma.

De manera similar se manifiesta Oliveira Amaral, para quien la técnica legislativa es necesaria en el Derecho para combatir las ficciones de voluntad como la simulación, a fin de garantizar una solución de seguridad, tratando de erradicar las conductas anómalas y que se desnaturalicen diversos actos o contratos jurídicos, al hacerlos contrario a la costumbre y a los propósitos para los que fueron creados.
 

En general, cabe concluir que la técnica legislativa es una solución eficaz contra la comisión de todo tipo de delito fiscal, ya que previene de origen, es decir, desde la creación de la misma norma, los posteriores comportamientos fraudulentos que los contribuyentes hacen en la etapa de la aplicación de la ley, para cumplir con el principio de legalidad y que no sean creación arbitraria de su aplicador, sea la autoridad o el contribuyente.

           2.2.2.  La técnica legislativa contra la evasión, fraude o defraudación fiscal.

Cabe iniciar haciendo la siguiente precisión con respecto al fraude, defraudación o evasión fiscal; los tres términos serán tratados en el presente trabajo como sinónimos
, ya que tienen un objetivo en común: evitar el pago de los impuestos o tributos al Fisco, una vez que se ha realizado el hecho imponible o generador que dio nacimiento a la obligación tributaria.

El Código Fiscal de la Federación, en su artículo 108, establece que “comete el delito de defraudación fiscal quien con el uso de engaños o aprovechamiento de errores, omita total o parcialmente el pago de alguna contribución u obtenga un beneficio indebido con perjuicio del fisco federal”
, comprendiendo tal delito inclusive la omisión de efectuar los pagos provisionales y definitivos o el impuesto del ejercicio de alguna contribución.

En ninguna parte del código tributario se hace mención de manera específica a los delitos de “fraude” o “evasión” fiscales, ya que llevarían finalmente a la omisión total o parcial en el pago de contribuciones, sean pagos provisionales, definitivos o el impuesto del ejercicio, por lo que quedan perfectamente comprendidos en la tipificación del delito de defraudación fiscal previamente citado.

De lo anterior surge la siguiente pregunta: ¿qué características tienen los comportamientos del contribuyente que denotan el fraude a la ley fiscal? Pérez de Ayala señala las siguientes:

· “Apariencia de legalidad. Adopción de una forma jurídica, contrato, etc. reconocido y sancionado por el Derecho positivo.

· Utilización de esa forma jurídica con fines o contenido económico diversos de los que, legislativamente, les son típicos, y se deducen de su configuración.

· Intencionalidad fraudulenta del comportamiento, motivado por un propósito de fraude a un precepto legal.

· El resultado económico efectivamente obtenido, o realmente buscado, por los sujetos del comportamiento en fraude coincide con el que, objetivamente, es típico o normal de los hechos o contratos tipificados como hechos imponibles en una norma fiscal.

· La norma defraudada queda sin aplicación al supuesto fraudulento por no coincidir los restantes elementos del hecho imponible que contiene y tipifica, con el de la forma jurídica adoptada.

· Esa implicación del precepto legal defraudado va contra su auténtico espíritu y contra los fines del ordenamiento positivo, en forma diversa a la querida por el legislador al promulgarlo.”

Las anteriores características ponen de relieve la dificultad de distinguir en la práctica profesional dichos comportamientos fraudulentos, en especial el comprobar el comportamiento y ánimo fraudulento del contribuyente, razón por la cuál, como mecanismo de defensa, el legislador recurre a la técnica legislativa buscando cerrarle las puertas del fraude fiscal al contribuyente.

Antes de continuar el análisis de la técnica legislativa como herramienta contra la evasión, fraude o defraudación fiscal, es digno de comentarse la diferencia entre la “evasión” y la “elusión” fiscales, ya que ambas representan un problema para el fisco. 
Si bien en ambos casos se pasa por un lado, en otras palabras, se evita el pago del impuesto, la mayoría de los autores
 concuerdan en la siguiente distinción: la evasión es la omisión ilegal del pago porque ésta se produce una vez ocurrido el hecho imponible mientras que la elusión se produce antes de la ocurrencia del hecho imponible, es decir, se planean las operaciones de manera legítima para evitar caer en la realización del hecho imponible y por lo tanto, evitar el nacimiento de la obligación tributaria, lo que en la práctica profesional se conoce como “planeación fiscal”. 

Malerbi opina que ambos conceptos –elusión y evasión- son dos institutos de derecho antagónicos, pues, mientras el primero expresa la no incidencia tributaria legalmente admitida (o una tributación reducida), el segundo significa una reducción ilícita de la carga tributaria; en sentido jurídico, la elusión es la abstención de incidencia pura y simple, es tomar la alternativa lícita menos onerosa refiriéndose a que la actividad desarrollada no se encuentra comprendida dentro del catálogo de las situaciones tributables existentes; la evasión es el fraude u ocultación pura y simple del hecho imponible ocurrido, es tomar la alternativa ilícita menos onerosa; otro tratadista brasileño, Gomes de Sousa, se apoya en la doctrina italiana para determinar en similares términos que, la distinción entre la elusión y la evasión fiscal es que ésta última entraña el incumplimiento de la obligación tributaria debidamente nacida, mientras que la elusión impide el nacimiento de la obligación a través de la no ocurrencia del hecho imponible. 

En el marco de las IV Jornadas Luso-Hispano-Americanas de Estudios Tributarios celebradas en Estoril, Portugal en 1970, se trató el tema de “La Evasión Fiscal Legítima, Concepto y Problemas”, puntualizando la siguiente distinción:

“El concepto de “evasión tributaria” debe ser restringido a las conductas ilícitas adoptadas por el contribuyente para eximirse total o parcialmente del cumplimiento de la obligación tributaria.

La denominación de “elusión” debe reservarse a aquellas conductas que por medios lícitos, nada o menos gravados, llegan a un resultado equivalente al contemplado por la ley.”

Para Sperb de Paola la evasión lleva implícita la ocurrencia del hecho imponible, que es omitida por el contribuyente, por lo que no existe un problema de encuadramiento del hecho en la norma, sino de descubrimiento del hecho; en tanto que la elusión corresponde a la utilización de artificios tendientes a evitar la ocurrencia del hecho imponible, por los cuáles el contribuyente, valiéndose de la tipicidad regente en el derecho tributario, actúa en los supuestos normativos, haciendo uso de negocios jurídicos indirectos, alcanzando efectos económicos similares o idénticos a aquellos que la tributación pretende alcanzar. Utilizando la técnica legislativa, el legislador tapará las salidas encontradas por el contribuyente, en uno y otro sentido (evasión y elusión). 

Por su parte, Chaitz Scherkerkewitz opina que la técnica legislativa actúa en combate al fraude fiscal en la medida en que posibiliten la inversión de la carga de la prueba respecto del hecho imponible, cuya ocurrencia fue ocultada por el contribuyente de manera intencional y con propósitos de fraude a la ley tributaria.    
Según Pérez de Ayala, la técnica legislativa a través de una de sus herramientas, las ficciones, ayudarán a resolver el problema planteado por la incongruencia entre la realidad jurídica y la económica, creada por el contribuyente de manera deliberada con fines de fraude a la ley tributaria; las ficciones, agrega, pueden constituir el medio técnicamente más idóneo y eficaz para resolver el problema del fraude a la ley tributaria que, por otros medios, presenta una muy difícil solución; además constituye el pago justo para los contribuyentes que incurren en comportamientos denominados “ficciones de voluntad” (puramente materiales o de forma), con carácter fraudulento, lo que constituye una de las funciones importantes de la técnica legislativa en el Derecho Tributario
; al comportamiento ficticio del contribuyente le responde el legislador con una ficción de Derecho, desde la propia construcción de la norma.

En síntesis, según el Código Fiscal de la Federación, la defraudación fiscal consiste en la omisión total o parcial del pago de contribuciones, sean pagos provisionales, definitivos o del ejercicio, por lo que son sinónimos los términos de fraude y evasión fiscales, porque conducen al mismo resultado. La evasión y elusión fiscales también tienen el mismo objetivo, que es la omisión del pago del impuesto, sólo que lo hacen de manera diferente y por lo tanto son antagónicos; la evasión se produce después de que se realizó el hecho imponible, por lo que la obligación tributaria nació y por lo tanto, es ilegal la omisión en el pago; la elusión, por su parte, se produce antes de que se realice el hecho imponible, lo que evita lícitamente que nazca la obligación tributaria y que el acto realizado sea objeto de aplicación por la ley tributaria, acción conocida en la práctica profesional como “planeación fiscal”.

La técnica legislativa coadyuva a combatir al fraude, defraudación o evasión fiscales a través de ampliar los ámbitos o rangos de aplicación de las normas fiscales, a fin de tapar las posibles salidas a los contribuyentes y con ello cohibir las conductas evasoras de los contribuyentes; también colabora en resolver los problemas de incongruencia entre las realidades jurídica y la económica creada por el contribuyente a través del uso de diversos artificios, con el propósito de cometer el fraude a la ley fiscal; igualmente ayudan a invertir la carga de la prueba para el fisco, por la dificultad que ello implica, de tener que probar la intención fraudulenta producto de la ocultación del tributo causada por el contribuyente, que tiene la oportunidad de modificar su contabilidad, libros y registros, por lo que mediante la ficción, dicha carga puede pasar al contribuyente; sin duda el combate contra el fraude, evasión o defraudación fiscales, han convertido como una de las razones y funciones para aplicar adecuadamente la técnica legislativa en el derecho tributario.

Como conclusión de todo el presente apartado, ha quedado demostrado que la técnica legislativa es un arma eficaz en lo referente a prevenir y reprimir los comportamientos ilícitos del contribuyente tendientes a defraudar a la Hacienda Pública, trátese de evasión, fraude o defraudación fiscal, simulación y cualquier otro delito fiscal; lo hace de varias maneras, ya sea ampliando el rango de aplicación de algunas normas jurídicas, invirtiendo la carga de la prueba hacia el contribuyente por la ventaja que éste tiene de manipular sus libros, registros y documentos; es preferible utilizar la técnica legislativa como instrumento de combate a todos los comportamientos ilícitos del contribuyente, pues representa cortar el problema de raíz, dicho de otra forma, desde la creación y elaboración del mismo texto legal, ya que en la etapa de aplicación de la ley será más difícil; es la presente labor de la técnica legislativa, la que también justifica su aplicación en la creación de los textos legales tributarios.

2.3.
Justificación del uso de técnica legislativa en la legislación fiscal mexicana.

Los recientes cambios en la vida institucional y política de México han provocado la variación en el rumbo de la tarea legislativa no sólo en cuanto a los órganos creadores de leyes, sino también o de manera especial, por alteraciones en las costumbres y la cultura políticas.

La técnica legislativa, justifica su uso en la legislación fiscal mexicana, estableciendo los principios relativos a la expresada elaboración de los códigos y leyes tributarias, desde su preparación y confección hasta su sanción por los poderes correspondientes; Incluso, independientemente de la legitimidad y del valor o mérito intrínseco de los actos legislativos, procura, esencialmente, que éstos resulten o configuren una realidad idónea, es decir lleguen a tener vigencia o existencia y, siendo aplicables, resulten eficaces y convenientes en la sociedad en general.

Al aplicar la técnica legislativa en forma eficaz, el legislador fiscal y la sociedad en su conjunto obtienen los beneficios derivados de un orden jurídico justo que, por la pulcritud con que se ha construido, da cabal expresión a las garantías de seguridad y certeza de los derechos y obligaciones consignados en las normas. Cuidado que se refleja de manera directa en la eliminación de normas redundantes, ambiguas, contradictorias, ineficientes e ineficaces para ordenar la conducta social y conducir las relaciones entre el Estado y los contribuyentes y entre éstos entre sí.

Luego entonces, la importancia que debiera atribuirse al órgano encargado de la producción normativa estriba en el hecho fundamental de que las acciones estatales para resolver problemas sociales, son expresadas a través de normas jurídicas, principalmente las leyes. La complejidad de esos conflictos sociales que deben resolver los legisladores ha provocado una nueva manera de concebir el papel de la ley en el contexto de determinado sistema jurídico, y que ha acarreado numerosas dificultades que la técnica legislativa se justifica para ayudar a resolver.

Y para esto, es importante señalar que una de las tareas más importantes que realizan los legisladores, es la de elaborar las leyes que han de regir en un país. Las leyes de un país necesariamente reflejan las estructuras económicas del mismo, la cultura, etcétera. 

En México, recientemente algunos estudiosos del derecho se han preocupado por abrir espacios a la reflexión acerca de este importante tema, así como algunas escuelas de derecho por incorporar a su plan de estudios la materia de técnica legislativa. Países como España, Alemania, Francia, Italia, entre otros, ya desde hace algún tiempo se han preocupado por estudiar esta importante materia. 

La adecuación del derecho a la realidad, supone necesariamente una revisión periódica de los ordenamientos legales, independientemente del alcance evolutivo de todo texto normativo.

En un principio, hablar de técnica legislativa era hacer meras críticas a la redacción de las normas, lo que, contrario a nuestros días, ha alcanzado una dimensión mucho más amplia. Actualmente, la técnica legislativa ha superado su concepción originaria o arte de redactar bien los preceptos jurídicos. 
La incesante transformación social condiciona a los poderes públicos a la conformación de una nueva legislación, ya sea desde el punto de vista formal, o material; asimismo, el proceso de creación de las normas fiscales, debe lograr ciertos objetivos que permitan, al final, obtener una disposición que pueda considerarse correcta en cuanto a su forma y su fondo.

La profundización en los problemas de la buena redacción de las normas tributarias ha conducido, inevitablemente, a ampliar el horizonte de la técnica legislativa, porque la causa de tales problemas no se encuentra sólo en cada norma aislada, sino en el sistema en el que la norma se inserta. De ahí que, sin abordar en su núcleo originario el lenguaje jurídico, la técnica legislativa ha de ocuparse del conjunto de directrices que deben seguirse para construir la estructura y contenido del ordenamiento jurídico y el sistema fiscal.

La técnica legislativa es “la actividad encaminada a construir un ordenamiento jurídico bien estructurado en sus principios e integrado por normas correctamente formuladas”. El interés por la misma refleja la preocupación que se tiene hoy por mejorar un mundo jurídico complejo en el que proliferan el número y especialización de sus fuentes normativas haciendo peligrar, entre otras cosas, el principio de seguridad jurídica.

Es importante aplicar correctamente las reglas de la técnica legislativa al elaborar las leyes fiscales, ya que de éstas derivará no sólo su pronta aprobación, sino que su cumplimiento y aplicación serán siempre bien acatados por los contribuyentes. El objeto de la técnica legislativa es el de mejorar la calidad de las normas. Aun cuando se tenga toda la preparación especializada y la práctica en el ámbito de cualquier materia, no debe dejarse de lado el manejo de los elementos técnicos para el diseño del anteproyecto correspondiente.

De una buena iniciativa, asegura Elisur Arteaga, se deriva, por lo general, una buena ley. De un mal proyecto, por más mejoras que se le hagan durante su estudio y discusión, es factible que se derive una mala o, en el mejor de los casos, una mediocre ley.

El objetivo primario de la actividad técnica en la elaboración de las leyes consiste en transformar los fines imprecisos de una sociedad, en normas jurídicas, que permitan realizar esos fines en la vida práctica. La primera tarea que se impone en esta materia es, por lo tanto, la de formular las normas jurídicas, o sea traducir al lenguaje legal las ideas surgidas de procesos previos. 
Aquí la importancia de las fuentes del derecho (ley, costumbre, jurisprudencia, doctrina, etcétera), “que deben manifestarse mediante un vocabulario preciso, utilizando en lo posible las palabras con un significado definido y constante, procurando la claridad de la expresión y prefiriendo la sencillez y simplicidad al exagerado tecnicismo”.

La técnica legislativa, consiste en un conjunto de medios y de procedimientos más o menos artificiales destinados a hacer práctica y eficaz la norma jurídica en el medio social a que se la destina. 

La técnica convierte el contenido y los propósitos del derecho en palabras, frases y normas a las cuales da una arquitectura sistemática. Es la diferencia que existe entre la idea y su realización, entre el fondo y la forma. El estudio científico y la política sólo dan la materia prima de la norma “la técnica la moldea, la adapta y la transforma para lograr la realización práctica de esos propósitos”.
El legislador fiscal, tiene la obligación de mejorar y de readaptar las leyes, puesto que éstas deben someterse a las exigencias de adecuación, necesariedad, proporcionalidad, claridad y exigibilidad, y en cuanto una ley determina defectuosamente los supuestos de hecho y establece precisiones defectuosas, reconocibles ex ante o a posteriori, está fallando en su esencia, en su finalidad, pierde su razón de existir frente a la regulación que pretende, deviene  inapropiada y “no es susceptible ni digna de constreñir derechos”.
Por las razones anteriores, por la necesidad de abordar los problemas generados por el uso del lenguaje en el proceso legislativo, y a que existen relaciones entre el lenguaje y la creación normativa y estas son estrechísimas, no olvidar que el derecho se sirve del lenguaje para manifestarse, “independientemente de los factores de forma y de sujeto creador o destinatario, la regla sólo existe como tal desde el momento en que adquiere carácter lingüístico”. Y esta manifestación tiene unas características peculiares, porque el canal de transmisión de las normas es escrito, lo que trae como consecuencia una serie de rasgos significativos particulares.
Cabe destacar, que no se debe subestimar la importancia que para la certeza del Derecho y la seguridad jurídica de los contribuyentes, tiene el empleo de una depurada técnica legislativa en el proceso de elaboración de las normas tributarias, puesto que una legislación fiscal confusa, oscura e incompleta, dificulta su aplicación y, además de socavar la certeza del Derecho y la confianza de los contribuyentes en el mismo, termina por empañar el valor de la justicia social.
En conclusión, el uso de la técnica legislativa en la legislación fiscal mexicana, se justifica por varios aspectos, destacando principalmente entre otros:

a) El estudio de la estructura y texto de la propia norma.

b) El análisis de su adecuada inserción en un orden jurídico.

c) La previsión de las consecuencias derivadas de las relaciones que debe guardar con los otros sistemas jurídicos existentes dentro del orden jurídico general.

d) La observancia de los principios básicos del sistema constitucional que fundan la validez del orden jurídico dentro del cual se integrará la norma, se trate de norma nueva o de una norma reconstruida, incluyendo la supresión total o parcial de ordenamientos o de textos normativos vigentes.

e) La exploración de los posibles resultados derivados de la aplicación de las reglas que sustentan la validez del conjunto de procedimientos de las asambleas y de sus órganos facultados para emitir un acto normativo de gobierno, dentro de un proceso complejo a partir del punto de vista jurídico y plural, y desde la integración política de un órgano colegiado.

2.4.  Conclusiones parciales.

Los principios jurídicos de los impuestos son para el sistema tributario mexicano lo que la columna vertebral es para el cuerpo humano, es decir, lo que lo sostiene y estructura, para que las cargas tributarias que se imponen a los particulares se sujeten a sus derechos más elementales y con ello, la relación tributaria entre el sujeto activo (fisco) y el pasivo (particular) se lleve a cabo con la mayor justicia y respeto posibles.
La relación entre la técnica legislativa y los principios jurídicos de las contribuciones es muy estrecha, ya que en la ejecución y la aplicación de la técnica legislativa debe subordinarse en todo momento a los citados principios, para que los derechos de los contribuyentes no sean fracturados. La técnica legislativa es compatible con los principios jurídicos de las contribuciones en tanto no se transgredan, ya que en tal caso, habrá provocado lesiones a los derechos de los particulares y en consecuencia, la norma que las contenga será inconstitucional.
La técnica legislativa es un arma eficaz en lo referente a prevenir y reprimir los comportamientos ilícitos del contribuyente tendientes a defraudar a la Hacienda Pública, trátese de evasión, fraude o defraudación fiscal, simulación y cualquier otro delito fiscal; lo hace de varias maneras, ya sea ampliando el rango de aplicación de algunas normas jurídicas, invirtiendo la carga de la prueba hacia el contribuyente por la ventaja que éste tiene de manipular sus libros, registros y documentos; es preferible utilizar la técnica legislativa como instrumento de combate a todos los comportamientos ilícitos del contribuyente, pues representa cortar el problema de raíz, dicho de otra forma, desde la creación y elaboración del mismo texto legal, ya que en la etapa de aplicación de la ley será más difícil; es la presente labor de la técnica legislativa, la que también justifica su aplicación en la creación de los textos legales tributarios.
Otra justificación de la técnica legislativa en el derecho tributario, es el resolver los problemas externos a las normas y ordenamientos jurídicos, desde la etapa de la planeación de la norma, con el propósito de facilitar la integración de un supuesto normativo con la actitud de observancia que deben cumplir los ciudadanos. No basta que la ley ordene, se requiere que el individuo pueda cumplirla, que la sociedad la acepte como norma de convivencia válida, pertinente, oportuna, necesaria y de cumplimiento posible. De otra manera, el supuesto legal entra en conflicto con los legítimos derechos o aspiraciones de justicia de la sociedad.

Por lo anterior, la doctrina y los mismos legisladores deben empezar a reflexionar sobre todos aquellos aspectos de los procesos de creación normativa que, aun sin estar directamente relacionados con el contenido mismo de tal creación, sí contribuyen de forma importante a su mejor aplicación práctica, porque de nada sirve crear leyes que traten de velar en todo momento por preservar y defender el interés general, si tales leyes no son claras y accesibles para los ciudadanos y para las autoridades encargadas de hacerlas cumplir. En este sentido, una adecuada aplicación de la técnica legislativa en la legislación fiscal, puede redundar positivamente en un incremento de la aplicabilidad práctica de las leyes (de su factibilidad), derivada de su mejor entendimiento y de su mayor corrección técnica.

Además, una correcta técnica legislativa puede contribuir a reforzar el peso político del Poder Legislativo dentro del Estado, pues si las Cámaras del Congreso estuvieran en condiciones reales de mejorar con argumentos técnicos los proyectos enviados por el Ejecutivo, contribuirían de forma importante al diseño y puesta en práctica de la política fiscal del estado mexicano; de esta forma el Congreso "sería un contrapeso a la experiencia, las políticas y a la agenda política del Ejecutivo".
Para ello, sobra decirlo, las Cámaras deben contar con un servicio profesional de asesoramiento que permita a los legisladores realizar las mejoras técnicas de los documentos sometidos a su consideración.
El que los legisladores demuestren una mayor responsabilidad a la hora de aprobar textos legislativos, es en México quizá más importante que en otros países, si se toma en cuenta que los ciudadanos no pueden iniciar procesos constitucionales para que las leyes inconstitucionales sean expulsadas del ordenamiento con efectos generales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En este sentido, una autoconcienzación de los mismos legisladores puede tener dos consecuencias importantes: a) Que, sencillamente, se mejoren técnicamente los materiales legislativos, evitando incurrir en vicios de inconstitucionalidad y b) Que los propios legisladores utilicen los medios constitucionales apropiados para corregir la eventual inconstitucionalidad de las leyes o de otras normas del sistema jurídico.
CAPITULO  3
PROBLEMÁTICAS POR LA INADECUADA APLICACIÓN DE TÉCNICA LA LEGISLATIVA EN LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA.

En este capitulo, se presentan solo algunos de tantos casos y situaciones que existen de la problemática que surge en la Ley del Impuesto sobre la Renta, por la inadecuada aplicación de la técnica legislativa; a través del estudio y análisis de la LISR realizadas por el autor, así como por consultas realizadas en revistas especializadas en materia fiscal y del sitio fiscal en Internet denominado fiscalia, fueron recopilados los siguientes casos y situaciones que para efectos de este estudio ayudaran a demostrar la falta o la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en la norma mencionada; a través de brindar breves antecedentes, en el desarrollo de algunos casos, así como el análisis de la disposición, conclusiones al final de cada caso y los efectos que se ocasionan.
Al terminar este capitulo, y después de haber analizado cada uno de los casos expuestos, se comprenderá y entenderá, como los políticos y legisladores, lejos de impulsar al país hacia la eficiencia y prosperidad a través de un sistema fiscal sencillo y justo que genere empleos y fomente la actividad económica, complican dicho sistema y lo vuelven mas oneroso.
3.1.  Falta de actualización de cantidades en la L.I.S.R.
En este primer caso, llama la atención, de que no obstante que la Ley del ISR maneja conceptos de la contabilidad inflacionaria, no aparecen en la reforma para 2006 (como tampoco apareció ni en 2005, ni en 2004) normas que prevean la actualización de diferentes rubros de deducción como son costos diarios de gastos de viaje o inversión en automóviles.

 El problema derivado de esta falta de actualización es que las cantidades máximas permitidas para deducir estas erogaciones, han disminuido en términos reales, en virtud de que no se ha reconocido la inflación registrada desde que éstas fueron publicadas en 2002 para el caso de gastos de viaje y en 2003 para el caso de inversión en automóviles. 

3.2.  Ilegalidad en el cálculo del promedio aritmético de prestaciones de previsión social.
Otra situación se presenta en relación con un Artículo titulado “SCJN: Pronunciamientos sobre la deducción de Previsión Social” publicado en la sección “Tesis Relevantes” de Fiscalia (sitio fiscal en Internet, www.fiscalia.com.mx) en la que se comentan diversos criterios pronunciados por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se comenta otro de los criterios aislados de esta Sala relativo al procedimiento para determinar el promedio aritmético de los trabajadores no sindicalizados, el cual se habla en el articulo 31 fracción XII de la LISR. 

En ese trabajo se analiza la forma en que el criterio de la Corte, al considerar que no es necesario que la ley defina el procedimiento para determinar el promedio mencionado, concluye definiendo un procedimiento matemáticamente incorrecto para determinar el promedio. 

También se analiza una tesis aislada emitida por la misma Sala en donde ésta se pronuncia sobre el procedimiento que el Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR) establece para determinar el promedio citado, considerando que el procedimiento viola principios legales. 

El objetivo de este análisis es resaltar la forma en que se hace evidente la necesidad de que los procedimientos para determinar contribuciones estén claramente definidos en Ley, ya que aún cuando la propia Corte ha dicho que no es necesario que se definan, los resultados de estas tesis demuestran lo contrario. 

Primeramente se transcribe la parte del artículo mencionado que trata sobre este punto en particular, para posteriormente analizar la tesis mencionada. 

De acuerdo al Artículo 31, fracción XII, de la Ley del ISR, los patrones podrán deducir los gastos de previsión social en el caso de los trabajadores no sindicalizados, cuando éstos sean iguales o menores a las prestaciones otorgadas a los trabajadores sindicalizados en promedio, pero no define la forma en que el promedio debe ser considerado. 

Por su parte, el Artículo 40 del Reglamento de la Ley del ISR establece un procedimiento para determinar dicho promedio; sin embargo, el hecho de que este procedimiento no se encuentre en el cuerpo de Ley, sino en un reglamento expedido por el Ejecutivo, ha sido cuestionado en cuanto a su legalidad por ser un elemento que incide en la determinación de contribuciones que no emana del Poder Legislativo, y cuya determinación queda al arbitrio de la autoridad.
 En esta tesis el juzgador considera que el hecho de que la ley no defina el procedimiento para determinar el promedio de trabajadores sindicalizados, no transgrede el principio de Legalidad Tributaria ya que no es necesario que la ley lo detalle. Pero además de esta afirmación, la Corte da su propia definición del procedimiento para determinar dicho promedio. 

En la lógica del juzgador, para determinar el promedio basta sumar el monto de las prestaciones y dividir el resultado entre el número de trabajadores sindicalizados. 

Al parecer, el juzgador no consideró que no todos los trabajadores laboran la misma cantidad de días y que al no considerar esta variable, el promedio que resulte estará poco apegado a la realidad y, en última instancia, puede caerse en casos de iniquidad o injusticia. 

Por ejemplo, si se tienen dos trabajadores sindicalizados que perciben una prestación de $1,000 pesos al mes, uno labora todo el año y otro inicia labores en diciembre, el promedio que se utilizará como límite máximo deducible por cada trabajador no sindicalizado, de acuerdo con la Corte sería $6,500: 
[image: image1.png]Trabajador 1: 12 meses x §1,000 = §12,000
Trabajador 2: 1 mes x §1.000 = 51000
Total de previsicn social §13.000
Entre el nimero de trabajadores
Promedio (SCJN) = §6500





Hasta aquí se tiene, con esta definición de la Corte, que el promedio de prestaciones es de $6,500 por trabajador, no obstante que los dos perciben exactamente la misma prestación; sin embargo, si ese segundo trabajador no hubiera entrado a trabajar y únicamente se tuviera un trabajador, el promedio sería de $12,000, o bien si hubiera laborado 6 meses, el promedio sería de $9,000. Los tres resultados son muy distintos cuando en realidad los dos trabajadores gozan de la misma prestación y en la misma cantidad. Esto se debe, precisamente, a que el procedimiento de la Corte no considera los días laborados. 

Con este procedimiento la deducción de las prestaciones de los trabajadores no sindicalizados se puede ver impactada solamente por el número de días que los trabajadores sindicalizados trabajan, lo que pone en duda si este procedimiento atiende a la Capacidad Contributiva del patrón, al tomar elementos que no son una manifestación de la misma. 

Para este procedimiento, se tiene un criterio del Ejecutivo (Artículo 40 del Reglamento de la Ley del ISR), un criterio del Judicial (la tesis comentada) y no se tiene ningún procedimiento emanado del Poder Legislativo. 

En realidad parece que esta tesis deja aún más en claro la necesidad de que los procedimientos para calcular las contribuciones deben estar claramente detallados en las leyes, aún cuando en esta ocasión la Corte no lo considera necesario.

TESIS XCV/2005 

RENTA. EL ARTÍCULO 31, FRACCIÓN XII, DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA POR EL HECHO DE NO ESPECIFICAR LA FORMA EN QUE DEBE CALCULARSE EL PROMEDIO ARITMÉTICO DE LOS GASTOS DE PREVISIÓN SOCIAL (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 2003).- El citado precepto, al establecer que las personas morales podrán deducir de sus ingresos acumulables los gastos de previsión social en el caso de los trabajadores no sindicalizados, siempre y cuando: a) se otorguen las mismas prestaciones a todos los trabajadores no sindicalizados, y b) sean iguales o menores a las prestaciones otorgadas a los trabajadores sindicalizados en promedio, no transgrede el principio de legalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues el hecho de que la ley no especifique la manera en que debe calcularse el promedio aritmético por cada trabajador sindicalizado, no deja al arbitrio de la autoridad administrativa la forma de efectuarlo, ya que el promedio se obtiene mediante la suma dividida entre el número de casos, siendo innecesario que la ley detalle el procedimiento correspondiente. De esta forma, cualquier patrón puede calcular cuánto percibe en promedio cada trabajador sindicalizado por concepto de previsión social, sumando lo que otorgó en prestaciones por tal concepto a todos sus trabajadores sindicalizados, y dividiendo el resultado obtenido entre el número de trabajadores sindicalizados, lo cual arrojará el límite máximo deducible por cada trabajador no sindicalizado por ese mismo concepto. 

Amparo en revisión 991/2005.- Autolín, S. A. de C. V.- 5 de agosto de 2005.- Unanimidad de cuatro votos.- Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos.- Ponente: Genaro David Góngora Pimentel.- Secretaria: Fabiana Estrada Tena. 

Amparo en revisión 805/2005.- Productos Kraft, S. de R. L. de C. V.- 12 de agosto de 2005.- Unanimidad de cuatro votos.- Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos.- Ponente: Genaro David Góngora Pimentel.- Secretaria: Fabiana Estrada Tena. 

LICENCIADO MARIO ALBERTO ESPARZA ORTIZ, SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA SEGUNDA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,    C E R T I F I C A: Que el rubro y texto de la anterior tesis fueron aprobados por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve de agosto de dos mil cinco.- México, Distrito Federal, a diecinueve de agosto de dos mil cinco.- Doy fe. 

Habiendo analizado el antecedente de este estudio, se procede al análisis de la tesis que señala que el procedimiento en el que se incluyen los días para la determinación del promedio es ilegal. 
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RENTA. EL ARTÍCULO 40 DEL REGLAMENTO DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE RESERVA DE LEY. El artículo 31, fracción XII, de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que para determinar el límite que tiene el patrón para deducir los gastos de previsión social por cada trabajador no sindicalizado, es necesario calcular el promedio de cuánto obtiene por este concepto cada trabajador sindicalizado, lo que significa que para saber lo que éste percibe por concepto de previsión social, habrá que sumar el total de lo obtenido por este concepto por todos los trabajadores sindicalizados y dividirlo entre el número de ellos y el resultado así obtenido será el límite deducible por cada uno. Por su parte, el artículo 40 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que se determinará el promedio aritmético anual por cada trabajador sindicalizado, dividiendo el total de las prestaciones entre el número de días trabajados, y multiplicando el resultado por 365. En este sentido, el hecho de sustituir el número de trabajadores por el de días trabajados, e incorporar la multiplicación aludida, ocasiona que el cálculo no refleje cuánto gana cada trabajador sindicalizado en promedio por concepto de previsión social, sino una cantidad distinta, que corresponde a cuánto es el gasto diario anual de la empresa por concepto de previsión social respecto de sus trabajadores sindicalizados, lo que se traduce en una modificación en la base del impuesto sobre la renta, violatoria del principio de reserva de ley, pues la autoridad administrativa, por medio de un reglamento, establece la forma en que debe calcularse la base del tributo. 

Precedentes 

Amparo en revisión 805/2005. Productos Kraft, S. de R.L. de C.V. 12 de agosto de 2005. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretaria: Fabiana Estrada Tena. 

Como menciona el juzgador en esta tesis, el Artículo 40 del Reglamento citado establece la siguiente fórmula para determinar el promedio: 


Total de prestaciones de trabajadores sindicalizados en el año 

/
Número de días trabajados en el año

=
Promedio diario de prestaciones pagadas a cada trabajador, por cada día trabajado

x
365

 =
Promedio anual de prestaciones pagadas a trabajadores sindicalizados

Ahora bien, del análisis de la tesis se desprende que el juzgador llega a la conclusión de que el procedimiento señalado en el Reglamento “sustituye” el número de trabajadores por el número de días trabajados, y concluye que de esa forma no es adecuado determinar el promedio de percepciones de los trabajadores. 

La forma en que el legislador percibe este procedimiento es producto de la deficiente redacción del Artículo 40 aludido, ya que al indicar que el denominador de la operación es el “número de días trabajados en el año” no es suficientemente claro para entenderse que se refiere al número de días trabajados por todos los trabajadores de la empresa; es decir, aunque la intención de la autoridad fue que se consideraran los días/hombre, la redacción puede dar a entender que el número de días trabajados en el año, se refiere al número de días hábiles o de labores de la empresa. Al menos, de esa forma lo entendió el juzgador. 

Retomando el ejemplo citado anteriormente, si se considera que en una empresa se tienen a 2 trabajadores, uno trabajó 365 días y otro trabajó 180, el total de días laborados por todos los trabajadores es de 545 (365 + 180 = 545).
Por su parte, la Segunda Sala interpreta esta redacción como que los días laborados son 365. En el orden de idas de esa juzgadora, el procedimiento es violatorio del principio de reserva de ley.
De todo lo anterior se tiene que el juzgador considera que no es necesario que la ley defina la forma de calcular un promedio ya que, según su criterio, se determina de cierta manera, la cual al final de cuentas resulta ser incorrecta, como se ha demostrado. Ahora, al analizar el procedimiento para realizar el cálculo establecido en el Reglamento de la Ley del ISR, debido a una deficiente redacción del Ejecutivo, el Judicial lo malinterpreta y lo tilda de ilegal. 

Después de todo, parece que el criterio de la juzgadora que indica que es "innecesario que la ley detalle el procedimiento correspondiente", no es del todo acertado, pues todo esto pone en evidencia la necesidad de que los procedimientos para determinar contribuciones, por simples que parezcan, estén claramente contenidos en el cuerpo de ley.

3.3.  Los impuestos en el ajuste por inflación.
En cuanto al ajuste anual por inflación, se creó un nuevo procedimiento de cálculo inflacionario a partir del ejercicio 2002, cuya determinación resulta menos compleja que el procedimiento vigente hasta el ejercicio 2001. No obstante esto, existen algunos conceptos cuyo tratamiento no resulta del todo claro para el contribuyente, específicamente en lo que se refiere a las deudas o créditos generados por los impuestos. Por esta razón se analizará a continuación el efecto que cada tipo de contribución puede tener en este nuevo procedimiento.

Los artículos 47 y 48 de la Ley del ISR definen lo que para efectos de este cálculo se considerará como deuda o crédito, y es en esta parte precisamente en donde se centrará el análisis del tratamiento que se aplica a los impuestos a cargo o a favor del contribuyente.

I. CONCEPTO DE CRÉDITOS

El artículo 47 de la LISR establece a la letra lo siguiente:

“Artículo 47. Para los efectos del artículo anterior, se considerará crédito, el derecho que tiene una persona acreedora a recibir de otra deudora una cantidad en numerario, entre otros: los derechos de crédito que adquieran las empresas de factoraje financiero, las inversiones en acciones de sociedades de inversión en instrumentos de deuda y las operaciones financieras derivadas señaladas en la fracción IX del artículo 22 de esta Ley.

No se consideran créditos para los efectos del artículo anterior:

(...)

IV. Los pagos provisionales de impuestos, así como los estímulos fiscales.

(...)

Para los efectos de este artículo, los saldos a favor por contribuciones únicamente se considerarán créditos a partir del día siguiente a aquél en el que se presente la declaración correspondiente y hasta la fecha en la que se compensen, se acrediten o se reciba su devolución, según se trate.”

De esta forma se tiene que ni los pagos provisionales de impuestos, ni los estímulos fiscales, pueden ser considerados como créditos, y que en el caso de los saldos a favor de contribuciones solamente se considerarán como créditos a partir del día siguiente a aquél en el que la declaración en donde se manifiestan sea presentada, limitación que más adelante analizaremos de forma más detallada.

II. CONCEPTO DE DEUDAS

El artículo 48 de la LISR establece a la letra lo siguiente:

“Artículo 48. Para los efectos del artículo 46 de esta Ley, se considerará deuda, cualquier obligación en numerario pendiente de cumplimiento, entre otras: las derivadas de contratos de arrendamiento financiero, de operaciones financieras derivadas a que se refiere la fracción IX del artículo 22 de la misma, las aportaciones para futuros aumentos de capital y las contribuciones causadas desde el último día del periodo al que correspondan y hasta el día en el que deban pagarse.

(...)”

Para analizar este artículo, se partirá de la premisa de que la deuda debe ser una obligación en numerario que está pendiente de cumplimiento y que las contribuciones deben estar causadas.

Aquí es donde surge la primera interrogante que plantea ¿Por quién debe estar causada la contribución?; es decir, ¿Se consideran deudas únicamente las contribuciones causadas por el contribuyente, o también las causadas por terceros cuya obligación de pago sea a cargo del contribuyente?

Partiendo de la premisa planteada, y considerando que el texto del artículo se refiere de forma indubitable a “las contribuciones causadas”, es posible concluir que deben considerarse todas las contribuciones que estén causadas y cuya obligación de pago sea a cargo del contribuyente, lo que incluiría tanto las causadas por éste, como aquellas causadas por terceros cuya obligación de pago sea a cargo del contribuyente.

Habiendo definido la regla general de lo que se considerará deuda o crédito en el caso de las contribuciones, se analizará ahora el caso específico de cada tipo de contribución.

III. ISR, RETENCIONES DE ISR E IMPAC

En el mismo artículo 48, tercer párrafo, se establece una clara excepción a lo que debe ser considerado como deuda, que a la letra dice:

“Artículo 48. (...)

En ningún caso se considerarán deudas las originadas por partidas no deducibles, en los términos de las fracciones I, VIII y IX del artículo 32 de esta Ley.

(...)”

Ahora bien, de las fracciones aludidas del artículo 32, es la fracción I la que concierne a éste análisis al establecer:

“Artículo 32. Para los efectos de este Título, no serán deducibles: 

I. Los pagos por impuesto sobre la renta a cargo del propio contribuyente o de terceros ni los de contribuciones en la parte subsidiada o que originalmente correspondan a terceros, conforme a las disposiciones relativas, excepto tratándose de aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social. Tampoco serán deducibles los pagos del impuesto al activo a cargo del contribuyente.”

En el artículo citado claramente se identifican como “no deducibles” a los pagos por ISR tanto a cargo del contribuyente como de terceros, así como el Impuesto al Activo; por tanto, al ser partidas no deducibles, las deudas por estos conceptos no se considerarán para efectos del ajuste inflacionario.

IV. IVA

El Impuesto al Valor Agregado (IVA) no se ubica en el supuesto analizado anteriormente, por lo que en principio, y habiendo cumplido con la premisa de ser una contribución causada y una obligación en numerario pendiente de pago, se tendría que sí sería considerado como deuda para efectos del ajuste inflacionario, faltando definir el momento y el monto en el que éste debe ser considerado como deuda o, en su caso, como crédito.

IVA Causado 

Para iniciar este análisis es importante determinar el momento en el que IVA es causado, por lo que primeramente haremos referencia a las disposiciones del ejercicio 2002 en donde el artículo 5 de la LIVA indicaba que el impuesto se “calculaba” por ejercicios fiscales, y es aquí en donde resulta imprescindible distinguir entre el período de cálculo del impuesto y el momento de causación del impuesto, ya que el IVA se causaba, como regla general, en el momento en que las contraprestaciones correspondientes a los actos gravados fueran efectivamente cobradas, y el cálculo del impuesto se hacía por ejercicios. Ahora, para el ejercicio 2005, el IVA se causa, también como regla general, en el momento de cobro, y el cálculo del impuesto ahora es mensual en lugar de anual.

Ahora bien, aún cuando el impuesto está causado, no puede ser el IVA trasladado el que se considere como una deuda para efectos del cálculo inflacionario ya que según se establece en el artículo 5° de la Ley del IVA, el “pago” del impuesto se determinará de la siguiente manera:

“Artículo 5°. (...)

El pago mensual será la diferencia entre el impuesto que corresponda al total de las actividades realizadas en el mes por el que se efectúa el pago, a excepción de las importaciones de bienes tangibles, y las cantidades por las que proceda el acreditamiento determinadas en los términos del artículo 4o. de esta Ley. En su caso, el contribuyente disminuirá del impuesto que corresponda al total de sus actividades, el impuesto que se le hubiere retenido en dicho mes.

(...)”

De este análisis se desprende que la deuda que tiene el contribuyente no puede ser el IVA causado, sino el IVA que deba de pagar una vez que el acreditamiento correspondiente haya sido efectuado, lo que podría generar que no hubiera pago del impuesto, o bien, hasta resultar un saldo a favor del contribuyente.

IVA Acreditable

Ahora se analizará si el IVA acreditable debe ser considerado como crédito para efectos del ajuste inflacionario.

Como se analizó en el apartado I de este escrito, los créditos son el derecho que tiene una persona acreedora a recibir de otra deudora una cantidad en numerario. En principio no parece que el hecho de tener un IVA acreditable le dé el derecho al contribuyente de recibir alguna cantidad en numerario, por lo que resultaría difícil encuadrarlo en la definición de crédito, aunque es importante mencionar que existen tesis que sostienen que el IVA acreditable sí puede ser considerado como una cuenta por cobrar. La siguiente tesis, aunque se refiere al anterior cálculo del Componente Inflacionario, sostiene el criterio de que sí es un derecho que tiene el contribuyente ya que son importes que el propio contribuyente comenzó a pagar al serle trasladado por sus proveedores, con anterioridad a la determinación del impuesto del período:

Fecha de Publicación Junio de 1995

Sala Regional Morelos

3a. Época Año VIII

Volumen 90

Página 34 

IVA IMPUESTO AL VALOR AGREGADO ACREDITABLE.- DEBE TOMARSE EN CONSIDERACIÓN PARA CALCULAR EL COMPONENTE INFLACIONARIO. Es incuestionable que el contribuyente tiene un crédito o cuenta por cobrar, en términos del artículo 7-B de la Ley del Impuesto sobre la Renta, por dicho importe, ya que la obligación fiscal, como todas las obligaciones, no genera una relación unilateral, en que uno siempre es acreedor o sujeto activo y otro siempre deudor o sujeto pasivo sino que ambas partes tienen derechos y deberes recíprocos. En la obligación fiscal nacida del IVA, debe considerarse que antes de que llegue el momento en que el contribuyente entere al fisco el impuesto correspondiente, propio causante empezó a pagarlo al serle trasladado por sus proveedores, entonces tiene derecho a disminuirlo del que resulte a su cargo (artículo 1º penúltimo párrafo de la Ley del Impuesto al Valor Agregado), este derecho constituye un crédito a su favor, y el causante tiene derecho a acreditar que ya pagó, al serle trasladado por terceros, el fisco a su vez tiene el debe de reconocer a título de pago el que le fue trasladado al causante, y ambas partes son deudoras y acreedoras. En consecuencia, la autoridad de aceptar que se incluyan dentro del cálculo del componente inflacionario créditos como el que constituye el IVA acreditable. (27)

Juicio Nº II-50/93.- Sentencia de 20 de febrero de 1995, por unanimidad de votos.- Magistrado Instructor: Guillermo Domínguez Belloc.- Secretaria: Lic. María Eugenia Marbán Ocampo.

No obstante lo anterior, en un criterio posterior (1996) del Tribunal Fiscal de la Federación (ahora Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa), y Resolviendo en sentido contrario al anterior se indicó que no es posible considerar como cuenta por cobrar al IVA acreditable en virtud de que los contribuyentes no tienen el derecho de exigir al fisco la entrega de una cantidad determinada en dinero:

Fecha de Publicación Junio de 1996

Sala Superior

3a. Época IX

Volumen 102

Página 54 

IMPUESTO AL VALOR AGREGADO ACREDITABLE.- NO ASUME EL CARÁCTER DE CUENTA POR COBRAR PARA EFECTOS DE DETERMINAR EL COMPONENTE INFLACIONARIO CONFORME A LO DISPUESTO POR EL INCISO B) FRACCIÓN IV DEL ARTICULO 7-B DE LA LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA. En aplicación a lo dispuesto por los artículos 1, 2, 5 y demás relativos de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, que le atribuyen a dicho tributo con el carácter de indirecto y calculado por ejercicios fiscales y sin que en ningún caso se establezca la existencia de un sujeto acreedor que tenga derecho a exigir el pago de una cosa o cantidad, o el cumplimiento de una obligación, y la existencia de un sujeto deudor que tenga la obligación de dar o hacer, ya que los contribuyentes no tienen el derecho de exigir al fisco la entrega de una cantidad determinada en dinero, no asume el carácter de cuenta por cobrar para efectos de determinar el componente inflacionario conforme a lo dispuesto por el inciso b) fracción IV del artículo 7-B de la Ley del Impuesto sobre la Renta. (2)

Juicio de nulidad No. 167/94/1694/94.- Resuelto por la Segunda Sección de la Sala Superior del Tribunal Fiscal de la Federación, en sesión de 2 de abril de 1996, por mayoría de 3 votos a favor y 1 con los puntos resolutivos.-Magistrado Ponente: Francisco Valdés Lizárraga.- Secretario: Lic. Juan Carlos Gómez Velázquez. (Tesis aprobada en sesión de 7 de mayo de 1996).

Este criterio tendría el mismo sentido que el analizado para el caso del IVA por pagar, mismo que no es considerado deuda sino hasta después de haber acreditado el impuesto y que ya ha sido determinado como impuesto por pagar; es decir, el IVA acreditable tampoco podría considerarse como cuenta por cobrar sino hasta que haya sido determinado el resultado neto del período y que éste, en su caso, hubiera resultado como saldo a favor.

Ahora bien, al determinar saldo a favor de IVA es importante recordar que el artículo 47 de la LISR señala que los saldos a favor se considerarán créditos a partir del día siguiente a aquél en el que se presente la declaración correspondiente y hasta la fecha en la que se compensen, se acrediten o se reciba su devolución, según se trate. Por lo anterior, el saldo a favor generado en un mes únicamente será considerado como crédito hasta el mes en que la declaración en donde se manifieste sea presentada.

Esta situación resulta en una gran iniquidad al obligar al contribuyente a considerar deuda un impuesto por pagar que se genera y se conoce al finalizar el período, pero prohíbe considerar como crédito una cuenta por cobrar que también se genera y se conoce al finalizar el período, y que existe legalmente, independientemente de un requisito meramente formal de que éste sea reflejado en la declaración.

Se argumenta que no puede ser considerado como crédito hasta que sea reflejado en la declaración correspondiente en virtud de que no es sino hasta ese momento en el que la autoridad lo conoce. Este argumento carece de consistencia, ya que de igual forma, el impuesto causado que sí se considera deuda, tampoco será conocido por la autoridad sino hasta que sea, inclusive, pagado por el contribuyente en su declaración. Lo que significa que no solamente la autoridad no conoce el saldo de la deuda, sino que dicha deuda será conocida únicamente en el momento del pago del impuesto... Prácticamente la autoridad no tuvo conocimiento de esa deuda, sino hasta que ésta fue efectivamente pagada.

IVA Retenido por el Contribuyente

El caso del IVA retenido por el contribuyente, por ser una contribución causada y una obligación en numerario pendiente de pago en los términos del artículo 48 de la Ley del ISR, sí deberá ser considerado como una deuda para los efectos correspondientes.

V. IEPS 

En virtud de que el Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) tiene prácticamente la misma mecánica de determinación que el IVA, el análisis realizado para aquél impuesto sería aplicable para el caso del IEPS, con las reservas pertinentes en materia del acreditamiento del impuesto, el cual solamente procede en los casos señalados en el artículo 4° de la Ley del IEPS.

VI. CONTRIBUCIONES DE SEGURIDAD SOCIAL

Las contribuciones de seguridad social (SS) entendiéndose dentro de estas las cuotas que se pagan al IMSS, al Infonavit y al SAR, cumplen con la premisa de ser obligaciones en numerario pendientes de cumplimiento y también de ser contribuciones causadas, ya que de acuerdo con el artículo 39 de la Ley del Seguro Social, éstas se causan por mensualidades vencidas:

“Artículo 39. Las cuotas obrero patronales se causan por mensualidades vencidas y el patrón está obligado a determinar sus importes en los formatos impresos o usando el programa informático, autorizado por Instituto. (...)”

Por lo anterior, en principio estas cuotas también deben ser consideradas como deudas para efectos de determinar el ajuste anual por inflación; sin embargo, surge la interrogante de si estas cuotas tienen el carácter de contribuciones o no y, en caso de no serlo, de si deben o no ser consideradas dentro de las deudas.

Es sabido que el artículo 2° del Código Fiscal de la Federación clasifica a las aportaciones de seguridad social como contribuciones; sin embargo, en la siguiente tesis de amparo en revisión del año 1988 se resuelve que las cuotas de seguridad social no tienen el carácter de contribuciones:

Instancia: Pleno

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Parte: II Primera Parte

Tesis: 

Página: 120

SEGURO SOCIAL, CUOTAS QUE SE CUBREN AL INSTITUTO MEXICANO DEL. NO TIENEN CARÁCTER DE CONTRIBUCIONES. Las cuotas obrero-patronales que se pagan al Instituto Mexicano del Seguro Social no tienen carácter de contribuciones, porque no se apoyan en la fracción IV del artículo 31 de la Constitución, sino en las fracciones XIV y XXIX del artículo 123 de la Carta Magna, y la finalidad del establecimiento de las primas es distinta a la de los tributos; pues, mientras las primeras tienen como objetivo una protección a favor de los trabajadores contra los riegos y eventualidades que pudieran suceder en el desempeño de sus labores, los segundos tienen como objetivo contribuir a los gastos públicos de la federación, de los estados o de los municipios, con independencia de que el artículo 267 de la Ley del Seguro Social establezca que el pago de las cuotas, los recargos y los capitales constitutivos tienen carácter fiscal, pues tal aseveración es, por una parte, puramente práctica, y por la otra, el término fiscal es genérico y puede aplicarse tanto a los impuestos como a cualquiera otra prestación o contraprestación a favor del Estado o de un organismo descentralizado que, por estar prevista en la ley como obligación a cargo de los particulares, puede ser exigida coactivamente, sin que ello signifique, por necesidad, que se trata de las contribuciones a que alude el artículo 31, fracción IV, constitucional.

Amparo en revisión 303/88. Reckittand Colman de México, S.A. de C.V. 23 de agosto de 1988. Unanimidad de dieciocho votos de los ministros López Contreras, Cuevas Mantecón, Alba Leyva, Azuela Güitrón, Díaz Infante, Fernández Doblado, Pavón Vasconcelos, Adato Green, Rodríguez Roldán, Martínez Delgado, Gutiérrez de Velasco, González Martínez, Villagordoa Lozano, Moreno Flores, Suárez Torres, Díaz Romero, Schmill Ordóñez y del Río Rodríguez, en el sentido del proyecto los ministros Alba Leyva, Azuela Güitrón, Pavón Vasconcelos, Adato Green, González Martínez, Villagordoa Lozano, Díaz Romero y Schmill Ordóñez, se manifestaron en contra del considerando cuarto del proyecto, en el sentido de que las cuotas obrero- patronales no son de naturaleza fiscal. El ministro Azuela Güitrón se reservó el derecho de formular voto particular. Ponente: Raúl Cuevas Mantecón. Secretaria: Rosa María Temblador Vidrio.

Amparo en revisión 763/88. Prolimp, S.A. 7 de julio de 1988. veintiún votos para el sentido del proyecto y mayoría de 11 votos de los ministros de Silva Nava, López Contreras, Cuevas Mantecón, Castañón León, Díaz Infante, Fernández Doblado, Rodríguez Roldán, Martínez Delgado, Gutiérrez de Velasco, Moreno Flores y Suárez Torres en los términos del proyecto; los ministros Alba Leyva, Azuela Güitrón, Pavón Vasconcelos, Adato Green, González Martínez, Villagordoa Lozano, Chapital Gutiérrez, Díaz Romero, Schmill Ordóñez y Presidente del Río Rodríguez emitieron su voto en contra de la consideración de que las cuotas obrero-patronales no son de naturaleza fiscal. Los ministros Azuela Güitrón, Villagordoa Lozano y Schmill Ordóñez expresaron que formularán voto particular. Ponente: Fernández Doblado. Secretaria: Olga Estréver Escamilla.

Nota: El mismo criterio se ha sostenido en los asuntos amparo en revisión 1308/87, Encajes Mexicanos, S.A.; amparo en revisión 5001/87, Mundo Viviente, S.A., y amparo en revisión 4774/87, Compañía Industrial de Orizaba, S.A. y Acabados Río Blanco.

Cabe resaltar que en esta misma tesis, y en sus precedentes, ha habido votos particulares de los ministros en sentido contrario a lo resuelto, por lo que habrá que tomar este criterio con sus respectivas consideraciones.

Ahora bien, aún cuando se pudiera considerar que las cuotas de seguridad social no tiene el carácter de contribuciones; sin embargo, aún siguen siendo obligaciones en numerario pendiente de pago a cargo del contribuyente, por lo que entrarían en la definición de una deuda y, en consecuencia, los saldos de estas cuotas sí se deberán considerar para efectos de determinar el ajuste inflacionario.

VII. CONCLUSIONES

Del análisis realizado, y con base en los argumentos vertidos en cada uno de los apartados, se puede concluir lo siguiente:

Los saldos de ISR, retenciones de ISR así como los saldos de IMPAC, no se consideran deudas para efectos del ajuste inflacionario. 

El IVA por pagar se considerará deuda una vez que se haya acreditado el IVA acreditable correspondiente. 

El saldo de IVA a favor se considerará como crédito hasta que la declaración en donde se manifiesta haya sido presentada. 

El IVA retenido a terceros será considerado como deuda en el mes al que corresponda dicha retención. 

El IEPS por pagar se considerará deuda una vez al impuesto causado se le haya acreditado el IEPS acreditable que, en su caso, tenga el contribuyente.

 Las cuotas de seguridad social se considerarán deudas en el mes al que correspondan.
Después del análisis realizado, se demuestra que si bien la determinación de este nuevo procedimiento de calculo inflacionario resulta menos complejo que el anterior, siguen quedando dudas para el contribuyente específicamente en el tratamiento de algunos conceptos referidos como créditos o deudas generados por los impuestos.

3.4.  Sociedades cooperativas de producción.
  Ahora se vera el caso en el que una disposición deja en estado de inseguridad al contribuyente, y esto se ve en la incorporación de un Capítulo VII-A titulado “De las Sociedades Cooperativas de Producción”, a la propia L.I.S.R., dicho capitulo contiene únicamente dos artículos (85-A y 85-B) que dan un tratamiento con ventajas fiscales para este tipo de sociedades, consistente básicamente en el diferimiento del impuesto hasta que las utilidades sean distribuidas a los socios. 

Sociedades cooperativas de producción de personas físicas

“Artículo 85-A 

Las sociedades cooperativas de producción constituidas únicamente por socios personas físicas, podrán calcular el ISR aplicando las disposiciones de las personas físicas con actividades empresariales y profesionales en lugar de aplicar las disposiciones de personas morales, considerando lo siguiente: 

Cálculo y diferimiento del ISR

Calcularán el impuesto de los socios aplicando las disposiciones de personas físicas con actividad empresarial y profesional, o bien, podrán diferir la totalidad del impuesto hasta el momento en que se distribuyan las utilidades a los socios, momento en el cual aplicarían la tarifa del Artículo 177 vigente en el ejercicio en que se haga la distribución, y considerando que las primeras utilidades que se distribuyan son las primeras utilidades que se generaron. 

El pago se hará a más tardar el 17 del mes inmediato siguiente a aquél en que se pagaron las utilidades gravables, y el socio podrá acreditar este impuesto en su declaración anual del ejercicio. 

Se considerará que se distribuyen utilidades a los socios, cuando éstas se inviertan en: 

•
Activos financieros diferentes a las cuentas por cobrar a clientes 

•
Recursos necesarios para la operación normal 

Las sociedades cooperativas de producción que no distribuyan rendimientos a sus socios, solo podrán invertir dichos recursos en bienes que a su vez generan más empleos o socios cooperativistas”. 

Será necesario que el legislador o la autoridad definan con precisión lo que se debe entender por “bienes que generen más empleos o socios”, puesto que por la forma en que está redactado no resulta preciso y puede colocar al contribuyente en un estado de inseguridad jurídica.

3.5.  Tratamiento fiscal de las asociaciones religiosas y los ministros. Vacío legal en la L.I.S.R.

 Una problemática de gran trascendencia en la LISR, es la que muestra David E. Ortiz Quintero
, en el estudio publicado en la revista de actualización fiscal (PAF) en junio del 2005. En dicha investigación inicia brevemente con los antecedentes de esas agrupaciones religiosas, comenta que con las modificaciones constitucionales que se concretaron en 1992, nace el derecho eclesiástico en México. 

Estas modificaciones fueron de gran trascendencia en nuestro país ya que modificaron un tema que hasta esa fecha era “tabú”. “Si acudimos a nuestra historia, vemos que durante la colonia, la Iglesia católica quedó sujeta a la Corona, gracias al regio patronato, pero por otra parte, intervino en asuntos de orden puramente civil, estableciéndose un fuero específico en materia procesal, situación que generó una terrible confusión de jurisdicciones. Como consecuencia, las Leyes de Reforma impusieron el principio de la separación entre la Iglesia y el Estado.” 
Ese principio al quedar plasmado en la Constitución no dando personalidad jurídica a las agrupaciones religiosas, afectó no solo a la iglesia católica, sino a todas las iglesias del país. 

La falta de reconocimiento a las iglesias, ocasionó que todos los aspectos legales, fiscales, administrativos, etc., no se desarrollaran. 

Esta falta de desarrollo en el derecho eclesiástico, aún hoy, después de más de 10 años de formalizarse las relaciones entre Iglesia y Estado, nos lleva a tener muchas interrogantes, entre otras: 

1.
¿Qué régimen fiscal deben tener las iglesias? 

2.
¿Que tratamiento debe tener el pago a los ministros? 

Agrega que, las relaciones entre la Iglesia y el Estado están reguladas en la Constitución en el Artículo 130 que dice: 

1.
Las normas de separación se dan por principios históricos.

2.
Las iglesias y agrupaciones religiosas se sujetarán a la ley. 

3.
La ley reglamentaria respectiva, que será de orden público, desarrollará y concretará las disposiciones siguientes:

a) Las iglesias y las agrupaciones religiosas tendrán personalidad jurídica como asociaciones religiosas una vez que obtengan su correspondiente registro.

b) Las autoridades no intervendrán en la vida interna de las asociaciones religiosas;

c) Los mexicanos podrán ejercer el ministerio de cualquier culto.

d) En los términos de la ley reglamentaria, los ministros de cultos no podrán desempeñar cargos públicos. Como ciudadanos tendrán derecho a votar, pero no a ser votados.

e) Los ministros no podrán asociarse con fines políticos ni realizar proselitismo a favor o en contra de candidato, partido o asociación política alguna. Tampoco podrán en reunión pública, en actos del culto o de propaganda religiosa, ni en publicaciones de carácter religioso, oponerse a las leyes del país o a sus instituciones, ni agraviar, de cualquier forma, los símbolos patrios. 

4.
No celebración en templos reuniones de carácter político. 

5.
La simple promesa de decir verdad y de cumplir las obligaciones que se contraen, sujeta al que la hace, en caso de que faltare a ella, a las penas que con tal motivo establece la ley. 

6.
Los ministros de cultos y sus ascendientes, descendientes, hermanos y cónyuges, así como las asociaciones religiosas a que aquellos pertenezcan, serán incapaces para heredar por testamento, de las personas a quienes los propios ministros hayan dirigido o auxiliado espiritualmente y no tengan parentesco dentro del cuarto grado. 

7.
Los actos del estado civil de las personas son de la exclusiva competencia de las autoridades administrativas.

El Artículo 27 de la Constitución es el que regula lo relativo al patrimonio de las asociaciones religiosas y en su párrafo segundo señala: 

“Las asociaciones religiosas que se constituyan en los términos del Artículo 130 y su ley reglamentaria tendrán capacidad para adquirir, poseer o administrar, exclusivamente, los bienes que sean indispensables para su objeto, con los requisitos y limitaciones que establezca la ley reglamentaria”; 

Del estudio de estos dos artículos se desprenden una situación fundamental que es la personalidad jurídica. 

Con las modificaciones al Artículo 130 de la Constitución nace una persona moral distinta a las existentes hasta ese momento. Este hecho es importante señalarlo ya que de él depende su forma de tributar para efectos del Impuesto sobre la Renta. 

Otro fenómeno “sui generis” que se da es la posibilidad que tiene la Iglesia como persona moral de dar nacimiento a otra, como una división interna. Estas personas morales que nacen reciben el nombre de derivadas. 

Esta es la forma que adopto nuestra Iglesia y tiene las siguientes ventajas:

1.
Cada una tiene representación propia. 

2.
Cada una tiene sus propias responsabilidades laborales. 

3.
Cada una tiene sus propias responsabilidades fiscales. 

4.
Cada una tiene sus propios controles y manejo administrativo.

Resalta que es de vital importancia señalar en dónde están reguladas jurídicamente las personas morales. Las personas morales están contempladas en el Código Civil del Distrito Federal en su Artículo 25 y señala que son personas morales: 

III.
Las sociedades civiles o mercantiles. 

IV. 
Los sindicatos, las asociaciones profesionales y las demás a que se refiere la fracción XVI del Artículo 123 de la Constitución Federal. 

V.
Las sociedades cooperativas y mutualistas

VI. 
Las asociaciones distintas de las enumeradas que se propongan fines políticos, científicos, artísticos, de recreo o cualquiera otro fin lícito, siempre que no fueren desconocidas por la ley. 

Tanto la Secretaría de Gobernación como las autoridades fiscales han querido asimilar a las asociaciones religiosas con las asociaciones civiles, situación que no consideramos sea correcta ya que en el artículo citado con anterioridad, la Asociación Religiosa estaría contemplada en la fracción VI. Aunado a esto, el citado Código en su Artículo 2670 define la asociación civil de la siguiente manera: “Un contrato mediante el cual dos o más personas reúnen sus esfuerzos y sus recursos, de manera no transitoria para la consecución de un fin común, lícito, posible y que no tenga el carácter preponderantemente económico”, de esta definición podemos desprender lo siguiente: La Asociación Religiosa no nace de un contrato, lo que la hace distinta de la asociación civil. 

Por otra parte, las asociaciones civiles según la definición que nos da el Código Civil para el Distrito Federal en su Artículo 2670, se da cuando varios individuos convienen en reunirse, de manera que no sea enteramente transitoria, para realizar un fin común que no esté prohibido por la ley y que no tenga carácter preponderantemente económico, constituyen una asociación. Aunque si bien es cierto que se tiene un fin común y no está prohibido por la ley, su carácter no es económico ni preponderantemente económico, además la forma y formalidades para su constitución y la forma de adquirir personalidad son muy distintas. 

Como ya se señaló, la Asociación Civil nace de un contrato y la Asociación Religiosa no. La Asociación Civil debe inscribir sus estatutos en el registro público para que produzcan efectos ante terceros (Art. 2673 Código Civil) y la Asociación Religiosa tienen personalidad jurídica una vez que obtengan su correspondiente registro constitutivo ante la Secretaría de Gobernación (Art. 6 Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público). 

Hay que señalar en este asunto que existen dos corrientes, una que dice que la naturaleza jurídica de la Asociación Religiosa es la misma que la de las asociaciones civiles y por tal motivo se puede asimilar su tratamiento jurídico y fiscal y la otra corriente que dice que no, que son personas morales distintas y que debiera reconocerse esta distinción jurídica y fiscalmente al ser personas morales distintas. 

En el caso de las asociaciones religiosas, se aplica el Artículo 31 constitucional fracción cuarta, que dice que todos los mexicanos estamos obligados a contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes; por otra parte en el Artículo 1° del Código Fiscal de la Federación, se señala que las personas físicas y las morales están obligadas a contribuir para los gastos públicos conforme a las leyes fiscales respectivas. A su vez, la Ley del Impuesto Sobre la Renta en su Artículo 1°, también señala que las personas físicas y las morales están obligadas al pago del impuesto sobre la renta cuando sean residentes en México. 

La Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, en su Artículo 19 señala, la obligación de sujetarse a las disposiciones fiscales, de la siguiente manera: “las personas físicas y morales así como a los bienes que esta Ley regula, les serán aplicables las disposiciones fiscales en los términos de las leyes de la materia.” 

De acuerdo con esto, debemos encontrar en la Ley del Impuesto sobre la Renta cómo debe tributar: 

1.
La Asociación Religiosa. 

2.
Los ministros de culto. 

La Asociación Religiosa, como ya se mencionó, se ha querido asimilar en el Artículo 95 fracción XVI de la Ley del ISR, esta fracción dice: “para los efectos de esta ley, se consideran personas morales con fines no lucrativas las Asociaciones o sociedades civiles organizadas con fines políticos, deportivos o religiosos”. Como ya se señalo líneas arriba, la Asociación Religiosa no cabe en esta definición ya que no es sociedad civil ni asociación civil. 

Para que pueda aplicarse una ley fiscal deben estar expresamente señalados los siguientes elementos indispensables: 

1.
El sujeto 

2.
El objeto 

3.
La base 

4.
La tasa 

El problema surge cuando en el Artículo 8 de la Ley del ISR, define el alcance de persona moral de la siguiente manera: “Cuando en esta ley se haga mención a persona moral se entienden comprendidas entre otras, las sociedades mercantiles, los organismos descentralizados que realicen preponderantemente actividades empresariales, las instituciones de crédito, las sociedades y asociaciones civiles y la asociación en participación”. 

La Suprema Corte en la tesis de jurisprudencia 162, consultable en la compilación de 1995, Tomo I, con el rubro: 

"IMPUESTOS, ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAMENTE EN LA LEY.", ha sostenido que al disponer el Artículo 31 constitucional, en su fracción IV, que "son obligaciones de los mexicanos contribuir para los gastos públicos, así de la Federación como del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.", exige que los elementos esenciales del tributo (sujeto, objeto, base, tasa y época de pago), estén consignados de manera expresa en la ley para que así no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras, sino que a la autoridad no quede otra cosa que aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante y el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda en todo momento conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos. 

También le es aplicable la tesis III.2o.A.84 A Página: 1332 Materia: Constitucional, Administrativa bajo el rubro: 

RENTA. EL ARTÍCULO 132 DE LA LEY RELATIVA, AL NO PRECISAR CUÁLES SON LOS "INGRESOS DISTINTOS" OBJETO DEL GRAVAMEN, ES VIOLATORIO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES). Dice que debe observarse el principio de legalidad tributaria previsto en el Artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, según el cual la ley que establece el tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la obligación tributaria; esto es, los hechos imponibles, los sujetos pasivos de la obligación que va a nacer, así como el objeto, la base y la tasa; por lo que todos esos elementos no deben quedar al arbitrio o discreción de la autoridad administrativa, y que los caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación tributaria, estén consignados de manera expresa en la ley, de tal modo que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del Estado.

 De acuerdo con estas tesis, el Artículo 8 de la Ley del ISR, debería señalar expresamente que se considera como persona moral a las asociaciones religiosas. De esta forma al no quedar señalada expresamente la Asociación Religiosa como persona moral y dada su especial “naturaleza jurídica” estaríamos en presencia de un vació legal que nos lleva a considerar que la Asociación Religiosa no es objeto en la Ley del Impuesto Sobre la Renta. 

Este razonamiento tiene apoyo en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 27/93 Página: 25 bajo el rubro: 

IMPUESTOS, CAUSANTES DE, Y CAUSANTES EXENTOS, CONCEPTO, que sostiene que Causante es la persona física o moral que, de acuerdo con las leyes tributarias se ve obligada al pago de la prestación determinada a favor del Fisco; esa obligación deriva de que se encuentra dentro de la hipótesis o situación señalada en la ley, esto es, cuando se realiza el hecho generador del crédito. No causante, lógicamente, es la persona física o moral cuya situación no coincide con la que la ley señala como fuente de un crédito o prestación fiscal. 

La misma autoridad fiscal tiene dudas sobre el tratamiento fiscal que deben tener las asociaciones religiosas ya que en las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto Sobre la Renta publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 3 de diciembre de 1993 en el Artículo 5 fracción VI señalaba: “Las asociaciones religiosas constituidas en los términos de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público cumplirán a partir del 1 de julio de 1994 con las obligaciones fiscales en materia del impuesto sobre la renta en los términos del Titulo III de la ley de la materia” y nunca incluyó la citada disposición en el cuerpo de la Ley y al promulgar una nueva Ley del Impuesto Sobre la Renta, el 1 de enero de 2002, tampoco incluyó esta precisión y lo trató de hacer en la resolución miscelánea fiscal para 2002, en la regla 3.9.1 que decía, “Las asociaciones religiosas constituidas en los términos de la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, podrán cumplir con sus obligaciones fiscales en materia del ISR en los términos del Título III de la Ley de la materia.” 

Al publicar el Reglamento de la Ley del Impuesto Sobre la Renta el 17 de octubre de 2003 transcribió en el Artículo 107 la regla que había venido apareciendo en la miscelánea. El que la autoridad haya incluido esta regla de la miscelánea en el reglamento no resuelve tampoco el problema ya que al estar esta disposición en el Reglamento deja a la misma como una opción y no como una obligación, apoyando esta conclusión en la tesis de jurisprudencia Tercera Época, No. 93, Septiembre de 1995, Año VIII Página: 19 

GENERAL REGLAMENTOS ADMINISTRATIVOS.- SU FUNCIÓN FRENTE A LA LEY.- Atendiendo al principio de división de poderes, como consagra la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en su Artículo 49, respecto del Legislativo, del Ejecutivo y del Judicial, no está permitido que uno de ellos invada la esfera jurídica del otro; así pues la facultad reglamentaria conferida al titular del Ejecutivo, que dimana del Artículo 89 de nuestra Carta Magna, para proveer en la esfera administrativa a la exacta observancia de la Ley, expidiendo disposiciones generales y abstractas, tienen como única función u objeto la ejecución de la Ley emanada del Congreso de la Unión desarrollándola y complementándola en detalle, de donde resulta que es una norma subalterna que tiene su medida y justificación en la ley, por lo que no puede modificar, restringir o ampliar las disposiciones jurídicas expedidas por el Legislativo, pues de lo contrario evidentemente invadiría la esfera de atribuciones que para ese efecto en forma exclusiva le asigna nuestro máximo Ordenamiento Legal al mencionado Congreso. 

También resulta oportuno citar la tesis Quinta Época, No. 2, Febrero del 2001, Año 1 Página: 159 

GENERAL REQUISITOS DE LOS COMPROBANTES FISCALES.- EL EXIGIDO POR EL ARTÍCULO 37, FRACCIÓN I, DEL REGLAMENTO DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, VA MÁS ALLÁ DE LO ESTIPULADO EN LA FRACCIÓN VI DEL ARTÍCULO 29-A DEL CUERPO NORMATIVO QUE REGULA.- Al resultar una cuestión de explorado derecho, se colige que el Reglamento desenvuelve su obligatoriedad a partir de un principio definido por la ley y, por tanto, no puede ir más allá de ella, ni extenderla a supuestos distintos ni, mucho menos, contradecirla; luego entonces, la facultad reglamentaria no puede ser utilizada como instrumento para llenar lagunas de la ley, ni para reformarla o, tampoco, para remediar el olvido o la omisión. Por tal motivo, si el reglamento debe contraerse a indicar los medios para cumplir la ley, no está permitido, que a través de dicha facultad, una disposición de tal naturaleza otorgue mayores alcances o imponga diversas limitantes que la propia norma que busca reglamentar. 

Si la autoridad estuviera segura de cómo deben cumplir sus obligaciones fiscales las Asociaciones Religiosas debió haberlas incluido en la nueva Ley y no en el Reglamento. 

En cuanto a la forma en que deben cumplir sus obligaciones fiscales los ministros debemos definir primeramente quienes se consideran ministros de culto. La Ley de de Asociaciones Religiosas y Culto público en el Artículo 12 señala lo siguiente: 

“Para los efectos de esta Ley, se consideran ministros de culto a todas aquellas personas mayores de edad a quienes las asociaciones religiosas a que pertenezcan confieran ese carácter. Las asociaciones religiosas deberán notificar a la Secretaría de Gobernación su decisión al respecto. En caso de que las asociaciones religiosas omitan esa notificación, o en tratándose de iglesias o agrupaciones religiosas, se tendrán como ministros de culto a quienes ejerzan en ellas como principal ocupación, funciones de dirección, representación u organización”. 

De acuerdo con este artículo se considerarán ministros: 

1.
Los mayores de edad a quienes se les confiera ese carácter. 

2.
Quienes ejerzan funciones de dirección, representación u organización. 

Concuerda con esta interpretación la primera sala regional del noreste del Tribunal Fiscal de la Federación en el expediente 1497/97 al señalar que de “la interpretación armónica de dichos artículos, se desprende que son asociados de una Asociación Religiosa, los ministros de culto, a quienes las asociaciones religiosas a que pertenezcan, confieran ese carácter; y que se tendrán como ministros de culto a quienes ejerzan en ellas como principal ocupación, funciones de dirección, representación u organización” agrega “en relación a las personas que se mencionan en las liquidaciones impugnadas en la instancia administrativa y quienes ostentan el cargo de: Gerente, Contador, Jefe de Departamento, Auditor, Secretaria, según se desprende de los avisos de a filiación presentados, se debe reconocer su carácter de ministros de la iglesia, ya que de conformidad con el Artículo 12 antes transcrito, y según lo sustentado por el Tercer Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Cuarto Circuito, se tendrán como ministros de culto, a quienes ejerzan en ellas como principal ocupación, funciones de dirección, representación u organización, hipótesis que se actualiza en la especie respecto de las personas mencionadas”.

 “Con lo que se acredita que, efectivamente, las personas mencionadas a quienes la actora les confirió tal carácter y el de ministro de culto, no ostentan la naturaleza de trabajadores, dado que no prestan un trabajo personal subordinado sino la de asociados, por lo que al no tener la Iglesia Adventista del Séptimo Día la calidad de patrón frente a estos, sino la de Asociación Religiosa, se concluye que en el caso no existe relación laboral alguna entre ambas figuras.

 Por lo anteriormente expuesto se concluye, que tienen el carácter de asociados: 

1.
Los ministros de culto 

2.
Los que ostenten el cargo de: 

•  Gerente

•  Contador

•  Jefe de Departamento

•  Auditor

•  Secretaria. 

La obligación de pagar impuestos para las personas físicas, al igual que las personas morales, también está regulada por la Constitución, por el Código Fiscal de la Federación y en el caso específico de la Ley del ISR en el Artículo 106, señala que las personas físicas residentes en México están obligadas al pago del ISR por “los ingresos que obtengan en efectivo, en bienes, en crédito, en servicios en los casos que señale esta Ley o de cualquier otro tipo”. 

De acuerdo con estos artículos las personas físicas arriba enumeradas están obligadas a pagar impuestos. En este caso también es aplicable la tesis de jurisprudencia de la suprema corte No. 162, consultable en la compilación de 1995, Tomo I, con el rubro: 

"IMPUESTOS, ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS. DEBEN ESTAR CONSIGNADOS EXPRESAMENTE EN LA LEY.", que sostiene que al disponer el Artículo 31 constitucional, en su fracción IV, que "son obligaciones de los mexicanos contribuir para los gastos públicos, así de la Federación como del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.", exige que los elementos esenciales del tributo (sujeto, objeto, base, tasa y época de pago), estén consignados de manera expresa en la ley para que así no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras, sino que a la autoridad no quede otra cosa que aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante y el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda en todo momento conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos. 

Se desprende de la citada jurisprudencia, que el pago que se les hace a los ministros, debe estar expresamente señalado en la ley, por lo cuál analizaremos las disposiciones que la Ley del ISR tiene para saber como deben tributar. 

En la ley del ISR el título IV es la que regula los ingresos de las personas físicas y en el capítulo I “DE LOS INGRESOS POR SALARIOS Y EN GENERAL POR LA PRESTACIÓN DE UN SERVICIO PERSONAL SUBORDINADO” tenemos dos opciones que analizar: 

1.
Considerar el ingreso como asimilable a salario. El Artículo 110 de la LEY asimila a salarios:

a.  Las remuneraciones de empleados públicos. Esta fracción no es aplicable.

b.  Anticipos de cooperativas de producción, sociedades y asociaciones civiles. Esta fracción tampoco es aplicable por las razones expuestas sobre la naturaleza jurídica de las asociaciones religiosas, al no considerarlas como asociaciones civiles, por lo tanto esta fracción tampoco es aplicable.

c.  Honorarios a consejeros, comisarios, etc. Esta fracción tampoco es aplicable.

d.  Honorarios por servicios prestados preponderantemente a un prestatario. No es aplicable porque no podemos considerar como honorario la retribución que se les da a los ministros. 

2.
Considerar el ingreso como salario. Esto no es posible ya que el ministro no es trabajador sino asociado, por lo cual no le aplica este capítulo. 

El Capítulo II, Sección I habla de LAS PERSONAS FÍSICAS CON ACTIVIDADES EMPRESARIALES Y PROFESIONALES. Obvio es el hecho de que la actividad que realiza un ministro es distinta de la actividad empresarial y la prestación de un servicio profesional. 

En el Capítulo VIII habla DE LOS INGRESOS POR DIVIDENDOS Y EN GENERAL POR LAS GANANCIAS DISTRIBUIDAS POR PERSONAS MORALES. Este capítulo no le aplica ya que en el Artículo 165 párrafo segundo dice que “el ingreso lo percibe el propietario del titulo valor y, en el caso de partes sociales, la persona que aparezca como titular de las mismas”, situación que no se configura en el caso de las asociaciones religiosas y sus asociados. 

El capítulo IX habla DE LOS DEMÁS INGRESOS QUE OBTENGAN LAS PERSONAS FÍSICAS y el Artículo 167 define cuales son los otros ingresos que estarían gravados para las personas físicas.

Se entiende que, entre otros, son ingresos en los términos de este Capítulo los siguientes:

I.
Deudas perdonadas

II.
Ganancia cambiaria y algunos intereses.

III.
Prestaciones por otorgamiento de fianzas y avales.

IV.
Inversiones en sociedades residentes en el extranjero.

V.
Dividendos, reducción de capital y liquidaciones de sociedades residentes en el extranjero.

VI.
Explotación de concesiones.

VII.
Explotación del subsuelo.

VIII.
Participación en productos del subsuelo.

IX.
Intereses moratorios e indemnizaciones.

X.
Remanente distribuible de personas morales no contribuyentes.

XI.
Derechos de autor percibidos por otros.

XII.
Cuentas personales para ahorro.

XIII.
Condominios o fideicomisarios de inmuebles.

XIV.
Operaciones financieras derivadas o referidas a una subyacente.

XV.
Ingresos estimados por erogaciones superiores a los ingresos declarados.

XVI.
Pagos de instituciones de seguros.

XVII.
Regalías.

XVIII.
Ingresos de planes personales de retiro.

En ninguna de estas fracciones esta contemplada la remuneración que reciben los ministros y aun y cuando el artículo en su parte introductoria habla de “entre otros” se considera aplicable la tesis III.2o.A.84 A Página: 1332 Materia: Constitucional, Administrativa bajo el rubro: 

RENTA. EL ARTÍCULO 132 DE LA LEY RELATIVA, AL NO PRECISAR CUÁLES SON LOS "INGRESOS DISTINTOS" OBJETO DEL GRAVAMEN, ES VIOLATORIO DEL PRINCIPIO DE LEGALIDAD TRIBUTARIA (LEGISLACIÓN VIGENTE EN MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y TRES que dice: El Artículo 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente en mil novecientos noventa y tres establece: "Las personas físicas que obtengan ingresos distintos de los señalados en los capítulos anteriores, los considerarán percibidos en el monto, en que al momento de obtenerlos incrementen su patrimonio.". 
Tal precepto se localiza dentro del título IV "De las personas físicas", capítulo X, denominado "De los demás ingresos que obtengan las personas físicas" y es contrario al principio de legalidad tributaria, toda vez que, con independencia de que en él se señale que también serán objeto del impuesto los demás ingresos que obtengan las personas físicas distintos de los señalados en los capítulos I a IX de ese título, al no precisarse cuáles son esos "ingresos distintos", queda al arbitrio de la autoridad calificar "por equivalencia" o asimilar como ingreso diverso, cualquier hecho o situación que dicha autoridad estime como ingreso distinto a los señalados en los nueve capítulos que conforman el título IV de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 
Se considera que el Artículo 132 de la Ley del Impuesto sobre la Renta (1993) es inconstitucional, porque el aspecto material del elemento objetivo del hecho imponible, en el caso concreto, no está expresamente establecido en la ley, es decir, no existe, sino que al decir "ingresos distintos" a los catalogados en los nueve capítulos anteriores, deja a las autoridades fiscales el arbitrio de establecer en qué casos el contribuyente ha obtenido ingresos y en qué casos no, lo que lleva a que, sin razón jurídica, la autoridad fiscal, en aplicación de tal precepto, determine la causación del tributo en violación al principio de legalidad tributaria previsto en el Artículo 31, fracción IV, de la Constitución Federal, según el cual la ley que establece el tributo debe definir cuáles son los elementos y supuestos de la obligación tributaria; esto es, los hechos imponibles, los sujetos pasivos de la obligación que va a nacer, así como el objeto, la base y la tasa; por lo que todos esos elementos no deben quedar al arbitrio o discreción de la autoridad administrativa, considerando que a la luz del sistema general que conforman nuestras disposiciones constitucionales en materia impositiva y de una explicación racional e histórica, se encuentra que la necesidad de que la carga tributaria de los gobernados esté establecida en una ley no significa tan solo que el acto creador del impuesto deba emanar de aquel poder que, conforme a la Constitución Federal, está encargado de la función legislativa, ya que así se satisface la exigencia de que sean los propios gobernados, a través de sus representantes, los que determinen las cargas fiscales que deben soportar, sino fundamentalmente que los caracteres esenciales del impuesto y la forma, contenido y alcance de la obligación tributaria, estén consignados de manera expresa en la ley, de tal modo que no quede margen para la arbitrariedad de las autoridades exactoras ni para el cobro de impuestos imprevisibles o a título particular, sino que el sujeto pasivo de la relación tributaria pueda, en todo momento, conocer la forma cierta de contribuir para los gastos públicos del Estado, y a la autoridad no queda otra cosa sino aplicar las disposiciones generales de observancia obligatoria, dictadas con anterioridad al caso concreto de cada causante. Tales consideraciones derivan de la ejecutoria pronunciada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo en revisión 351/97, en sesión de veinte de enero de mil novecientos noventa y ocho. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

 De acuerdo con esta tesis, se puede concluir que al no estar expresamente establecido en la ley el ingreso que reciben los ministros, éste ingreso no es objeto de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, por lo cuál no le es aplicable ningún tipo de gravamen. 

En este caso también sería aplicable la tesis 2a./J. 27/93Página: 25 bajo el rubro 

IMPUESTOS, CAUSANTES DE, Y CAUSANTES EXENTOS, CONCEPTO. Causante es la persona física o moral que, de acuerdo con las leyes tributarias se ve obligada al pago de la prestación determinada a favor del Fisco; esa obligación deriva de que se encuentra dentro de la hipótesis o situación señalada en la ley, esto es, cuando se realiza el hecho generador del crédito. No causante, lógicamente, es la persona física o moral cuya situación no coincide con la que la ley señala como fuente de un crédito o prestación fiscal. 

Con lo expuesto, se concluye que, tanto la Asociación Religiosa, como persona moral y los ministros como persona física, no se deben considerar como causantes del impuesto sobre la renta, ya que su situación particular no coincide con los supuestos que la Ley señala, como objeto del impuesto, por lo tanto, no le son aplicables las disposiciones contenidas en la Ley del Impuesto Sobre la Renta vigente.

3.6.  Sistema de registro contable de inventarios perpetuos. Confusión en la disposición.

El día 1° de diciembre del año 2004, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicionan, derogan y establecen diversas disposiciones, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, y de la Ley del Impuesto al Activo, y establece los Subsidios para el Empleo y para la Nivelación del Ingreso. 

En dicho decreto, el Congreso de la unión reformó importantemente el Título II (que versa sobre las personas morales) de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR) para cambiar de un sistema de deducción de compras a un sistema de deducción del costo de lo vendido. 

Dentro del contexto de esta reforma, se adicionó una fracción XVIII al artículo 86 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, que establece para las personas morales obligaciones relativas a los controles de inventarios. Esta adición es muy importante ya que en virtud de ella se ha creado la percepción generalizada de que los contribuyentes están obligados a llevar un sistema de registro de inventarios perpetuos en su contabilidad a partir del ejercicio de 2005 (cuando menos para efectos de determinación de costo de lo vendido deducible en el Impuesto Sobre la Renta). 

Consecuentemente, algunos asesores y dictaminadores están exigiendo a los contribuyentes que se lleven este tipo de registros contables que son difíciles y costosos de implementar; incluso, en algunos casos, estos sistemas de registro contable son imposibles de llevar en contribuyentes medianos o pequeños. 

El presente artículo aborda la confusión en el tema, que se ha creado alrededor de la obligatoriedad del sistema de registro contable de inventarios perpetuos, e intenta poner de manifiesto la potencial realidad jurídica al respecto. Para ello, se busca responder sensata y fundamentadamente a la siguiente interrogante: ¿El artículo 86 en su fracción XVIII obliga a los contribuyentes a llevar un sistema contable de registro de inventarios perpetuos? ¿Ceteris paribus, debe un dictaminador hacer algún tipo de observación si algún cliente utiliza en su contabilidad un sistema de registro de inventarios periódicos y utiliza el costo de ventas determinado como deducción fiscal? ¿Qué postura puede tomar el auditor externo que se encuentre en esta situación? 

Como punto de partida, se considera que se debe analizar la reforma al Código Fiscal del año 2004, que en materia de controles de inventarios antecedió a la reforma de la Ley del Impuesto Sobre la Renta del 2005, mencionada en el primer párrafo de este artículo.

 El 5 de Enero del 2004, se publicó en el diario oficial, el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la Federación. Como parte de este decreto, se añade una fracción IV al artículo 28 del citado ordenamiento que contiene las reglas sobre libros y registros contables. 

Concretamente, la adición consintió en incorporar para los obligados a llevar contabilidad, la obligación adicional de llevar un control de sus inventarios de mercancías, materias primas, productos en proceso o terminados. Textualmente, lo que se adicionó al Código Fiscal, a partir de la fecha citada fue lo siguiente: 

“Las personas que de acuerdo con las disposiciones fiscales estén obligadas a llevar contabilidad, deberán observar las siguientes reglas:

(...)

IV. Llevarán un control de sus inventarios de mercancías, materias primas, productos en proceso y productos terminados, según se trate, el cual consistirá en un registro que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, de tales inventarios. Dentro del concepto se deberá indicar si se trata de devoluciones, enajenaciones, donaciones, destrucciones, entre otros.

V. Tratándose de personas que enajenen gasolina, diesel, gas natural para combustión automotriz o gas licuado de petróleo para combustión automotriz, en establecimientos abiertos al público en general, deberán contar con controles volumétricos y mantenerlos en todo momento en operación. Dichos controles formarán parte de la contabilidad del contribuyente. Para tales efectos, el control volumétrico deberá llevarse con los equipos que al efecto autorice el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general.

En los casos en los que las demás disposiciones de este Código hagan referencia a la contabilidad, se entenderá que la misma se integra por los sistemas y registros contables a que se refiere la fracción I de este artículo, por los papeles de trabajo, registros, cuentas especiales, libros y registros sociales señalados en el párrafo precedente, por los equipos y sistemas electrónicos de registro fiscal y sus registros, por las máquinas registradoras de comprobación fiscal y sus registros, cuando se esté obligado a llevar dichas máquinas, así como por la documentación comprobatoria de los asientos respectivos y los comprobantes de haber cumplido con las disposiciones fiscales.”

 Dejando de lado la adición de la fracción V, que no resulta de interés para el tema de este artículo, como se aprecia, la disposición tiene tres grandes elementos (por lo menos desde el punto de vista del tema que atañe a este trabajo): 

1. Por una parte, establece para las personas morales la obligación de llevar un “control de sus inventarios” de mercancías, materias primas, productos en proceso y productos terminados, según se trate. 

2. Por otra parte, define al “control de inventarios” como un registro; pero no cualquier registro, sino uno que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio de tales inventarios. 

3. Finalmente, define lo que debe integrar la contabilidad incluyendo cuatro partes integrantes: 

A) Los sistemas y registros contables a que se refiere la fracción I del propio artículo 28, que a su vez son los que señale el Reglamento del propio Código y reúnan los requisitos que establezca dicho Reglamento, que a su vez son los que se llevan a cabo por los contribuyentes mediante los instrumentos, recursos y sistemas de registro y procesamiento que mejor convenga a las características particulares de su actividad, pero en todo caso deberán satisfacer como mínimo los requisitos que permitan: 

a. Identificar cada operación, acto o actividad y sus características, relacionándolas con la documentación comprobatoria, de tal forma que aquéllos puedan identificarse con las distintas contribuciones y tasas, incluyendo las actividades liberadas de pago por la Ley. 

b. Identificar las inversiones realizadas relacionándolas con la documentación comprobatoria, de tal forma que pueda precisarse la fecha de adquisición del bien o de efectuada la inversión, su descripción, el monto original de la inversión y el importe de la deducción anual. 

c. Relacionar cada operación, acto o actividad con los saldos que den como resultado las cifras finales de las cuentas. 

d. Formular los estados de posición financiera 

e. Relacionar los estados de posición financiera con las cuentas de cada operación. 

f. Asegurar el registro total de operaciones, actos o actividades y garantizar que se asienten correctamente, mediante los sistemas de control y verificación internos necesarios. 

g. Identificar las contribuciones que se deben cancelar o devolver, en virtud de devoluciones que se reciban y descuentos o bonificaciones que se otorguen conforme a las disposiciones fiscales. 

h. Comprobar el cumplimiento de los requisitos relativos al otorgamiento de estímulos fiscales. 

B) Los papeles de trabajo, registros, cuentas especiales, libros y registros sociales señalados en el penúltimo párrafo artículo. 

C) Los equipos y sistemas electrónicos de registro fiscal y sus registros, por las máquinas registradoras de comprobación fiscal y sus registros, cuando se esté obligado a llevar dichas máquinas. 

D) La documentación comprobatoria de los asientos respectivos y los comprobantes de haber cumplido con las disposiciones fiscales. 

En resumen, la reforma de 2004 al Código Fiscal de la Federación, obliga a los contribuyentes a llevar un registro que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio de tales inventarios. Pero ¿qué es un registro? ¿Es acaso ese registro al que se refiere el texto del Código Fiscal de la Federación un registro contable? 

Lamentablemente, para quienes gustan de las definiciones fiscales, ninguna disposición de Leyes Fiscales Especiales, ni del Código Fiscal de la Federación define lo que es un registro o un registro contable. El Código Civil del Distrito Federal tampoco regula esta situación; así como tampoco lo hacen las Leyes Federales. 

En vista de que algunas autoridades jurisdiccionales han justificado en ciertos casos el uso de diccionarios como elementos auxiliares para determinar el sentido que el legislador quiso dar a determinada palabra en el tiempo y lugar en que se creó la Ley, procede hacer referencia al diccionario de la Real Academia Española para tratar de comprender el significado de la palabra registro.

 De acuerdo con este instrumento, la palabra registro deriva del latín regestum y puede tener diferentes significados. De ellos destacan los siguientes: 

1. m. Acción y efecto de registrar. 2. m. Lugar desde donde se puede registrar o ver algo. 3. m. En el reloj u otra máquina, pieza que sirve para disponer o modificar su movimiento. 4. m. Abertura con su tapa o cubierta, para examinar, conservar o reparar lo que está subterráneo o empotrado en un muro, pavimento, etc. 5. m. Padrón y matrícula. 6. m. Protocolo del notario o registrador. 7. m. Lugar y oficina en donde se registra. 8. m. En las diversas dependencias de la Administración Pública, departamento especial donde se entrega, anota y registra la documentación referente a ellas. 9. m. Asiento que queda de lo que se registra. 10. m. Cédula o albalá en que consta haberse registrado algo. 11. m. Libro, a manera de índice, donde se apuntan noticias o datos. 12. m. Cordón, cinta u otra señal que se pone entre las hojas de los misales, breviarios y otros libros, para manejarlos mejor y consultarlos con facilidad en los lugares convenientes. 13. m. Trampilla con puerta para deshollinar la chimenea. 14. m. Pieza movible del órgano, próxima a los teclados, por medio de la cual se modifica el timbre o la intensidad de los sonidos. 15. m. Cada género de voces del órgano; p. ej., flautado mayor, menor, clarines, etc. 16. m. Cada una de las tres grandes partes en que puede dividirse la escala musical. La escala musical consta de tres registros: grave, medio y agudo. 17. m. Parte de la escala musical que se corresponde con la voz humana. 18. m. En el clave, piano, etc., mecanismo que sirve para esforzar o apagar los sonidos. 19. m. En el comercio de Indias, buque suelto que llevaba mercaderías registradas en el puerto de donde salía, para el adeudo de sus derechos. 20. m. Impr. Correspondencia igual de las planas de un pliego impreso con las del dorso. 21. m. Inform. Conjunto de datos relacionados entre sí, que constituyen una unidad de información en una base de datos. 

Como se aprecia, en general un registro puede ser una acción, un objeto (libro, cédula o abala), un lugar (una oficina) o bien un asiento (una huella escrita de lo que se registró). 

Ahora bien, ¿cuál de estos significados puede tomarse para efectos del registro al que hace referencia la fracción IV del artículo 28 del Código Fiscal? 

Dado que dicho registro debe permitir la identificación por unidades, por productos, por concepto y por fecha así como los aumentos y disminuciones en los inventarios y las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, es claro que se esta haciendo referencia a un objeto que puede ser una cédula un libro o abala en la que conste haberse registrado ciertos datos a partir de los cuales puedan consultarse y corroborarse dichos datos. 

Ahora bien, habiendo definido razonablemente qué es un registro, vale replantear la segunda pregunta relativa a si el registro al que hace referencia la fracción IV del artículo 28 del Código Fiscal es un registro contable, en el sentido de definir primero ¿qué es un registro contable? Una vez contestado esto, se podrá saber si éste es equivalente al registro. 

Como la disciplina contable no se rige por Leyes sino por principios de aceptación general entre los practicantes y la doctrina, no existe ninguna Ley que defina que es un registro contable. Los principios de contabilidad generalmente aceptados emitidos por el Instituto Mexicano de Contadores Públicos tampoco definen qué es un registro contable. Por su parte, hasta donde cubrió la revisión bibliográfica que se realizó para la elaboración de este artículo, la doctrina contable tampoco aborda a profundidad el concepto de “registro contable”. 

Los autores que escriben sobre contabilidad como por ejemplo KIESO y WEYGANDT (1990) o GUAJARDO CANTU (2004), normalmente abordan el tema de registro cuando tratan el tema del ciclo contable y hablan sobre el registro de pólizas (KIESO y WEYGANDT 1990:119) o registro de las operaciones en el diario general (GUAJARDO CANTU 2004:83) como primer etapa de dicho ciclo. Ninguno de los autores se debaten en lo mas mínimo con relación al concepto de registro ya que es meridianamente sencillo comprender que el registro contable es la acción de señalar, transcribir o anotar en los libros contables los efectos económicos previamente cuantificados de una transacción llevada a cabo por la entidad. También el registro contable puede ser entendido como el “asiento de diario de contabilidad” el cual resultó de la acción y efecto de registrar. Consecuentemente los registros contables serían el conjunto de estos asientos y/o sus resúmenes que son los registros de mayor o cualquier derivado de esta base de datos (reportes auxiliares o históricos por ejemplo). 

Así, el registro contable debe ser entendido ya sea como una acción o como un objeto, pero relativo siempre a la representación cuantitativa de las operaciones y transacciones de una entidad u otros eventos económicos o transformaciones internas que la afectan. Consecuentemente, este registro no es equivalente ni debe ser confundido con ningún otro a que hagan referencia las disposiciones fiscales. 

Cuando el artículo 28 fracción IV del Código Fiscal obliga a llevar un control de inventarios y el propio artículo define a este como un registro, no debe entenderse esto como un registro contable. Esto es así, ya que el propio último párrafo del citado artículo define qué integra la contabilidad y deja claro que una cosa son los libros contables, otra cosa son los registros contables, otra cosa son los papeles de trabajo y otra cosa son los registros y cuentas fiscales especiales. 

Por lo anterior, el control de inventarios a que hace referencia la fracción IV del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación, es un registro fiscal especial que debe permitir identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en los inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, indicando si se trata de devoluciones, enajenaciones, donaciones, destrucciones u otros conceptos aplicables. 

No debe confundirse este registro con la acción de incorporar a los libros (o sistemas) contables las operaciones y transacciones del contribuyente a la cual normalmente se le denomina como “registro contable” ni con la representación material e histórica de esta acción que son los libros o reportes a los que se les llama libros contables (que en la práctica pueden no necesariamente ser libros propiamente dicho). 

En otras palabras, una figura jurídica es el control de inventarios (registro fiscal especial) y otra figura jurídica es el registro contable de los inventarios. 

Los Magistrados del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa (TFJFA) así lo han entendido ya que en diversas tesis han por una parte conceptualizado la diferencia citada anteriormente entre los libros contables, los registros contables y los registros y cuentas fiscales especiales y por otra parte han dejado entrever que tienen un concepto muy claro de los que es “un registro contable” y sus efectos fiscales en diferentes escenarios, por lo que resulta bizantino disertar sobre su significado. 

En el anexo 1 al presente artículo, se presentan para su consulta el conjunto de tesis a que se ha hecho referencia anteriormente. 

Similar situación acontece en los tribunales colegiados de circuito del poder judicial de la Federación en donde el concepto de registro contable ha sido tomado claramente entendido y utilizado en consecuencia en diferentes circunstancias. En el anexo 2 al presente artículo, se presentan para su consulta el conjunto de tesis que sustentan lo dicho. 

Pasando al punto que principalmente motiva este artículo, como ya se mencionó, a partir del 1 de enero de 2005 se incorpora una nueva fracción XVIII al artículo 86 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Dicha fracción establece lo siguiente: 

“Los contribuyentes que obtengan ingresos de los señalados en este título, además de las obligaciones establecidas en otros artículos de esta Ley, tendrán las siguientes: 

(...)

XVIII. Llevar un control de inventarios de mercancías, materias primas, productos en proceso y productos terminados, según se trate, conforme al sistema de inventarios perpetuos. Los contribuyentes podrán incorporar variaciones al sistema señalado en esta fracción, siempre que cumplan con los requisitos que se establezcan mediante reglas de carácter general”.

Los contribuyentes que opten por valuar sus inventarios de conformidad con el cuarto párrafo del artículo 45-G de esta Ley, deberán llevar un registro de los factores utilizados para fijar los márgenes de utilidad bruta aplicados para determinar el costo de lo vendido durante el ejercicio, identificando los artículos homogéneos por grupos o departamentos con los márgenes de utilidad aplicados a cada uno de ellos. 

El registro a que se refiere el anterior párrafo se deberá tener a disposición de las autoridades fiscales durante el plazo establecido en el artículo 30 del Código Fiscal de la Federación.

Como se aprecia, esta disposición es prácticamente equivalente (no exactamente igual) a la ya analizada del Código Fiscal de la Federación. La siguiente tabla compara los textos de los artículos para efectos ilustrativos. 

Llevar un control de inventarios de mercancías, materias primas, productos en proceso y productos terminados, según se trate, conforme al sistema de inventarios perpetuos. Los contribuyentes podrán incorporar variaciones al sistema señalado en esta fracción, siempre que cumplan con los requisitos que se establezcan mediante reglas de carácter general 
Llevarán un control de sus inventarios de mercancías, materias primas, productos en proceso y productos terminados, según se trate, el cual consistirá en un registro que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, de tales inventarios. 

Dentro del concepto se deberá indicar si se trata de devoluciones, enajenaciones, donaciones, destrucciones, entre otros.

 A partir de la revisión de esta tabla es factible visualizar que ambas disposiciones hacen obligatorio un control de inventarios, sin embargo, solo una lo define (la del CFF) mientras que la otra (la de Ley de ISR) lo etiqueta como un tipo de sistema al que considera preexistente dando un uso con un dejo de obviedad a las palabras “sistema de inventarios perpetuos”. 

También la Ley de ISR, a diferencia del Código Fiscal de la Federación, establece la posibilidad de establecer variaciones al sistema de control de inventarios, siempre que se cumplan requisitos al sistema preexistente que hoy en día no están especificados por la autoridad. 

Comparativamente hablando, la redacción de la disposición del Código Fiscal de la Federación es mas clara que la de la Ley del ISR, cuyo redactor (el legislador) en ánimo aparente de “apretar” la obligación a tener la información disponible en cualquier momento (a perpetuidad), confunde lo que es un control diario de inventarios con el sistema de registro contable de inventarios perpetuos. 

Desafortunadamente, dado que el Código Fiscal de la Federación es un ordenamiento aplicable de manera supletoria a las Leyes Fiscales especiales y dado que la Ley de Impuesto Sobre la Renta es una Ley fiscal especial, aun y cuando las disposiciones se refieren a lo mismo, el contenido de la de la Ley de ISR prevalece jurídicamente en lo relativo a este impuesto por ser más específica. Por lo tanto, independientemente de lo ya analizado con anterioridad, la disposición que hoy en día rige los controles de inventarios para efectos de ISR es el artículo 86 fracción XVIII, y es la que en realidad debe ser analizada a profundidad. 

Las preguntas a resolver en este contexto serían: ¿El artículo 86 en su fracción XVIII obliga a los contribuyentes a llevar un sistema contable de registro de inventarios perpetuos? ¿Ceteris paribus, debe un dictaminador hacer algún tipo de observación si algún cliente utiliza en su contabilidad un sistema de registro de inventarios periódicos y utiliza el costo de ventas determinado como deducción fiscal? 

Para resolver estas preguntas, lo primero que se debe hacer es preguntarse ¿qué es un control de inventarios?, Afortunadamente, el artículo 28 fracción IV del Código Fiscal de la Federación es aplicable en defecto de la Ley de ISR, por ende la definición de “control de inventarios” que el mismo contiene sería aplicable en este contexto. Así, jurídicamente para efectos fiscales, un control de inventarios, es un registro que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, de tales inventarios. 

Nótese que la disposición no hace referencia a valores monetarios, sino a unidades, productos, conceptos (o sea que tipo de mercancías) y fechas de entrada y salida. Esto es importante porque habiendo quedado ya claro que éste registro es diverso del registro contable, tiene sentido que no se haga referencia a unidades de moneda pues de esto se ocupa el registro contable precisamente. 

Resuelto esto y consecuentemente entendiendo lo que es un control de inventarios, procede preguntar: ¿qué es un sistema de control de inventarios “perpetuos”? Vale destacar que la Ley textualmente hace referencia a que se lleve el “sistema de inventarios perpetuos” para controlar los inventarios. Por esto, se considera que no puede entenderse el llamado “sistema de inventarios perpetuos” más que como un sistema de control de inventarios. Por consecuencia, “de entrada”, se puede establecer que el “sistema de inventarios perpetuos” a que hace referencia la Ley del ISR en su artículo 86 fracción XVIII no es un sistema de registro contable, sino un sistema de control. 
Por simple lógica, entonces, la disposición no obliga a llevar un sistema contable de registro de inventarios perpetuos. No obstante, trátese de realizar una interpretación sistemática adicional de este concepto. 

Ninguna disposición Legal Fiscal o del Derecho Común define qué es un sistema de control de inventarios “perpetuos”. Tampoco los principios de contabilidad o la doctrina contable se ocupan del tema, pues estos atienden a los aspectos de registro contable que ha quedado claro son diversos de los registros especiales a que hacen referencia las Leyes fiscales. 
Las normas y procedimientos de auditoria del Instituto Mexicano de Contadores Públicos que pudieren ser un referente profesional ontológicamente válido por la importancia que el control tiene en las empresas desde el punto de vista de auditoria tampoco definen que es un control de inventarios perpetuos. La doctrina consultada en materia de administración (que es la materia que se ocupa de estudiar el control administrativo) consultada también desconoce el concepto de control de inventarios perpetuos. 

Por lo anterior, ante la ausencia de posibilidad de hacer una interpretación del significado del concepto con base en algún ordenamiento jurídico o doctrinal, en principio no queda mas que entender que significa al vocablo “perpetuo” para aclarar si este es compatible con el concepto jurídico fiscal ya establecido de control de inventarios de tal suerte que se pueda llevar a un concepto integral. 

La real academia española establece a través de su diccionario que el vocablo perpetuo, es un adjetivo que proviene del latín perpetuus y que significa “Que dura y permanece para siempre”. 

Por lo anterior, para estos efectos, desde el punto de vista semántico, combinado con un concepto jurídico, un sistema de control de inventarios perpetuos es simplemente, un registro que permita identificar por unidades, por productos, por concepto y por fecha, los aumentos y disminuciones en dichos inventarios, así como las existencias al inicio y al final de cada ejercicio, de tales inventarios en forma duradera y permanente. 

Desde un punto de vista teleológico, en la exposición de motivos de la reforma fiscal en comento, por lo que se refiere al artículo 86, el titular del poder Ejecutivo en el texto que dirige al Congreso omite hacer alguna mención específica relativa a los fines de la fracción XVIII al artículo 86 de la Ley del ISR.
Por su parte, el dictamen legislativo de la Cámara de Senadores hace mención solamente, del segundo párrafo de la fracción en comento que versa sobre una obligación para quienes opten por valuar sus inventarios con el método detallista, pero no sobre la obligación del control de inventarios. 

Ahora bien, si se considera que la adición de la fracción XVIII al artículo 86 se encuentra vinculada al tema del costo de lo vendido, resulta interesante para el propósito de entender la finalidad de la adición citada, revisar la exposición de motivos del poder ejecutivo para la reforma al título II concerniente al costo de lo vendido. 

La exposición de motivos señaló lo siguiente: 

“Hoy día, todas las sociedades mercantiles llevan un sistema de costeo para valuar sus inventarios para efectos contables, sin embargo, para efectos fiscales al deducirse la adquisición de compras provoca una complejidad administrativa a los contribuyentes. 

En ese sentido, con el objeto de simplificar la carga administrativa de los contribuyentes y de empatar para efectos fiscales, la deducción, con la obtención del ingreso, se propone retornar al esquema de deducción de costo de lo vendido. 

La deducción de compras, se estableció cuando la inflación llegó a 2 dígitos y fue una medida tendiente a que la misma falseara la utilidad de las empresas. Hoy día, con una inflación controlada, se puede regresar a costo de lo vendido. 

En ese sentido, se propone adicionar una nueva Sección III al Capítulo I del Título II de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la cual se reestablezcan las reglas generales operativas del costo de lo vendido, así como modificar la fracción II del artículo 29 de la Ley de la materia, a efecto de incorporar como concepto deducible el costo de lo vendido. 

Entre los principales aspectos que se incorporan en la citada Sección III, destacan los siguientes: 

Se dan las bases para determinar el costo de las mercancías o de los productos enajenados, siguiendo el sistema de valuación de costeo absorbente sobre la base de costos históricos o predeterminados, estableciéndose la posibilidad de deducir el costo en el ejercicio en el que se acumulen los ingresos que deriven de la enajenación de los bienes de que se trate. 

Se establece que los contribuyentes que realicen actividades comerciales que consistan en la adquisición y enajenación de mercancías, considerarán únicamente dentro del costo el importe de las adquisiciones de mercancías, disminuidas con el monto de las devoluciones, descuentos y bonificaciones, sobre las mismas, adicionando los gastos incurridos para adquirir y dejar las mercancías en condiciones de ser enajenadas. 

Igualmente, se propone que los contribuyentes que realicen actividades distintas de las señaladas en el artículo 45-B de la Ley, consideren dentro del costo las adquisiciones de materias primas, productos semiterminados o productos terminados, disminuidas con las devoluciones, descuentos y bonificaciones, sobre los mismos, efectuados en el ejercicio, las remuneraciones por la prestación de servicios personales subordinados, relacionados directamente con la producción, los gastos netos de descuentos, bonificaciones o devoluciones, directamente relacionados con la producción y las inversiones también directamente relacionadas con la producción. 

Tratándose de establecimientos permanentes ubicados en México de contribuyentes residentes en el extranjero, se establece que el costo de mercancías se determinará, conforme a lo establecido en la Ley, excepto en lo relativo al costo de las que reciban de la oficina central o de otro establecimiento del contribuyente ubicado en el extranjero. En este caso, se tomará como base para determinar el costo, el que se declare con motivo de la importación de las mercancías. 

Por otra parte, se plantea la posibilidad de que los contribuyentes puedan valuar sus inventarios utilizando cualquiera de los siguientes métodos: primeras entradas primeras salidas (PEPS); últimas entradas primeras salidas (UEPS), precisando que cuando se opte por estos métodos no se podrán llevar en forma monetaria; y costo promedio. Cuando vendan mercancías o productos que se puedan identificar por número de serie y su costo exceda de $50,000.00, sólo podrán utilizar el método de costo identificado, para esas mercancías. 

Asimismo, se contempla la posibilidad de establecer en el Reglamento de la Ley de la materia, facilidades para no identificar los porcentajes de deducción del costo respecto de las compras por cada tipo de mercancías y por cada movimiento de manera individual. También, se prevé que una vez elegido el método de valuación, se deberá utilizar el mismo durante un periodo mínimo de cinco ejercicios. 

Mediante disposición transitoria se propone a esa Soberanía establecer una opción para los contribuyentes que tengan inventarios al 31 diciembre de 2004 y los cuales al estar sujetos a un sistema de deducción de gastos fueron deducidos cuando se adquirieron las mercancías. 

La citada opción consistiría en que los contribuyentes que tengan inventarios al 31 de diciembre de 2004, acumulen el ingreso por la venta de las mercancías sin deducción del costo de los vendido, toda vez que al haberse efectuado la deducción como gasto, de no acumularse el ingreso cuando se vendan dichas mercancías, se estaría duplicando la deducción, o bien, la disposición permitiría al contribuyente que acumule los inventarios al 31 de diciembre de 2004, en forma proporcional a lo largo de cinco años, de acuerdo a su rotación de inventarios y, en consecuencia, permitirles la deducción del costo de lo vendido cuando se enajene la mercancía correspondiente a dichos inventarios. 

Adicionalmente, a la opción citada se propone permitir que antes de la acumulación de los inventarios, los contribuyentes puedan deducir los saldos pendientes por deducir de los inventarios que tuvieron hasta el año de 1986”.
 Como se aprecia, de la exposición de motivos no se desprende realmente nada con relación al establecimiento de un sistema de control de inventarios mediante un sistema perpetuo ni qué deba de entenderse por esto. No obstante, vale señalar que la intención del iniciador de la reforma fue la de empatar, para efectos fiscales, el momento de la deducción con el momento de la obtención ingreso y así simplificar la administración del tributo.
 Adicionalmente, si se analizan los nuevos artículos de la sección III del capítulo II del Título II de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, se podrá notar que los mismos regulan qué sistemas de costeo pueden utilizarse, qué bases de sistemas de costeo pueden utilizarse, qué métodos de valuación de inventarios pueden usarse, qué debe contener (qué integra) el costo de lo vendido, etc. 
Todas estas reglas, que han sido llamadas “las reglas operativas del costo de lo vendido”, se refieren a tópicos que tienen que ver con el registro contable del costo de lo vendido y los inventarios. Tanto el sistema de costeo (directo o absorbente), como su base (histórica o predeterminada), su composición y sus métodos de valuación (PEPS, UEPS, PROMEDIOS, COSTOS ESPECÍFICOS o DETALLISTAS), inciden en la forma en cómo se valúa y presenta el costo de lo vendido. 
Si el iniciador de la reforma o el legislador hubiesen considerado necesario reglamentar el cuándo contablemente se afecte la cuenta de mayor de inventario (sistema de registro contable), no se ve el motivo del porqué en la sección III del capítulo II del Título II de la Ley del Impuesto Sobre la Renta no se estableció (al igual que para todo lo demás) una regla relativa al sistema de registro contable de inventarios. Esto necesariamente lleva a pensar que no se pretendió reglamentar el sistema de registro contable de inventarios como si se pretendió reglamentar el sistema de costeo, su base, su composición y su valuación. 
Lógicamente, no queda más que pensar que la obligación establecida en la fracción XVIII del artículo 86 no regula el registro contable sino un registro especial de control, que es una especie diferente. 

Por lo anterior, se considera sensato interpretar que la fracción XVIII del artículo 86 no impone la obligación de llevar un registro contable de inventarios perpetuos, pues esto sería contrario a los fines de simplificación de la administración del Impuesto Sobre la Renta, que son expresamente señalados por la exposición de motivos.
 Consecuentemente, se piensa que lo que se pretende establecer realmente es la obligación de llevar un registro especial de entradas y salidas de mercancías, materias primas, productos en proceso y terminados que permanentemente se esta actualizando día a día de tal forma que pueda ser debidamente fiscalizado por la autoridad cuando le sea necesario ejercer sus facultades de comprobación y para que sea lógica, posible y exigible la prohibición de deducir el costo de la mercancía vendida en el año 2005 y que se encontraba en el inventario de existencias al 31 de Diciembre del año 2004.
 Si a la interpretación sistemática, semántica y teleológica llevada a cabo anteriormente, se añade el análisis de los precedentes citados en el análisis de la reforma del Código Fiscal del año 2004, se clarifica aun más que los registros contables y los registros especiales son jurídicamente diversos, que el concepto de registro contable no es un concepto que amerite mayor discusión y que el mismo está claro en los tribunales. Por ende, el sistema de registro contable de inventarios perpetuos no es un sistema de control de inventarios. 

En conclusión, la respuesta a la pregunta de que si el artículo 86 en su fracción XVIII, obliga a los contribuyentes a llevar un sistema contable de registro de inventarios perpetuos sería: no. 

Por lo que se refiere a la cuestión de si un dictaminador debe hacer algún tipo de observación si algún cliente utiliza en su contabilidad un sistema de registro de inventarios periódicos y utiliza el costo de ventas determinado como deducción fiscal, se considera que debe hacerse una aclaración antes de dar la respuesta. 

Dicha aclaración consiste en que no debe perderse de vista el hecho de que aun y cuando existe una evidente intención de la reforma en homologar el costo de ventas financiero con el costo de lo vendido fiscal, pueden darse discrepancias entre ambos, mismas que deberán conciliarse en todo caso. 
El tema que ocupa a este artículo atañe exclusivamente a las obligaciones fiscales que en todo caso son materia del Informe Sobre la situación Fiscal del Contribuyente a que hacen referencia los artículos 52 fracción III, del Código Fiscal de la Federación y 54 de su reglamento.
 Pasando a la respuesta, si anteriormente se había llegado a la conclusión de que el artículo 86, no obliga a contabilizar mediante el sistema de registro de inventarios perpetuos y el cliente lleva un registro mediante inventarios periódicos, no se está ante una violación a la Ley y por ende ninguna observación o nota debiera hacerse por este simple hecho. En todo caso, el auditor deberá cerciorarse conforme a las normas y procedimientos de auditoria,  de que el costo de lo vendido que se determina en la contabilidad es correcto y que el mismo se está apegando a las reglas establecidas en sección III, del capítulo II del Título II, de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en cuanto al sistema de costeo, su base, la valuación la composición y el llamado régimen de transición. 
El hecho de que todos los movimientos contables estén o no en la cuenta contable de inventario es irrelevante para efectos de la determinación del costo de lo vendido siempre que se pueda comprobar detenidamente cómo se integró y valuó.
 Por último, con relación a la postura que los auditores externos puedan tomar en relación de dudas con este tema. Con base en todo lo ya expuesto anteriormente parece sensato pensar que éstas pudieran ser las siguientes: 

1. Solicitar a un abogado independiente una carta de opinión en relación con la obligatoriedad o no del registro contable con base en inventario perpetuo. Con base en el resultado de esta carta de opinión, asentar o no una nota en el informe de la situación fiscal. 

2. Que el cliente en cuestión presente ante el Servicio de Administración tributaria una consulta al amparo del artículo 34 de Código Fiscal de la Federación en relación con la validez de su sistema de registro contable de inventarios. 

En el último de los casos, serán las instancias jurisdiccionales las encargadas de dirimir las controversias que sobre este particular se susciten en la práctica. Mientras tanto los contribuyentes y sus auditores deberán estudiar detenidamente su situación jurídica y que posición toman en relación con este asunto que se aprecia al paso del tiempo meridianamente claro. 

 En conclusión, se observo del análisis llevado a cabo, el efecto jurídico de dichas disposiciones y que estas, al obligar a los contribuyentes a llevar los registros contables, son confusas, difíciles y costosas de implementar; incluso, en algunos casos, son imposibles de llevar en contribuyentes medianos o pequeños. 

3.7.  Precios de transferencia. Redacción inapropiada.
Ahora se mostrara la inapropiada redacción de las disposiciones que tratan sobre los precios de transferencias en la LISR; Esto ocurre en la modificación de la fracción XV del Artículo 86 para indicar que los métodos para determinar los precios de transferencia establecidos en el Artículo 216 de la Ley del ISR se deberán aplicar en el orden en que aparecen en dicho artículo.

 Lo correspondiente se hace en el Artículo 216 de la citada ley, quedando obligados los contribuyentes a aplicar todos los métodos, debiendo aplicar en primer término el Método de Precio Comparable No Controlado (PCNC), y sólo podrán utilizar los demás métodos, cuando el PCNC no sea el apropiado para determinar que las operaciones realizadas se encuentran a precios de mercado de acuerdo con las Guías de Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales, y deberá demostrarse que el método utilizado es el más apropiado o el más confiable de acuerdo con la información disponible, debiendo darse preferencia a los métodos de Precio de Reventa y de Costo Adicionado. 

Derivado de la inapropiada redacción de estas disposiciones, se puede dar la idea de que se obliga al contribuyente a aplicar todos los métodos; sin embargo, la intención de la reforma no es otra que obligar a los contribuyentes a aplicar únicamente el método más apropiado según las guías referidas. 

Asimismo, se establece que para aplicar los métodos de Precio de Reventa, Costo Adicionado y de Márgenes Transaccionales de Utilidad de Operación, se considerará que se cumple la metodología, siempre que se demuestre que el costo y el precio de venta se encuentran a precios de mercado. 

Debido a que se incorpora a la legislación el concepto “precios de mercado”, se incluye una definición que indica que se entenderán como precios de mercado, los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables o cuando al contribuyente se le haya otorgado una resolución favorable en los términos del artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación (CFF).

En conclusión, de nueva cuenta las disposiciones en esta LISR, nos demuestran las deficiencias, los vacíos y la falta de rigor en este caso, en la elección del método que lleva a los contribuyentes a obtener apreciaciones defectuosas del valor del activo transferido.

3.8.  Precios de transferencia. Falta de adecuación de las normas a la realidad.

Sobre la misma temática de los precios de transferencia, se le suma ahora la falta de adecuación de sus disposiciones a la realidad social. Como es sabido, en el año de 1994, México fue admitido como miembro de la Organización Para La Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). A partir de esta fecha y como resultado de la declaración de aceptación de obligaciones que se firmó, dicho organismo ha realizado múltiples estudios en México y ha hecho recomendaciones y fijado lineamientos que han influido en el diseño y ejecución de la política económica del país. 

Sin duda alguna, uno de los compromisos resultantes de la adhesión de México en la OCDE que mas ha impactado en el área fiscal es la adopción de las disposiciones de precios de transferencia. 

Desde que dichas disposiciones de precios de transferencia en su versión moderna de aplicación en el contexto no maquilador fueron incorporadas a la Ley del Impuesto Sobre la Renta en 1997, diversos especialistas han mostrado su preocupación por la falta de adecuación de estas normas al contexto de la realidad de México y su consecuente efecto sobre la situación jurídica de los contribuyentes. No obstante, pocas o nulas adecuaciones de las disposiciones se han llevado a cabo entre los años 1997 y 2005 donde el estatismo de las disposiciones ha sido la condición reinante. 

El año 2006 es un año especial porque dentro de las pocas reformas a la Ley fiscal que el H. Congreso de la Unión ha publicado recientemente, se han reformado dos artículos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta relativos a las obligaciones de precios de transferencia. 
A simple vista, las normas buscan dar solución a una aparente problemática contemporánea en materia de selección de métodos para la determinación de precios de transferencia, adecuando al contexto Mexicano diversos sistemas reconocidos por la doctrina, la legislación internacional y los diferentes practicantes. 
No obstante, en realidad, la reforma es solo una respuesta inadecuada a una recomendación elaborada sobre una investigación hecha sobre una muestra no representativa, que además esta mal redactada y sus resultados por ende solo serán mayores trabas para cumplir con las obligaciones, mayor complicación y costo para cumplirlas y mayor inseguridad para los contribuyentes y sus asesores. 

En el presente artículo, no se pretende resolver la problemática de los criterios de selección de métodos de determinación de precios de transferencia, sino simplemente demostrar la inadecuada técnica legislativa que predomina en las normas que regulan los precios de transferencia, y poner a discusión el borrador de la hipótesis de que en aras de alinear rápidamente las prácticas y la legislación Mexicana a las recomendaciones hechas por la OCDE en materia de selección de Métodos de determinación de precios de transferencia, la autoridad fiscal Mexicana con el consentimiento inconsciente del Congreso de la Unión, sólo ha logrado aumentar el umbral de inseguridad jurídica y el número de situaciones problemáticas existentes alrededor de la práctica de precios de transferencia.
 Como punto de partida, es necesario comenzar por comentar que de acuerdo con un anexo de las Guías de Precios de Transferencia Para Empresas Multinacionales y Administraciones Fiscales de la OCDE (Guías OCDE) existen diversos procesos de monitoreo de la Organización sobre las practicas de los países miembros en cuanto a la implementación de las Guías como parte del proceso de mejora continua de las mismas. 
Uno de estos procesos es lo que se conoce como “peer review” que en castellano mas o menos quiere decir examen de observación prolongada. Estos exámenes se llevan a cabo a petición de parte a tres niveles diferentes: revisión de asuntos, examen limitado y examen completo. 

México se ofreció voluntariamente a ser sujeto a un examen completo que practicaron representantes de Alemania y Canadá durante Marzo del 2003 en la Ciudad de México y Ciudad Juárez enfocándose en la Industria Maquiladora. 

A principios de 2005, la OCDE dio a conocer los resultados del trabajo realizado en México. En resumen, en este reporte los representantes de la OCDE encontraron cinco grandes conclusiones de su examen completo. 
Primero, que México es el país líder a América Latina en la materia y que en general sigue las practicas OCDE relativas al paradigma de precio entre partes independientes (arm’s length principle). 
Segundo, que existen dos grandes retos para México en la práctica de precios de transferencia: el uso indiscriminado por parte de los contribuyentes de métodos basados en utilidad en vez de los métodos transaccionales (porque la Ley así lo permite) y las serias dificultades existentes para llevar a cabo el análisis de comparabilidad debido a una serie de factores que el reporte menciona. 
Tercero, que los contribuyentes en México han experimentado dificultades en cumplir los requerimientos de documentación en la práctica, no obstante que las Guías OCDE son una herramienta valiosa para ello. 
Cuarto, que la experiencia en materia de auditorias en materia de precios de transferencia es limitada por la prioridad que se ha dado a programa de Acuerdos Anticipados de Precios de Transferencia para Maquiladoras (APAS), pero que en un futuro comenzará a haber más. 
Quinto, que es impresionante el programa de maquiladoras Mexicano y el exitoso resultado que ha tenido la aplicación de reglas de safe harbour que incluso “pone a pensar” sobre la reapertura de la discusión sobre su aceptación a nivel de Guías OCDE. 

Algunos meses después de que el resultado del peer review se diera a conocer, en los términos constitucionales, el presidente de la republica presentó su proyecto de Ley de Ingresos y presupuesto de Egresos al Congreso de la Unión en septiembre de 2005 y sus correlativas iniciativas de reformas las diversas Leyes Fiscales. Como parte de este llamado “paquete económico”, el ejecutivo Federal presentó un proyecto para reformar la Ley del Impuesto Sobre la Renta, dentro del cual se proponía hacer cambios a los artículos 86 y 216 de dicha Ley. 

Dentro de la exposición de motivos, el Ejecutivo Federal se dirigió al Congreso, por lo que respecta a la iniciativa señalada, con el siguiente texto: 

“Se reforma el artículo 216 de la Ley del Impuesto sobre la Renta para establecer que los contribuyentes que tengan que aplicar los métodos previstos en dicho artículo, deberán considerar en primer término el método de precio comparable no controlado, antes de cualquier otro método, en virtud de que es el medio más directo para precisar si las condiciones de las relaciones comerciales y financieras entre partes relacionadas cumplen con la característica de estar a precios de mercado. Este método no será aplicable cuando el contribuyente demuestre que el mismo no es el apropiado para determinar que las operaciones realizadas se encuentran a precios de mercado, de acuerdo con las Guías de Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales, emitidas por la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico. 

Que los contribuyentes (sic) que apliquen los métodos de precios de transferencia de reventa, de costo adicionado y de márgenes transaccionales de utilidad de operación, que utilizan primordialmente como elementos comparables costos y precios, deberán demostrar que los mismos se encuentran a precios de mercado, con el objetivo de que acrediten que se cumple con la metodología correspondiente, además de que los contribuyentes utilicen los elementos idóneos que permitan establecer que sus operaciones con partes relacionadas se realizan a precios que utilizarían partes independientes en operaciones comparables”.

Como se aprecia, el ejecutivo Federal en ningún punto de su iniciativa hace referencia oficialmente a que el cambio se proponga por una recomendación de la OCDE o que se proponga porque se detectaron problemas de aplicación de las normas, etc. Simplemente se explica lo que pretende hacer la reforma al artículo. No obstante, es más que obvio que la reforma obedece a la recomendación más simple derivada del peer review de la OCDE. 

El 23 de diciembre de 2005, se publica en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones fiscales. Dicho decreto, contiene la reforma citada al artículo 216 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta y otra correlativa a la fracción XV del artículo 86 de la misma Ley en los mismos términos literales en que fue propuesta por el ejecutivo al Congreso. 

En la siguiente tabla, se presenta un comparativo entre el texto vigente a partir del 1 de enero del año 2006 y el texto que estuvo vigente desde el 1 de enero de 2002 y hasta el 31 de diciembre de 2005.

	Texto 2006
	Texto 2002-2005 

	Artículo 86: 
......................................................................... 

XV. Tratándose de personas morales que celebren operaciones con partes relacionadas, éstas deberán determinar sus ingresos acumulables y sus deducciones autorizadas, considerando para esas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables. Para estos efectos, aplicarán los métodos establecidos en el artículo 216 de esta Ley, en el orden establecido en el citado artículo. 
	Artículo 86: 
......................................................................... 

XV. Tratándose de personas morales que celebren operaciones con partes relacionadas, éstas deberán determinar sus ingresos acumulables y sus deducciones autorizadas, considerando para esas operaciones los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables. Para estos efectos, aplicarán cualquiera de los métodos establecidos en el artículo 216 de esta Ley. 

	Artículo 216: 
Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 215 de esta Ley, los contribuyentes deberán aplicar los siguientes métodos: 

......................................................................... 

Los contribuyentes deberán aplicar en primer término el método previsto por la fracción I de este artículo, y sólo podrán utilizar los métodos señalados en las fracciones II, III, IV, V y VI del mismo, cuando el método previsto en la fracción I citada no sea el apropiado para determinar que las operaciones realizadas se encuentran a precios de mercado de acuerdo con las Guías de Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales a que se refiere el último párrafo del artículo 215 de esta Ley. 
Para los efectos de la aplicación de los métodos previstos por las fracciones II, III y VI de este artículo, se considerará que se cumple la metodología, siempre que se demuestre que el costo y el precio de venta se encuentran a precios de mercado. Para estos efectos se entenderán como precios de mercado, los precios y montos de contraprestaciones que hubieran utilizado con o entre partes independientes en operaciones comparables o cuando al contribuyente se le haya otorgado una resolución favorable en los términos del artículo 34-A del Código Fiscal de la Federación. Asimismo, deberá demostrarse que el método utilizado es el más apropiado o el más confiable de acuerdo con la información disponible, debiendo darse preferencia a los métodos previstos en las fracciones II y III de este artículo. 
........................................................................... 
	Artículo 216: 
Para los efectos de lo dispuesto por el artículo 215 de esta Ley, se podrán aplicar cualquiera de los siguientes métodos: 

......................................................................... 


Como se aprecia, la reforma consistió básicamente en eliminar tanto del artículo 86 como del artículo 216 la palabra “cualquiera”, sustituirla en el 216 por la palabra “deberán” y añadir al artículo 216 un segundo y tercer párrafos que pretenden acotar la libertada hasta el 31 de diciembre de 2005 existente para elegir el método de determinación de precios de transferencia para cumplir con lo preceptuado por la fracción XV del artículo 86 de la ley del Impuesto sobre la Renta. 

Como ya se ha señalado, se considera que esta reforma tiene su motivación principal en la necesidad política de atender cuando menos una de las recomendaciones que la OCDE hace en su peer review (las más “simple” de ellas), en vista de que las demás son por ahora inalcanzables para el país. Sin embargo, en aras de dar el mensaje de alineación y disciplina a las practicas OCDE (práctica que de por si por si sola resulta cuestionable), es claro que el contribuyente Mexicano encontrará aun más trabas a las ya existentes para cumplir con las disposiciones de precios de transferencia. 

Por una parte, existen problemas de aplicación derivados a su vez de problemas de carácter interpretativo del texto con el que se escogió escribir la reforma. Por otra parte existe, eso sí, un intento por adecuar al contexto Mexicano, los diferentes sistemas de selección de Métodos existentes en la legislación internacional, pero que está muy mal logrado porque “mezcla” irracionalmente ingredientes de los 3 sistemas mas comúnmente conocidos, obteniendo un producto inadecuado; situación que da a pensar lo típico en estos casos: “para hacer esto, mejor no hubieran hecho nada”. 
En otras palabras, los especialistas claman por adecuación de la norma al contexto Mexicano, pero una adecuación racional que emane de investigación científica seria, que en consecuencia produzca efectos benéficos para los dos participantes de la relación jurídico tributaria y no sólo para el fisco. 

En primer lugar resulta interesante comentar algunos problemas en materia de aplicación de las disposiciones que a su vez devienen de problemas de interpretación del texto. En concreto, se piensa que existen seis potenciales partes del texto que pudieren causar confusiones en el intérprete y por ende llevar a un problema de aplicación de la norma. En los siguientes apartados se abordarán por separado. 

La primera “confusión potencial” que pudiese derivarse del texto es la aparente obligatoriedad del uso de todos los métodos en todos los casos. Por supuesto que suena descabellado, pero una interpretación literalista o letrista del texto, pudiere llevar a esta conclusión. Esta idea deriva del hecho de que como desaparece la palabra “cualquiera” tanto del texto del artículo 86 XV como del texto del 216 primer párrafo, sustituyéndose en este último incluso por la palabra “deberán”, la redacción en el artículo 216 quedó como sigue: “los contribuyentes deberán aplicar los siguientes métodos...” y en el artículo 86 fracción XV como sigue: “... Para estos efectos, aplicarán los métodos establecidos en el artículo 216 de esta Ley, en el orden establecido en el citado artículo”. 

Por supuesto, que posteriormente el segundo párrafo del artículo 216 aparentemente contradice lo anterior al señalar que “Los contribuyentes deberán aplicar en primer término el método previsto por la fracción I de este artículo, y sólo podrán utilizar los métodos señalados en las fracciones II, III, IV, V y VI del mismo, cuando el método previsto en la fracción I citada no sea el apropiado...”; lo que significa que aunque se supone que todos los métodos deben aplicarse, los siguientes cinco sólo lo serán si el primero es inapropiado. Pero, si el primero es apropiado, entonces todos serían obligatorios de aplicar porque eso dice la Ley. 

Si bien bajo cierto punto de vista lo anterior pudiere desprenderse del texto, la iniciativa presidencial y el contexto del peer review en que se da la reforma deja claro que la intención de la disposición no es tomar el extremo de que se apliquen todos, sino solamente de que no se aplique cualquiera sin una justificación. En otras palabras, al texto de la Ley, tanto en el artículo 86 como en el 216 primer párrafo, le faltó incluir las palabras “en lo conducente” para que no quedara lugar a dudas. No obstante, se considera que existen suficientes razones para interpretarlo, sin que esto tenga que estar redactado.
 La segunda potencial confusión derivada del texto, es en sí el qué camino o ruta crítica debe seguirse en la selección de Método de determinación de precios de transferencia para cumplir con la Ley. 

Como se comentará en el siguiente apartado, el artículo 216 vigente a partir de 2006, mezcla diferentes sistemas de selección de método y precisamente es por esto que es confuso cómo debe interpretarse el texto de Ley que de por si no esta del todo bien redactado.
El artículo comienza por establecer el Método de Precio Comparable No Controlado (CUP) como “jerarca” de los Métodos. Por ende siempre deberá agotarse la posibilidad de aplicarse este método a menos de que se demuestre que este no es “apropiado” de acuerdo a la Norma OCDE. Si se aplica el CUP, hasta ahí llega el trabajo y no hay mayor duda en cómo se seleccionó el Método. 

Si se llegase a decidir que el CUP no es el método “apropiado”, de acuerdo a la norma OCDE, entonces vienen en segundo lugar de la jerarquía el Método de Costo Adicionado (MCA) y el Método de Precio de Reventa (MPR) junto (podría decirse) con el Método de Márgenes Transaccionales de Utilidad de Operación (MTUO). No obstante, antes de poder aplicarse estos deben demostrarse que el “costo y precio de venta” están a “precios de Mercado”; entendiéndose que los precios de mercado son los precios o montos de contraprestaciones que hubieren sido utilizados pro partes no relacionadas en operaciones comparables o cuando exista una resolución anticipada de precios de transferencia. 

Si lo anterior se demuestra, entonces los tres métodos pudieran ser aplicables dependiendo cuál resulte más apropiado o más confiable de acuerdo con la información disponible, debiendo darse preferencia en todo caso al MPR y MCA. 

Si la demostración de precios y costos de mercado no fuese posible, entonces resultarían aplicables el Método de Partición de Utilidades o el Método Residual de Partición de Utilidades. Aparentemente la aplicación de estos indistinta. No obstante, se considera que el pronunciamiento que el artículo hace sobre la demostración obligatoria de que el método utilizado es el más apropiado o el más confiable de acuerdo a la información disponible es también aplicable a estos dos métodos. 

El usuario de la Ley puede preguntarse cosas cómo ¿Porqué este requisito? ¿Cuál costo? ¿Cuál precio de venta? Desafortunadamente, se requiere de ciertos conocimientos en el área de precios de transferencia para poder intentar entender la razón de ser de este requisito y a qué costo y precio de venta se refiere (lo cual es cuestionable porque significa que la norma no esta claramente redactada). Sin pretender profundizar, se puede establecer la seudo hipótesis de que este requisito es una manera de reiterar lo que de alguna forma está implícito en el artículo 215 de la Ley de que para poder aplicar MPR, MCA o el MTUO se debe tener un comparable adecuado y limpio. Esto es, que el precio de reventa que se use en el MPR o el costo que se use en MCA (que indirectamente se usan en el MTUO) no sean entre partes relacionadas o no sean de operaciones no comparables. Consecuentemente, los costos y precios de venta a que se refiere, son los de los comparables. 

Adicionalmente a lo anterior, resulta interesante que el texto del artículo realmente no establezca que deba demostrarse que el “costo y precio de venta” están a “precios de Mercado” para poder aplicar el MPR, MCA o el MTUO como se ha venido manejando en este artículo, sino que en realidad lo que hace es establecer que solo se considerará que se cumple con la “metodología” si se hace esta demostración. 
Para efectos prácticos es lo mismo, lo interesante es preguntar ¿Cuál metodología si la ley en ningún otro texto establece que existe una metodología de algo? 

La respuesta es que quien redactó la Ley confundió los conceptos de Método de Selección de Métodos de Determinación de Precios de Transferencia con “Metodología” lo cuál es común en aquellos que no acostumbran manejar conceptos que son diferentes en el campo de la lógica. 

ANDER-EGG (1986:66) define el concepto de método como el camino a seguir mediante una serie de operaciones, reglas y procedimientos fijados de antemano de manera voluntaria y reflexiva, para alcanzar un determinado fin que puede ser material o conceptual. 

Por su parte MILLER (1988:99) establece que la metodología es un cuerpo de conocimientos que describe y analiza los métodos, indicando sus limitaciones y recursos, clarificando sus supuestos y consecuencias y considerando sus potenciales para los avances en la investigación. 

En pocas palabras, el método es el camino que se establece para llegar a un determinado fin y la metodología es la ciencia que estudia y perfecciona el método. 

Consecuentemente, al margen de la redacción inapropiada de la Ley, debe entenderse que para efectos legales, para que se pueda considerar que se cumplió con el Método de selección de Método de Determinación de Precios de Transferencia, debe hacerse la demostración de precios y costos a valores de Mercado. 

Otro problema de interpretación potencial surge de la desconcertante confusión que aparentemente tiene quien redactó el texto del artículo entre los conceptos de valor/precio de mercado y el llamado arm´s length o bien el manejo ligero que se dio “a no querer extender demasiado una oración ya de por si confusa”. 

Sin pretender profundizar en el debate, quien maneja el tema de precios de transferencia debe saber que los valores de arm´s length son aquellos valores que se han pactado con o entre partes independientes en operaciones comparables. Toda la doctrina y la legislación internacional hacen siempre referencia a este llamado en ocasiones “principio” o en ocasiones “estándar”, pero no hacen referencia a valores de mercado. Incluso, en la Ley del Impuesto sobre la Renta Mexicana se había cuidado de no manejar el concepto de valor de mercado (salvo en su artículo de determinación presuntiva) hasta este momento, lo cual es desconcertante. Esto obedece a que el valor de mercado no es necesariamente un valor arm´s length por distintas razones. La mas simple de entender para no entrar en detalles es que tiene que emanar de una operación independiente o no controlada. 

Concediendo el beneficio de la duda a quien redactó el artículo, no queda mas que pensar que le pareció que agregar en el texto toda la frase característica del arm´s length haría mas larga y confusa la oración por lo que decidió poner las palabras “precios de mercado” para después incluir una definición de lo que se consideran precios de mercado que es precisamente el valor del arm´s length. 
Consecuentemente, al margen de la redacción inapropiada de la Ley, debe entenderse que para efectos legales, para que se pueda considerar que se cumplió con el Método de selección de Método de Determinación de Precios de Transferencia, debe hacerse la demostración de precios y costos a valores de Mercado a valores arm's length, es decir a los precios y condiciones que hubiesen sido pactados en operaciones efectuadas por partes no relacionadas en operaciones comparables.

Otro punto del artículo que se presta para problemas de interpretación y aplicación es la equiparación que inadecuadamente se hace entre lo apropiado y lo confiable de acuerdo con la información disponible. Como se explicará en el siguiente apartado, el artículo 216 de la Ley mezcla el Método de Selección de Método de la OCDE con el de los Estados Unidos. La utilización del adjetivo de “apropiado” deviene de la OCDE y la utilización de la condición de “confiable de acuerdo con la información disponible”, deviene de las regulaciones a la Ley de los Estados Unidos de América. Técnica y doctrinalmente no son los mismo ya que puede haber un método que sea apropiado cuyo resultado no sea confiable o bien un método de resultado confiable pero teóricamente inadecuado. 

Mayor confusión provoca la dicotomía entre cuál de ambas condiciones debe tener mayor peso al momento de elegir entre dos métodos: Lo adecuado o lo confiable de acuerdo con la información disponible. En otras palabras, si después de demostrar que el CUP no es apropiado y que los precios y costos de los comparables están a valores Arm´s length se está ante dos métodos que son aplicables y que uno es apropiado de acuerdo a la norma OCDE, pero sus resultados no son confiables y otros que no es adecuado, pero sus resultados son confiables, ¿qué procede hacer? 

Quien maneje el tema, seguramente concluirá que “depende de los hechos y circunstancias” el determinar cuál de los métodos sería el seleccionado o si acaso deben aplicase los dos y ver al final de cuentas en qué sentido se obtienen los resultados. Normalmente, la información disponible juega el papel decisivo en la elección. No obstante, existiría en todo caso de todas formas cierta inseguridad de que la autoridad no comparta el punto de vista del contribuyente con relación a dichos “hechos y circunstancias” y en relación con la información disponible. 

Precisamente, “la información disponible” es el último punto que se toma como un potencial problema de interpretación pues aunque no existe demasiado problema en encontrar el significado de las palabras “información” y “disponible”, el problema es el ¿dónde?, el ¿cuándo?, el ¿para quién? y ¿a qué costo?
 Siendo que la Ley no aclara que la información debe estar disponible para el contribuyente (debiera ser obvio, pero no lo es), sigue siendo ambiguo el alcance que debe darse a los términos de información disponible así como a los medios de prueba de que la información estuvo o no disponible para el contribuyente. 

Es conocida la frase popular de que México, es un país que no tiene memoria y conciencia histórica. Aunque ésta y muchas otras frases no son verdades científicas, en situaciones como esta reforma, no se puede dejar de darles cierto contenido de verdad. 

A nivel doctrinario, se conocen cuatro diferentes aproximaciones a la problemática de selección de Método de determinación de precios de transferencia: la libertad absoluta, la libertad condicionada, la jerarquía de métodos y la regla del mejor método. 
La primera, es el sistema que privó en México desde 1997 hasta 2005 que da libre elección al contribuyente para escoger (arbitrariamente o no) el método que mejor le convenga. 
La segunda, es el sistema OCDE, también conocido por algunos como el sistema de métodos preferidos, donde si bien cualquier método pudiera ser válido de acuerdo con las circunstancias, los métodos transaccionales son los mas recomendados (particularmente el Método de Precio Comparable No controlado) por sobre los métodos de utilidad transaccional quedando clara la utilización de particiones de utilidad como ultimo recurso. 
La tercera aproximación, es el sistema que privó en los Estados Unidos de América hasta 1992 en dónde se establecía una jerarquía rígida de métodos. La aproximación más moderna es la llamada regla del mejor método que desde 1993 contiene el sistema tributario Federal de los Estados Unidos de América.
 Como se aprecia del análisis efectuado en el apartado anterior, los nuevos párrafos del artículo 216 por una parte eliminan el sistema de libertad absoluta que privó hasta ahora y por otra parte mezclan elementos tanto del sistema de jerarquía de Métodos (porque pone a CUP como siempre el Método a usar antes que todos), como del sistema de preferencia o libertad condicionada de Métodos de la OCDE (claramente establece como preferidos el MPR y MCA antes que los demás y por debajo del CUP condicionando su aplicabilidad a ciertos requisitos y estableciendo la característica de “apropiado” como una característica para escoger método) y de la regla del mejor método (estableciendo la condición de “confiabilidad” de acuerdo a la información disponible para escoger método).
 Al tomar “lo que más le gustó” de cada sistema, la autoridad Mexicana hace una mezcla de conceptos que no embonan unos con otros y que al quedar redactados son por ende confusos. 

Cuando la tendencia mundial (incluso a nivel OCDE ya existe la discusión de la eliminación de la preferencia por lo métodos transaccionales) es adecuarse a la búsqueda “del mejor método”, México va hacia atrás y de pronto “es mas papista que el Papa” radicalizando la preferencia que existe a nivel OCDE por el CUP, el MPR y el MCA, estableciendo para efectos prácticos un sistema de jerarquía, cuya rigidez esta comprobado a través de la historia que no funciona. Si los Estados Unidos, exportadores del Arm´s Length y los precios de transferencia al mundo, dejaron ese sistema hace más de 10 años, cómo México lo toma ahora. ¿Porqué abordar un sistema rígido en un contexto donde lo que hay son pocas opciones de maniobra? 

Si de por sí, el contribuyente sujeto a las disposiciones de precios de transferencia ya tiene suficientes situaciones problemáticas en la práctica (de entrada, el concepto de parte relacionada, el análisis de comparabilidad, el uso de los métodos estadísticos y las obligaciones en materia de documentación, por citar algunas), ¿porqué agregarle una mas? 

Como conclusión, se tiene que la autoridad Mexicana involucrada con el área de precios de transferencia, aunque poca, en su mayoría es gente preparada, capacitada y que conoce bien el tema. Lamentablemente, el poder público, las lealtades políticas y la rigidez de los paradigmas con los que los funcionarios son educados y navegan dentro de la burocracia, provocan una parálisis paradigmática que les impide ver mas allá de la recaudación, la lealtad a sus mentores, padrinos y formadores ideológicos y la sobrevivencia política. Ellos conocen muchos de los problemas y tienen la capacidad de darse cuenta muchas veces de lo que hacen. No obstante, solo piensan en sus objetivos recaudatorios o políticos y no piensan en el pueblo al que sirven. 
Dicho sea de paso, el congreso no tiene realmente la capacidad técnica de controlar este tipo de temas que normalmente son legislados de facto por la autoridad a placer. 

En este contexto, da la impresión de que cuando la autoridad tiene que responder políticamente con una reforma en esta materia internacional, poco importa cómo quede redactada y exactamente qué efecto tenga, total... “una raya mas al tigre”... “como quiera muchas otras cosas están mal, no se pueden aplicar y son cuestionables... que más da una más”. 

Al margen de lo anterior, resultará ahora obligatorio para el contribuyente intentar seguir cuidadosamente el procedimiento de selección de método junto con su asesor en materia de precios de transferencia a fin de tratar de disminuir el riesgo de incumplimiento de la norma que lleve a la autoridad a tener un arma mas para descalificar el trabajo efectuado por el contribuyente y por ende su resultado.

3.9.  Ilegalidad en el Subsidio del ISR: ¿Cuál límite inferior se utiliza? 

La presente investigación fue recopilada para efectos de apoyar y complementar este estudio, a través del sitio fiscal en Internet Fiscalia (www.fiscalia.com.mx), en donde el autor y Director Ejecutivo de ese sitio fiscal, Gustavo Leal Cueva
 la realizo con la finalidad de encontrar la interpretación que debe tener el tercer párrafo del artículo 178 de la Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR) vigente en 2004, al referirse al concepto “impuesto marginal”. 
En dicha investigación, encontró evidencias de que desde 1995, hasta la fecha, la tabla del subsidio utilizada en la determinación del ISR a cargo de las personas físicas está construida incorrectamente, propiciando un impuesto mayor al que el legislador, en su forma original, concibió.

El análisis lo hizo utilizando un método sistemático de interpretación de la norma jurídica, a través del cual se analiza el texto de la disposición, su evolución histórica y sus efectos económicos para identificar la intención del legislador al crear esta norma y, asimismo, la intención al construir la tabla del subsidio.

La investigación la presento en tres partes, iniciando con este trabajo en el que se hace un análisis del concepto de impuesto marginal, examinando la lógica de construcción de las tablas progresivas para el cálculo de impuestos y concluyendo sobre la correcta interpretación que debe darse al concepto.
Posteriormente, se presenta la segunda parte en la que se hace un análisis histórico de las tablas de subsidio y la mecánica que para su cálculo se estableció a través de los años, con las consecuencias que en cada época tuvo y se determina así la ilegalidad de las tablas de subsidio vigentes desde 1995 hasta la fecha. 
Finalmente se presenta como tercera y última parte de esa investigación el impacto económico que actualmente esta ilegalidad tiene sobre el impuesto que causan las personas físicas.

Las conclusiones de ese trabajo son igualmente aplicables al artículo 114 del mismo ordenamiento, el cual establece el procedimiento para determinar el subsidio acreditable aplicable a los pagos provisionales del impuesto.

En este primer trabajo se parte del análisis del tercer párrafo del artículo 178 de la Ley del ISR, el cual establece que el impuesto marginal es el que resulte de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 177 de la Ley del ISR al ingreso excedente del límite inferior, quedando indefinido si este límite inferior se refiere al límite de la tabla del artículo 177 o a la del 178.

A través del análisis de conceptos, así como de la exploración de la mecánica utilizada para determinar el impuesto en una tarifa progresiva, se arriba a conclusiones sobre lo que debe entenderse por “impuesto marginal”.

A lo largo de las tres partes de esta investigación se utilizan tablas y figuras que se enumeran de forma consecutiva, independientemente de que se muestren en las partes siguientes de la investigación. Esto con la finalidad de conservar la referencia entre las mismas.

Para comprender mejor el concepto de impuesto marginal es necesario primeramente definir el término “marginal”, y posteriormente analizar el concepto en su conjunto a la luz del artículo 178 de la Ley del impuesto sobre la Renta. 

El Diccionario de la Lengua Española de la Real Academia Española1 define marginal de la siguiente manera:

“marginal. 1. adj. Perteneciente o relativo al margen. 2. [adj.] Que está al margen. 3. [adj.] V. decreto, nota marginal. 4. [adj.] fig. Dícese del asunto, cuestión, aspecto, etc., de importancia secundaria o escasa. 5. [adj.] fig. Dícese de las personas o grupos que viven y actúan fuera de las normas sociales comúnmente admitidas.” 

Por tanto, es necesario atender a la definición de la palabra margen para identificar plenamente su contexto: 

"margen. Del lat. margo, -inis. 1. amb. Extremidad y orilla de una cosa. MARGEN del río, del campo. 2. [amb.]Espacio que queda en blanco a cada uno de los cuatro lados de una página manuscrita, impresa, grabada, etc., y más particularmente el de la derecha o el de la izquierda. Ú. m. c. m. 3. [amb.]Acotación que se pone al margen de un texto, apostilla. 4. [amb.]fig. Ocasión, oportunidad, holgura, espacio para un acto o suceso. Ú. m. c. m. 5. [amb.]Com. Cuantía del beneficio que se puede obtener en un negocio teniendo en cuenta el precio de coste y el de venta.” 

De las acepciones de estas palabras se entiende que marginal se refiere a lo que pertenece a aquello que se encuentra después de una orilla o un límite determinado. En el contexto fiscal, de esta definición se desprende que impuesto marginal sería el impuesto que corresponde a la parte que excede de un límite determinado.

Por su parte, con relación al concepto de impuesto marginal, el párrafo tercero del artículo 178 de la Ley del ISR, a la letra establece:

"Artículo 178. (...)

El impuesto marginal mencionado en esta tabla es el que resulte de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 177 de esta Ley al ingreso excedente del límite inferior.
(...)”

De acuerdo con la redacción de este artículo resulta claro que el impuesto marginal es aquél que resulta de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 177 al ingreso excedente del límite inferior; lo que no resulta claro es a cuál límite inferior se refiere, si al límite inferior de la tabla del artículo 177 o al de la tabla del artículo 178.

Para definir a cuál límite inferior se refiere el artículo 178, es necesario conocer las partes que componen el impuesto que resulta del procedimiento del artículo 177, lo que a su vez implica examinar la forma en que las tablas progresivas para el cálculo de impuestos son construidas.

Al analizar la tabla que para el cálculo del impuesto establece el artículo 177 de la Ley del ISR, se tiene que para cada rango existe una parte fija (cuota fija) y una parte marginal (porcentaje para aplicarse sobre el excedente del límite inferior) como se muestra en la Tabla 1 en el área sombreada.
	Tabla 1. Tabla de subsidio contenida en el artículo 177 de la LISR vigente en el año 2002 

	Límite 
Límite 
Cuota 
Porcentaje sobre excedente 
inferior 
superior 
fija 
del límite inferior 
Rango* 
$ 

$ 

$ 

% 

1 

0.01 

5,153.22 

- 

3 

2 

5,153.23 

43,739.22 

154.56 

10 

3 

43,739.23 

76,867.80 

4,013.10 

17 

4 

76,867.81 

89,355.48 

9,645.12 

25 

5 

89,355.49 

106,982.82 

12,767.04 

32 

6 

106,982.83 

215,769.06 

18,407.70 

33 

7 

215,769.07 

629,030.10 

54,307.20 

34 

8 

629,030.11 

En adelante 

194,815.74 

35 

*La columna titulada Rango fue agregada para efectos del análisis 


	Fuente: Diario Oficial de la Federación enero 1°, 2002 


En las tablas progresivas, la cuota fija representa el impuesto máximo a causar en cada uno de los rangos anteriores, y la cantidad que exceda del límite inferior causará el impuesto a la tasa que dicho rango corresponde. De esta forma, el incremento en el impuesto es progresivo manteniendo la proporcionalidad al incremento en ingresos. 

La anterior aseveración se comprueba explicando la forma en que las cuotas fijas de la tabla han sido determinadas, para lo cual se utiliza la fórmula contenida en la Figura 1.
	Figura 1. Fórmula para determinar las cuotas fijas de una tabla progresiva. 
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Donde: 

CF = Cuota fija 

LS = Límite superior 

LI = Límite inferior 

T = Tasa para aplicar sobre excedente del límite inferior 

n = Rango 




La fórmula descrita se interpreta de la siguiente manera: El residuo del límite superior menos el límite inferior de cada rango, se multiplica por la tasa de impuesto marginal que le corresponde; el resultado equivale al impuesto máximo a causar en ese rango, y esta cantidad, sumada con las que resulten de aplicar el mismo procedimiento a los rangos anteriores, representaría la cuota fija del rango inmediato siguiente, tal y como se muestra en la Tabla 2.

	Tabla 2. Mecánica para la obtención de las cuotas fijas de la tabla contenida en el artículo 177 vigente en el año 2002. 

	Rango 
1 
2 
3 
4 
5 
6 
7 
8 
Límite superior 

5,153.22 

 43,739.22 

 76,867.80 

 89,355.48 

 106,982.82 

 215,769.06 

 629,030.10 

- 

Límite inferior 

0.01 

5,153.23 

43,739.23 

76,867.81 

89,355.49 

106,982.83 

215,769.07 

 629,030.11 

 

 



= 

Residuo 

5,153.21 

38,585.99 

33,128.57 

12,487.67 

17,627.33 

108,786.23 

413,261.03 

- 

* 

Tasa (%) 

3 

10 

17 

25 

32 

33 

34 

35 

 

 



= 

Impuesto máximo del rango 

154.60 

3,858.60 

5,631.86 

3,121.92 

5,640.75 

35,899.46 

140,508.75 

- 

+ 
Cuotas fijas anteriores 

- 

154.60 

4,013.20 

9,645.05 

12,766.97 

18,407.72 

54,307.17 

194,815.92 

 

 



= 

Cuota fija del rango siguiente 

154.60 

4,013.20 

9,645.05 

12,766.97 

18,407.72 

54,307.17 

194,815.92 

194,815.92 




En esta tabla se muestra cómo las cuotas fijas de la tabla contenida en el artículo 177 han sido determinadas (los resultados pueden variar por decimales debido a redondeo de cifras), por lo que se tiene, por ejemplo que, en el primer rango, el impuesto máximo a causar es de 154.60, por lo que éste será la cuota fija del segundo rango. En el segundo, rango el impuesto máximo a causar es de 3,858.60 que sumado a la cuota fija anterior (154.60), resulta en 4,013.20 que es la cuota fija del rango 3 (ver Tabla 1), y así sucesivamente.

De esta manera un contribuyente que obtenga $8,000 pesos de ingreso causará el 3% por los primeros $5,153.22 y por el excedente causará el 10% por ubicarse en el segundo rango. Un contribuyente que obtenga $50,000 pesos de ingreso ubicándose en el tercer rango causará el 3% por los primeros $5,153.22, 10% por los obtenidos desde $5,153.23 hasta $43,739.23, y por los $6,260.77 marginales causará la tasa de 17%.

Por tanto, se concluye que el impuesto del artículo 177 está compuesto por una parte fija y una parte marginal que es, precisamente, el impuesto marginal.

Ahora bien, el primer párrafo del Artículo 178 de la LISR parte de la premisa de que el contribuyente ya ha determinado un impuesto basándose en el procedimiento del artículo 177 del mismo ordenamiento, al cual se le aplicará la tabla ahí señalada, pues en su segundo párrafo establece a la letra:

“Artículo 178. (...)

El subsidio se calculará considerando el ingreso y el impuesto determinado conforme a la tarifa contenida en el artículo 177 de esta Ley, a los que se les aplicará la siguiente:

TABLA 
	Límite 
	Límite 
	Cuota 
	Por ciento sobre el impuesto 

	inferior 
	superior 
	fija 
	marginal 3

	$ 
	$ 
	$ 
	% 


(...)” 

Al aplicar el ingreso y el impuesto determinado conforme al procedimiento del artículo 177 a la tabla del artículo 178 (Tabla del Subsidio), el contribuyente determinará una cuota fija de subsidio la cual se encuentra en la tercer columna titulada “Cuota Fija”, así como el porcentaje de subsidio que aplicará al impuesto marginal que se indica en la cuarta columna titulada “Por ciento sobre el impuesto marginal”.

Si no se conociera que el impuesto determinado en los términos del artículo 177 de la Ley del ISR lleva implícito un impuesto marginal, la redacción del tercer párrafo del artículo 178 podría inducir a interpretar que es en este último artículo en donde se introduce un elemento nuevo denominado impuesto marginal que no había sido identificado en el artículo 177, y que el mismo artículo 178 se encarga de definir, pues a la letra establece:

"Artículo 178. (...)

El impuesto marginal mencionado en esta tabla es el que resulte de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 177 de esta Ley al ingreso excedente del límite inferior.
(...)”

Ese orden de ideas podría llevar a interpretar que el límite inferior al que se refiere este tercer párrafo es el contenido en la tabla de subsidio (Art. 178), obligando así al contribuyente a calcular un impuesto marginal, pero considerando el límite inferior de la tabla del subsidio. 
Esta interpretación no sería correcta ya que, como se demostró anteriormente, el impuesto determinado en el Artículo 177 está compuesto de una parte fija y de otra parte marginal, y el obligar al contribuyente a aplicar un subsidio sobre un impuesto marginal distinto al determinado conforme al Artículo 177, es obligar al contribuyente a aplicar un subsidio sobre una base ficticia, y no un subsidio sobre un impuesto real.

El mismo artículo 178 establece que el subsidio se calculará considerando el ingreso y el impuesto determinado conforme a la tarifa del artículo 177, por lo que al ya haber determinado un impuesto marginal como se explicó anteriormente, resulta improcedente interpretar que el impuesto marginal al que se refiere el artículo 178 es aquél que se obtiene de aplicar el límite inferior contenido en la tabla del subsidio, pues se estarían incorporando al cálculo del impuesto elementos que no reflejan la capacidad contributiva real del contribuyente, como lo es un impuesto marginal ficticio.

En esta primera parte el autor concluye que, al aplicar la mecánica del artículo 177 de la Ley del ISR, implícitamente se está determinando un impuesto marginal, además de un impuesto fijo, que juntos constituyen el Impuesto sobre la Renta, por lo que resulta improcedente calcular, para efectos del subsidio en el artículo 178, un impuesto marginal ficticio que se obtenga de aplicar el límite inferior contenido en la tabla de este último artículo.

Por tanto, resulta evidente que por impuesto marginal se debe entender como aquél que se obtuvo de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 177, al excedente del límite inferior de la tarifa contenida en el artículo 177 de la Ley de ISR.

Habiendo comprobado lo anterior, se presenta esta segunda parte de la investigación en la que se analiza la construcción de la tabla del subsidio, la mecánica que para su cálculo se establece en las leyes de diferentes años, así como las consecuencias que en cada año se presentan. De este análisis se determina la ilegalidad de las tablas del subsidio vigentes desde 1995 hasta la fecha.
 Se aclara que a lo largo de las tres partes de esta investigación se utilizan tablas y figuras que se enumerarán de forma consecutiva, independientemente de que se encuentren en las otras partes de la investigación; esto, con la finalidad de conservar la referencia entre las mismas.

El siguiente apartado lo inicia analizando si la tabla del subsidio contenida en el artículo 178 está construida con el criterio que se desprendió de la Parte I de esta investigación; es decir, si el límite inferior al que hace referencia en su tercer párrafo es el del artículo 177. 

La misma lógica con la que se estructuró la tabla del impuesto del artículo 177 es la que se utiliza en la tabla del subsidio del artículo 178, y para comprobar esto, se analiza la mecánica de la misma cuando ésta fue concebida. 

Si el impuesto está conformado por una parte fija y una parte marginal, resulta lógico suponer que el subsidio, al ser también proporcional al nivel de ingresos, debe tener la misma mecánica que el impuesto; es decir, que el subsidio se compone de una parte fija (que se aplica al impuesto fijo), y otra marginal (que se aplica al impuesto marginal). Esta aseveración es comprobada con la mecánica establecida en el artículo 141-A vigente en 1991, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 26 de diciembre de 1990, que a la letra establece:

“Artículo 141-A. - Los contribuyentes a que se refiere este Título gozarán de un subsidio contra el impuesto que resulte a su cargo en los términos del artículo anterior. 

El subsidio se calculará considerando el ingreso y el impuesto determinado conforme a la tarifa contenida en el artículo 141 de esta ley, a los que se les aplicará la siguiente.

                                     TABLA

[image: image3.png]Limite inferior _ Lirmite superior % de Subsidio sobre % de Subsidio sobre

Msn Msn sesto marginal
001 t18g600 00 4000
TrB@E0 94385500 w0 3430
Quegss01 1563975600 500 2640
1GeB9TEE0N 194901 25700 20 1380
1940125701 2322639800 =00 320
23283801 7383950000 1200 250

733950001 Enadelante s60 000




El impuesto marginal mencionado en esta tabla es el que resulte de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 141 de esta ley al ingreso excedente del limite inferior.” 

En esta tabla se aprecia que el subsidio se aplica en dos porcentajes: Uno aplicable a la cuota fija del impuesto, y otro, directamente sobre el impuesto marginal, aclarando que los rangos tanto de la tabla del artículo 141, como del 141-A eran exactamente iguales en 1991, por lo que no existía la disyuntiva de cuál límite inferior era el que se debería de aplicar. 

De la construcción de esta tabla se desprende que el impuesto marginal es aquél que resulta del Artículo 141, ahora 177, lo cual concuerda con la conclusión a la que se arribó en la primera parte de este trabajo. 

En 1992 la mecánica se modificó introduciendo una tabla que contiene una cuota fija de subsidio en términos monetarios y un porcentaje aplicable sobre el impuesto marginal, mecánica vigente hasta la fecha de este trabajo (ver Tabla 3). 

Además de este cambio, la tabla del subsidio fue adicionada con dos nuevos rangos, por lo que ésta contaba con dos límites inferiores más que la tabla del impuesto del artículo 141. Es entonces cuando surgen las diversas interpretaciones sobre el límite inferior de las tablas al que hace referencia el artículo 141-A; es decir si el impuesto marginal se debía calcular aplicando el límite inferior del artículo 141, o el del 141-A.
	Tabla 3. Tabla para el cálculo del subsidio contenida en el artículo 141-A de la ley vigente en el ejercicio 1992.

	
[image: image4.png]TABLA PARAEL CALCULO DEL SUBSIDIO ARTICULO 141-A

EJERICIO 1992
Limite Cucta Porcentaje de subsidio sobre:
inferior superior fia impuesto margind
5 5 5 %
001 11sez0im0 B Bl
11820101 10435756800 1781300 s000
1013575801 1781254500 46499100 s000
178125501 2070648200 11751800 s000
207045201 2479107600 147925700 s000
2079107601  S0000000D0  2,132796.00 a0
5000000001  78E07O1S00 548037400 3000
7BE0701501 10000000000 5,388,689.00 2000
1000000001 12000000000 88218600 1000

1200000001  Ensdelante 1132395300 000






	Fuente: Diario Oficial de la Federación del 20 de diciembre de 1991.


Esta tabla contiene, al igual que la tabla del impuesto analizada en la Parte I de esta investigación, una cuota fija y un porcentaje de subsidio sobre el impuesto marginal, por lo que al estar construida con la misma mecánica de una tarifa progresiva, se tiene que la cuota fija de subsidio de un rango, representa la suma del máximo subsidio otorgado en cada uno de los rangos anteriores. 

La cuota fija de subsidio de un rango se determina sumando a la cuota fija anterior, el subsidio máximo de ese rango, que a su vez se obtiene aplicando al impuesto marginal máximo de ese rango, el porcentaje de subsidio que le corresponde, mediante la fórmula mostrada en la Figura 2.

	Figura 2. Fórmula para determinar las cuotas fijas de subsidio de una tarifa progresiva. 
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Donde: 

CFS = Cuota fija de subsidio

LS = Límite superior 

LI = Límite inferior 

T = Tasa para aplicar sobre excedente del límite inferior 

S = Porcentaje de subsidio sobre impuesto marginal 

n = Rango 




La fórmula descrita se interpreta de la siguiente manera: El residuo del límite superior menos el límite inferior de cada rango, se multiplica por la tasa de impuesto marginal que le corresponde; el resultado equivale al impuesto máximo a causar en ese rango. Esta cantidad se multiplica por el porcentaje de subsidio correspondiente a ese rango, y el producto, sumado con los que resulten de aplicar el mismo procedimiento a los rangos anteriores, representa la cuota fija de subsidio del rango inmediato siguiente. 

Esta es la parte medular del análisis, ya que aplicando esta fórmula es posible determinar cuál límite inferior fue utilizado por el legislador para calcular las cuotas fijas de subsidio al crear este concepto y construir por primera vez la tabla de subsidio con cuotas fijas en 1992, y, en consecuencia, confirmar si la intención original del legislador fue la de referirse al límite inferior del Artículo 141-A, o al del Artículo 141. 

Para hacer esta comprobación se calculan las cuotas fijas de la tabla de subsidio utilizando los dos criterios, y se comparan estos resultados con los contenidos en la tabla del artículo 141-A. 

Primer Criterio: Se Considera el Límite Inferior del Artículo 141

Para hacer este análisis se hace el siguiente ejercicio, que consiste en calcular el impuesto marginal que corresponde a cada uno de los límites superiores de la tabla del impuesto contenida en el artículo 141 (ver Tabla 4) para después someter dicho impuesto marginal a la determinación del subsidio marginal de artículo 141-A (ver Tabla 5) y comparar los resultados con la tabla del subsidio contenida en el texto de la Ley, ya que el subsidio marginal máximo que para cada rango resulte, adicionado con los anteriores, debe ser equivalente a la cuota fija de subsidio del rango inmediato siguiente. 

En este primer ejercicio se considera que el límite inferior al que hace referencia el artículo 141-A es aquél contenido en la tarifa del artículo 141. Este criterio será referido como “Criterio A”.

	Tabla 4. Determinación del impuesto marginal para el límite superior de cada uno de los rangos de la tabla del artículo 141 vigente en 1992.
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De esta tabla se obtiene el impuesto marginal máximo (columna 5) para cada uno de los rangos, el cual será utilizado para determinar el subsidio marginal máximo para cada rango de la tabla del artículo 141-A y, en consecuencia, se obtendrán las cuotas fijas de la tabla (ver Tabla 5): 

	Tabla 5. Determinación de la cuota fija de subsidio utilizando el Criterio A para el ejercicio 1992. 
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Como se puede observar, los resultados obtenidos en la columna 6 titulada Cuota fija representan el subsidio máximo que el rango inmediato siguiente debe tener, mismos que al ser comparados con las cuotas fijas de subsidio contenidas en el texto legal, resulta exactamente iguales, como se muestra en la Tabla 6. 
	Tabla 6. Comparación de los resultados obtenidos en la Tabla 5 contra las cuotas fijas del artículo 141-A vigente en 1992. 
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Destaca el hecho de que después del último limite inferior, al sobrepasar la cantidad de 120, 000,000, ya no hay subsidio marginal puesto que se reduce hasta el 0% la tasa del mismo, por lo que después de ese rango, únicamente se tiene derecho al subsidio equivalente a la cuota fija de ese rango que, como se ha visto, representará el subsidio máximo otorgado en cada uno de los rangos inferiores. 

Hasta aquí se tiene que el límite inferior al que hace referencia el tercer párrafo del artículo 141-A es aquél contenido en la tarifa del artículo 141, puesto que así está construida la tabla del subsidio vigente en 1992, lo cual concuerda con las conclusiones a las que se arribó en el apartado anterior; sin embargo, aún resulta interesante determinar lo que sucedería si se aplicara el criterio opuesto, o sea, que el límite inferior al que se hace referencia sea aquél contenido en el artículo 141-A.

Segundo Criterio: Se Considera el Límite Inferior del Artículo 141-A 

Resulta relevante explorar las consecuencias que tiene determinar el subsidio considerando el límite inferior del artículo 141-A, ya que es necesario para comprender la problemática que se presenta en las legislaciones vigentes desde 1995 hasta la fecha. 

Para estos efectos se hace el mismo ejercicio que en el apartado anterior, pero ahora considerando como límite inferior el del artículo 141-A, por lo que ahora se presentan los datos en una sola tabla, Tabla 7. Este criterio será referido como “Criterio B”.

	Tabla 7. Determinación de las cuotas fijas de subsidio utilizando el Criterio B, vigentes en 1992.
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En esta tabla se observa claramente como en el rango de ingreso de 120,000,000 el subsidio que resulta por 10,582,198, no concuerda con la cuota fija del rango siguiente, distorsionando así el subsidio resultante. Esto se debe a que el subsidio marginal se está aplicando sobre un impuesto marginal ficticio que no se determina como lo establece el artículo 141, y que siempre será menor debido a que los rangos adicionales de la tabla del subsidio reducen la marginalidad del impuesto, provocando así que el beneficio del subsidio sea reducido sustancialmente. Esta diferencia únicamente ocurre en los rangos en los que el límite inferior de las dos tablas es distinto. 

En la Tabla 8 se muestra la comparación entre los resultados de la aplicación de los criterios A y B, contra la cuota fija contenida en el artículo 141-A.
	Tabla 8. Comparación de los resultados obtenidos en la Tabla 5 y 7 contra las cuotas fijas del artículo 141-A vigente en 1992.
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En esta comparación se observa que las cuotas fijas del Artículo 141-A vigente en 1992 fueron determinadas aplicando el Criterio A, puesto que los resultados son exactamente iguales, mientras que el criterio B muestra diferencias en el décimo rango. 

Estos resultados demuestran que el Criterio B no es correcto ni procedente en la determinación del Impuesto sobre la Renta. 

La comprensión de la problemática actual derivada de la construcción de la tabla del subsidio se logra analizando la evolución que ha tenido el artículo 141-A, ahora 178, de la Ley del Impuesto sobre la Renta. 

Ya fue analizada la mecánica vigente tanto en 1991, como en 1992, de las cuales se concluye que el criterio aplicado y originalmente concebido por el legislador fue el Criterio A, mismo que fue aplicado en la construcción de las tablas vigentes en 1993 y 1994. Sin embargo, en 1995 se detecta un cambio en la construcción de la tabla del subsidio, no obstante que la redacción de los artículos ha permanecido intacta desde 1992 hasta la fecha. El ejercicio de comprobación realizado para 1995 se presenta en la Tabla 9.

	Tabla 9. Determinación del impuesto marginal para el límite superior de cada uno de los rangos de la tabla del artículo 141, vigente en 1995, aplicando el criterio A.
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De esta tabla se obtiene el impuesto marginal máximo (columna 5) para cada uno de los rangos, el cual será utilizado para determinar el subsidio marginal máximo para cada rango de la tabla del artículo 141-A y, en consecuencia, se obtendrán las cuotas fijas de la tabla (ver Tabla 10):

	Tabla 10. Determinación de la cuota fija de subsidio utilizando el Criterio A, para el ejercicio 1995.
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Los resultados obtenidos en la columna 6 titulada Cuota fija representan el subsidio máximo que los rangos inmediatos siguientes deben tener, mismos que de la comparación con las cuotas fijas de subsidio contenidas en el texto legal, resultan diferencias, como se muestra en la Tabla 11.

	Tabla 11. Comparación de los resultados obtenidos en la Tabla 10 contra las cuotas fijas del artículo 141-A vigente en 1992. 

	
[image: image13.png]Resultados  Cuota fija
aplicando  Ariculo 1414

Criterio . 1395
B 2

o8 o8

1,482 1,482

193 1,93

2750 2730

744 714

10388 10989
12830 12830

14817 13,846







De aquí se desprende que el criterio adoptado en la construcción de la tabla del subsidio cambió y a partir de 1995 la tabla considera un subsidio menor al que debería resulta si se aplicara correctamente la disposición legal. 

Lo que sucedió en 1995 es que el legislador abandonó el criterio contenido en el precepto legal y aplicó el criterio al que en esta investigación se ha referido como “Criterio B”, como se muestra en la Tabla 12.

	Tabla 12. Determinación de las cuotas fijas de subsidio utilizando el Criterio B, vigentes en 1995. 
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De la comparación de estos resultados con las cantidades señaladas como cuota fija en la tabla del subsidio contenida en el artículo 141-A vigente en 1995, se concluye que la misma está construida con el Criterio B, como se muestra en la tabla 13.

	Tabla 13. Comparación de los resultados obtenidos en la Tabla 12 contra las cuotas fijas del artículo 141-A vigente en 1995. 
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Los resultados obtenidos utilizando el Criterio B son exactamente iguales a las cuotas fijas del subsidio del artículo 141-A; sin embargo, el texto de ley vigente en 1995 permanece exactamente igual que en 1992, como se muestra a continuación: 

“Artículo 141-A .- Los contribuyentes a que se refiere este Título gozarán de un subsidio contra el impuesto que resulte a su cargo en los términos del artículo anterior. 

El subsidio se calculará considerando el ingreso y el impuesto determinado conforme a la tarifa contenida en el artículo 141 de esta Ley, a los que se les aplicará la siguiente:

TABLA
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El impuesto marginal mencionado en esta tabla es el que resulte de aplicar la tasa que corresponda en la tarifa del artículo 141 de esta Ley al ingreso excedente del límite inferior.” 

No obstante que el texto del artículo es exactamente el mismo desde 1992 hasta la fecha, en el año de 1995 el legislador abandonó el procedimiento establecido en ley y soslayó la intención original de esa norma, para adoptar el criterio B que, como se ha demostrado, puede conceptuarse de ilegal. 

El texto de este artículo, así como el criterio aplicado en la construcción de la tabla, no han variado desde 1995 hasta la legislación vigente en 2004, por lo que esta problemática continúa presentándose hasta esa fecha. 

Ahora bien, si se observa de forma gráfica el comportamiento que presenta el impuesto de un contribuyente después de aplicar el subsidio (impuesto subsidiado) de acuerdo con los dos criterios analizados, se tendría lo siguiente (ver Figura 3):

	Figura 3. Comportamiento del ISR subsidiado de una persona física en los diferentes niveles de ingreso en 1995.
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En esta gráfica se observa que el comportamiento de las dos variables permanece constante desde el primero y hasta el octavo rango, a partir del cual el impuesto que resulta de aplicar el Criterio B es mayor al que resulta de aplicar el Criterio A. El comportamiento en estos últimos rangos es distinto debido a la diferencia en límites inferiores entre la tabla del impuesto y la tabla del subsidio acreditable. 

Es de observarse también que después del rango más alto de subsidio el comportamiento vuelve a ser exactamente igual bajo un criterio que bajo otro. Esto se debe a que después del rango más alto de subsidio ya no existe subsidio marginal, y es éste, precisamente, el que ocasiona la diferencia, por lo que al dejar de existir, la distorsión que genera también desaparece. 

En la Figura 4 se aprecia de forma más específica el comportamiento que esta distorsión del subsidio tiene dentro del rango octavo a décimo de la tabla.

	Figura 4. Comportamiento del ISR subsidiado de una persona física en entre los rangos de ingreso octavo y décimo de la tabla, en 1995.

	
[image: image18.png]37,000

35000

33000

31000

29,000

27,000

25000

IMPUESTOS SUBSIDIADOS 1995

——CriterioB
= criterio s








Entre los rangos de ingreso de 25,000 a 30,000 del año 1995, el impuesto resulta mayor al que hubiera resultado de no haberse modificado la construcción de la tabla del subsidio; es decir, de haber continuado aplicando el criterio A.
 De lo anterior se desprende que la construcción de la tabla del subsidio fue modificada habiendo permanecido igual el precepto legal que indica la forma en que el impuesto marginal debe estar determinado, y siendo éste un elemento esencial en la determinación de la cuota fija que integra la tabla contenida en el artículo 141-A de la Ley de ISR, resulta ilegal la forma en que la tabla del subsidio acreditable está construida a partir de 1995. 
La consecuencia del cambio es que se perjudica al contribuyente al incrementar de forma injustificada, y a través de un método subrepticio, gris y oscuro, su carga contributiva. 

En este apartado concluye que, la evolución histórica de la mecánica del subsidio al ISR demuestra que la intención original del legislador fue la de otorgar un subsidio fijo sobre el impuesto fijo, y un subsidio marginal sobre el impuesto marginal, considerando, para estos efectos, el impuesto marginal real calculado conforme al artículo 141, ahora 177. 

En 1995 se cambia la estructura de la tabla del subsidio acreditable del artículo 141-A (ahora 178) aplicando un criterio en el que se considera un impuesto marginal ficticio resultante de aplicar el límite inferior de la tabla de ese mismo artículo. Esta modificación resulta incorrecta e ilegal en virtud de que el texto legal y, por ende, la mecánica de determinación del impuesto, no se ha modificado. 

Además de resultar una mecánica incorrecta e ilegal, tiene una importante afectación económica para el contribuyente al propiciar un impuesto mayor al originalmente intencionado por el legislador. 

En el año 1995 el efecto económico parece no ser muy alto para el contribuyente; sin embargo, con las tablas vigentes en los ejercicios siguientes, el efecto va acrecentándose hasta tener un impacto considerable en la economía del contribuyente. 

En la última parte de la investigación se analiza el impacto económico que la ilegalidad en la construcción de la tabla del subsidio tiene para la persona física al determinar el Impuesto sobre la Renta que le corresponde. 

En esta tercera parte de la investigación se demuestra el impacto económico que en la actualidad esta ilegalidad tiene sobre el impuesto de las personas físicas, iniciando con el análisis de los ejercicios 2002 y 2003, para concluir con el efecto en 2004 y 2005, el cual llega a representar una diferencia de hasta un 50% más de impuesto a cargo del contribuyente.

El autor comenta que con la nueva Ley del Impuesto sobre la Renta en vigor a partir de 2002, se reduce el impuesto máximo a causar tanto para las personas morales, como para las personas físicas. El impuesto que anteriormente se causaba a una tasa del 35% se reducirá de forma gradual en un punto porcentual en cada ejercicio para llegar hasta 32% en 2005 4. 

Aunque la redacción de los artículos 177 y 178 de la Ley del ISR que establecen la mecánica de cálculo del impuesto no sufre modificación alguna, se reduce el número de rangos para ajustare a las nuevas tasas máximas, quedando la tabla del artículo 177 de la siguiente manera:

a) Para el ejercicio fiscal de 2002 
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a) Para el ejercicio fiscal de 2003
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a) Para el ejercicio fiscal de 2004
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Por otra parte, la tabla del artículo 178 queda como sigue: 
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Del análisis de la tabla del subsidio (Artículo 178) se observa que a partir del rango de los $340,081 en adelante, ya no existe subsidio marginal, por lo que cualquier ingreso que supere este límite no presentará diferencia alguna al aplicar un criterio u otro. El efecto del subsidio marginal sobre el impuesto marginal es nulificado precisamente por no existir subsidio marginal, como se comentó en las partes anteriores de este trabajo. 

Partiendo de la premisa anterior, resulta que en el ejercicio 2002 cualquier criterio que se aplique arrojará resultados iguales, como se muestra en la Tabla 14.

	Tabla 14. Comparación del ISR subsidiado determinado para varios niveles de ingreso en le ejercicio 2002 aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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Estos mismos datos se observan de forma gráfica en la Figura 5. 

	Figura 5. Comportamiento de la progresividad del ISR de personas físicas en 2002 calculados aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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Del análisis de estos datos y gráficas se concluye que en 2002 no existe diferencia en cuanto al impacto económico para el contribuyente al determinar su impuesto aplicando el Criterio A o el Criterio B, siendo el Criterio A el que considera que el límite inferior es el contenido en el Artículo 177, y el Criterio B el que considera el límite inferior de la tabla del subsidio contenida en el Artículo 178.

El mismo efecto sucede durante el ejercicio 2003, cuyas gráficas se omiten para evitar reiteraciones.

De lo anterior se concluye que tanto en el ejercicio 2002, como en 2003, no existe ilegalidad en la construcción de la tabla del subsidio, puesto que bajo un criterio u otro, los resultados son exactamente los mismos. 

Sin embargo, el efecto que la aplicación de los dos criterios para la determinación de subsidio tiene en el ejercicio 2004 y subsecuentes es de un gran impacto económico para los contribuyentes que se ubiquen en los rangos de ingreso con límites inferiores dispares entre las dos tablas. 

Al aplicar la misma mecánica de análisis que se ha utilizado a lo largo de esta investigación, se detecta que las diferencias de impuesto que resultan al aplicar las tablas vigentes en el ejercicio 2004 pueden llegar a representar diferencias proporcionalmente considerables, como se muestra en la Tabla 15.

	Tabla 15. Comparación del ISR subsidiado determinado para varios niveles de ingreso en 2004 aplicando el Criterio A y el Criterio B 
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De estos resultados se observa nuevamente cómo en los rangos en que los límites inferiores entre las tablas del impuesto y del subsidio son iguales, no existe diferencia, pero es en los últimos rangos de la tabla (aquellos con límites inferiores distintos), en donde se presentan estas diferencias, como se aprecia de forma gráfica en la Figura 6.

	Figura 6. Comportamiento de la progresividad del ISR de personas físicas en 2004 calculados aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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Como se observa en las gráficas anteriores, al alcanzar el último rango, en el que ya no existe subsidio marginal, la disparidad desaparece y la determinación del impuesto resulta igual bajo el Criterio A o el Criterio B.

En el ejercicio 2005 termina la eliminación gradual de los rangos de las tablas, y la tasa máxima será la de 32%, quedando estructuradas de la siguiente manera:

Tabla del artículo 177 para el cálculo del ISR vigente a partir del 1° de enero de 2005 
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Tabla del artículo 178 para el cálculo del subsidio vigente a partir del 1° de enero de 2005 
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La tabla del subsidio vigente en 2005 contiene dos rangos más que la tarifa del ISR del artículo 177. Esto provoca que la diferencia en el cálculo de impuesto al aplicar el Criterio A o el Criterio B sea aún mayor que en el ejercicio 2004, como se muestra en la Tabla 16. 
	Tabla 16. Comparación del ISR subsidiado determinado para varios niveles de ingreso en 2005 aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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En este caso, las diferencias de impuesto se presentan a partir del quinto nivel, o sea, desde niveles de ingreso más bajo que aquellos a partir de los cuales se comenzaban a presentar las diferencias en años anteriores, como se observa en la Figura 7.

	Figura 7. Comportamiento de la progresividad del ISR de personas físicas en 2005 calculados aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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En esta gráfica se observa cómo a partir de un impuesto subsidiado de $10,000, la disparidad entre la aplicación de un criterio y otro se incrementa, para posteriormente igualarse en los montos que rebasan el límite inferior más alto. Esto se debe al efecto de la desaparición del subsidio marginal comentado anteriormente. 

Al analizar con más detalle el comportamiento de la variación entre los impuestos que se ubican en los rangos que presentan disparidades, resultan diferencias muy importantes. En la Tabla 17 se muestra cómo se comportan estas disparidades en un rango de ingresos anuales para una persona física de entre $80,000 y $350,000.
	Tabla 17. Comparación del ISR subsidiado determinado en rangos de ingresos anuales de entre $80,000 y $350,000 en 2005 aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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De los datos anteriores se observa que la diferencia de aplicar el Criterio A o el Criterio B puede representar hasta un 58.6% más de impuesto para un contribuyente persona física en el ejercicio 2005. De forma gráfica, estos datos muestran la tendencia observada en la Figura 8.
	Figura 8. Comportamiento de la progresividad del ISR subsidiado de personas físicas determinado en rangos de ingresos anuales de entre $80,000 y $350,000 en 2005, calculados aplicando el Criterio A y el Criterio B.
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Estos datos demuestran cómo el criterio con el que está construida la tabla del subsidio contenida en el artículo 178 de la Ley de ISR ocasiona un importante perjuicio económico al contribuyente, mismo que no tiene justificación ni sustento legal alguno.

Visto lo anterior y como conclusión general de esta investigación, el impuesto marginal al que hace referencia el tercer párrafo del Artículo 178 de la Ley del Impuesto sobre la Renta se determina considerando el límite inferior de la tabla del Artículo 177 del mismo ordenamiento.

La intención original del legislador al construir la tabla del subsidio es la de otorgar un subsidio fijo sobre la parte fija del impuesto, y un subsidio marginal aplicable al impuesto marginal del contribuyente.

En 1995 cambia la construcción de la tabla del subsidio acreditable del artículo 141-A (ahora 178), aplicando un criterio en el que se considera un impuesto marginal ficticio resultante de aplicar el límite inferior de la tabla de ese mismo artículo. Este cambio resulta ilegal al no haberse modificado el texto de ley que contempla la determinación del impuesto marginal, ilegalidad que persiste hasta las tablas vigentes en el año 2005.

En los ejercicios 2002 y 2003 esta ilegalidad no produce ningún impacto económico para el contribuyente en virtud de que el efecto del subsidio marginal sobre el impuesto marginal desaparece al eliminarse los rangos más altos de la tabla del artículo 177 aplicable en la determinación del impuesto del ejercicio.

La ilegalidad en la construcción de la tabla del subsidio a partir de 2004 tiene un fuerte impacto económico para el contribuyente al causarse un impuesto hasta 50% más alto del que se causaría si la tabla estuviera construida de conformidad con el procedimiento de Ley.

En 2005, el efecto de la ilegalidad de la tabla del subsidio afecta a personas con un ingreso anual ubicado en un rango desde $80,000, hasta $350,000 pesos anuales; demostrándose que es la clase media, sobre la que recae esta carga tributaria.

La tabla del subsidio contenida en el artículo 178 (antes 141-A) vigente desde el ejercicio 1995, hasta 2005, resulta incorrecta e ilegal por estar construida sin apego a la norma jurídica que le da origen.

3.10.  Incertidumbre jurídica para las personas físicas en el cálculo del I.S.R. anual por salarios en 2005.
Este artículo, también tomado del ya mencionado sitio fiscal Fiscalia, y cuyo Autor también es Gustavo Leal Cueva, demuestra la forma en que derivado de una inadecuada técnica legislativa, las personas físicas que perciben ingresos por salarios se ven en un problema de causación de impuestos de suma importancia en el cálculo del Impuesto sobre la Renta anual del ejercicio 2005, y se coloca a los patrones en un estado de incertidumbre jurídica al momento de calcular el impuesto anual de los trabajadores. 

En este estudio se demuestra la imposibilidad legal de que los patrones disminuyan el Subsidio Acreditable y el Crédito al Salario (CAS), del Impuesto sobre la Renta (ISR) anual de sus trabajadores, provocando que estos últimos paguen un impuesto más alto del que les correspondería si estos conceptos pudieran disminuirse como hasta el ejercicio 2004 se podía hacer. 

También se analiza la posibilidad de aplicar en 2005 un beneficio denominado Exclusión General que el legislador tiene previsto iniciar su aplicación a partir del ejercicio 2006, pero que por la falla legislativa aludida, se encuentra vigente en 2005 para las personas que perciben ingresos por sueldos y salarios, y cuyos patrones les efectúan el cálculo anual de ISR. 

Para iniciar es necesario conocer los siguientes antecedentes, con las reformas a la Ley del ISR aprobadas y publicadas el 1° de diciembre de 2004, se modificó el esquema de causación de este impuesto para las personas físicas. Una de las reformas es el cambio de las tarifas del impuesto por una sola tarifa de dos rangos únicamente, y se elimina el subsidio acreditable y el Crédito al Salario; sin embargo, mediante artículos transitorios se establece que éstas entran en vigor en 2006, y para 2005 se continúan utilizando las tarifas de impuesto, subsidio y crédito al salario que se venían utilizando hasta 2004, las cuales son incluidas en los artículos transitorios, pero con un ajuste a la tasa máxima de impuesto que se reduce de 32% a 30%, así como un aumento a los límites de los rangos. 

Ahora bien, con las reformas realizadas a la Ley del ISR vigentes a partir de enero de 2005, fueron modificados y derogados los siguientes artículos de la Ley del ISR: 

113 – Retención mensual del ISR sobre ingresos por salarios (modificado)
114 – Determinación del subsidio acreditable mensual (derogado)
115 – Crédito al Salario mensual (derogado)
116 – Cálculo anual del ISR sobre ingresos por salarios (modificado)
177 – Cálculo anual del ISR de las personas físicas (modificado)
178 – Determinación del subsidio acreditable anual (derogado) 

Como se observa, para 2005 fueron eliminados el Subsidio Acreditable y el Crédito al Salario (CAS); sin embargo, como se menciona anteriormente, con la finalidad de diferir la entrada en vigor de las reformas al impuesto sobre los salarios, mediante disposiciones transitorias se establece que durante el ejercicio 2005, los impuestos se determinan considerando lo establecido en los artículos que estuvieron vigentes hasta el 31 de diciembre de 2004, que se enlistan a continuación y entre los cuales no se encuentra el Artículo 116: 

113 – Retención mensual del ISR sobre ingresos por salarios

114 – Determinación del subsidio acreditable mensual

115 – Crédito al Salario mensual

177 – Cálculo anual del ISR de las personas físicas

178 – Determinación del subsidio acreditable anual 

Esto significa que en 2005 se tienen artículos nuevos para la determinación de los salarios, pero su vigencia se pospone hasta 2006, y para determinar los impuestos del ejercicio 2005, se aplican los artículos vigentes hasta 2004; es decir, el subsidio y el CAS mencionados se continuarían aplicando durante 2005. 

Esto es así para todos los artículos mencionados, excepto para el Artículo 116. En este caso, no existe disposición transitoria que establezca que para los impuestos de 2005 se aplicará el Artículo 116 vigente en 2004, como se muestra en la Tabla 1.
	Tabla 1. Esquema de vigencia de los artículos de la Ley del Impuesto sobre la Renta relacionados con los ingresos por salarios. 

	Artículo 
En 2005 se aplica el artículo vigente: 
En 2006 se aplica el artículo vigente: 
113 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

114 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

115 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

116 
Desde el 1-Ene-2005 
Desde el 1-Ene-2005 
177 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

178 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 



	Tabla desarrollada por el autor.


La problemática que esta omisión representa, se explica a continuación: 

El Artículo 116 referido regula el cálculo del impuesto anual que el patrón efectúa a sus trabajadores. Hasta el ejercicio 2004, dicho artículo establecía que los patrones que efectuaran el cálculo del impuesto anual de los trabajadores, disminuirían de éste el Subsidio Acreditable y la suma de las cantidades que por concepto de CAS Mensual le correspondieron al trabajador. 

A partir de 2005, este artículo establece lo siguiente en relación con la determinación del impuesto anual: 

“El impuesto anual se determinará disminuyendo del salario bruto obtenido en un año de calendario, el impuesto local a los ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado que hubieran retenido en el año de calendario y la exclusión general elevada al año, en el caso de que se hubiera optado por aplicar las prestaciones exentas, se disminuirá el monto percibido en el año por concepto de dichas prestaciones. Al resultado obtenido se le aplicará la tarifa del artículo 177 de esta Ley. Contra el impuesto que resulte a cargo del contribuyente se acreditará el importe de los pagos provisionales efectuados en los términos del artículo 113 de esta Ley”.
Durante 2005 las retenciones mensuales de ISR sí se calculan aplicando el subsidio y el CAS mencionados, debido a que se aplican los artículos 114 y 115 vigentes hasta el 31 de diciembre de 2004, que sí contemplan estos conceptos; sin embargo, al efectuar el cálculo anual del ISR por sueldos y salarios, es el Artículo 116 vigente en 2005 el que se debe aplicar (no el vigente en 2004) y éste no contempla ni la disminución del subsidio acreditable ni la disminución del CAS que en cada mes le correspondió al trabajador, lo que provocaría un impuesto a cargo del contribuyente mucho mayor que el que debería resultar si se aplicaran las disposiciones exactamente de la misma forma en que se aplicaron en 2004.
 Puede interpretarse que es posible aplicar la exclusión general elevada al año tal como se establece en el Artículo 116, pero este escenario se analiza mas adelante, ya que primeramente es necesario conocer el efecto que tiene el no poder disminuir el subsidio y el CAS, como ya se ha mencionado. 

En la Tabla 2 se ejemplifica el problema mediante el análisis del caso de cuatro trabajadores con diferentes ingresos, para lo cual se hacen las siguientes consideraciones: 

•
Los trabajadores laboraron los 12 meses de le ejercicio. 

•
El porcentaje de subsidio de la empresa es del 90%, resultando una tasa de 80% de subsidio acreditable. 

•
Ningún trabajador deduce gastos personales de su impuesto anual. 

•
El patrón efectúa el cálculo anual de todos los trabajadores. 

•
No se recalcula el impuesto marginal para efectos de determinar el subsidio acreditable. 

•
Casos diversos pueden tener distintas variables que incidirán en el resultado.
	Tabla 2. Ejemplificación del cálculo del ISR anual en el ejercicio 2005 para las personas físicas 

	Ejemplo 
1 
2 
3 
4 
DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO BRUTO 
Percepción mensual 

4,000 

6,000 

10,000 

25,000 

x 

Meses 

12 

12 

12 

12 

 



= 

Percepción anual gravada

48,000 

72,000 

120,000 

300,000 

- 

Límite inferior 

5,953 

50,525 

103,218 

103,218 

 



= 

Diferencia 

42,047 

21,475 

16,782 

196,782 

x 

Tasa de impuesto 

10% 

17% 

30% 

30% 

 



= 

Impuesto marginal 

4,205 

3,651 

5,035 

59,035 

+ 

Cuota fija 

179 

4,636 

14,748 

14,748 

 



= 

Impuesto bruto 

4,383 

8,286 

19,782 

73,782 

DETERMINACIÓN DEL SUBSIDIO 
Impuesto marginal 

4,205 

3,651 

5,035 

59,035 

x 

Tasa de subsidio

50% 

50% 

50% 

30% 

 



= 

Subsidio marginal 

2,102 

1,825 

2,517 

17,710 

+ 

Cuota fija 

89 

2,318 

7,374 

25,508 

 



= 

Subsidio bruto 

2,192 

4,143 

9,891 

43,218 

% 

% de subsidio 

80% 

80% 

80% 

80% 

 



= 

Subsidio acreditable 

1,753 

3,315 

7,913 

34,574 

DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO SUBSIDIADO 
Impuesto bruto 

4,383 

8,286 

19,782 

73,782 

- 

Subsidio acreditable 

1,753 

3,315 

7,913 

34,574 

 



= 

Impuesto subsidiado 

2,630 

4,972 

11,869 

39,208 

DETERMINACIÓN DEL IMPUESTO A CARGO 
Impuesto subsidiado 

2,630 

4,972 

11,869 

39,208 

- 

CAS que le correspondió durante el ejercicio 

4,590 

3,536 

- 

- 

 



= 

Impuesto a cargo 

- 

1,436 

11,869 

39,208 

Diferencia entre Impuesto bruto y a cargo 
4,383 
6,850 
7,913 
34,574 


	Tabla desarrollada por el autor.


En este caso, el contribuyente del Ejemplo 1 en lugar de que su impuesto a cargo resulte en $0, éste resultaría en $4,383 pesos que su patrón tendría que retenerle al realizarle su cálculo anual en el mes de diciembre. En el caos del ejemplo 4, la persona causaría un impuesto de $73,782, en lugar de un impuesto de $39,208, lo que representa una diferencia a su cargo por $34,574. 

Cabe aclarar que esta problemática únicamente se presenta en el caso en que el patrón efectúa el cálculo del ISR anual del trabajador, ya que debe aplicar el artículo 116 referido anteriormente. Si el trabajador opta por presentar su declaración anual, aplicará la mecánica establecida en los artículos 177 y 178 vigentes para 2005, la cual prevé la disminución del subsidio acreditable, mas no la del CAS que le hubiera correspondido al trabajador durante el ejercicio. 

El problema de que no se prevea la aplicación del subsidio acreditable anual se puede solucionar mediante la aplicación de la Regla Miscelánea 3.19.3., que permite la aplicación durante todo el ejercicio 2005, inclusive a nivel anual, de las tarifas de impuesto integradas que ya consideran el subsidio acreditable, mismas que se publican en el Anexo 8 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2005, publicado el 7 de marzo de 2005; sin embargo, a la fecha de publicación de este trabajo no hay disposición fiscal alguna que permita la disminución del CAS en el impuesto anual de los trabajadores. 

Resulta lógico pensar que esta situación no es intencional del legislador o de la autoridad, y que próximamente se deberá establecer una solución a través de reglas misceláneas, o algún decreto o disposición del Poder Ejecutivo, para poder acreditar tanto el subsidio como el CAS contra el impuesto anual de los trabajadores. 

Por lo que a manera de conclusión parcial, se tiene que el artículo 116 vigente para 2005 es el artículo publicado el 1° de diciembre de 2004 en el Diario Oficial de la Federación, ya que su vigencia no fue postergada para el ejercicio 2006. 
Este artículo no contempla el acreditamiento del subsidio al Impuesto sobre la Renta, ni la disminución del Crédito al Salario del impuesto anual de los trabajadores. 

Esta omisión del legislador provoca que aquellos trabajadores cuyos patrones les efectúen el cálculo del impuesto anual, tengan que pagar el impuesto a cargo sin la posibilidad de disminuir las cantidades antes mencionadas, lo que resulta en una carga fiscal muy alta. 

El acreditamiento del subsidio se puede solventar mediante la aplicación de las tarifas integradas de impuesto que permite la Regla Miscelánea 2005 3.19.3.
En lo que respecta al Crédito al Salario, es probable que esta omisión sea resuelta mediante reglas misceláneas, o algún decreto o disposición del Ejecutivo.

Enseguida se analiza la posibilidad de aplicar en 2005 un beneficio denominado Exclusión General que el legislador tiene previsto iniciar su aplicación a partir del ejercicio 2006, pero que por la falla legislativa aludida, se encuentra vigente en 2005 para las personas que perciben ingresos por sueldos y salarios, y cuyos patrones les efectúan el cálculo anual de ISR. 

Como se comento al inicio de este artículo, con las reformas a la Ley del ISR aprobadas y publicadas el 1° de diciembre de 2004, en 2005 se tienen artículos nuevos para la determinación de los salarios, pero se aclara que para determinar los impuestos del ejercicio 2005, se aplican los artículos vigentes hasta 2004. 

Esto es así para todos los artículos mencionados, excepto para el Artículo 116. En este caso, no existe disposición transitoria que establezca que para los impuestos de 2005 se aplicará el Artículo 116 vigente en 2004, como se muestra en la Tabla 1.
	Tabla 1. Esquema de vigencia de los artículos de la Ley del Impuesto sobre la Renta relacionados con los ingresos por salarios. 

	Artículo 
En 2005 se aplica el artículo vigente: 
En 2006 se aplica el artículo vigente: 
113 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

114 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

115 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

116 
Desde el 1-Ene-2005 
Desde el 1-Ene-2005 
177 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 

178 
Hasta el 31-Dic-2004 

Desde el 1-Ene-2005 




Ahora bien, el Artículo 116 mencionado es el que regula el procedimiento para que los patrones determinen el ISR anual de sus trabajadores. 

De lo anterior se concluye que en el ejercicio 2005, el artículo 116 vigente a partir del 1° de enero de 2005 es el que debe aplicarse para el cálculo del ISR anual de los trabajadores cuyo patrón les calcula el impuesto anual. 

Como ya se menciono en líneas atrás, contra el impuesto anual de los trabajadores en 2005 no se tiene derecho a disminuir ni el subsidio ni el CAS mensual que le correspondió al trabajador. 

A partir de 2005, al Artículo 116 establece lo siguiente en relación con la determinación del impuesto anual: 

“El impuesto anual se determinará disminuyendo del salario bruto obtenido en un año de calendario, el impuesto local a los ingresos por salarios y en general por la prestación de un servicio personal subordinado que hubieran retenido en el año de calendario y la exclusión general elevada al año, en el caso de que se hubiera optado por aplicar las prestaciones exentas, se disminuirá el monto percibido en el año por concepto de dichas prestaciones. Al resultado obtenido se le aplicará la tarifa del artículo 177 de esta Ley. Contra el impuesto que resulte a cargo del contribuyente se acreditará el importe de los pagos provisionales efectuados en los términos del artículo 113 de esta Ley”. 

De la anterior redacción se desprende que el procedimiento para determinar el impuesto anual de los trabajadores del ejercicio 2005 es el contenido en la Tabla 2:
	Tabla 2. Procedimiento del Artículo 116 de la Ley del ISR para determinar el impuesto anual por salarios calculado por el patrón. 

	Salario bruto del año 

- 

Impuesto local retenido 

- 

Exclusión general elevada al año (o prestaciones exentas) 

 



= 

Resultado 

Tarifa del artículo 177 

 



= 

Impuesto anual 

- 

Pagos provisionales 

 



= 

Impuesto a cargo (a favor) 



	Tabla desarrollada por el autor.


Hasta aquí se tiene que no es posible disminuir el subsidio ni el CAS, pero sí es posible aplicar la exclusión general elevada al año. 

Ahora bien, el Artículo 116 no define lo que debe entenderse por “Exclusión General”, por lo que falta determinar si este concepto se encuentra definido en alguna otra disposición de la legislación vigente en 2005, pues de no estar definido, sería un concepto que no se podría aplicar en 2005. 

Cabe recordar que aún cuando los artículos 113, 114, 115, 177 y 178 vigentes a partir de 2005 no se aplican para determinar los impuestos de 2005, esto no significa que su vigencia se encuentra prorrogada hasta 2006, sino que éstos están vigentes desde el 1° de enero de 2005, pero simplemente para el caso específico de determinar los impuestos de 2005, las disposiciones transitorias indican que se deben utilizar los artículos correspondientes que estuvieron vigentes en 2004. 

Esto significa que si en alguno de estos artículos se definiera el concepto Exclusión General, entonces se tendría una definición vigente en 2005 que sería aplicable para efectos del Artículo 116. 

Al respecto, el Artículo 113 de la Ley del ISR establece a la letra que “para los efectos de este Capítulo (Ingresos por salarios) se considera exclusión general la suma de los ingresos de prestaciones de previsión social exentos a que se refieren las fracciones I, II, III, V, VI, VIII, X y XI del artículo 109 de esta Ley o la cantidad de $6,333.33, según corresponda”. 

Por lo anterior, resulta claro que para el ejercicio 2005 sí existe una definición del concepto Exclusión General, y que por éste se debe entender la suma de la previsión social exenta, o bien, la cantidad de $6,333.33 mensuales, cantidad que elevada al año como lo indica el Artículo 116, resulta en $76,000. Para efectos de este análisis se considera que la opción más benéfica para el contribuyente es la de optar por la cantidad de $76,000, por lo que en adelante, al hacer referencia a la exclusión general, se entenderá que es esta cantidad. 

Hasta aquí se concluye que los patrones que en el ejercicio 2005 efectúen el cálculo del ISR anual de sus trabajadores, al aplicar el procedimiento del Artículo 116 de la Ley del ISR no podrán disminuir el subsidio ni el CAS correspondiente, pero sí podrán disminuir del ingreso bruto del trabajador, la exclusión general de $76,000. 

Ahora es importante estimar el impacto que esta mecánica tiene en el impuesto de los trabajadores, para lo cual se utilizan los mismos ejemplos analizados en la primera parte de este artículo. Los resultados de este análisis se presentan en la Tabla 3.
	Tabla 3. Ejemplificación del cálculo del ISR anual en el ejercicio 2005 para las personas físicas aplicando la Exclusión General. 

	Ejemplo 
1 
2 
3 
4 
DETERMINACIÓN DEL ISR POR SALARIOS 2005 
Percepción mensual 

4,000 

6,000 

10,000 

25,000 

x 

Meses 

12 

12 

12 

12 

 



= 

Percepción total 

48,000 

72,000 

120,000 

300,000 

- 

Exclusión general 

76,000 

76,000 

76,000 

76,000 

 



= 

Percepción gravada total 

- 

- 

44,000 

224,000 

- 

Límite inferior 

- 

- 

5,953 

103,218 

 



= 

Diferencia 

- 

- 

38,047 

120,782 

x 

Tasa 

3% 

3% 

10% 

30% 

 



= 

Impuesto marginal 

- 

- 

3,805 

36,235 

+ 

Cuota fija 

- 

- 

179 

14,748 

 



= 

Impuesto 

- 

- 

3,983 

50,982 



	Tabla desarrollada por el autor.


Pero el procedimiento de cálculo no es lo único que pone al patrón a dudar si está cumpliendo adecuadamente con sus obligaciones fiscales, ya que el mismo Artículo 116, en uno de sus cambios para 2005, establece que los patrones no efectuarán el cálculo del impuesto anual de los trabajadores, entre otros casos, cuando el trabajador haya iniciado la prestación de servicios con posterioridad al 1 de enero del año de que se trate o hayan dejado de prestar servicios al retenedor antes del 1 de diciembre del año por el que se efectúe el cálculo. 

Anteriormente dicho artículo únicamente preveía que el patrón no efectuaría el cálculo del impuesto anual del trabajador cuando éste dejara de prestar servicios antes del 1° de diciembre del año en cuestión, pero ahora se agrega el requisito de que tampoco se hará el cálculo en el caso en que el trabajador hubiera iniciado la prestación de los servicios después del 1° de enero del año. 

Aún cuando es incierto si la intención del legislador es que estas disposiciones se apliquen hasta 2006, lo cierto es que formalmente estos requisitos se encuentran vigentes y son aplicables en 2005. 

Para tener una referencia de la diferencia en impuestos que resulta de aplicar este procedimiento, es conveniente analizar los dos procedimientos comentados en este estudio, tanto del impuesto que resulta al no aplicar el subsidio ni el CAS, como el impuesto que resulta al aplicar la exclusión general, y compararlos con el impuesto que resultaría de aplicar el procedimiento establecido hasta el 31 de diciembre de 2004. Los resultados de esta comparación se muestran en la Tabla 4.

	Tabla 4. Comparación de procedimientos para determinar el ISR anual por salarios en 2005. 

	Ejemplo 
1 
2 
3 
4 
COMPRACIÓN DE IMPUESTOS CAUSADOS 
ISR sin aplicar subsidio ni CAS 

4,383 

8,286 

19,782 

73,782 

ISR aplicando subsidio y CAS 

- 

1,436 

11,869 

39,208 

ISR aplicando la Exclusión General 

- 

- 

3,983 

50,982 



	Tabla desarrollada por el autor.


En los ejemplos analizados, el criterio de aplicar la Exclusión General beneficia al trabajador de los ejemplos 1, 2 y 3, mientas que para el trabajador del ejemplo 4 le resulta más conveniente aplicar las disposiciones vigentes hasta el 31 de diciembre de 2004 en las que sí se prevé la disminución tanto del subsidio como del CAS. 

Como se comenta en la primera parte de este trabajo, es lógico pensar que esta situación no es intencional por parte del legislador o de la autoridad, y que próximamente se deberá establecer una solución a través de reglas misceláneas, o algún decreto o disposición del Poder Ejecutivo, para poder acreditar tanto el subsidio como el CAS contra el impuesto anual de los trabajadores, así como para aclarar que la Exclusión General no es aplicable en el ejercicio 2006. 

El problema es que tanto los patrones como los contribuyentes se ubican en una situación de inseguridad jurídica al tener en vigor una disposición que obliga a realizar el cálculo del impuesto estableciendo supuestos e incorporando elementos que no se tiene la certeza de que esa sea la intención de dicha disposición, o bien, de que se expidan reglas que modifiquen este procedimiento. 

De cualquier forma que el cálculo se haga, o cualquier criterio que el patrón aplique, mientras la autoridad no haga las aclaraciones pertinentes, se estará en riesgo de que la autoridad no esté de acuerdo con cualquiera de los procedimientos analizados. 

No obstante lo anterior, no hay que olvidar que aún cuando se establezcan reglas que prohíban la aplicación de la Exclusión General en 2005, lo cierto es que ésta se ha otorgado por Ley y las reglas que el Ejecutivo expida no pueden limitar un beneficio otorgado en Ley. 

Claro es que de no ser éste el criterio de la autoridad, los patrones o contribuyentes que apliquen este beneficio seguramente tendrán que dirimir esta discordancia ante los tribunales competentes, por lo que se deberá evaluar, en cada caso en particular, la conveniencia de aplicar estos beneficios para los trabajadores que la ley les ha otorgado para 2005. 

De lo analizado, se desprenden las siguientes conclusiones:
El artículo 116 vigente para 2005 es el artículo publicado el 1° de diciembre de 2004 en el Diario Oficial de la Federación, ya que su vigencia no fue postergada para el ejercicio 2006. Este artículo no contempla el acreditamiento del subsidio al Impuesto sobre la Renta, ni la disminución del Crédito al Salario del impuesto anual de los trabajadores. 
El acreditamiento del subsidio se puede solventar mediante la aplicación de las tarifas anuales integradas de impuesto que permite la Regla Miscelánea 2005 3.19.3. 

No obstante lo anterior, el procedimiento aplicable en 2005 prescrito en Ley para el cálculo del Impuesto sobre la Renta de los trabajadores, contempla la disminución de la exclusión general de $76,000 pesos por los cuales no se pagará impuesto, lo que genera beneficios para algunos trabajadores. 

Es lógico pensar que los efectos derivados de la falla legislativa analizada en este trabajo serán corregidos o ajustados a través de reglas o disposiciones que emanen del Ejecutivo, de forma que el cálculo anual del impuesto de los trabajadores correspondiente al ejercicio 2005 se efectúe con las disposiciones vigentes hasta el 31 de diciembre de 2004. 

De suceder lo comentado en el párrafo anterior, es procedente recordar que los beneficios otorgados por ley, como el caso de la aplicación de la Exclusión General, no pueden ser limitados por disposiciones emanadas del Poder Ejecutivo, por lo que es posible considerar que aún existiendo reglas que restrinjan este beneficio, éste se podrá aplicar en favor de los trabajadores, pero se debe estar consciente de que seguramente implicaría el tener que entablar un juicio ante los tribunales competentes. 

En 2005, la ley establece que los patrones no harán el cálculo del impuesto anual de los trabajadores, entre otros supuestos, cuando el trabajador hubiera iniciado la prestación de servicios con posterioridad al 1° de enero de 2005. 
En el caso de que la autoridad emita disposiciones relativas al cálculo anual del impuesto de los trabajadores, se deberá estar atento a las menciones que sobre este rubro hagan, pues de no mencionar nada al respecto, prevalecerá esta disposición de ley, y los patrones estarán obligados a proceder de esa manera. 

Mientras esta situación es aclarada de forma oficial, los patrones y trabajadores continuarán en un estado de incertidumbre e inseguridad jurídica sobre las acciones a realizar para cumplir adecuadamente con sus obligaciones fiscales.

3.11.  Estímulo al cine mexicano. Confusión.
En complemento a las reformas realizadas a la Ley del Impuesto sobre la Renta (ISR) que estarán vigentes a partir del ejercicio 2006, se publica en el Diario Oficial de la Federación del 29 de diciembre de 2005, un decreto a través del cual se reforma el Artículo 226 de la Ley, que contiene un estímulo fiscal para el cine mexicano. 

El estímulo al cine mexicano se incorporó a la Ley del ISR en 2005; sin embargo, la redacción de dicho artículo no dejaba clara la mecánica del estímulo y nunca se expidieron las reglas que señalaran la forma de aplicarlo; inclusive, la propia Comisión de Radio, Televisión y Cinematografía de la Cámara de Diputados, en la Gaceta Parlamentaria, año VIII, número 1691, lunes 14 de febrero de 2005, señala que el estímulo en el Artículo 226 de la Ley del ISR (vigente en 2005) no es claro en su aplicación. 

Para el ejercicio 2006 el Artículo 226 se modifica para indicar en su primer párrafo que lo siguiente: 

“Se otorga un estímulo fiscal a las personas físicas o morales, con independencia de la actividad que desempeñen, por los proyectos de inversión productiva que realicen en el ejercicio fiscal correspondiente, consistente en acreditar el 10% del Impuesto sobre la Renta, que se cause en el ejercicio por las inversiones en la producción cinematográfica nacional”. 

De lo anterior se tiene que el estímulo consiste en un acreditamiento del 10% del ISR del ejercicio; sin embargo, la redacción del artículo continúa siendo confusa ya que no se especifica contra qué se va a acreditar dicha cantidad. 

La lógica podría llevar a pensar que el acreditamiento es contra el mismo ISR del ejercicio, lo cual para fines prácticos se entendería como una reducción del 10% del impuesto anual, pero sí es necesario que se precise en qué consiste dicho acreditamiento. 

El segundo párrafo de dicho artículo establece a la letra que “El monto total del estímulo a distribuir entre los aspirantes del mismo no excederá de la cantidad de 500 millones de pesos anual”. Con esta disposición el estímulo se limita a $500 millones distribuidos entre todos los aspirantes. 
Aquí se presenta la problemática de que si el monto conjunto del acreditamiento excede de los $500 millones, no se sabe con certeza, en los términos publicados, cómo y cuándo se va a determinar la cifra que cada aspirante podrá acreditar, lo cual lo colocaría en la situación de no saber en qué momento podrá determinar su utilidad o pérdida financiera del ejercicio. 

El artículo continúa definiendo los conceptos que a continuación se mencionan: 

•
Se considerará como proyectos de inversión productiva en la producción cinematográfica nacional : Las inversiones en territorio nacional, destinadas específicamente a la realización de una película cinematográfica a través de un proceso en el que se conjugan la creación y realización cinematográfica, así como los recursos humanos, materiales y financieros necesarios para dicho objeto. 

•
Se entenderá por producción cinematográfica nacional: Las películas que hayan sido realizadas por personas físicas o morales mexicanas, o bien, en el marco de los acuerdos internacionales o de los convenios de coproducción suscritos por el gobierno mexicano, con otros países u organismos internacionales. 

En cuanto a las reglas de operación para este estímulo, se establece que corresponderá a los Comités Técnicos del Fondo de Inversión y Estímulos al Cine y del Fondo para la Producción Cinematográfica de Calidad, en términos de sus respectivas competencias y en base a sus reglas de operación e indicadores de gestión y evaluación, con la participación que corresponda a la Secretaría de la Función Pública, la autorización de los proyectos de inversión productiva para la producción de películas cinematográficas nacionales; así como los requisitos y trámites que deberán cumplir los interesados para hacerse merecedores al estímulo fiscal. 

Los Comités Técnicos referidos estarán obligados a publicar dentro de los meses de julio y enero de cada año, un informe que contenga los montos erogados durante el primero y segundo semestre del ejercicio fiscal respectivo, según corresponda, así como las personas beneficiadas con el otorgamiento del estímulo fiscal y los proyectos en la producción cinematográfica nacional objeto de dicho estímulo. Sin embargo, considerando que el impuesto anual de las personas se determina una vez concluido el ejercicio, parece difícil que los comités puedan dar a conocer la información en los meses antes mencionados. 

Como puede observarse, es necesario que la autoridad emita reglas que clarifiquen la forma en que este estímulo se aplicará, o que los comités den a conocer las reglas aplicables, para ver si existe alguna clarificación en cuando a la mecánica de este estímulo.
Por los anteriores casos vistos y analizados se demuestra y concluye que la LISR, adolece de grandes fallas, redacción confusa, oscura, disposiciones contradictorias, redundantes, incompletas y ambiguas. Todo esto a pesar de que el impuesto sobre la renta tiene impacto e importancia en la recaudación del fisco mexicano, deriva de que la técnica legislativa como ya se ha mencionado en esta investigación, es algo nuevo en México, por consiguiente no hay un numero considerable de académicos que impartan dicha doctrina, tampoco existe la también ya mencionada teoría que estudie sistemática y metódicamente los problemas de la legislación, así como el modo de resolverlos.

Con lo anterior, se demuestra que en México, es complicado contribuir y cumplir con las disposiciones que establece la LISR, pues en ella, existen vacíos, disposiciones confusas, inconstitucionalidades, entre otras problemáticas; Y no solo en la LISR existen esas irregularidades, sino que en general en materia fiscal algunas disposiciones son tan complejas, que el costo de cumplir se vuelve prohibitivo. Provocando que haya tantos mexicanos, que simple y sencillamente prefieran mantenerse al margen de la economía formal.

Por lo que el gobierno recauda poco, y no solo recauda mal, sino que gasta peor, aunque de este tema no profundizare por no ser el objeto de este estudio, pero cabe señalar que, es palpable y se señalo en los casos que se expuestos, que la clase media cautiva paga la mayor parte del impuesto, además recibe pocos o ningún servicio del Estado; a través de sus impuestos cubren, por ejemplo, el costo de la educación publica y de los servicios de salud; pero es tan mala la calidad de estos, que deben pagar servicios privados de educación y salud; pagan así dos veces por el mismo servicio.

CAPITULO  4
IMPLICACIONES JURÍDICAS EN LA INTERPRETACIÓN DE LEYES FISCALES

El presente capítulo es la culminación del estudio emprendido acerca de la técnica legislativa, en virtud que representa cumplir con el objetivo propuesto, de conocer los efectos que puede tener en el análisis e interpretación de las leyes fiscales, que es el punto de partida para poder aplicarlas correctamente y por ende, cumplir con las obligaciones fiscales a cargo del contribuyente; sin embargo, es necesario hacer una escala para apuntar las diferencias entre la técnica legislativa y la teoría legislativa, para terminar por comprenderlos y de estar en condiciones de dilucidar los posibles efectos que tengan en la labor interpretativa de los ordenamientos tributarios.

4.1.  Diferencias entre técnica legislativa y teoría legislativa.

La mayor parte de los estudios que tendrían cabida bajo el genérico título de ciencia de la legislación suelen adscribirse a la “técnica” legislativa, acaso para confesar o resaltar que su discurso versa fundamentalmente sobre los instrumentos o medios (las “técnicas”) encaminados a mejorar la calidad de las leyes, sin abordar cuestiones más básicas como qué se entienda por racionalidad legislativa o qué estatuto epistemológico tienen los estudios sobre la materia. 
En otras palabras, si bien no es una cuestión pacífica, sí parece que la teoría de la legislación constituye un discurso de carácter más fundamental que el de la técnica legislativa, en el sentido de que aquélla no contendría análisis o propuestas inmediatamente encaminados a dar cuenta o a mejorar la calidad de las leyes, sino una concepción de la legislación o, lo que es igual, de la racionalidad legislativa, y también una visión del estatuto y cometido de los estudios sobre la misma, esto es, una concepción de la propia ciencia de la legislación. 
Precisamente en este sentido se han indicado dos posibles concepciones o enfoques de la legislación: un enfoque maximalista, que comprende los fines y valores que persigue la legislación, y un enfoque minimalista, que trata exclusivamente de los medios o instrumentos dirigidos a optimizar la legislación desde el punto de vista socio-técnico, o lo que es lo mismo, de su calidad lingüística y sistemática, así como de su eficacia y eficiencia, pero sin plantear los fines o los valores a los que se orienta la legislación, esto es, de acuerdo con una noción de racionalidad legislativa dada o preestablecida. 
En otras palabras, el enfoque minimalista, que según J. Wróbleswki es el que parece exigir una aproximación positivista en materia jurídica y no cognoscitivista en materia moral, supone otorgar relevancia precisamente sólo a las cuestiones de técnica legislativa, así como eludir las de ética y política legislativa.
 

La distinción entre un enfoque maximalista y minimalista de los estudios sobre legislación parece equivalente a la que efectúa E. Bulygin a propósito de dos tipos de problemas que cabría abordar en sede de ciencia de la legislación: los político-valorativos y técnico-jurídicos.

Los primeros serían los relativos a las condiciones de adopción de las decisiones políticas expresadas en las leyes. Pertenecerían, pues, a este grupo los análisis que se ocuparan de comprobar y asegurar que en el proceso de la legislación se hayan podido considerar los intereses de todos los afectados, es decir, que el procedimiento de su elaboración satisfaga las garantías de un debate imparcial. 
Junto a los citados, se hallarían los estudios de tipo técnico-jurídico, tendentes a incrementar la certeza del derecho, tanto para el ciudadano, que necesita conocer las consecuencias de su conducta y de la conducta de los demás, como para los operadores jurídicos, que deben aplicar el derecho respetando en lo posible los principios de seguridad e igualdad formal. 
Desde esta perspectiva, cabe diferenciar entre problemas lingüísticos, que a su vez pueden ser de ambigüedad o vaguedad, y problemas lógico-conceptuales, que a su vez se subdividen en sistemáticos y dinámicos según afecten al sistema jurídico, entendiendo por tal un conjunto de normas independiente, pleno y coherente, o al ordenamiento jurídico que resulta de la integración de varios sistemas normativos. 
Mientras que los problemas sistemáticos exigirían técnicas de prevención de redundancias, lagunas y antinomias, los dinámicos, que revisten mayor complejidad, exigirían revisar los modos de promulgación y derogación de normas por medio de técnicas como las exposiciones de motivos, la derogación expresa, etcétera.

Desde cualquiera de los enfoques señalados, la teoría de la legislación determinaría una noción de racionalidad legislativa mediante la exposición de las propiedades que ha de reunir la legislación para ser óptima, diseñando seguidamente un esquema de las técnicas que desarrollarían el modelo de racionalidad legal planteado. Con estos fines, la teoría de la legislación señalaría también las disciplinas de las que en virtud de su arsenal teórico podrían recabarse aquellas técnicas, y trazaría, en fin, el procedimiento legislativo, organizando las fases o momentos de la legislación en las que operan las distintas técnicas. 
Por lo demás, en la medida en que los estudios de legislación puedan ser vistos como una consecuencia del fenómeno de la crisis de la ley, la teoría de la legislación se ocuparía de explicar este fenómeno de crisis de la ley, mientras que la técnica legislativa arbitraría soluciones prácticas a dicha crisis.

En conclusión, la distinción entre la teoría legislativa y la técnica legislativa, seria que en la primera, surge de la necesidad de encontrar una explicación general al fenómeno de crisis en el proceso legislativo ofreciendo los conocimientos básicos que nutren a la técnica legislativa y llevando a cabo análisis externos de tipo dinámico del mencionado proceso legislativo con el objetivo de no solo describir, sino también explicar y proponer procedimiento que supongan un incremento de racionalidad con respecto a la practica legislativa existente. 
Y la técnica legislativa, con carácter mas sectorial, surge de la necesidad de dar respuesta practica a la crisis, no pretendiendo explicar un fenómeno, sino indicar como conseguir ciertos objetivos a partir de determinados conocimientos y, en consecuencia, utilizar o aplicar saberes que, por tanto, cabe considerar como mas básicos, en beneficio del análisis, interpretación y aplicación de las normas; Es decir, la técnica legislativa viene a ser mas una forma de capear y de hacer frente con cierta dignidad a la crisis, que de superarla. 

4.2.  Efectos de la técnica legislativa en la interpretación de las leyes fiscales.

Después de todo lo analizado en los capítulos precedentes, finalmente es posible dilucidar los efectos que pueden tener la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales; sin embargo, previo a ello, es necesario definir y precisar, de manera breve y concisa, el concepto de “interpretación”, de manera que pueda relacionarse perfectamente con la técnica legislativa.
En primer término y siguiendo la misma metodología que para los conceptos anteriores, es necesario partir de las raíces etimológicas a fin de precisar la definición del vocablo “interpretación”. Según el Diccionario de la Real Academia Española, “interpretar” proviene del latín “interpretari” y significa “explicar o declarar el sentido de algo, y principalmente el de un texto”, así como en otra acepción “explicar acciones, dichos o sucesos que pueden ser entendidos de diferentes modos”; de ello se desprende que interpretar es explicar el sentido de un texto, de acciones o sucesos que acontecen.

De manera general, según García Maynez, “interpretar es desentrañar el sentido de una expresión. Se interpretan las expresiones, para descubrir lo que significan. La expresión es un conjunto de signos; por ello tiene significación”;
 el autor de referencia profundiza sobre éste punto apoyándose en Husserl, que analiza los elementos:

“1º. La expresión en su aspecto físico (el signo sensible; la articulación de sonidos en el lenguaje hablado, los signos escritos sobre el papel, etc.).

2º. La significación. Lo que la expresión significa es el sentido de la misma. Parece que la significación es el objeto a que la expresión se refiere, pero no es así, porque entre la expresión y el objeto hay un elemento intermedio: la significación.

3º. El objeto. La necesidad de distinguir la significación del objeto resulta clara cuando, después de comparar diversos ejemplos, nos percatamos de que varias expresiones pueden tener la misma significación, pero objetos distintos; o de que es posible que tengan significación distinta, pero el mismo objeto...”

Las leyes representan un conjunto de signos que componen el lenguaje, plasmados en los textos con la finalidad de regular la conducta humana en sociedad, por lo tanto y como se ha visto, debe interpretarse para conocer su significación y –como se tratará posteriormente- la voluntad expresada en el texto por el legislador. 

Interpretar un texto radica en descubrir su verdadero sentido y significado; para ello, es necesario partir de la lectura y análisis
 del texto en cuestión, que en el caso que ocupa serán los textos legales –las leyes-, para posteriormente desentrañar su verdadero sentido o “interpretarlo”, y finalmente pasar a la aplicación de la misma, o en otras palabras, poner en práctica lo versado en el texto. Sin embargo, cabe hacer la pregunta: ¿por qué se interpreta el Derecho?
Cisneros Farías responde tal interrogante exponiendo las siguientes razones:

“a) Los conceptos y términos del Derecho están expresados en signos lingüísticos y éstos no son exactos, precisos.

b) Se refiere a hechos humanos, deliberativos, no mecánicos, que obedecen a intenciones objetivas y subjetivas, de difícil entendimiento y explicación.

c) Se dan en contextos sociales, políticos, religiosos, económicos y educativos severamente heterogéneos.

d) Se expresan en juicios lógicos que encierran una proposición abstracta, general, en la que el legislador no pudo expresar su propia voluntad ni logró captar la fuente real o social que le dio origen.

e) Porque el Derecho mismo, al aplicarse, encierra una fuerte carga y descarga emotiva personal y social, de la que el mismo juzgador no puede sustraerse.”

Lo anterior puede resumirse como una combinación de diversos sentimientos plasmados en textos compuestos por signos lingüísticos que norman hechos, situaciones, etc. previstos en abstracto por el legislador, que se dan en diversos contextos; sin embargo, como se apreciará más adelante, el interpretar los textos legales no implica que la norma sea oscura o mal redactada, de modo que sólo en dichos casos pueden interpretarse los ordenamientos legales; sin embargo, con ello queda de manifiesto la necesidad de interpretar el Derecho.

Algunos autores se expresan en torno a la interpretación en el Derecho; existen diversas opiniones en relación a si las leyes se interpretan en todo momento, es decir, sin importar la calidad y claridad presentes en los textos o bien sólo se interpretan cuando dichos textos presentan duda, oscuridad o una calidad tal, que no es posible desentrañar su verdadero sentido con claridad; no es objeto del presente trabajo entrar en mayores polémicas y profundizar acerca de si las leyes se interpretan sólo cuando son oscuras o no, simplemente baste decir que en un proceso lógico de aprendizaje, todo texto que se lea debe ser interpretado para poder comprenderlo, aunque muchas veces dicha interpretación se realice de manera inconsciente, pero de hecho siempre se hace.

Toda norma jurídica debe ser interpretada, no siendo la excepción las tributarias, inclusive –contra la creencia de muchas personas- aquellas que establecen cargas a los particulares, también llamadas las “normas sustantivas” o las normas que establecen los elementos esenciales de las contribuciones, según lo establecido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente tesis:

“XVI 1º 6 A. NORMAS FISCALES, SON SUSCEPTIBLES DE INTERPRETACIÓN. Si bien es cierto que el Código Fiscal del Estado establece que las normas de derecho tributario que establezcan cargas a los particulares y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, también lo es que, dicho sentido estricto se refiere a la aplicación de las cargas impositivas sin distingos, siempre que encuadren en las hipótesis o supuestos contenidos en los preceptos por aplicar, pero en ningún momento se refiere a que una norma fiscal no pueda ser interpretada jurídicamente, pues precisamente, la ciencia del Derecho enseña que debe atenderse al contenido literal de la norma, o a su interpretación jurídica cuando exista oscuridad, ya que tal interpretación ayuda a precisar el significado correcto de ciertos términos o signos.

Primer Tribunal Colegiado del Décimo Quinto Circuito.

Amparo directo 346/96. Matsuschita Internacional de Baja California. 6 de febrero de 1991. Unanimidad de votos. Ponente: Miguel Ángel Morales Hernández, Secretaria: Magdalena Díaz Beltrán.”

Toda norma jurídica debe ser interpretada, ya que en caso contrario, su aplicación se tornaría imposible. Ramalho Bittencourt considera que la interpretación tiene un alcance amplio, no sólo en la ciencia jurídica, sino en el arte y la cultura, entre otras disciplinas, como obras de creación humana, por lo que expresa:

“Interpretar es el acto de explicar el sentido de alguna cosa, es revelar el significado de una expresión verbal, artística o constituida por un objeto, actitud o gesto, en busca del verdadero sentido de las cosas. Por eso el espíritu humano lanza diversos recursos, analiza los elementos, utiliza conocimientos de lógica, de psicología y, muchas veces, conocimientos técnicos, a fin de penetrar en el ámbito de las cosas para identificar el mensaje contenido. Todo objeto cultural, siendo obra humana, está impregnado de significados, que imponen interpretación. El trabajo del intérprete es justamente ése, el de decodificar o de recorrer el camino inverso seguido por el codificador.”

La opinión de éste último autor es bastante completa, por lo que, aunada a las anteriores, puede decirse que interpretar es desentrañar el sentido de las cosas, sean textos, actitudes, expresiones, etc. para conocer su significado o el sentido que tengan, es descifrar o decodificar los signos que contienen las citadas expresiones.

Entrando de lleno al plano jurídico, Rodríguez Lobato expresa que las leyes fiscales, como todas las otras, deben ser interpretadas para su correcta aplicación en el caso concreto; alude a Pavón Vasconcelos, para quien se interpreta una ley cuando se busca, se esclarece o se desentraña mediante el adecuado análisis de las palabras que la expresan; asimismo, refiere a Andreozzi, que concibe a la interpretación como “una voluntad cuya finalidad es satisfacer una necesidad jurídica”, en la que esa voluntad se da a una manifestación de aplicación, de tal modo que exista unidad conceptual entre su finalidad y aplicación.

Para Porras y López, interpretar una ley es obtener el recto sentido que contiene, pero entender qué es el sentido presenta un problema, que dicho autor resuelve manifestando que el sentido de una ley se traduce en actitudes del pensamiento jurídico, citando a Muñoz para establecerlos; ellos son, la idea jurídica de la ley, o sea, la voluntad escueta del legislador que la sanciona; la que estima que es la idea que corresponde a una legislación ideal y aquella que opina que interpretar la ley es indagar la voluntad de la ley y no la del legislador
; parece un tanto imprecisa la última idea vertida, ya que es difícil pensar en que la legislación, como producto del trabajo del legislador, contenga una voluntad propia y no exprese la de su creador.

De la Garza aporta las opiniones encontradas de dos autores sobre lo que es la interpretación; primero García Belsunce, postulante de que “interpretar una norma jurídica significa establecer su verdadero sentido y alcance” y después Jarach, para quien interpretar una ley significa encontrar los hechos que se verifican en la realidad dentro de la previsión abstracta de la definición brindada por el legislador, por lo que nunca se interpreta la letra de la ley, sino los hechos que caen bajo el alcance de la ley, para conocer la coincidencia o no entre los hechos acontecidos en la realidad y los que se hayan definido abstractamente en la misma
; el último autor contrasta con los previamente citados, así como en opinión personal a las definiciones y al proceso lógico de la interpretación, toda vez que al hacer el verificativo de los hechos a fin de buscar su coincidencia con la descripción hecha, en abstracto, en el texto legal, es necesario hacer una interpretación de las letras que conforman dicho texto, para poder encuadrar los supuestos, tal proceso de verificación de la coincidencia entre los hechos acontecidos en la realidad y el supuesto establecido en la ley, se le conoce como subsunción.

En la interpretación se desarrollan distintos métodos, que se conocen como “métodos de interpretación jurídica”; la disciplina científica que se ocupa del estudio de la sistematización de los métodos y principios interpretativos es la hermenéutica jurídica; en opinión de Díaz Crousse, existe una creencia equivocada de que ambos términos, interpretación y hermenéutica, son sinónimos, lo cuál no es así, porque “la interpretación es aplicación de la hermenéutica; ésta descubre y fija los principios que rigen aquella; la hermenéutica es la teoría científica del arte de interpretar”
; no se investigará si la hermenéutica y la interpretación son sinónimos o términos subordinados entre sí, únicamente se verá muy brevemente la relación que tienen en la labor interpretativa.

Cortina Montemayor analiza con profundidad a la hermenéutica; en primer lugar refiere la raíz etimológica del término, que es el vocablo griego “hermenéuiein” cuyo significado es expresar o enunciar un pensamiento, descifrar e interpretar un mensaje o un texto, por lo tanto, el hermeneuta es aquel que se dedica a interpretar el sentido de los mensajes, haciendo que su comprensión sea posible, ya que la hermenéutica aplica el modelo interpretativo de los textos al ámbito ontológico
; puede concluirse, de las propias raíces etimológicas, que la hermenéutica y la interpretación –si no iguales- son términos muy cercanos, que coadyuvan para descifrar y decodificar textos, descubrir su sentido y alcance, que es en sí la labor interpretativa.

En la legislación tributaria mexicana, únicamente en el artículo 5º del Código Fiscal de la Federación se hace referencia a la interpretación de las disposiciones fiscales, de acuerdo con el texto:

“ARTÍCULO 5. Las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los particulares y las que señalen excepciones a las mismas, así como las que fijan las infracciones y sanciones, son de aplicación estricta. Se considera que establecen cargas a los particulares las normas que se refieren al sujeto, base, tasa o tarifa.

Las otras disposiciones fiscales se interpretarán aplicando cualquier método de interpretación jurídica. A falta de norma fiscal expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del derecho federal común cuando su aplicación no sea contraria a la propia naturaleza del derecho fiscal.”
 (Énfasis añadido) 

El citado dispositivo legal ha sido objeto de mucha controversia, pues para unos establece que las disposiciones que establecen cargas a los particulares sólo pueden interpretarse de manera literal o estricta, sin embargo, a lo único que refiere como “estricto” es a la aplicación, que no es lo mismo que la interpretación; en un proceso lógico, primero se interpreta y luego se aplica, es decir, se le dan los efectos a la norma interpretada al caso concreto; no se pretende profundizar al respecto, sino simplemente apuntar breve pero sustancialmente la diferencia entre uno y otro término; el Diccionario de la Real Academia Española define aplicar como “poner algo sobre otra cosa o en contacto de otra cosa” y en su acepción jurídica es “adjudicar bienes o efectos”
; pues bien, para adjudicar esos efectos, es necesario primeramente efectuar la labor interpretativa, o sea, conocer el alcance y sentido del texto, en el proceso lógico que se describirá en el párrafo que sigue.

Ferragut se apoya en Barreto y Giardino para describir de manera clara el proceso de aplicación del Derecho: 

“A la edición de la ley (normas jurídicas “en abstracto”), le sigue la verificación de la ocurrencia material de los presupuestos normativos (subsunción) lo que, implicando incidencia, determina la producción de las consecuencias de derecho que pertenecen a la hipótesis. La ley, de esto, describe hechos (acontecimientos, situaciones) que, a su vez, cuando ocurren, obligan a la realización de otros hechos (conductas personales de contenido variable).”
 

En el proceso descrito por los referidos autores, la interpretación ocurre cuando se verifica que haya coincidencia entre la norma abstracta y los hechos –la subsunción- para, mediante la aplicación, determinar las consecuencias de derecho que pertenecen a los hechos realizados.

De la propia lectura del citado numeral del código tributario, se desprende que todas las disposiciones fiscales pueden interpretarse utilizando cualquier método de interpretación jurídica y deben aplicarse estrictamente sin distingos; tal criterio ha sido sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, no sólo en la tesis transcrita previamente, sino también en la siguiente jurisprudencia, emitida en contradicción de tesis:

“CONTRIBUCIONES. LAS DISPOSICIONES REFERENTES A SUS ELEMENTOS ESENCIALES, AUNQUE SON DE APLICACIÓN ESTRICTA, ADMITEN DIVERSOS MÉTODOS DE INTERPRETACIÓN PARA DESENTRAÑAR SU SENTIDO. El hecho de que el legislador haya establecido que las disposiciones que prevén elementos esenciales, como son sujeto, base, tasa o tarifa de una contribución y las excepciones a ésta, son de aplicación estricta, no significa que el intérprete no pueda acudir a los diversos métodos que permiten conocer la verdadera intención del creador de aquellas disposiciones, cuando virtud de las palabras utilizadas, sean técnicas o de uso común, se genere incertidumbre sobre su significado, ya que el efecto de lo ordenado por el legislador es obligar a aquél a que realice la aplicación estricta de la respectiva hipótesis jurídica única y exclusivamente a las situaciones de hecho que coincidan con lo previsto en ella, una vez desentrañado su alcance. (Énfasis añadido)

2ª./J. 133/2002

Contradicción de tesis 15/99. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en Materia Civil del Sexto Circuito, antes Segundo del propio circuito y el Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito, por una parte, y el Tercero en Materias Administrativa y de Trabajo del Cuarto Circuito, anteriormente tercero del propio circuito, por la otra. 15 de octubre de 1999. Unanimidad de cuatro votos. Ausentes: Mariano Azuela Guitrón y José Vicente Aguinaco Alemán, quien fue suplido por Juventino V. Castro y Castro. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina.

Amparo directo en revisión 1302/2001. United Parcel Service, Company. 23 de noviembre de 2001. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Verónica Nava Ramírez.

Amparo en revisión 473/2001. Constructora Estrella, S.A. de C.V. 5 de abril de 2002. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Carlos a. Morales Paulín.

Amparo en revisión 262/2001. San Vicente Camalú, S.P.R. de R.L. 18 de octubre de 2002. Cinco votos. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretaria: Aída García Franco.

Contradicción de tesis 34/2001-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Quinto en Materia Administrativa del Primer Circuito, Primero en Materia Administrativa del Tercer Circuito, Segundo en Materia Administrativa del Segundo Circuito y Primero del Décimo Octavo Circuito, por una parte, y el Segundo en Materia Administrativa del Tercer Circuito, por la otra. 18 de octubre de 2002. Ponente: Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretario: Rafael Coello Cetina.

Tesis de jurisprudencia 133/2002. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del quince de noviembre de dos mil dos.”

Lo anterior confirma el criterio sostenido hasta ahora, en relación a que todas las normas tributarias –aún las que generan cargas a los particulares- son sujetas de interpretación y no sólo eso, sino que admiten todos los métodos de interpretación que estén a disposición del intérprete, ya que lo que se busca es precisamente desentrañar su sentido y alcance, sin importar el lenguaje utilizado en la redacción de la norma, si bien el Máximo Tribunal sugiere que sólo en caso de que el lenguaje utilizado genere incertidumbre cabe la interpretación.  

 Para auxiliar al intérprete en su labor, existen diversos métodos de interpretación jurídica para desentrañar el sentido y alcance de las normas que integran los ordenamientos legales; la mayoría de ellos se encuentran ampliamente comentadas por la doctrina, inclusive existiendo debates acerca de que si son o no auténticos métodos para interpretar el derecho; no se profundizará en tal debate, ni tampoco es propósito señalar cuál es el método más adecuado para interpretar las leyes en general y fiscales en particular, simplemente se enunciarán y definirán de forma breve, para que se tenga conocimiento de ellos.

En primer término, De la Garza señala los siguientes métodos de interpretación jurídica:

Exegético. Se utiliza preponderantemente el sentido literal o gramatical de las palabras, así como su sentido lógico.

Histórico.  Se vale para encontrar el sentido de la ley de los precedentes, del derecho derogado, de la evolución de determinada institución jurídica, etc.

Económico. Se atiende a los fines de los impuestos, que tienen un significado económico y al desarrollo de las circunstancias.

Además de los métodos enunciados, el citado autor agrega diversos tipos de interpretación; la declarativa o estricta, aquella que solamente declara el sentido o alcance de las palabras utilizadas por el legislador, sin restringirlo ni extenderlo; la restrictiva, que restringe o reduce el alcance de las palabras integrantes de la norma interpretada; la extensiva, la que atribuye a las palabras de la norma interpretada un alcance más amplio del que resulta a primera vista de las palabras empleadas; la auténtica, es la que hace el propio legislador; la administrativa, aquella que efectúan las autoridades administrativas al contestar las consultas que les son planteadas; la judicial, la que realizan los tribunales y la doctrinal, que es la realizada por los tratadistas en cuestiones judiciales y los jurisconsultos; la llamada interpretación analógica no es interpretación sino integración.

Margáin Manautou coincide con la mayoría de los métodos referidos por De la Garza, sólo que a la interpretación estricta le llama también “literal”, asimismo, señala que la interpretación auténtica no es una interpretación jurídica porque el legislador impone un determinado sentido de la ley por medio de otra ley; complementa agregando los criterios de interpretación “indubio contra fiscum” (en duda en contra del fisco) que se traduce que en caso de duda acerca de la interpretación de alguna norma tributaria, se adoptará la solución que favorezca al contribuyente, o lo que es lo mismo, en contra de los intereses del fisco y de “indubio pro fiscum” que opera en sentido contrario, es decir, en caso de duda se favorecerá a los intereses del fisco.

El mismo Margáin postula que las leyes deben interpretarse armónicamente, no de manera aislada, para dar a la ley unidad conceptual entre su finalidad y aplicación; igualmente, por su naturaleza específica, deben interpretarse en forma estricta o literal aquellas normas que se refieran a los elementos esenciales de las contribuciones (sujeto, objeto, base, tasa o tarifa, etc.); cuando un término tenga más de una acepción y ninguna sea legal, debe atenderse a su sentido técnico, si tiene un origen legal, entonces se atenderá a su sentido jurídico y finalmente, la interpretación analógica (que no es interpretación) debe proscribirse en la interpretación de las normas
; no se concuerda con el criterio de que las normas que establecen los elementos esenciales de las contribuciones  sólo se interpretan a través del método estricto o literal, ya que la Suprema Corte de Justicia se ha pronunciado por el empleo de todos los métodos de interpretación para desentrañar el sentido de todas las normas, como se apuntó previamente.

En relación a la interpretación extensiva, Ferragut opina que es el acto de crear principios, reglas y situaciones no expresados en los enunciados, sino que se encuentran implícitamente en ellos, permitiendo, con eso, que la incidencia de la norma se expanda a una mayor cantidad de hechos; igualmente alude a Diniz que establece que la interpretación extensiva es aquella en la cuál, al completar una norma, se admite que ella abarque ciertos hechos-tipos, implícitamente; dicha interpretación se desenvuelve en torno de la norma, comprendiendo en ella casos que no están expresos en su letra, sino se encuentran virtualmente contenidos en ella, confiriendo, así, a la norma, el más amplio radio de acción posible, todavía, siempre dentro de su sentido literal, ocasionando que su alcance sea más amplio de lo que indican sus términos.
 

Existe una diferencia entre la integración en el Derecho y la interpretación extensiva, según Da Silva Amaro, “integrar significa completar, adaptar. Integración, para el derecho, es el proceso a través del cuál, frente a la omisión o laguna de la ley, se busca llenar el vacío”, sin embargo, ello ocurre después de agotarse el trabajo de interpretación, sin que se descubra el precepto aplicable al caso determinado, entonces se utilizan los procesos de integración, a fin de dar solución a la especie; por ello se aplica a una hipótesis no prevista en la ley una disposición relativa a un caso semejante
; si bien la interpretación extensiva es darle un alcance más amplio a la norma jurídica sin perder de vista su literalidad, ocurre primero que la integración, que está supeditada a no encontrar precepto aplicable al caso concreto una vez realizada la labor interpretativa.

A los métodos anteriores, Estrada Lara agrega el sistemático, que es aquel que considera a las normas como integrantes de todo un sistema jurídico, observando que no se contrapongan, para dar congruencia a lo manifestado por el legislador
; por su parte, García Maynez señala que los métodos hermenéuticos son numerosísimos, dándole importancia al método exegético, mediante el cuál, el intérprete, deberá auxiliarse de:

“1. Examen de trabajos preparatorios, exposiciones de motivos y discusiones parlamentarias.

2. Análisis de la tradición histórica y de la costumbre, a fin de conocer las condiciones que prevalecían en la época en que la ley fue elaborada, así como los motivos que indujeron al legislador a establecerla.

3. Si estos medios resultan infructuosos, habrá de valerse de procedimientos indirectos, como la equidad y los principios generales de Derecho...”

Para los casos no previstos, el intérprete podrá auxiliarse del argumento en contrario, mediante el empleo de la lógica; también podrá auxiliarse en la costumbre
; puede apreciarse que el método exegético no es nada fácil, ya que además de la propia capacidad técnica que debe tener el intérprete, se necesita contar con una gran cantidad de información histórica, lo cuál puede convertir en difícil la tarea, sin embargo, el producto interpretativo podrá ser de mejor calidad.

Ramalho Bittencourt se adhiere a los métodos de interpretación propuestos por Savigny, que prácticamente son los mismos citados previamente, resaltando la definición del método sistemático:

“Aquel que determina la interpretación de los conceptos del Derecho Tributario en función de sus contactos con el Derecho Civil, prohibiendo la “jurisdización” de conceptos económicos, ya que los institutos jurídicos deben ser comprendidos en concordancia con el lugar que ocupan o con el sistema del cuál son parte, con vistas a la unidad en el Derecho. Ordinariamente incorpora el criterio teleológico, económico o finalista”
  

 En esencia es similar a la definición brindada por Estrada Lara, aunque es más completa; también señala la interpretación teleológica, difundida por los sociologistas, que toma en cuenta la finalidad y el objetivo de la norma, en su consideración económica
; dicha interpretación teleológica se parece, en definición a la interpretación auténtica, que si bien la realiza el legislador, atiende a los propósitos y objetivos perseguidos por la norma, que generalmente se plasman en las exposiciones de motivos, que constituyen un medio auxiliar esencial para el intérprete.

Es difícil decir cuál método de interpretación es el más adecuado, el decidirlo depende del intérprete; sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación se ha manifestado por la utilización de todos los métodos de interpretación jurídica para desentrañar el sentido (interpretar) todas las normas tributarias, incluso aquellas que establecen los elementos esenciales de las contribuciones, para efectos de que el intérprete pueda realizar una mejor labor y obtener un producto que vaya en congruencia y lógica que sea aplicable al caso concreto. 

En conclusión, la interpretación consiste en descubrir y desentrañar el verdadero sentido y significado de los signos, expresiones, actitudes, etc., en el caso de las leyes, de los textos que las componen; existen diversos métodos de interpretación, así como diversos criterios para interpretarlas, los cuáles podrán ser utilizados por el intérprete de acuerdo con la naturaleza y a la magnitud del caso concreto, debiéndolo hacer de forma armónica y sistemática, para lo cuál goza de absoluta libertad, cuidando siempre y en todo momento que no se rompan los principios jurídicos y constitucionales, rectores de todo el sistema jurídico, que conducen a la adecuada justicia y equidad, no sólo en el ámbito tributario, sino en el ámbito jurídico en general.

Con todo lo anterior, ¿qué efectos tiene o puede tener la aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales?; para ello es necesario ver la opinión de diversos autores; en muchas partes se hablan de las leyes en general, pero los efectos y opiniones son perfectamente válidos para el ámbito del derecho tributario que es el relevante para el presente trabajo.

Pérez Becerril plantea la facilidad de localizar e identificar en los textos legales excesivas presunciones, toda vez que en diversas oraciones es frecuente encontrar frases como “se entiende”, “se considera”, lo cuál puede generar incertidumbre en el intérprete
; tal incertidumbre será mayor o menor dependiendo del grado de preparación y experiencia que tenga el intérprete, que deberá ser cuidadoso en no darle un alcance extensivo a las presunciones, aún y cuando dichas frases den lugar a ambigüedades, por lo que deberá tener a su alcance elementos auxiliares, tales como las exposiciones de motivos, a fin de tomar en cuenta la intención del legislador.

Tal problemática del uso excesivo de las presunciones en los textos legales no es abordada casi por ningún autor (al menos de los consultados) por lo que, de lo visto y analizado hasta ahora, puede decirse que las presunciones se localizan en las leyes cuando se relacionan varios supuestos que involucran hechos tanto conocidos como desconocidos de manera implícita (no se dice textualmente en la ley que se trata de una presunción). En general, el reconocer y apreciar demasiadas presunciones en los ordenamientos legales depende de la capacidad y preparación del intérprete.

Por su parte, Llano Cifuentes no concibe que la técnica legislativa genere efectos en la interpretación, en virtud de que no es un recurso lógico de interpretar, sino es una técnica aplicada por el legislador; asimismo, agrega que la técnica legislativa utilizada en la producción de leyes, puede ser percibida por el intérprete o el legislador y verificar que tales normas no contengan incongruencias con la realidad natural y social. 

Navarrine y Asorey comentan al respecto, que el legislador debe tomar en cuenta las diferencias pertenecientes a la vigencia de la norma, porque en el inicio de elaboración de normas, estas son creadas por deducción a partir de ciertos hechos, mediante una regla natural. 

Ambas posturas son interesantes, ya que en verdad el intérprete debe tener cuidado en aplicar el derecho vigente al momento de la realización de los hechos, sean tributarios o no, teniendo cuidado que la norma que se establezca en la legislación no se encuentre derogada; por lo que se podrá verificar que se han incluido efectivamente todos los elementos constituyentes de la técnica legislativa, en orden de considerarla en su labor interpretativa.

La inadecuada técnica legislativa puede tener efectos en el análisis e interpretación de las leyes fiscales, ya que por vacíos, omisiones y lagunas en los ordenamientos legales, se deberá tener cuidado en la interpretación a las normas jurídicas, lamentablemente esas fallas son muy comunes, por lo que para resolver acertadamente deberá utilizar los diversos métodos interpretativos y todo el material que tenga disponible para realizar adecuadamente su labor. 

Según Pérez de Ayala, es de reconocerse, como opera la técnica legislativa a través de una de sus herramientas, las ficciones, en donde los conceptos legales crean su propia verdad, que es la que importa –en un plano de “lege data”-, por lo que el intérprete, en ningún caso, por imposibilidad técnica, podrá prescindir del concepto legal y de la ficción de Derecho que el mismo contenga
; en todo momento la ficción deberá ser tomada en cuenta por el intérprete, no pudiendo prescindir de ella, sin importar que esté contenida en el concepto legal, so pena de incumplir con su labor técnica interpretativa; ello es así porque la ficción crea la verdad legal, que es lo verdaderamente importante, por lo que deja de ser simplemente una “mentira”.

Sperb de Paola señala que es mucho el auxilio que presta la técnica legislativa a la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, por reducir el trabajo del intérprete y para el aplicador, que deben determinar hasta dónde va la extensión o restricción del régimen jurídico”; el mismo autor agrega que con la adecuada aplicación de la técnica legislativa en las normas legales, disminuye o elimina la dificultad para el intérprete, en la no dispersión de las partes de una norma jurídica en diversos artículos de una misma ley o inclusive en diversos textos legislativos, lo que puede propiciar que dichos “pedazos” abran espacio a la discrecionalidad administrativa; alude a Rosenberg, quien añade otro beneficio para el intérprete, relativa a la fundamentación de su interpretación, pues con la aplicación correcta de la técnica legislativa, a través del uso practico de la sintaxis en las normas, se eliminan diversas problemáticas de análisis e interpretación.

Pueden apreciarse tres efectos negativos a la hora de interpretar y aplicar las leyes, tanto fiscales como de otras ramas del Derecho, derivados de la inadecuada técnica legislativa aplicada a los ordenamientos legales; primero, el determinar y fijar hasta dónde llegan los efectos restrictivos o extensivos de los regímenes jurídicos que producen algunas figuras jurídicas empleadas en exceso como lo son las presunciones, que es uno de los motivos prácticos de los legisladores al incluirlas; segundo, la discrecionalidad que puede crearse a favor de las autoridades, al estar esparcidos por varios artículos o leyes, todas las partes que integran una norma jurídica, que se genera por las remisiones, primordialmente, y tercero, la dificultad de fundamentar las interpretaciones cuando las normas contienen las alteraciones sintácticas, de significación, que contienen las disposiciones legales.

Asimismo, otro efecto de la inadecuada técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes en general y fiscales en particular, es el de darle extensión o restricción a conceptos o tratamientos mediante creaciones artificiales del intérprete y aplicador, es decir, que sean creadas por él y no por el legislador, lo cuál no sólo transgrede el principio de legalidad, sino se produciría una interpretación carente de todo fundamento jurídico, aún se base en argumentos lógicos, por lo cuál deberá hacer a un lado las discrepancias esenciales entre realidades jurídica y natural, así como en el caso de las presunciones, especialmente las humanas, deberá fijar adecuadamente los límites de restricción o ampliación de las consecuencias jurídicas a los hechos sobre los cuáles realiza su labor interpretativa.

 Por último, otro efecto que puede causar la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales es el de crear incertidumbre en el intérprete causada por la discrepancia entre realidad natural y realidad jurídica o inclusive, por la discrepancia entre dos realidades jurídicas, una tributaria y otra perteneciente a distinta rama del Derecho, como sucede, por ejemplo, en el caso de la definición del contrato de asociación en participación, originariamente mercantil, que la legislación tributaria construye su propio concepto de la figura referida; en tal caso, debe prevalecer el concepto tributario, si la interpretación y aplicación es de las leyes de dicha materia, pero como esa situación pueden existir muchas, por lo que el intérprete deberá poner especial atención en los principios y métodos interpretativos para resolver cualquier conflicto entre los ordenamientos (antinomias), a fin de desarrollar una labor adecuada. 

En conclusión del presente apartado, interpretar consiste en descubrir y desentrañar el verdadero sentido y significado de los signos, expresiones, actitudes, etc., en el caso de las leyes, de los textos que las componen; existen diversos métodos de interpretación, así como diversos criterios para interpretarlas, los cuáles podrán ser utilizados por el intérprete de acuerdo con la naturaleza y a la magnitud del caso concreto, debiéndolo hacer de forma armónica y sistemática, para lo cuál goza de absoluta libertad, sin romper los principios jurídicos y constitucionales, rectores de todo el sistema jurídico, que conducen a la adecuada justicia y equidad, no sólo en el ámbito tributario, sino en el ámbito jurídico en general.

Los efectos que tiene la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son:

Vacíos, omisiones y lagunas en los ordenamientos fiscales; Por lo cual, se deberá tener cuidado en la interpretación de las normas, lamentablemente esas fallas son muy comunes.

Permite la creación de la discrecionalidad que puede crearse en favor de las autoridades, al estar esparcidas por varios artículos o leyes, todas las partes que integran una norma jurídica, que se genera por las remisiones. 

Dificultad para fundamentar las interpretaciones cuando las normas contienen las alteraciones sintácticas, de significación.

Extensión o restricción indebidas a conceptos o tratamientos, mediante creaciones artificiales del intérprete y aplicador, es decir, que sean creadas por él y no por el legislador, lo cuál no sólo transgrede el principio de legalidad, sino se produciría una interpretación carente de todo fundamento jurídico, aún se base en argumentos lógicos, por lo cuál deberá hacer a un lado las discrepancias esenciales entre realidades jurídica y natural.

Incertidumbre en el intérprete causada por las ficciones jurídicas, en virtud de la discrepancia entre realidad natural y realidad jurídica o inclusive, por la discrepancia entre dos realidades jurídicas, una tributaria y otra perteneciente a distinta rama del Derecho, que pueden originar antinomias o conflictos entre las leyes.

Los efectos que tiene la correcta aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son:

Las normas no contienen incongruencias con la realidad natural y social. 

En la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, reduce el trabajo del intérprete y al aplicador, que deben determinar hasta dónde va la extensión o restricción del régimen jurídico.

Disminuye o elimina la dificultad para el intérprete, en la no dispersión de las partes de una norma o disposición en diversos artículos de una misma ley o inclusive en diversos textos fiscales.

Mediante el uso practico de la sintaxis en las normas, se eliminan diversas problemáticas de análisis e interpretación.

4.3. Conclusiones parciales.

La teoría legislativa o teoría de la legislación, surge de la necesidad de encontrar una explicación general al fenómeno de crisis en el proceso legislativo ofreciendo los conocimientos básicos que nutren a la técnica legislativa y llevando a cabo análisis externos de tipo dinámico del mencionado proceso legislativo con el objetivo de no solo describir, sino también explicar y proponer procedimiento que supongan un incremento de racionalidad con respecto a la practica legislativa existente. 

En cambio, la técnica legislativa, surge de la necesidad de dar respuesta practica a la crisis, persigue la claridad y no la confusión en el análisis e interpretación de las disposiciones, en el proceso de construcción de las normas; Indica como conseguir ciertos objetivos a partir de determinados conocimientos y, en consecuencia, utiliza o aplica enseñanzas que, por tanto, cabe considerar como mas básicas; Es decir, la técnica legislativa viene a ser mas una forma de capear y de hacer frente con cierta dignidad a la crisis, que de superarla. 

Luego entonces, la teoría de la legislación es una consecuencia del fenómeno de la crisis de la ley, y por tanto, se ocuparía de explicar este fenómeno de crisis de la ley, mientras que la técnica legislativa arbitraría soluciones prácticas a dicha crisis, contribuyendo de forma importante a la mejor aplicación práctica de las normas creadas, y a sus respectivos análisis; porque de nada sirve crear leyes que traten de velar en todo momento por preservar y defender el interés general, si tales leyes no son claras y accesibles para los ciudadanos y para las autoridades encargadas de hacerlas cumplir. En este sentido, una mejora de la técnica legislativa puede redundar positivamente en una mejor interpretación.

Interpretar consiste en descubrir y desentrañar el verdadero sentido y significado de los signos, expresiones, actitudes, etc., en el caso de las leyes, de los textos que las componen; existen diversos métodos de interpretación, así como diversos criterios para interpretarlas, los cuáles podrán ser utilizados por el intérprete de acuerdo con la naturaleza y a la magnitud del caso concreto, debiéndolo hacer de forma armónica y sistemática, para lo cuál goza de absoluta libertad, sin romper los principios jurídicos y constitucionales, rectores de todo el sistema jurídico, que conducen a la adecuada justicia y equidad, no sólo en el ámbito tributario, sino en el ámbito jurídico en general.

Como parte de un proceso lógico y conforme a los criterios expuestos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, todas las normas fiscales son susceptibles a ser interpretadas utilizando para ello todos los métodos de interpretación jurídica al alcance del intérprete, en aras de desentrañar su verdadero sentido, aún las que establecen cargas a los particulares y sin importar la calidad o claridad en la redacción de dichas normas jurídicas.

Los efectos que tiene la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son:

Vacíos, omisiones y lagunas en los ordenamientos fiscales; Por lo cual, se deberá tener cuidado en la interpretación de las normas, lamentablemente esas fallas son muy comunes.

Permite la creación de la discrecionalidad que puede crearse en favor de las autoridades, al estar esparcidas por varios artículos o leyes, todas las partes que integran una norma jurídica, que se genera por las remisiones. 

Dificultad para fundamentar las interpretaciones cuando las normas contienen las alteraciones sintácticas, de significación.

Extensión o restricción indebidas a conceptos o tratamientos, mediante creaciones artificiales del intérprete y aplicador, es decir, que sean creadas por él y no por el legislador, lo cuál no sólo transgrede el principio de legalidad, sino se produciría una interpretación carente de todo fundamento jurídico, aún se base en argumentos lógicos, por lo cuál deberá hacer a un lado las discrepancias esenciales entre realidades jurídica y natural.

Incertidumbre en el intérprete causada por las ficciones jurídicas, en virtud de la discrepancia entre realidad natural y realidad jurídica o inclusive, por la discrepancia entre dos realidades jurídicas, una tributaria y otra perteneciente a distinta rama del Derecho, que pueden originar antinomias o conflictos entre las leyes.

Los efectos que tiene la correcta aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son:

Las normas no contienen incongruencias con la realidad natural y social. 

En la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, reduce el trabajo del intérprete y al aplicador, que deben determinar hasta dónde va la extensión o restricción del régimen jurídico.

Disminuye o elimina la dificultad para el intérprete, en la no dispersión de las partes de una norma o disposición en diversos artículos de una misma ley o inclusive en diversos textos fiscales.

Mediante el uso practico de la sintaxis en las normas, se eliminan diversas problemáticas de análisis e interpretación.

CONCLUSIONES GENERALES.

La Técnica Legislativa es una figura que implica arte para redactar los preceptos jurídicos de forma bien estructurada, aplicando pasos que se adoptan para la elaboración y adecuada redacción de las leyes en general y de las disposiciones normativas particulares, así como para sus reformas o enmiendas, cumpliendo con el principio de seguridad jurídica y los principios generales de Derecho.

En los siglos XVII y XVIII, se puede observar nociones de una técnica legislativa en las escuelas que eran afines con el positivismo. En el derecho privado, fueron los códigos civiles; y se creo una convicción de redactar leyes perfectas y definitivas para la humanidad. Dentro de esta corriente codificadora ya en el siglo XIX, se adopto el termino técnica legislativa aportado por Geny en su trabajo llamado “La tecnique legislative dans le codificacion civile modern”.
En el siglo XX, la técnica legislativa alcanzo un papel preponderante en la creación normativa, porque aporto una gran claridad y precisión, con un lenguaje de gran pureza. En México, el interés sobre este tema es reciente. La primera obra al respecto se emitió en el año de 1979; a finales de los ochentas se aborda con mayor interés y, en la década de los noventa ya lo imparten en algunas de las universidades del país en licenciaturas y postgrados.

La técnica legislativa es el conjunto de pasos para elaborar las leyes, en sentido general, se ocupa en primer lugar de la creación y construcción de las normas, enfatizando la buena, clara, sencilla y entendible redacción, así como su buena estructuración e integración, debiendo siempre cuidar el orden, la lógica y el respeto irrestricto de los principios de seguridad jurídica y los principios generales de Derecho, iniciando con las justificaciones o exposición de motivos de las normas jurídicas; sin dejar a un lado la inserción armónica de nuevos ordenamientos que toman en cuenta los ámbitos de validez territorial, temporal y material.

La Técnica Legislativa, independientemente de la legitimidad e incluso del valor o mérito intrínseco de los actos legislativos, procura esencialmente que éstos resulten o configuren una realidad idónea; es decir, que lleguen a tener vigencia o existencia y siendo aplicables, resulten eficaces y convenientes. 
Destacando también que, la técnica legislativa tiene dos ámbitos principales: uno político, que se refiere a la discusión, aprobación y publicación de la norma, porque contiene las posiciones ideológicas de los partidos políticos y grupos de interés, que es lo que constituye el proceso legislativo en sí, el otro ámbito es el técnico, que se refiere a las características formales que contiene el texto legal, entre otros, el uso del lenguaje, su estructura lógica, brevedad, claridad y la inserción armónica dentro del sistema jurídico.

La técnica legislativa tiene múltiples funciones en el Derecho, entre las que se destacan la de facilitar la aplicación e interpretación de las normas jurídicas, a través de los elementos esenciales del Derecho; y las funciones recaudatorias de contribuciones y como herramientas de combate contra las conductas ilícitas de las contribuyentes. Pues, los principios y normas  creados para el legislador, al redactar y crear correctamente las leyes, están surten sus efectos o consecuencias jurídicas de un hecho a otro. 

Los principios jurídicos de los impuestos son los pilares fundamentales para el sistema fiscal mexicano, para que las cargas tributarias que se imponen a los particulares se sujeten a sus derechos más elementales y con ello, la relación tributaria entre el sujeto activo (fisco) y el pasivo (particular) se lleve a cabo con la mayor justicia y respeto posibles.

La técnica legislativa y los principios jurídicos de las contribuciones, tienen una relación muy estrecha; pues en la ejecución y la aplicación de la técnica legislativa en la creación de normas, deben subordinarse en todo momento a los citados principios, para que los derechos de los contribuyentes no sean fracturados. La técnica legislativa es compatible con los principios jurídicos de las contribuciones en tanto no se transgredan, ya que en tal caso, provoca lesiones a los derechos de los particulares y en consecuencia, la norma que las contenga es inconstitucional.

Una arma eficaz es la técnica legislativa, en función de prevenir y reprimir los comportamientos ilícitos del contribuyente tendientes a defraudar a la Hacienda Pública, trátese de evasión, fraude o defraudación fiscal, simulación y cualquier otro delito fiscal; lo hace de varias maneras, ya sea ampliando el rango de aplicación de algunas normas jurídicas, invirtiendo la carga de la prueba hacia el contribuyente por la ventaja que éste tiene de manipular sus libros, registros y documentos; es preferible utilizar la técnica legislativa como instrumento de combate a todos los comportamientos ilícitos del contribuyente, pues representa cortar el problema de raíz, dicho de otra forma, desde la creación y elaboración del mismo texto legal, ya que en la etapa de aplicación de la ley será más difícil; es la presente labor de la técnica legislativa, la que también justifica su aplicación en la creación de los textos legales tributarios.

Se justifica también la técnica legislativa en el derecho tributario, tras resolver los problemas externos a las normas y ordenamientos jurídicos, desde la etapa de la planeación de la norma, con el propósito de facilitar la integración de un supuesto normativo con la actitud de observancia que deben cumplir los ciudadanos. No basta que la ley ordene, se requiere que el individuo pueda cumplirla, que la sociedad la acepte como norma de convivencia válida, pertinente, oportuna, necesaria y de cumplimiento posible. De otra manera, el supuesto legal entra en conflicto con los legítimos derechos o aspiraciones de justicia de la sociedad.

Por lo anterior, la doctrina y los mismos legisladores deben reflexionar sobre todos aquellos aspectos de los procesos de creación normativa que, aun sin estar directamente relacionados con el contenido mismo de tal creación, sí contribuyen de forma importante a su mejor aplicación práctica, porque de nada sirve crear leyes que traten de velar en todo momento por preservar y defender el interés general, si tales leyes no son claras y accesibles para los ciudadanos y para las autoridades encargadas de hacerlas cumplir. 
Una adecuada aplicación de la técnica legislativa en la legislación fiscal, redunda positivamente en un incremento de la aplicabilidad práctica de las leyes (de su factibilidad), derivada de su mejor entendimiento y de su mayor corrección técnica.

Así como un correcto uso de la técnica legislativa, contribuye a reforzar el peso político del Poder Legislativo dentro del Estado, pues si las Cámaras del Congreso estuvieran en condiciones reales de mejorar con argumentos técnicos los proyectos enviados por el Ejecutivo, contribuirían de forma importante al diseño y puesta en práctica de la política fiscal del estado mexicano; de esta forma el Congreso sería un contrapeso a la experiencia, las políticas y a la agenda política del Ejecutivo.

Las Cámaras deben contar con un servicio profesional de asesoramiento que permita a los legisladores realizar las mejoras técnicas de los documentos sometidos a su consideración.

Es de suma importancia que en México, los legisladores demuestren una mayor responsabilidad a la hora de aprobar textos legislativos, en función a que los ciudadanos no pueden iniciar procesos constitucionales para que las leyes inconstitucionales sean expulsadas del ordenamiento con efectos generales por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. En este sentido, una autoconcienzación de los mismos legisladores puede tener dos consecuencias importantes: a) Que, sencillamente, se mejoren técnicamente los materiales legislativos, evitando incurrir en vicios de inconstitucionalidad y b) Que los propios legisladores utilicen los medios constitucionales apropiados para corregir la eventual inconstitucionalidad de las leyes o de otras normas del sistema jurídico.

En esta investigación se presentaron casos analizados donde se demostró que la LISR, adolece de grandes fallas, redacción confusa, oscura, disposiciones contradictorias, redundantes, incompletas y ambiguas; Y una legislación confusa, oscura e incompleta, dificulta su aplicación y, además de socavar la certeza del Derecho y la confianza de los ciudadanos en el mismo, termina por empañar el valor de la justicia. 
Sin embargo, los efectos de una ley mal redactada no quedan aquí, puesto que si alguna persona la entendió de una forma distinta, genera conflictos jurídicos que inexorablemente llegan a los tribunales.

La situación descrita no es una preocupación teórica, sino que se está dando en la realidad y lleva a reflexionar respecto de las iniciativas y reformas legales que han generado más de alguna controversia en el medio jurídico nacional; Todo esto a pesar de que el impuesto sobre la renta tiene impacto e importancia en la recaudación del fisco mexicano.

Lo anterior es derivado principalmente, de que la técnica legislativa es aplicada inadecuadamente por desconocimiento, y porque de cierta manera quienes la aplican muchas veces no son los legisladores, sino que estos mismos, delegan esa función a sus asesores; y también de cierta manera la técnica legislativa es algo nuevo en México, por consiguiente no hay un numero considerable de académicos que impartan dicha doctrina; tampoco existe la ya mencionada teoría legislativa que estudie sistemática y metódicamente los problemas de la legislación, así como el modo de resolverlos.

La teoría de la legislación es consecuencia de la crisis de leyes, y se ocupa de explicar este fenómeno de crisis de la ley, mientras que la técnica legislativa intercede por soluciones prácticas a dicha crisis, contribuyendo de forma importante a la mejor aplicación práctica de las normas creadas, y a sus respectivos análisis. 
Como parte de un proceso lógico y conforme a los criterios expuestos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, todas las normas fiscales son susceptibles a ser interpretadas utilizando para ello todos los métodos de interpretación jurídica al alcance del intérprete, en aras de desentrañar su verdadero sentido, aún las que establecen cargas a los particulares y sin importar la calidad o claridad en la redacción de dichas normas jurídicas.

Los efectos que tiene la inadecuada aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son: a) Vacíos, omisiones y lagunas en los ordenamientos fiscales; Por lo cual, se deberá tener cuidado en la interpretación de las normas, lamentablemente esas fallas son muy comunes. b) Permite la creación de la discrecionalidad que puede crearse en favor de las autoridades, al estar esparcidas por varios artículos o leyes, todas las partes que integran una norma jurídica, que se genera por las remisiones. c) Dificultad para fundamentar las interpretaciones cuando las normas contienen las alteraciones sintácticas, de significación. d) Extensión o restricción indebidas a conceptos o tratamientos, mediante creaciones artificiales del intérprete y aplicador, es decir, que sean creadas por él y no por el legislador, lo cuál no sólo transgrede el principio de legalidad, sino se produciría una interpretación carente de todo fundamento jurídico, aún se base en argumentos lógicos, por lo cuál deberá hacer a un lado las discrepancias esenciales entre realidades jurídica y natural. e) Incertidumbre en el intérprete causada por las ficciones jurídicas, en virtud de la discrepancia entre realidad natural y realidad jurídica o inclusive, por la discrepancia entre dos realidades jurídicas, una tributaria y otra perteneciente a distinta rama del Derecho, que pueden originar antinomias o conflictos entre las leyes.

Los efectos que tiene la correcta aplicación de la técnica legislativa en el análisis e interpretación de las leyes fiscales son: a) Las normas no contienen incongruencias con la realidad natural y social. b) En la interpretación y aplicación de las normas jurídicas, reduce el trabajo del intérprete y al aplicador, que deben determinar hasta dónde va la extensión o restricción del régimen jurídico. c) Disminuye o elimina la dificultad para el intérprete, en la no dispersión de las partes de una norma o disposición en diversos artículos de una misma ley o inclusive en diversos textos fiscales. d) Mediante el uso practico de la sintaxis en las normas, se eliminan diversas problemáticas de análisis e interpretación.

REFERENCIAS  DOCUMENTALES

AGUILÓ, Josep, Sobre la derogación. Ensayo de dinámica jurídica, México, Distribuciones Fontamara, 1995, 106 pp.

ARTEAGA NAVA, Elisur, Derecho constitucional, México, Harla, 1998, 1053 pp. , “La iniciativa legislativa”, Alegatos, México, núm. 25, septiembre-diciembre de 1993, pp. 118.

ATIENZA, M.,  Contribución para una teoría de la legislación, en el colectivo Elementos de técnica legislativa, México, UNAM, 2000, en particular, pp. 19-36; y, más ampliamente, del  mismo autor su monografía Contribución a una teoría de la legislación, Madrid, Cuadernos Civitas, 1997.

ATIENZA, M., “Sociología jurídica y ciencia de la legislación”, en VV.AA., R. Bergalli (coord.), El Derecho y sus realidades. Investigación y enseñanza de la sociología jurídica. PPU, Barcelona, 1989, p. 57.

BASCUÑAN VALDEZ Aníbal, Elementos de Técnica Legislativa.  Editorial Porrúa. México, 2002.  

BASCUÑÁN VALDEZ, Aníbal, Introducción al estudio de las ciencias jurídicas y sociales, 2a. ed., Santiago, Editorial Jurídica de Chile, núm. 8, colección de Apuntes de clase, pp. 201-207.

BULYGIN, Eugenio, “Teoría y técnica de la Legislación”, Revista Mexicana de Estudios Parlamentarios, México, 1a. época, vol. I, núm. 3, septiembre-diciembre de 1991, p. 37.

CAMPOSECO CADENA, Miguel Ángel. “La Técnica Legislativa”, artículo consultado en la página de Internet http: //www.cddhcu.gob.mx/cronica57/contenido/cont15/proces5.htm.

CARBONELL, Miguel, “Los objetos de las leyes, los reenvíos legislativos y las derogaciones tácitas: notas de técnica legislativa”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México, nueva serie, año XXX, núm. 89, mayo-agosto de 1997.

DICCIONARIO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS DE LA UNAM. Editorial Porrúa. México, 2004.

DICCIONARIO DE LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, Editorial ESPASA, 2004

DICCIONARIO JURÍDICO ESPAÑOL, (http://neoforum.iespana.es)

DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO, TOMO 1 DEL INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS DE LA U.N.A.M. Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. 1999; p. 1441.

EL PEQUEÑO LAROUSSE ILUSTRADO. Ediciones Larousse, México, 2003.

GARCÍA MAYNES, Eduardo, Introducción al estudio del Derecho. Editorial Porrúa 36ª. Edición, México 1984, pg.139

GÓMEZ DE SILVA, Guido. “Breve Diccionario Etimológico de la Lengua Española”. Fondo de Cultura Económica, S.A. México, D.F. 1988; p. 300 y 358.

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA; Ley que se publico el 30 de Diciembre de 1980, en el D.O.F. y entro en vigor el 1º de Enero de 1981, y que ha sido modificada año tras año.

LLANO CIFUENTES, Rafael. Op. Cit. p. 156-157.

MARTINO, Antonio A., "Auxilio computacional a la legislación. ¿Hacer leyes con las computadoras?", Anuario Jurídico, México, 1990, t. XVII, p. 146.

MASSINI, Carlos Ignacio, La desintegración del pensar jurídico en la edad moderna, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1980, pp. 57, 58 y 73.

MENÉNDEZ MENÉNDEZ, Aurelio, “La calidad de las leyes y la reforma de la comisión general de codificación”, Anales, Madrid, Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, núm. 28, 1998, p. 243.

MOLINER, Maria. Diccionario técnico-jurídico mexicano, México, Porrúa, 1997, t. I, pp. 489 y 490.

MOTILLA, Agustín, “La codificación como técnica de producción legislativa”, Revista de Derecho Privado, Madrid, Editoriales de Derecho Reunidas, junio de 1987, pp. 550-552; así como Pizzorusso, Alessandro, “Observaciones para el estudio de la producción normativa”, op. cit., nota 2, p. 1.

MOTILLA, Agustín, op. cit., nota 8, p. 564.

PALLARES, Eduardo. Op. Cit. p. 371.

PAOLA, Leonardo Sperb de. Op. Cit. p. 100.

PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 31.

RAIGOSA, Luis, “Algunas consideraciones sobre la creación de las leyes en México,” Isonomía, México, núm. 3, octubre de 1995, pp. 207-216.

REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. “Diccionario de la Real Academia Española de la Lengua”. 2001. Consultado en la página www.conoze.com

RUBIO LLORENTE, Francisco, La forma de poder. Estudios sobre la Constitución, Madrid, CEC, 1997.

SAINZ MORENO Fernando, La Técnica Legislativa a debate. Editorial Porrúa

SÁINZ MORENO, F., “Técnica normativa”, Enciclopedia Jurídica Básica, Madrid, Civitas, 1995, p. 6485.

SÁINZ MORENO, Fernando, “Antecedentes y documentación necesarios para pronunciarse sobre un proyecto de ley (artículo 88 C. E.)”, en varios autores, La calidad de las leyes, Euzcadi, Parlamento Vasco, 1989, p. 20.

SALVADOR CODERCH, Pablo, "Elementos para la definición de un programa de técnica legislativa", Curso de técnica legislativa, Madrid, 1989, p. 11.

SCHERKERKEWITZ, Iso Chaitz. Op. Cit. p. 56-57.

SOBERANES, J. L. (comp.), Tendencias actuales del derecho, México, 1994, p. 252.

VERGARA BLANCO, Alejandro, “Formación de la ley y técnica legislativa”, Revista Chilena de Derecho, Santiago, vol. 18, núm. 2, mayo agosto de 1991.

PRESENTA: 

OMAR LARA ESCOBEDO

omarlara@prodigy.net.mx
MONTERREY, NUEVO LEÓN





















� Se refiere  a la consecuencia o repercusión que atañe al derecho.


� El Pequeño Larousse Ilustrado. Ediciones Larousse, México, 2003.


� García Maynes, Eduardo, Introducción al estudio del Derecho. Editorial Porrúa 36ª. Edición, México 1984, pg.139


� Moliner, Maria. Diccionario técnico-jurídico mexicano, México, Porrúa, 1997, t. I, pp. 489 y 490.


� Camposeco Cadena, Miguel Ángel. “La Técnica Legislativa”, artículo consultado en la página de Internet http: //www.cddhcu.gob.mx/cronica57/contenido/cont15/proces5.htm.


� Diccionario de la Real Academia Española, Editorial ESPASA, 2004


� Motilla, Agustín, “La codificación como técnica de producción legislativa”, Revista de Derecho Privado, Madrid, Editoriales de Derecho Reunidas, junio de 1987, pp. 550-552; así como Pizzorusso, Alessandro, “Observaciones para el estudio de la producción normativa”, op. cit., nota 2, p. 1.


� Rubio Llorente, Francisco, La forma de poder. Estudios sobre la Constitución, Madrid, CEC, 1997.


� Menéndez Menéndez, Aurelio, “La calidad de las leyes y la reforma de la comisión general de codificación”, Anales, Madrid, Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, núm. 28, 1998, p. 243.


� Massini, Carlos Ignacio, La desintegración del pensar jurídico en la edad moderna, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 1980, pp. 57, 58 y 73.


� Sáinz Moreno, Fernando, “Antecedentes y documentación necesarios para pronunciarse sobre un proyecto de ley (artículo 88 C. E.)”, en varios autores, La calidad de las leyes, Euzcadi, Parlamento Vasco, 1989, p. 20.


� Motilla, Agustín, op. cit., nota 8, p. 564.


� Sáinz Moreno, F., “Técnica normativa”, Enciclopedia Jurídica Básica, Madrid, Civitas, 1995, p. 6485.


� Salvador Coderch, Pablo, "Elementos para la definición de un programa de técnica legislativa", Curso de técnica legislativa, Madrid, 1989, p. 11.


� CAMPOSECO CADENA, Miguel Ángel. “La Técnica Legislativa”, artículo consultado en la página de Internet http: //www.cddhcu.gob.mx/cronica57/contenido/cont15/proces5.htm.


� Bulygin, Eugenio, “Teoría y técnica de la Legislación”, Revista Mexicana de Estudios Parlamentarios, México, 1a. época, vol. I, núm. 3, septiembre-diciembre de 1991, p. 37.


� Carbonell, Miguel, “Los objetos de las leyes, los reenvíos legislativos y las derogaciones tácitas: notas de técnica legislativa”, Boletín Mexicano de Derecho Comparado, México, nueva serie, año XXX, núm. 89, mayo-agosto de 1997.


� ATIENZA, M., “Sociología jurídica y ciencia de la legislación”, en VV.AA., R. Bergalli (coord.), El Derecho y sus realidades. Investigación y enseñanza de la sociología jurídica. PPU, Barcelona, 1989, p. 57.


� BASCUÑÁN VALDEZ, Aníbal, Introducción al estudio de las ciencias jurídicas y sociales, 2a. ed., Santiago, Editorial Jurídica de Chile, núm. 8, colección de Apuntes de clase, pp. 201-207.


� ARTEAGA NAVA, Elisur, Derecho constitucional, México, Harla, 1998, 1053 pp. , “La iniciativa legislativa”, Alegatos, México, núm. 25, septiembre-diciembre de 1993, pp. 118.


� AGUILÓ, Josep, Sobre la derogación. Ensayo de dinámica jurídica, México, Distribuciones Fontamara, 1995, 106 pp.


� Diccionario de Investigaciones Jurídicas de la UNAM. Editorial Porrúa. México, 2004.


� Ibidem.


� ATIENZA, M.,  Contribución para una teoría de la legislación, en el colectivo Elementos de técnica legislativa, México, UNAM, 2000, en particular, pp. 19-36; y, más ampliamente, del  mismo autor su monografía Contribución a una teoría de la legislación, Madrid, Cuadernos Civitas, 1997.


� RAIGOSA, Luis, “Algunas consideraciones sobre la creación de las leyes en México”, Isonomía, México, núm. 3, octubre de 1995, pp. 207-216.


� BASCUÑÁN VALDEZ, Aníbal, Introducción al estudio de las ciencias jurídicas y sociales, 2a. ed., Santiago, Editorial Jurídica de Chile.


� Ibidem.


� VERGARA BLANCO, Alejandro, “Formación de la ley y técnica legislativa”, Revista Chilena de Derecho, Santiago, vol. 18, núm. 2, mayo agosto de 1991.


� PAOLA, Leonardo Sperb de. Op. Cit. p. 100.


� SCHERKERKEWITZ, Iso Chaitz. Op. Cit. p. 56-57.


�  PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 31.


� LLANO CIFUENTES, Rafael. Op. Cit. p. 156-157.


�  PALLARES, Eduardo. Op. Cit. p. 371.


�  DICCIONARIO JURÍDICO MEXICANO, Tomo 1 del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la U.N.A.M. Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. 1999; p. 1441.


�  PAOLA, Leonardo Sperb de. Op. Cit. p. 98-99.


� Entre ellos Pérez de Ayala, Pérez Becerril, Porras y López y Maria Rita Ferragut, por citar algunos de los consultados en la elaboración del presente trabajo.


�DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 261. 


� DIEP DIEP, Daniel. “El Tributo y la Constitución”. Editorial Pac, S.A. de C.V. México, D.F. 1999; p. 215-216.


�FERRAGUT, María Rita. Op. Cit. p. 89. 


� PORRAS Y LÓPEZ, Armando. “Curso de Derecho Fiscal”. Quinta Edición. Textos Universitarios, S.A. México, D.F. 1975; p. 73. 


� FLORES ZAVALA, Ernesto. “Elementos de Finanzas Públicas Mexicanas”. Vigésimaoctava Edición, Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. 1989; p. 151.


� El breve estudio que se hace de los principios jurídicos se enfocará primordialmente a la garantía de audiencia, principio de seguridad jurídica y a los contenidos en el artículo 31 fracción IV Constitucional, por ser los más importantes en materia tributaria.


�FLORES ZAVALA, Ernesto. Op. Cit. p. 151-255. 


� El artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos a la letra dice: “Son obligaciones de los mexicanos: ....IV. Contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal o del estado y municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes”. De lo anterior se derivan los principios de legalidad, proporcionalidad y equidad tributarias.


� FLORES ZAVALA, Ernesto. Op. Cit. p. 203-204.


�NAVARRINE, Susana Camila y ASOREY, Rubén. “Presunciones y Ficciones en el Derecho Tributario”. Editorial Depalma. Argentina. 1985; p. 15.   


� DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 261-262.


� DIEP DIEP, Daniel. Op. Cit. p. 233-234.


� “Séptima Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Apéndice de 1995,  Tesis 168, página 169, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� PÉREZ BECERRIL, Alonso. Op. Cit. p. 119.


�Ibidem p. 120. 


� DIEP DIEP, Daniel. Op. Cit. p. 324.


� PORRAS Y LÓPEZ, Armando. Op. Cit. p. 74.


� FLORES ZAVALA, Ernesto. Op. Cit. p. 206-207.


� MARTÍNEZ LÓPEZ, Luis. “Derecho Fiscal Mexicano”. Tercera Edición. México, D.F. 1965; p. 60.


� DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 268.


�“Séptima Época, Instancia: Pleno, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 275, página 256, no. de registro 389,728 Jurisprudencia en Materia Constitucional”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 


� MARTÍNEZ LÓPEZ, Luis. Op. Cit. p. 60.


�“Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo X, Noviembre de 1999, Tesis P./J. 109/99, página 22, no. de registro 192,849 Jurisprudencia en Materia Constitucional, Administrativa”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 


 


� PÉREZ BECERRIL, Alonso. Op. Cit. p. 122-123.


� PORRAS Y LÓPEZ, Armando. Op. Cit. p. 74.


� DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 269.


� FLORES ZAVALA, Ernesto. Op. Cit. p. 216.





� PÉREZ BECERRIL, Alonso. Op. Cit. p. 123-124.


�“Séptima Época, Instancia: Pleno, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 275, página 256, no. de registro 389,728 Jurisprudencia en Materia Constitucional”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 


� “Octava Época, Instancia: Tercera Sala, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo I, Parte SCJN, Tesis 274, página 255, no. de registro 389,727 Jurisprudencia en Materia Constitucional”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 





� FLORES ZAVALA, Ernesto. Op. Cit. p. 177.


�DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 298. 


� “Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV, Enero de 2002, Tesis I.7º.A.41 K, página 1254, no. de registro 188,033 aislada en Materia Común”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� La negativa ficta se traduce como “la virtual contestación” en sentido negativo por parte de la autoridad a una cuestión planteada por un particular, derivada precisamente de la no contestación, en otras palabras, es la respuesta negativa derivada del silencio de la autoridad a dar respuesta a una cuestión planteada.  


� DIEP DIEP, Daniel. Op. Cit. p. 304-305, 308-309.


� Ibidem, p. 267.


� “Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Julio de 2002, Tesis 2a. LXXV/2002, página 449, no. de registro 186,572 aislada en Materia Constitucional”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.


� “Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XVI, Julio de 2002, Tesis P. XXVIII/2002, página 7, no. de registro 186,616 aislada en Materias Constitucional y Penal”, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.





�CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2004, contenido en la “Fisco Agenda 2004” de Ediciones Fiscales Isef, México, D.F. 2004; p. 74-75. Dicho artículo fue reformado mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 5 de enero de 2004 y ha sido sujeto de controversia en relación a la constitucionalidad o no de lo relativo a la emisión y firma electrónicas de los documentos que contienen dichos actos; tal controversia no será abordada en el presente trabajo, por no tener relación directa con el tema central de estudio.


�En relación a la posible ilegalidad por el uso de diferentes tipo de letra en los documentos que dan origen a algunos actos administrativos, véase la tesis cuyo rubro es “ORDEN DE VISITA, CASO EN QUE SE PRESUME QUE EL PERSONAL ACTUANTE DE LA SECRETARÍA DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO ELIGIÓ AL GOBERNADO QUE DEBA SER SUJETO DE LA”, bajo la localización Novena Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XII, Julio de 2000. Tesis V.3º.J/1 Página: 700 Materia: Administrativa Jurisprudencia.  


�“Novena Época Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVII, Abril de 2003. Tesis: I.3º.C.52 K Página: 1050 Materia: Común Tesis aislada, consultada en la página de Internet http: //www.scjn.gob.mx/iusupdate/tesis.asp?Clave=157076. 


�DIEP DIEP, Daniel. Op. Cit. p. 344-345.


 


� “Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XV-II, Febrero, Tesis VI.2º.718 K, página 344, extraída del sistema “IUS 2003” presentado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación.








� En relación a las penas de nulidad en las resoluciones el último párrafo del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación establece que cuando se esté en alguno de los supuestos de las fracciones II y III del Art. 238, el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa declarará la nulidad para efectos de se reponga el procedimiento o se emita nueva resolución; en los demás casos también podrá indicar los términos en que la autoridad administrativa deba dictar la nueva resolución, salvo tratándose de las facultades discrecionales. 


� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2004, contenido en la “Fisco Agenda 2004”. Op. Cit, p. 225.


� “XII JORNADAS LATINOAMERICANAS DE DERECHO TRIBUTARIO, BOGOTÁ, COLOMBIA, 1985, EL USO DE LAS PRESUNCIONES Y FICCIONES EN DERECHO TRIBUTARIO”, Op. Cit.





� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2004, contenido en la “Fisco Agenda 2004”. Op. Cit, p. 152-153.


� CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN 2002. Lazcano Editores. México; p. 326.


� FERRAGUT, María Rita. Op. Cit. p. 106. 


� Ibidem.


� FERRAGUT, María Rita. Op. Cit. p. 106.


� PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 162, 174-175.


� LLANO CIFUENTES, Rafael. Op. Cit. p. 158.


� MOSSET ITURRASPE, Jorge. “Contratos Simulados y Fraudulentos, Tomo I.” Rubinzal-Culzoni Editores. Argentina. 2001; p. 35.


� PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 174, 177-179.


� AMARAL, Luiz Otavio de Oliveira. “Forma y Apariencia de los Títulos de Crédito (Forma e Aparencia nos Títulos de Crédito)”, artículo consultado en la página http://www.uj.com.br/publicacoes/doutrinas/doutrina_showdoutrina.asp?tema=14&iddoutrina=1059. 


� Es únicamente para efectos de lo tratado en el presente estudio, pues resulta ocioso y además no es el objetivo el establecer diferencias conceptuales entre la defraudación, fraude y evasión fiscales, y aún haciéndolo, no aportaría nada a las conclusiones que se alcancen.


� CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2004, contenido en la “Fisco Agenda 2004”. Op. Cit, p. 151.


� PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 149-150.


� De entre los consultados en el presente trabajo pueden citarse a Sperb de Paola, Chaitz Scherkerkewitz, Pérez de Ayala y algunos otros autores que citan los mencionados.


� “ELUSIÓN Y EVASIÓN FISCALES-PRESUNCIONES Y FICCIONES TRIBUTARIAS”, artículo consultado en la revista electrónica “Cenario Tributario” en la página de Internet: http://www.berbel.pro.br/cenario_tributario_i.htm.


� “IV JORNADAS LUSO-HISPANO-AMERICANAS DE ESTUDIOS TRIBUTARIOS, ESTORIL, PORTUGAL, 1970, LA EVASIÓN FISCAL LEGÍTIMA, CONCEPTO Y PROBLEMAS”, documento consultado en la página en Internet http://www.iladt.org/documentos/detalle_doc.asp?id=326&dato=%.


� PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 33, 146.


� Arteaga Nava, Elisur, Derecho constitucional, México, Harla, 1998, 1053 pp. , “La iniciativa legislativa”, Alegatos, México, núm. 25, septiembre-diciembre de 1993, pp. 118.


� Ortiz Quintero, David E., Director de Asociación Civil Filantrópica y Educativa, A.C., Sección Norte. Asesor del Área Fiscal de la Iglesia Adventista del Séptimo Día, A.R., Director del Departamento de Nómina e Impuestos de la Universidad de Montemorelos, A.C.   CATEDRÁTICO en: Catedrático de la Licenciatura en Contaduría Publica en la Universidad de Montemorelos, A.C., Expositor y colaborador en cursos y seminarios sobre temas fiscales para diversas empresas privadas del país. ESTUDIOS: Doctorado en Ciencias Fiscales, IEE Sede Monterrey, en curso; Maestría en Impuestos, IEE Sede Monterrey; Contador Público y Auditor, egresado de la Universidad de Montemorelos, A.C. 





� Leal Cueva, Gustavo. SOCIO de Leal Benavides y Cía., S.C., Despacho de Consultores Fiscales, 1999 a la fecha; DIRECTOR EJECUTIVO de Fiscalia, empresa de servicios de información fiscal en Internet, 2000 a la fecha.  CATEDRÁTICO en: Instituto de Especialización para Ejecutivos (IEE), Sede Monterrey. Maestría en Impuestos.   IEE, Sede Durango. Maestría en Impuestos.   IEE, Sede Matamoros. Maestría en Impuestos. IEE, Sede Reynosa. Maestría en Impuestos.   ESTUDIOS: Doctorado en Ciencias Fiscales, IEE Sede Monterrey, en curso; Maestría en Impuestos, Mención Honorífica, IEE Sede Monterrey. Disertación: "Tributación en el Comercio Electrónico: Alternativas ante la Obsolescencia del Establecimiento Permanente"; Contador Público por el ITESM, Campus Monterrey, graduado en diciembre de 1996. 


Estudios en Administración y Finanzas. Universidad de Colorado en Boulder, Colorado, EUA, 1995. 


Preparatoria: Austin Area High School, Austin, Pennsylvania. Agosto de 1989 a junio de 1990. 





� J. Wróbleswki. Reflexiones en torno de la Teoría de las Clasificaciones Jurídicas, con Especial Énfasis en la Filosofía del “Como Si” de Vaihinger”, consultado en la página de Internet http: //www.unibrasil.com.br/criticajuridica/18/HansKelsen.htm.


� Bulygin, Eugenio, “Teoría y técnica de la Legislación”, Revista Mexicana de Estudios Parlamentarios, México, 1a. época, vol. I, núm. 3, septiembre-diciembre de 1991


� GARCÍA MAYNEZ, Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho. 53ª Edición. Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. 2002.


� Ibidem.


� El análisis se refiere al estudio realizado para separar las distintas partes de un todo, por lo que analizar es hacer un examen detallado de algo; en el caso concreto, es analizar las frases y oraciones que componen un texto para desentrañar y explicar su verdadero sentido, o sea, interpretarlo. Definición tomada del “Diccionario Larousse de la Lengua Española”, de Ediciones Larousse, S.A México, D.F. 1994; p. 37.


� CISNEROS FARÍAS, Germán. “Metodología Jurídica”. Primera Edición. Ecuador 2003; p. 157-158.


� “Localización: Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Parte: VIII Julio. Página: 183”, consultada en la página de Internet: http://www.scjn.gob.mx.


� BITTENCOURT, Marcelo M. Ramalho. “La Interpretación en el Derecho Tributario (A Interpretacao No Direito Tributario)”. Artículo consultado en la página de Internet: http://www.femperj.org.br/artigos/tri/at01.htm.


� RODRÍGUEZ LOBATO, Raúl. “Derecho Fiscal”. Segunda Edición. Oxford University Press. México, D.F. 2003; p. 47-48.


� PORRAS Y LÓPEZ, Armando. Op. Cit. p. 42-43.


� DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 52-53.


� DÍAZ CROUSSE, Carlos Alberto. “La Hermenéutica Perfecta en la Interpretación de la Ley 13.003 (t.o.)”. Artículo consultado en la página de Internet http://www.legalmania.com/actualidad_general/hermeneutica.htm.


� CORTINA MONTEMAYOR, Elena Diez de la. “La Hermenéutica”. Artículo consultado en la página de Internet: http://www.cibernous.com/autores/existencialismo/teoria/hermeneutica.html.


�CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN 2004, contenido en la “Fisco Agenda 2004”. Op. Cit, p.4.  


� DICCIONARIO DE LA REAL ACADEMIA ESPAÑOLA DE LA LENGUA, Op. Cit.


� FERRAGUT, Maria Rita. Op. Cit. p. 111.


� “Localización: Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: XVI, Diciembre de 2002. Tesis: 2ª./J.133/2002. Página: 238”, consultada en la página de Internet: http://www.sifiscal.com.mx/miembros/scripts/final1c.asp. 


� DE LA GARZA, Sergio Francisco. Op. Cit. p. 54-61.


� MARGAIN MANAUTOU, Emilio. “Introducción al Estudio del Derecho Tributario Mexicano”. Décima Edición, Editorial Porrúa, S.A. México, D.F. 1991; p. 150-151.


� Ibidem, p. 155-156.


� FERRAGUT, Maria Rita. Op. Cit. p. 113.


� Ibidem, 


� ESTRADA LARA, Juan. “La Interpretación Jurídica de las Leyes Fiscales”. Editorial PAC, S.A. de C.V. México, D.F. 2004; p. 71.


� GARCÍA MAYNEZ, Eduardo. Op. Cit. p. 334-337.


� BITTENCOURT, Marcelo M. Ramalho. Op. Cit.


� Ibidem.





� PÉREZ BECERRIL, Alonso. Op. Cit. p. 244. 


� PÉREZ DE AYALA, José Luis. Op. Cit. p. 42, 91-92.


� PAOLA, Leonardo Sperb de. Op. Cit. p. 89-90.


 





PAGE  
1

